
Figura 2 Evolu-
ción del terri-
torio mapuche
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5. LOS CONCEPTOS MAPUCHE 
DE TIERRA, TERRITORIO 

Y MEDIO AMBIENTE

Coincidimos básicamente con McFall (2000; 2001 a: 49-54) 
al señalar que la elaboración cultural que hacen los mapuche 
de la problemática ambiental se articula a partir de los con-
ceptos Mapu y Wajmapu, que son los que dan cuenta del te-
rritorio y del medio ambiente respectivamente (ibídem: 49). 
No obstante, la polisemia que encierran ambos términos se 
presta también a otros usos.77

Como vimos en el capítulo dedicado a la cosmovisión 
mapuche, el concepto Waj Mapu78 puede referirse tanto a la 
idea del Cosmos como al territorio mapuche ancestral en el 
plano terrenal, cuyo correlato en el ámbito occidental podría 
definirse mediante el tecnicismo de «etnoterritorio» (Moli-
na, 1995: 113), que se refiere a la manera en que los indígenas 
conciben su hábitat y las valoraciones que establecen con sus 
espacios de referencia, a los cuales confieren un contenido po-
lítico, económico, social, cultural y religioso:

77 Los términos más generalizados para referirse al moderno concepto de te-
rritorio son Waj Mapu y Meli Wixan Mapu. Por su parte, el término Mapu, 
que tradicionalmente sintetizaba la noción del territorio mapuche, parece que 
haber quedado relegado en beneficio de los términos anteriores.
78 Waj Mapu a veces se utiliza indistintamente con el término Wajontu Mapu. 
No obstante, algunos mapuche atribuyen al concepto Wajontu la acción de 
«dar la vuelta alrededor de [...]» (Quidel C., 2002), por lo que en los últimos 
tiempos este término ha sido utilizado para abarcar la idea del planeta Tierra 
como espacio esférico. Nosotros utilizaremos el concepto de Waj Mapu para 
referirnos exclusivamente al territorio y al universo mapuche de manera que 
quede claramente expresado que los espacios de referencia mapuche no tienen 
vocación de universalidad. 
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Estos “etnoterritorios” constituyen los espacios habita-
dos por los pueblos indígenas o parte de ellos, que se 
encuentran delimitados por hitos geográficos que son 
reconocidos socialmente por una o varias agrupaciones 
de una misma etnia o de otra distinta (Molina, 1995: 113). 

Los diferentes biotopos y ecosistemas naturales que compo-
nen el Waj Mapu constituyen la infraestructura religiosa de la 
cultura mapuche. No en vano uno de los aforismos clásicos de 
los mapuche es aquel que define su religión como «equilibrio 
hombre-naturaleza» (Francisco Chureo, julio 2001). Hay que 
aclarar que cuando los mapuche se refieren a la «naturaleza» en 
el ámbito local, lo hacen en relación con los biotopos nativos; 
como se suele decir: «no es lo mismo una plantación que un 
bosque, porque un bosque es nativo» (Domingo Rain, logko de 
Dewco, 11 de julio de 2002). De hecho, los espacios verdade-
ramente relevantes para los mapuche desde un punto de vista 
ecológico son los biotopos autóctonos, pues las características 
naturales no pueden ir separadas del sentido religioso y cultural 
que contienen, que es lo que los hace susceptibles de ser con-
siderados propiamente «naturaleza», configuración que parece 
ofrecer una continuidad histórica entre los pueblos amerindios:

(…) no cabe duda de que estos [los indígenas americanos] 
consideraban la Naturaleza y a sus componentes como 
seres cargados de personalidad y características humanas 
(…) en estas creencias indígenas subyace la idea de que 
los espíritus o fuerzas sobrenaturales habitaban supuesta-
mente en cada rincón del entorno que les era inmediato; 
en especial aquellos rasgos del paisaje que sobresalían en 
altura, belleza o misterio. De esta manera formas del re-
lieve, colores y composiciones de éste han dado lugar a 
todo tipo de leyendas; [particularmente aquellos que in-
cluyen parejas de volcanes o sierras nevadas] inmortalizan 
en la mentalidad de los indios amores, guerras o castigos. 
En este contexto, unas tradiciones cargadas de mensajes 
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moralistas, que hacían hincapié en aquellas conductas re-
prochables por la comunidad en que habitaban, favore-
cían también la estrecha unión sentimental entre nativos 
y su entorno natural, por supuesto llenos de vida (Vicuña 
Mackenna, citado por Petit-Breuilh, 2006: 49).

El Waj Mapu es también el «texto sagrado y la enciclope-
dia» de los mapuche, pues la naturaleza, a través de sus múlti-
ples señales, ofrece la información necesaria para hacer frente 
a los avatares de la vida, pues los ecoistemas nativos constitu-
yen poderosos canales de información: «son el zugu (el habla) 
del Waj Mapu»: la lengua de los dioses y de los ancestros, y 
esto es lo que permite a los vivos controlar los riesgos, preve-
nir el caos y sortear los caprichos del destino.

m e l i  W i x a n  m a p u
Algunos definen el Meli Wixan Mapu como «los cuatro puntos 
que sujetan la tierra», ya que esta se encuentra«flotando en los cua-
tros mares o lafken y [las cuatro direcciones] son los cuatro tirantes 
que la sostienen» (Fco. Chureo, 26 de marzo de 2004). También 
se enuncia como «los cuatro espacios y direcciones de la Tierra» o 
el lugar «donde equidistan o se unen las cuatro fuerzas». Los cuatro 
espacios que se desprenden de este concepto se corresponden con 
el Sur (wiji), el Norte (pikun), el Este (pwel) y el Oeste (lafken79), 
que son, en conjunto, los planos horizontales que definen el terri-
torio mapuche y acogen a sus diferentes agrupaciones.

El Meli Wixan Mapu es el espacio en el que se produce 
la interacción de todas las fuerzas, identidades y territorios 
mapuche. En el sentido étnico-político representa el País 
Mapuche, pues a través de este concepto se expresa la idea 
de territorialidad en su vertiente más secular: la que permite 

79 El nombre con el que los mapuche se refieren al oeste es gulu de ahí el 
Gulu Mapu como las tierras del oeste de territorio mapuche, no obstante el 
oeste se asocia con el mar o lafken. 
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enlazar el discurso cosmovisional con el político-jurídico, es-
pecialmente con la libre determinación. 

Esta configuración constituye un buen ejemplo de cómo 
una categoría cosmovisional es seleccionada para dar cuenta de 
una noción externa y moderna, como es la territorialidad. El 
objetivo es trascender el reduccionismo que imponen los res-
pectivos Estados y el derecho positivo, pues la noción de Meli 
Wixan Mapu resulta de la articulación de las dimensiones ideo-
lógicas y simbólicas de la cultura mapuche con las geopolíticas 
(el control y la gestión de la atmósfera, el suelo y el subsuelo) y 
las jurídicas (las conceptualizaciones que se manejan de autode-
terminación en el derecho público internacional).

Atendiendo a estas dimensiones políticas, culturales y eco-
nómicas, el Meli Wixan Mapu enmarca las reivindicaciones 
sobre la propiedad de las tierras cultivables, los recursos na-
turales del subsuelo y de la atmósfera contenidos en el Waj 
Mapu y se refiere también a los territorios ocupados antes de 
la derrota infringida por las dos repúblicas, Chile y Argentina. 
La demanda actual se concreta en las tierras ocupadas por los 
wigka al sur del Bío Bío y a las actuales comunidades y asenta-
mientos tradicionales que los mapuche han ocupado a ambos 
lados de la cordillera de los Andes, incluyendo el litoral coste-
ro del territorio mapuche en el Océano Pacífico. 

La idea del Meli Wixan Mapu se encuentra plasmada en la 
superficie del tambor ritual de la machi o kulxüng, el cual consti-
tuye un verdadero mapa ideográfico del territorio y de la cosmo-
visión mapuche (Esquema 2). El kulxüng simboliza la mitad de 
abajo del Universo en cuyo fondo estaría el inframundo (Min-
che Mapu), mientras que la superficie conforma el Nag Mapu 
inscribiendo en ella el Meli Wixan Mapu aludiendo a esta no-
ción de territorialidad. Por otra parte, el centro del kulxüng re-
presenta al che, igual que el punto central del Meli Wixan Mapu, 
y a partir de él se proyectan las cuatro direcciones terrestres en 
correspondencia con los cuatro territorios asociados a los puntos 
cardinales. La división cuatripartita resultante también alude a 
la tétrada divina contenida en la alegoría al Küme Newen. Gene-
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ralmente, en los cuadrantes del kulxüng aparece representado el 
sol y la luna: el sol como fuerza vital describe el movimiento de 
rotación en un recorrido continuo de derecha a izquierda que 
discurre por los diferentes territorios y que simboliza, por ana-
logía, los ciclos de vida (infancia, juventud, madurez, senectud), 
las estaciones del año y los ciclos rituales y económicos. La luna 
representa los poderes de la machi para curar y es su opuesto 
femenino. Esta organización ideológica del espacio tiene su co-
rrelato en las diversas manifestaciones espirituales, rituales y en 
las estrategias de subsistencia en función de las características 
ecológicas de cada uno de los territorios y se concreta, como ya 
se ha visto, en la noción de «identidades territoriales».80

Esquema 2 : Representación cosmológi-
ca del meli Wixan mapu en el kulxüng.77

80 Elaboración propia a partir del kulxüng del machi Sebastián Ayelef de 
Foyilco: Leyenda a partir de Marileo (2000: 96, figura 5).

Le
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Ñ u K E m A P u: L A «m A D R E T I E R R A» 
E N E L C O N T EX T O L O C A L 

Como en otros casos, el concepto de ñuke mapu tiene un sig-
nificado polisémico y adquiere diferente sentido según el con-
texto. Este término hunde sus raíces en el complejo semántico 
Waj Mapu81 y Nag Mapu, pero en este caso se refiere a la rela-
ción sentimental que la familia mapuche tiene con la parcela 
y el entono cercano, por lo que es una noción ligada a la vida 
cotidiana y que está en relación con el devenir de las familias 
mapuche después de la derrota y pérdida de independencia, 
pues es necesario señalar que la construcción simbólica en 
torno a la parcela familiar es relativamente reciente, pues tiene 
su origen en el proceso de reducción a la vida en comunidad 
y su conversión a la agricultura autárquica. 

En el discurso étnico-político de corte más globalizado, 
Ñuke Mapu («Madre Tierra») vendría a tener un significado 
cultural equivalente al que se otorga en el mundo andino al 
de Pacha Mama82. En el ámbito local, sin embargo, este enun-
ciado no se puede deslindar de las dinámicas de disputa con 
el Estado por la defensa de sus tierras y territorios y en el 
marco de la reivindicación de los derechos indígenas. En este 
plano los mapuche se refieren a la ñuke mapu para aludir a 
la relación económica, emocional, social e ideológica de los 
grupos familiares que viven juntos (xokinche) en las tierras de 
la comunidad. En el medio rural, esta noción está vinculada 
a la de reyñma (familia), pues la tierra y la familia constituyen 
el fundamento del modo de vida mapuche y del Küme Mogen 

81 Existen otros términos que, según las zonas y usos, pueden tomarse como 
equivalentes, como, por ejemplo, mapu o kiñel mapu, pero en nuestra opinión 
estas acepciones tienen una carga semántica distinta, de la que nos ocuparemos 
en otro lugar. 
82 Algunos dirigentes mapuche sugieren que este es un concepto moderno 
introducido por el indianismo en correspondencia con el concepto andino de 
Pacha Mama (Quidel L. 2004, comunicación personal). En la misma línea se 
pronuncia Bengoa (2000a: 130-131, nota 132). Menard (2003a: 39) señala que 
probablemente este término fue introducido en los años ochenta.
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o «Buen Vivir». Para el grupo doméstico, la hijuela familiar 
reproduce el sentido de lo colectivo. 

El término ñuke se utiliza también para referirse a la madre 
y a la tía materna, metáfora esencial que denota el importan-
te papel que juega la parcela familiar en la reproducción de 
la vida. Esta asociación madre / tierra explicaría también el 
protagonismo que tiene la mujer mapuche en la defensa del 
territorio; baste citar algunos de los ejemplos contemporá-
neos de la resistencia mapuche, como el de Bartola Calfuman 
de Rofwe o las hermanas Quintremán del Alto Bío Bío, para 
confirmarlo. 

Esta relación sintentiza también la espiritualidad que pro-
yecta cada familia con sus respectivas parcelas y con los pai-
sajes colectivos cercanos, pues la hijuela se vincula con otros 
espacios naturales que para los comuneros adquieren una sig-
nificación especial hacia la que se dirige su religiosidad y se 
construye la liturgia doméstica. Por otra parte, la parcela fa-
miliar condensa la historia particular y la memoria del grupo 
de parentesco.

Se podría decir que uno de los matices ideológicos que es-
tablece la diferencia entre el campesino mapuche y el común 
es que para el primero la tierra no se valora por su dimensión 
mercantil, sino por su dimensión moral, pues es esta relación 
la que impone las restricciones y obligaciones sobre su uso y 
gestión. La lógica del Estado liberal establece una caracteri-
zación de las parcelas como predios agrícolas (mercancías), 
suelos rústicos o representaciones planimétricas (propiedades) 
que adquieren entidad en la medida en que están contenidas 
en un catastro o inscritas en el registro de bienes raíces. Desde 
la cosmovisión mapuche esta representación resulta reduccio-
nista ya que el Mapu posee «alma», pues contiene el püjü de 
los ancestros y son esas almas las encargadas de reproducir la 
identidad de manera cíclica y atemporal. 

En resumen, además del indudable valor productivo que 
tienen las hijuelas para las familias mapuche, lo que resul-
ta capital es su valor simbólico, político y religioso, y, sobre 
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todo, las posibilidades estratégicas que ofrece la tenencia de 
la tierra al núcleo familiar para, sobrevivir, retener la cultura 
y manejar con cautela la forma y el nivel de inserción en la 
sociedad nacional sin ser asimilados. 

L A S T I E R R A S C O M U N I TA R I A S

Las tierras que ocupan las comunidades constituyen espacios 
paradójicos. Concebidas en un primer momento como luga-
res de postergación (Boccara y Seguel, 1999), terminaron por 
erigirse en los referentes culturales más importantes a partir 
de los que la sociedad mapuche trata de rearticular su proyec-
to de vida. El sentido de pertenencia a la comunidad conju-
gado con la práctica religiosa, expresada a través de la ritua-
lidad, constituyen los recursos simbólicos que determinan la 
geografía primordial a partir de la cual los mapuche refuerzan 
su identidad y enfrentan desde el nivel local los envites de la 
globalización y el impacto de las políticas estatales.

En Chile, por ejemplo, el marco legal que ofrece la co-
munidad indígena permite al Estado contar con una «unidad 
básica» de integración en la sociedad nacional y, a través de 
ella, articular su presencia en la vida nacional. Incluso, des-
de las limitaciones que ofrecen las asociaciones funcionales83, 
concebidas para facilitar la implementación de las políticas 
públicas de los Estado, los mapuche tienen la posibilidad de 
buscar vías alternativas para canalizar sus demandas o mane-
jarlas según sus propios parámetros culturales. 

A través del anclaje jurídico y cultural que ofrecen las leyes 
de protección de las tierras indígenas, muchas comunidades 
han emprendido el camino de volver a la cultura resignifican-
do la comunidad indígena campesina como si se tratara del 

83 La Ley Indígena 19.253 de Chile se refiere a este tipo de organizaciones en 
el título V, párrafo 2, artículo 36 y 37 en los que se hace referencia a las asocia-
ciones indígenas, aunque para su desarrollo remite a la Ley de Organizaciones 
Comunitarias Funcionales 18.893. El objetivo de estas entidades es «coadyudar 
al gobierno en la implementación de los servicios del Estado».
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kiñel mapu: unidad geocultural mínima de la territorialidad 
mapuche a partir de la que es posible reactivar el antiguo lof. 
De esta manera, despojada de los aditivos externos, la comu-
nidad se percibe como el territorio étnico en el cual el carácter 
funcional y alienante de la reducción indígena se transforma 
por un nuevo orden socio-territorial y espiritual en el que es 
posible reconstruir la vida mapuche en torno a los valores del 
Az Mapu (ley ancestral).

En este proceso es donde el término xokinche se erige en 
una categoría alternativa clave, pues refleja de manera más fi-
dedigna el sentido que los mapuche atribuyen al concepto de 
comunidad, pues se refiere a la gente que «vive junta» y que 
constituye el lofche. Por eso, xokinche no debe ser entendido 
como equivalente a «comunidad indígena» ya que denota un 
proyecto de vida en común diferente al del campesino y resulta 
clave para comprender en qué consiste para este pueblo el Buen 
Vivir, pues sintetiza la esencia de «lo colectivo» como devenir 
compartido84 en un espacio común; la persona (el che) sin la 
tierra (el mapu) y sin el xokinche resulta un ser incompleto. 

Sin embargo, la carencia de tierras es un problema graví-
simo para la mayoría de las comunidades mapuche, en unos 
casos por lo exiguo de sus dimensiones y en otros por su bajo 
rendimiento agropecuario. Además, las diferentes usurpacio-
nes han hecho que la extensión de las parcelas haya ido dis-
minuyendo progresivamente convirtiéndose en la actualidad 
en unidades agrícolas inviables. El deterioro progresivo de las 
condiciones de vida ha revertido en la emigración y la pau-
perización de la vida comunitaria pero, sobre todo, ha sido 
el motivo de la gran conflictividad que se ha producido en 
los últimos veinticinco años en torno a la recuperación de 
las tierras usurpadas. No obstante, además de la actualidad 
de las demandas en relación con las condiciones de vida y las 
dinámicas demográficas coyunturales, lo más relevante es el 
continuum histórico que representan los pleitos de tierras en 

84 La COTAM (2003: 639) utiliza, de hecho, los términos xokiñ che men 
como «ámbito colectivo». 
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la historia de las relaciones interétnicas desde la radicación, 
situación en la que se encuentran inmersas la mayoría de las 
comunidades mapuche, las cuales sostienen pleitos históricos 
y están en permanente disputa con terratenientes, compañías 
forestales, petroleras, autoridades, etc., desde el inicio de su 
inclusión a los diferentes estados nacionales.

L e y  d e  E m e r g e n c i a  d e  l a  P r o p i e d a d 
C o m u n i t a r i a  e n  A r g e n t i n a
En el año 2006, el gobierno argentino aprobó la Ley de 
Emergencia de la Propiedad Comunitaria (Ley 26.160) con 
el objetivo de realizar la demarcación y registro (relevamien-
to) de la propiedad indígena. En este contexto, se entiende 
por relevamiento las operaciones de carácter institucional que 
tienen por objeto inventariar o mapear el territorio ocupado 
o reclamado por las comunidades indígenas85.

El plazo de ejecución previsto por la ley era de tres años 
y contó con un presupuesto de 30 millones de pesos, a razón 
de 10 millones al año. Además, la ley prescribía que mientras 
se procedía a su ejecución se suspendieran los desalojos. No 
obstante, los jueces han seguido ordenando decenas de des-
alojos en comunidades que ocuparon tierras reclamadas por 
particulares, lo que ha llevado a un repunte de la conflictivi-
dad: se han registrado incidentes con terratenientes, se han 
producido ataques de grupos incontrolados; asimismo, se ha 
intensificado la represión y cuatro mapuche han sido asesina-

85 Los equipos de relevamiento son multidisciplinares y en la provincia de 
Neuquén se han incorporado dirigentes de la CMN con el objetivo de facilitar 
la interlocución con las comunidades y fiscalizar el proceso. Según algunos 
miembros de los dirigentes involucrados en este tema existen importantes 
fricciones con las autoridades administrativas ya que ellos participan en este 
proceso en calidad de actores políticos y no de funcionarios tal y como parecen 
entender algunos cargos gubernamentales aludiendo a las fórmulas administra-
tivas concebidas para su inclusión en el proceso. Esta situación sugiere que la 
relación no será fácil y anuncia conflictos en el horizonte.
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dos en el contexto de las disputas de tierras con propietarios 
particulares no indígenas (ODHPI, 2013).

Para documentar y sostener las demandas de las comuni-
dades y reconstruir la memoria de la ocupación se ha recurri-
do a la etnografía y a la arqueología86 y una vez concluida la 
fase documental se abren dos escenarios posibles: el primero, 
negociar la cesión de los terrenos con los propietarios actuales 
o con las autoridades y obtener su reconocimiento legal; el 
segundo, si no prospera la vía anterior, recurrir a la vía judicial 
(Jorge Nawel, werken de la CMN, 28 de noviembre de 2013).

A finales de 2009 el plazo establecido para completar los re-
levamientos se había incumplido y con su extinción terminaba 
también la moratoria para ordenar desalojos. Para mantener 
la protección de las comunidades mientras se completaban los 
trabajos se dictó la Ley 26.554, la cual otorgaba una nueva do-
tación presupuestaria consistente en otros 10 millones de pesos 
anuales hasta el fin de 2013 y mantenía la prohibición de dictar 
nuevos desalojos hasta el 23 de noviembre de 2013. Sin embar-
go, como denunció en su último informe el Equipo Nacional 
de Pastoral Aborigen (ENDEPA, 29 de julio de 2013), a solo 
tres meses de expirar la prórroga, que teóricamente suspendía 
los desalojos, solo se habían realizado el 12,48 % de los releva-
mientos, tomando como referencia cifras del propio INAI. 

Las organizaciones de derechos humanos señalan que la 
demora con la que se está implementando esta ley responde 
a la negligencia de los gobiernos federales y provinciales y a 
la connivencia de estos con diversos actores económicos, es-
pecialmente en aquellas provincias donde los terratenientes 
y las industrias extractivas tienen fuertes intereses . Este es el 
motivo por el que los relevamientos se han efectuado parcial-
mente y, en muchos casos, de forma lenta e indolente. Cu-
riosamente, en la regiones de mayor presencia mapuche (Río 

86 En muchas ocasiones, la existencia de álamos cerca de cursos de aguas 
delatan los antiguos asentamientos indígenas. En otros casos, la evidencia se 
manifiesta por la existencia de taperas: restos de antiguas ocupaciones mapu-
che.
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Negro, Chubut y Neuquén), cuyos territorios concentran un 
buen número de proyectos relacionados con la energía y la 
minería, los relevamientos en noviembre de 2012 apenas ha-
bían llegado al 40,32 % en Río Negro, 12,96 en Chubut y 0% 
en Neuquén (ENDEPA, 2013). Hay que decir, no obstante, 
que a finales de 2013 se observaban serios movimientos en la 
provincia Neuquén para iniciar los trabajos en las comunida-
des mapuche.

Aparte de los impedimentos económicos y políticos para 
hacer efectiva la ley surgieron otros de tipo metodológico 
como la dificultad de establecer el número de comunidades 
a mapear pues, de acuerdo con la ley 26.160 y su decreto re-
glamentario nº 1122/07, el relevamiento debía abarcar a «las 
comunidades indígenas registradas en el INAI o en los or-
ganismos provinciales competentes y también a aquellas que 
sin haber registrado su personalidad jurídica pertenezcan a 
un pueblo indígena preexistente» (ENDEPA, 2013). A tenor 
de lo expresado por el INAI en una audiencia ante el Senado 
argentino, el número de comunidades ni siquiera estaba claro 
para el Estado, pues la agencia gubernamental sostenía que 
se había producido un importante incremento en el número 
de comunidades debido a los procesos de autoidentificación 
étnica por el «efecto beneficioso» que esta ley tenía para los 
indígenas:

(…) al comenzar el relevamiento, alrededor de 900 
comunidades eran las que estaban identificadas con 
personería jurídica y sin ella. Esta política nacional de 
efectivización de derechos trae aparejada una revitaliza-
ción de la conciencia indígena; hoy estamos hablando 
de 1.300 comunidades identificadas (ENDEPA, 2013). 

La Auditoría General de la Nación, en un informe de 
201287 relativo al cumplimiento del Programa de Relevamien-
to Territorial, tomando como referencia los expedientes au-
87 http://www.agn.gov.ar/informes/informesPDF2012/2012_083.pdf
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ditados, refleja la existencia de 1.470 comunidades indígenas, 
aunque según datos del propio INAI88 (29 de junio de 2012) el 
número real aumentaría a 1.483, de las que 240 corresponde-
rían al pueblo mapuche. En el siguiente cuadro, se detalla el 
número de comunidades por región comparando las distintas 
fuentes oficiales.89 90

Cuadro 6: Comunidades mapuche en Argentina.89

Chubut Río 
Negro Neuquén Santa 

Cruz
Buenos 
Aires90 TOTAL

90 
AGN: 108
INAI2: 95

80
AGN: 124
INAI: 90

61
ídem 
ídem 

8
ídem 
ídem 

1 240
302
255

Siguiendo el razonamiento de los investigadores de EN-
DEPA (2013), el número de comunidades mapuche se encon-
traría en una combinación de los datos ofrecidos por la AGN 
(pues se basan en los convenios firmados por el INIA para 
realizar el relevamiento) y los proporcionados a la ODHPI 
en 2012 por el organismo indigenista; por tanto, estaríamos 
ante la existencia de unas 300 comunidades mapuche en toda 
Argentina.

Por último, el documento citado señala que se ha hecho 
una gestión ineficaz y un mal uso de los recursos públicos, 
puesto que la mayoría del presupuesto (60 millones de pesos) 
se consumió en el relevamiento de una pequeña parte de las 
comunidades:

88 Según ENDEPA (2013) este documento le fue remitido a la ODHPI «en 
cumplimiento del reglamento de acceso a la información».
89 El informe de ENDEPA (2013) se decanta por estimar la validez de los 
datos ofrecidos por la AGN y los proporcionados por el INAI al ODHPI en 
2012. 
90 En el informe ENDEPA figuran un total de 45 comunidades indígenas, 
pero siguiendo a Ribotta (2010) a partir del ECPI (2004/2005) solo se recoge la 
comunidad mapuche de Los Toldos.
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[se ha] verificado al menos la utilización del 76,41% 
(45.847.327 millones) para el relevamiento de solo el 24 
% [más de la mitad inconclusa] del total de las comu-
nidades [1.578], de las cuales únicamente el 12, 48% del 
total ha sido concluido efectivamente (ENDEPA, 2013).

A raíz de esta denuncia los investigadores que participaron 
en el informe pusieron en duda la viabilidad y la voluntad de 
llevar a cabo el plan previsto:

¿Cómo va a poder ejecutarse el 80 por ciento aproxi-
mado del programa que aún no se ha realizado con la 
cuarta parte de los recursos? Y, también, ¿cuánto demo-
rará en efectuarse todo lo que falta del relevamiento si 
en hacer una parte mínima llevo seis años? (ídem).

Para Salgado, del Observatorio de los Derechos Humanos 
de los Pueblos Indígenas, la explicación de la pasividad de las 
autoridades provinciales para aplicar la ley que protege a las co-
munidades indígenas no es fortuita, sino que hay que buscarla 
en el peligro que ven los estancieros y compañías terratenientes 
en la realización de los relevamientos de tierra. El motivo es que 
esta iniciativa amenaza con reabrir las heridas de la colonización 
violenta y del despojo de los territorios indígenas. En concreto, 
refiriéndose a la provincia de Neuquén, señala que «la historia de 
las tierras es la historia del poder». De hecho, esta organización 
viene denunciando la connivencia existente entre los poderes 
públicos y personas vinculadas con poderosos grupos económi-
cos; ahí emerge de nuevo la historia del continuum:

Nunca cayo el régimen que implementó las campa-
ñas militares de finales del siglo XIX y principios del 
XX que derrotaron la autonomía indígena, a fuerza de 
masacres, para consolidar el Estado nacional. Hay una 
continuidad hasta nuestro presente (Delrío citado por 
Aranda, 2010:10). 
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El dossier titulado «¿Cómo nos roban la tierra?» (CMN, 
2009), señala que en el periodo 1890-192091 se repartieron en 
la provincia de Neuquén 3.572.203 hectáreas.En este momento, 
se sitúa el origen de la acumulación de tierras en manos de 
unas pocas familias de la provincia. El documento pone como 
contraste el hecho de que una de las estancias, propiedad de la 
familia Lagos Trangol, tenga una extensión de 14.484 hectáreas, 
mientras que la comunidad mapuche Currimil, que es colin-
dante con esta propiedad, viven 58 familias en apenas 2.603 
hectáreas.

Cuadro 7 Estancias instaladas en la provin-
cia de Neuquén 1890-1920 (CMN, 2009).

Familias  Propietarias Superficie

Jorge Newbey 18.000 hectáreas

Flia Zingoni 250.000 hectáreas

Flia Rambeau 93.642 hectáreas

Juan Lagos mármol 24.000 hectáreas

Flia Camino 21.000 hectáreas

Carlos miles 58.0000 hectáreas

Por otra parte, el reconocimiento de las comunidades 
indígenas en Argentina es uno de los temas más controver-
tidos y deja al descubierto muchos de los derechos reconoci-
dos a los pueblos originarios, ya que, en muchos casos, para 
los poderes públicos y la judicatura su ejercicio depende del 
reconocimiento previo de la condición de comunidad in-
dígena, esto ocurre por ejemplo con el derecho a consulta. 
Hasta la fecha existen dos vías de reconocimiento; la prime-

91 La CMN pone el énfasis en este periodo en tanto que entre 1890 y 1903 
se dictaron leyes de «Remate Público» y «Premios Militares» y entre 1903-1920 
con la Ley de Arrendamientos se entregaron a unos particulares las áreas más 
aptas para la ganadería (CMN, 2009).
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ra la del Registro Nacional92, que dictamina la inscripción 
de las comunidades indígenas a partir de los criterios que 
marca la Resolución Nº 4811/96. En este caso se admite que 
las comunidades elaboren sus propios estatutos. Los requi-
sitos contemplados en el artículo 2 de la citada resolución 
son los siguientes:

a) Nombre y ubicación geográfica.
b) Reseña que acredite su origen étnico-cultural e histórico, 

con presentación de la documentación disponible. 
c) Descripción de sus pautas de organización y de los medios 

de designación y remoción de sus autoridades.
d) Nómina de integrantes con grado de parentesco.
e) Mecanismos de integración y exclusión de sus miembros.

La segunda es la del Registro Provincial93, que también es 
legalmente competente. Sin embargo, el procedimiento y los 
criterios son distintos ya que se obliga a las comunidades a 
constituirse en asociaciones, rendir cuentas fiscales, tener una 
junta directiva, etc., pretendiendo que las comunidades in-
dígenas ofrezcan la misma estructura que cualquier otro tipo 
de organización nacional. Por otra parte, en este caso es el 
gobierno provincial el que tiene la potestad de inscribir o re-
chazar la inscripción en base a su propia verificación de si la 
comunidad demandante reúne los requisitos para ser consi-
derada indígena. 

El conflicto de competencias que se suele plantear en-
tre la administración federal y provincial ofrece una buena 
coartada para dilatar el reconocimiento de las comunida-
des mapuche, hasta el punto de que el Registro Nacional de 

92 Registro Nacional de Comunidades indígenas. Secretaría de Desarrollo 
Social, Buenos Aires, 8 de octubre de 1996.
93 Ley 1.800 Promulgada por Decreto 00002317 /89 el 10/7/1989 B.O. 2102  
5/7/1989. Adhiere la Provincia del Neuquén, a la Ley Sobre Política Indígena y 
de Apoyo a las Comunidades Aborígenes, Nº 23.302. Decreto 1184/02 «Perso-
nería de las Agrupaciones Indígenas. Reconocimiento, Neuquén, 1 de julio de 
2002.
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Comunidades Indígenas (Renaci) no ha realizado ninguna 
inscripción desde hace siete años y el Estado provincial de 
Neuquén, en los últimos veinte años, tampoco; de hecho 
más de diez comunidades en Neuquén que están inmersas 
en conflictos territoriales o ambientales carecen aún de per-
sonalidad jurídica. 

El núcleo del problema se sustenta en dos argumentos: el 
primero, que, según los gobiernos provinciales, el Estado ca-
rece de atribuciones en materia de registro de comunidades 
indígenas y el segundo que la personalidad jurídica de las 
comunidades depende de un acto administrativo mediante 
el cual el Estado debe corroborar la identidad indígena y 
decidir si hay o no comunidad indígena. Además, la Ad-
ministración establece innumerables requisitos y verificacio-
nes, en muchos casos de difícil cumplimiento para cualquier 
comunidad indígena, teniendo en cuenta los procesos de 
usurpación, despojo y desestructuración histórica.

Precisamente, el gobierno regional, fuertemente involu-
crado con los terratenientes y las empresas extractivas, dictó 
un decreto para mantener el control de la situación en rela-
ción con los reclamos y los derechos indígenas, el cual fue de-
clarado inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación  (sentencia del 10 de diciembre de 2013) en una cau-
sa promovida por la Confederación Mapuche de Neuquén. 
El fallo resultó sumamente importante por varios motivos; el 
primero, es que fijó las competencias en esta materia al máxi-
mo nivel y estableció el criterio de autoidentificación como 
determinante para reconocer la identidad indígena y por ende 
a sus comunidades, todo ello en base al Convenio 169 de la 
OIT. Además, invalidó determinados artículos de la ley pro-
vincial por incumplir el derecho a consulta de los indígenas 
(Micaela Gómiz, ODHPI, 8 de mayo de 2014, http://odhpi.
org/2014/05/personeria-juridica-de-comunidades-indigenas , 
fecha de consulta, agosto de 2014).
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La recuperación del territorio en el Pwel Mapu

El año 1992, marcó un punto de inflexión en el proceso de 
visibilización y reorganización de los mapuche en Argentina, 
pese a que organizaciones como la Confederación Mapuche de 
Neuquén (CMN) y el Consejo Asesor Indígena de Río Negro 
(CAI) llevaban años trabajando en este ámbito. No obstante, 
los conflictos se intensificaron a partir de 2001. Según Cúneo 
(2011), a partir de una información aparecida en 2009 en el 
diario Página 12, el CAI había promovido la recuperación de 
160.000 hectáreas en diez años, mayoritariamente en terrenos 
cercanos a Ingeniero Jacobacci, Manchinchao y El Bolsón. Por 
su parte, la CMN en este período recuperó 73.000 hectáreas, 
principalmente, en el departamento de Aluminé. 

Algunas de estas recuperaciones fueron especialmente sig-
nificativas para los mapuche, como la que protagonizó la co-
munidad Tacul Cheuque. Esta comunidad sostenía un pleito 
desde 1930 cuando se estableció el Parque Nacional Nahuel 
Huapi y los indígenas fueron desalojados de 648 hectáreas de 
la península Llao Llao, lugar en el que en 1889 se estableció 
la familia Cheuque. De esta manera quedaba expedito el ca-
mino para las inmobiliarias y los promotores turísticos ya que 
los terrenos estaban situados en los alrededores de San Carlos 
de Bariloche, a menos de una decena de kilómetros del que 
más tarde llegaría a ser uno de los hoteles más lujosos del sur 
de Argentina. Como señala irónicamente Aranda: «las comu-
nidades son desalojadas para construir entornos paradisíacos» 
(2010: 29).

Dos factores han contribuido a impulsar el movimiento 
de recuperación territorial en los últimos tiempos: el aumento 
de la presión sobre las tierras indígenas en el sur de Argenti-
na, debido a la entrada de industrias extractivas y al negocio 
inmobiliario en las zonas cordilleranas, y la crisis económica 
que asoló al país a principios del siglo XXI y que empujó a 
algunas familias mapuche residentes en las ciudades a buscar 
una alternativa retornando a los territorios ancestrales. No 
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podemos obviar tampoco la influencia que ha tenido la di-
fusión de los derechos indígenas para reforzar la legitimidad 
de las reivindicaciones mapuche. Un buen ejemplo es el de 
la comunidad Rayin ko, próxima al río Limay (a 35 km de 
Neuquén), que en 1992 recuperó 220 hectáreas en las que se 
asentaron 18 familias. Lo más relevante de este caso es su con-
tribución en la rearticulación del movimiento mapuche en la 
provincia de Neuquén, ya que a partir de ese momento me-
dio centenar de comunidades (de las que solo 9 cuentan con 
título legal) crearon la Confederación Mapuche de Neuquén, 
principal actor indígena de esta provincia.

Como se puede observar todas estas dinámicas, que son 
fruto de los procesos de la movilización indígena, se sitúan 
fuera de la legalidad, puesto que las políticas públicas mues-
tran una tremenda pasividad para hacer efectivos los derechos 
indígenas y adaptar las instituciones a los requerimientos de 
la legislación internacional en esta materia. Este es el motivo 
por el que, pese a existir respaldos en la legislación nacional, 
la mayoría de los procesos de recuperación desembocan en 
enfrentamientos con los propietarios y derivan en violencia 
policial, condenas y largos y enrevesados litigios jurídicos. La 
casuística es diversa, pero valgan algunos ejemplos para ilus-
trar algunas regularidades. 

El caso del Lof Pachil Antriao constituye un caso para-
digmático para entender el expolio del que han sido objeto 
las comunidades que se encontraban radicadas en terrenos 
sujetos a intereses especulativos relacionados con el desarro-
llo del turismo en los Andes, en muchas ocasiones, bajo la 
coartada de la protección del medio ambiente. La creación 
de figuras legislativas como Parques Nacionales o Santuarios 
de la Naturaleza sancionan formas de gestión que expropian 
los derechos sobre los recursos del territorio de los pueblos 
indígenas y establecen limitaciones y protecciones muchas 
veces contrarias a los usos ancestrales de las comunidades, 
aunque es obligado decir que en los últimos tiempos se han 
producido importantes avances en esta materia, especialmen-
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te en Argentina, donde en algunos Parque Nacionales, como 
el Lanin, han establecido diferentes formas de cogestión con 
las comunidades que residen en sus contornos; aunque este 
tema, junto con el desarrollo turístico en las cordillera merece 
un tratamiento específico que excede este volumen. 

El lof Pachil Antriao se localiza en la Colonia Nahuel Hua-
pi. El Expediente de División de Tierras y Colonias de 1903 
certifica que los primeros beneficiarios del lote de esta colonia 
eran Antriao y Pachil, habitantes del lugar. Sin embargo, en el 
lote número 9 se erigió Villa Angostura (Río Negro), impor-
tante población turística, lo que provocó la expulsión de los 
mapuche allí radicados. No obstante, las comunidades vol-
vieron al territorio y recuperaron parte de sus antiguas tierras 
y hoy se asientan en ellas 25 familias, aunque muchas de las 
viviendas carecen de agua y luz. Las parcelas ocupadas figuran 
a nombre del empresario norteamericano William Fischer, 
terrateniente que ha protagonizado diversos enfrentamientos 
con las comunidades con consecuencias lesivas para los ma-
puche. A raíz de este conflicto se han producido desalojos, 
quemas de casas, amenazas y daños a los símbolos religiosos 
mapuche (el empresario usurpó el rewe); incluso, la comitiva 
del Relator Especial de la ONU, James Anaya, fue agredida 
durante el transcurso de la visita realizada en 2011, cuando 
trataba de entrar al terreno sagrado (gijatuwe) en el que la 
comunidad pretendía realizar un ritual. 

En Argentina, la legislación vigente en materia de protec-
ción de los derechos indígenas cuenta con un alto grado de 
reconocimiento formal, sin embargo, la pasividad de las au-
toridades y de los juzgados provinciales, en varias ocasiones, 
ha obligado a los mapuche a recurrir a la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos de la OEA (CIDH) para solicitar 
medidas cautelares. A pesar de todo, dos familias fueron re-
cientemente acusadas de usurpación, terrorismo y daños a la 
propiedad privada y desalojadas de las tierras. En realidad, su 
tragedia es estar demasiado próxima a parajes muy codiciados 
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por el sector turístico-inmobiliario como ocurre con el Lago 
Correntoso y el Cerro Belvedere. 

Otro proceso paradigmático es el que involucra al lof Fe-
lipí, formado por las comunidades Cayunpa, Paine y Felipín. 
Este lof está ubicado en el Departamento de Catan Lin, en el 
centro sur de la provincia de Neuquén. En este caso se ponen 
de relieve las dificultades que tienen las comunidades con eco-
nomía ganadera debido al expolio de sus tierras de veranada y 
la ocupación ilegal de las infraestructuras pecuarias, que dan 
lugar al cercado de los caminos de arreo por parte de los te-
rratenientes que impiden el paso del ganado. Por este motivo, 
en los últimos diez años se han incrementado los litigios en 
este sector:

La práctica de la transhumancia suma valores histó-
ricos, culturales y sociales que, entre otros aspectos, 
implica el uso común de espacios. Por consiguiente, 
los procesos de privatización, en grandes predios, deri-
van en significativos conflictos ambientales (ODHPI, 
2009: 13).

El caso de la comunidad Curiñanco-Rúa es, además de di-
dáctico, el más mediático a nivel global. En él se observan con 
nitidez los flujos globales de los conflictos locales y viceversa, 
lo que se ha venido a llamar la «glocalización» en los tiempos 
del capitalismo mundializado. En este pleito, además, afloran 
las raíces de los conflictos contemporáneos emergiendo en 
toda su dimensión el negocio que acompañó a la Conquista 
del Desierto, dejando en evidencia las secuelas contemporá-
neas de expolio histórico. 

Los protagonistas de este caso son: por una parte, el matri-
monio formado por Alilio Curiñanco y Rosa Rúa, los cuales 
habían perdido su trabajo en la ciudad como consecuencia de 
la crisis económica de 2001. Por este motivo en 2002 decidie-
ron regresar con sus hijos a sus antiguas tierras ocupando una 
parcela en en un paraje conocido como Fundo Santa Rosa en 



150

Derechos Indígenas, Conflictos Ambientales y Territoriales: El Caso Mapuche

Leleque (Chubut). De la otra parte está la Compañía de Tie-
rras de Sud Argentino S.A.94, empresa de origen británico, la 
cual es dueña de 970.000 hectáreas, según el título de propie-
dad que ostenta desde 1896. La sorpresa surgió al comprobar 
que tras ese nombre se escondía la multinacional Benetton 
como la verdadera propietaria. 

Antes de ocupar el terreno la familia Curriñanco-Rúa ha-
bía presentado una petición oficial al Instituto Autárquico 
de Colonización de Chubut para asentarse en terreno fiscal, 
aludiendo que en él habitaron sus ancestros, pero no tuvie-
ron respuesta por parte de las autoridades. Tras consumar la 
ocupación, la denuncia de Benetton no se hizo esperar y el 
juez provincial de Chubut 002 ordenó su desalojo en octu-
bre de 2002, aunque sobreseyó el proceso de las acusaciones 
penales. La decisión del juez se fundamentó en que el título 
de propiedad que presentó la empresa databa de 1896, fecha 
inmediatamente posterior al fin de la Campaña del Desierto 
en esta región. 

Pero los mapuche no se dieron por vencidos y en 2004 
viajaron hasta Italia para negociar directamente con los pro-
pietarios de Benetton, ya que la mala publicidad que estaba 
recabando la compañía por este asunto en los países occiden-
tales, máxime cuando sus campañas internacionales se ha ba-
sado en el valor de la diversidad, les llevo a proponer la cesión 
de 2.500 hectáreas. Sin embargo, los mapuche rechazaron la 
oferta de Benetton bajo el argumento de que esta no podía 
ceder algo que no era de su propiedad pues el discurso de 
los mapuche ya había trascendido la lógica de la tierra para 
reclamar los derechos preexistentes sobre el territorio. No 
obstante, la multinacional se ofreció transferir las tierras al 
gobierno provincial de Chubut para que este se las cedieran 

94 Esta compañía se configuró a partir de la absorción de nueve concesiones, 
pese a que esto constituía una práctica ilegal. Las tierras fueron adquiridas 
porque los colonos particulares no podían hacer frente económicamente a la 
colonización efectiva de las inmensas parcelas concedidas por el gobierno, tal 
como prescribía la ley; la mayoría de los especialistas acuerdan que este proceso 
es el origen de los grandes latifundios del sur:
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a los mapuche, pero las rechazaron alegando que eran impro-
ductivas; aunque en su decisión debió influir el temor a que 
una operación de estas características tuviera consecuencias 
imprevisibles en vista de los múltiples pleitos existentes con 
las comunidades de la región. 

En 2007 la familia regresó a Leleque junto con otros 30 
miembros de la comunidad, construyeron casas y se insta-
laron en 535 hectáreas, siendo denunciados de nuevo. Des-
de entonces resisten los envites de la multinacional y de las 
autoridades, pese haber sido objeto de múltiples amenazas y 
denuncias, además de boicotearles constantemente servicios 
básicos como el agua, la luz, o impedirles la recogida de leña 
para cocinar y calentarse. Además, los mapuche han ganado 
algunos de los juicios que tenían pendientes, pero las sen-
tencias han sido recurridas y revocadas sistemáticamente. En 
febrero de 2013 pendía de nuevo orden de desalojo sobre esta 
comunidad. 

Es necesario señalar, por último, que el caso de una familia 
mapuche enfrentada a un gigante multinacional de la talla de 
Benetton ni es anecdótico ni se trata de un caso aislado en 
la región. Según el diario inglés Argentina Independent en el 
sur de Argentina proliferan las haciendas de propietarios que 
responden a nombres de extranjeros ricos y famosos como 
Ted Turner, Douglas Thomkins o a conocidas firmas como 
Levi-Straus & Co, etc95. Turner, por ejemplo, es dueño del 
Lago Traful en Neuquén, Joseph Lewis (sexta fortuna de In-
glaterra) detenta una «desmesurada mansión a orillas del Lago 
Escondido», en el sector de El Bolsón (Río Negro). Todas 
estas propiedades han sido reclamadas por las comunidades 
mapuche al considerar que se trata de sus tierras ancestrales 
(CMN, 2009).

Paradójicamente, el gobierno argentino aprobó en 2001 la 
Ley de Tierras, supuestamente, para limitar la concentración 

95 Un caso muy conocido y que afecta a Chile y Argentina es el del empre-
sario norteamericano Douglas Tompkins el cual tiene 300.000 hectáreas en 
Argentina y 400.000 en Chile controlando una ingente reserva de agua dulce.
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de la propiedad en manos extranjeras (a partir de esta ley se 
permiten solo estancias de hasta 1.000 hectáreas), sin embargo 
los pueblos indígenas no fueron consultados, como prescribe 
el Convenio 169 de la OIT, (IGWIA, 2012) y tampoco se hizo 
ninguna mención a la protección de la tierras indígenas ni al 
acopio que hasta hace poco tiempo han venido haciendo de 
ellas nacionales y extranjeros (ídem).

En algunos casos las recuperaciones han tenido un final 
feliz y las tierras ocupadas se han legalizado. Un buen ejemplo 
de ello es el de Ñorquinco, en el que el juez de Bariloche, en 
una sentencia histórica (agosto de 2004), reconoció la pose-
sión de la parcela ocupada por la familia mapuche compuesta 
por Ernesto Napal y Herminia Vila, pese a que los actuales 
propietarios tenían un título de propiedad  que había sido 
emitido en los años 90 por el gobernador de Río Negro. El 
argumento del juez fue que la reforma constitucional de 1994 
consagraba la preexistencia étnica y cultural de los pueblos 
indígenas argentinos sobre el territorio y, por tanto, se reco-
nocía la posesión y la propiedad comunitaria de las tierras que 
ocupaban por encima de los títulos obtenidos con posteriori-
dad al éxodo indígena (Cúneo, 2011).

Otro hito histórico del proceso de recuperación de tierras 
fue el de la hacienda Pulmarí. En 1995, las comunidades ma-
puche colindantes con esta propiedad iniciaron una serie de 
movilizaciones mediante las cuales consiguieron recuperar 
50.000 de las 110.000 hectáreas totales, aunque para ello tu-
vieron que afrontar la represión y diversos procesos judiciales 
(ODHPI, 2009: 44). 

Pulmarí se localiza en el Departamento de Aluminé, pro-
vincia de Neuquén, en la cordillera de los Andes. Su dominio 
está recorrido por seis ríos y aloja cinco lagos, por lo que es 
un territorio muy fértil. En su tiempo fue una de las hacien-
das agropecuarias más ricas y productivas de la provincia de 
Neuquén. 

Como en los casos anteriores, su origen se debe buscar en 
la época de la Conquista del Desierto cuando esta hacienda 
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fue entregada por el ejército argentino al capital inglés, en 
concreto a la familia Miles. Esta cesión se enmarcaba dentro 
del objetivo de recaudar dinero mediante el sistema de cesión 
de tierras fiscales a empresas y particulares para financiar los 
costes que conllevaba el establecimiento de la frontera sobre 
la margen izquierda de los ríos Negro y Neuquén, tal como 
determinaba la Ley 947 de 1878. 

En 1945, durante el gobierno del general Perón, la hacien-
da fue expropiada y devuelta al Ejército, hasta que en 1987 se 
creó la Corporación Interestadual Pulmarí. Con la creación 
de esta entidad se articuló una tibia participación indígena 
para la gestión de los recursos de Pulmarí, que incluía la fa-
cultad de las comunidades para elegir a sus representantes en 
los órganos de dirección. No obstante, el gobierno provincial 
maniobró para usurpar a las comunidades aledañas la potes-
tad de designar a los representantes indígenas, desnaturali-
zando así su representación en el seno de la Corporación. En 
la actualidad esta participación ha ganado peso y se ejerce a 
través del Consejo Zonal Pewenche, entidad autónoma de las 
comunidades cordilleranas confederada con la CMN, la cual 
en estos momentos trabaja conjuntamente con los diferentes 
actores y agencias para promover proyectos de recuperación 
ambiental y productiva de la hacienda Pulmarí y fomentar 
el desarrollo económico de las comunidades cercanas (Jorge 
Nawel, 1 de diciembre de 2013).

Por último, es necesario hacer referencia a la única comu-
nidad mapuche de carácter urbano reconocida como tal: Los 
Toldos. Su origen se encuentra en la recompensa otorgada al 
cacique Coliqueo, asentado en el Pwel Mapu en 1863, por el 
apoyo prestado al general Mitre para luchar contra Calfucura. 
Este logko recibió 6 leguas cuadradas de tierra fértil (cerca de 3,5 
hectáreas) para instalarse allí con los suyos. Sin embargo, cuan-
do murío Coliqueo, en 1871, sus seguidores fueron desalojados, 
aunque la expulsión definitva de buena parte de las tierras que 
ocupaban en Buenos Aires se produjo en 1936 cuando el go-
bierno ordenó la inscripción de títulos de propiedad. 
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Briones (2008: 32 ) señala que uno de los retos en Argenti-
na es devolver la visibilidad a los indígenas urbanos. Por este 
motivo, Los Toldos constituye un enclave esencial y estraté-
gico para el movimiento mapuche debido a los procesos po-
líticos y de revitalización cultural que allí se desarrollan que 
transcienden sus límites irradiando a las comunidades rurales. 
Por otra parte, la comunidad de Los Toldos ha protagoniza-
do diferentes movimientos reivindicativos y de revitalización 
identitaria al haber sido objeto de múltiples usurpaciones y 
sentir que su identidad y sus espacios colectivos están per-
manentemente amenazados, máxime cuando sus tierras se 
encuentran en el punto de mira de la especulación urbanís-
tica y sus moradores sometidos a las presiones de la sociedad 
dominante y a las trampas que encierran las políticas públicas 
asistencialistas con fines asimilacionistas.

E l  c o n t i n u u m  d e l  d e s p o j o  e n  e l  t e r r i t o r i o  m a k e w e
Para ilustrar este tema tomaremos el caso de la comunidad de 
Rofwe a partir del cual podemos comprender el sentido que 
tiene la tierra para los mapuche y el compromiso intergene-
racional que estos establecen con su defensa. Por otra parte, 
la implicación de las distintas generaciones y la solidaridad 
interfamiliar que se observa en estos procesos demuestra que 
la idea de comunidad, como devenir colectivo, transciende la 
contingencia y pone de relieve que para los mapuche los con-
flictos territoriales son algo más que meros pleitos campesinos.

La comunidad de Rofwe se localiza en el territorio Makewe, 
en el sector denominado Cantera Metrenco. Su nombre ofi-
cial es José Jineo Ñanco96, según consta en el Título de Mer-
ced nº 1.026 que en 1905 le fue otorgado a este «cacique» y a 
27 personas más y en virtud del cual les fueron cedidas 104 

96 Este caso fue ampliamente desarrollado como caso paradigmático de resis-
tencia intergeneracional y ejemplo de reestructuración identitaria en Antona 
(2012). 
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hectáreas. En la actualidad se encuentra atravesada por la an-
tigua carretera Panamericana, hoy llamada Ruta 5 Sur. 

La extensión media de las parcelas familiares es de 4,8 hec-
táreas aproximadamente y buena parte de la superficie poten-
cialmente productiva está ocupada por viviendas, por lo que 
el suelo cultivable real es ínfimo, oscila entre 0,5 y 3 hectáreas. 
Con esta extensión, según cuentan los comuneros, el rendi-
miento de las hijuelas no permite siquiera obtener el trigo ne-
cesario para hacer el pan de una familia media durante todo el 
año. Hay que tener en cuenta que en las parcelas originarias se 
han ido instalando cada vez más casas para albergar a las nue-
vas familias formadas por los hijos varones, según el patrón de 
patrilocalidad, produciéndose una subdivisión de hecho debi-
do a la imposibilidad de incorporar nuevas tierras a la comuni-
dad para amortiguar los efectos del crecimiento demográfico. 
Este patrón, según Bengoa (1996: 11), se manifiesta especial-
mente en las comunidades que se encuentran más próximas 
a las ciudades97, donde la comunidad productiva ha derivado 
en una especie de comunidad residencial o semi-residencial, es 
decir, en una especie de «comunidad dormitorio».

La relación de la comunidad de Rofwe con el Estado chile-
no ha estado marcada por la imposición de una serie de obras 
públicas que han afectado gravemente al territorio comunita-
rio. En pocos decenios, desde el confinamiento en la «reduc-
ción indígena», la superficie original se ha visto reducida en 
un 40 %. Por este motivo, los de Rofwe llevan movilizándose 
más de medio siglo y, fruto de estas acciones y de diversos 
pleitos judiciales, han podido recuperar casi la mitad de la 
superficie enajenada. 

97 Es necesario llamar la atención sobre el fenómeno de las comunidades pe-
riurbanas que constituyen la última demarcación entre la urbe y el «campo 
mapuche». Además, sobre estas comunidades se está cerrando un círculo que 
asfixia el modelo de vida tradicional y somete a los comuneros a una tensión 
psicológica permanente derivada de los conflictos cotidianos que tienen con 
los promotores de viviendas, las infraestructuras, los desarrollos industriales, 
las superficies comerciales, etc.



156

Derechos Indígenas, Conflictos Ambientales y Territoriales: El Caso Mapuche

La historia del conflicto se remonta a principios del siglo 
XX, cuando el Gobierno decidió expropiar 7 hectáreas para 
explotar una cantera de andesita cuyo material sirvió para 
construir 500 kilómetros de vía y extender el ferrocarril hacia 
el sur de Chile. La cantera se ubicó en un cerro (wigkul) de 
gran valor ecológico y espiritual para la comunidad, por lo 
que la actividad extractiva tuvo un efecto nefasto al «conta-
minar» física y espiritualmente el «ecosistema» comunitario.

Por otra parte, desde 1930, Rofwe sufrió diferentes expro-
piaciones debido al trazado de la Ruta 5 Sur y a sus sucesivas 
ampliaciones, por lo que desde los años cincuenta la comu-
nidad quedó partida en dos, en detrimento de las relaciones 
sociales y de las actividades económicas tradicionales. La in-
tervención más agresiva se produjo entre 1999 y 2004, cuando 
el Gobierno decidió desdoblar la carretera para transformarla 
en una autopista de gran capacidad. El impacto cultural de 
esta intervención fue enorme ya que se destruyeron espacios 
de gran valor simbólico y religioso para la comunidad, como 
el campo de gijatun, pese a que este ya había sido inutili-
zado para la práctica ritual cuando se empezó a explotar la 
cantera en los años cincuenta. Desde entonces la comunidad 
atribuye muchas enfermedades, desgracias y accidentes a estas 
intervenciones no deseadas. Lo más grave fue la percepción 
colectiva de quedar indefensos a la acción del mal e inermes 
para reparar las transgresiones, mantener la salud y restaurar 
el equilibrio interno al haber sido alterados los espacios que 
contienen las fuerzas (newen) para neutralizar el mal y quedar 
desposeídos de sus «remedios» (lawen o hierbas medicinales) 
para restaurar la salud.

Los conflictos con los particulares chilenos tampoco tarda-
ron en llegar. Los litigios de tierras con propietarios comen-
zaron entre 1915 y 1920. Aunque la mayoría de las familias de 
Rofwe han tenido conflictos por la ocupación de sus parcelas, 
el caso de la familia Jineo es paradigmático ya que refleja la 
importancia de la ñuke mapu en la articulación de la resisten-
cia política, la fijación de la memoria colectiva y el manteni-
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miento y recreación de la identidad. Se podría decir que las 
historias de vida de las familias mapuche caminan paralelas a 
las de sus tierras y que la historia del sur de Chile, tal y como 
es percibida por los mapuche, es una historia de usurpaciones 
y violencia. 

El caso de los Jineo arranca en los años treinta y se encar-
na en la ya mítica figura de Bartola Calfuman Nahuelguir, 
viuda del primogénito del «cacique» José Jineo Ñanco y sím-
bolo de la resistencia mapuche en los años sesenta del pasado 
siglo (Bengoa, 2002: 137). Con motivo de la muerte de su 
marido, José Miguel Jineo, la familia quedó en un alto estado 
de vulnerabilidad que fue aprovechado por unos particulares 
chilenos de la región para quedarse con 29 hectáreas de su 
propiedad y registrarlas a su nombre de forma fraudulenta ya 
que estaban en connivencia con funcionarios y letrados y con-
taban con el auspio de la legislación de la época que permitía 
los arriendos a 90 años, los cuales acababan siendo reconverti-
dos en ventas  encubiertas que se legalizaban en el Registro de 
Bienes Raíces. Las medierías98 también fueron utilizadas para 
apropiarse de las tierras indígenas mediante la firma docu-
mentos fraudulentos para después registrarlas como propias 
(COTAM, 2003; CNVHNT, 2003) 99. 

El largo pleito que inició la señora Calfuman para recupe-
rar sus tierras, recayó a su muerte en Robustiano Jineo Cal-
fuman, su hijo primogénito y, a la postre, arrastró al resto de 
la familia. En toda su extensión, el conflicto involucró a tres 
generaciones que confrontaron directamente la experiencia 
de la usurpación y padecieron la maraña tejida por la justicia 

98 Trabajar la tierra «a medias». La fórmula habitual consiste en que una de 
las partes pone la tierra y la otra la semilla, posteriormente se distribuye la 
cosecha en partes iguales. Stuchlik define la mediería de la siguiente manera: 
«La mediería es un acuerdo por el cual un hombre otorga a otro el uso de su 
tierra durante una temporada agrícola, a cambio de la mitad de las utilidades 
(también hay medierías para la crianza de ganado, la realización de actividades 
específicas y otras)» (1999 [1976]: 40).
99 Para mayor profundidad en el tema véase capítulo 4 puntos 4.6 y 4.7, así 
como los informes finales de la COTAM, parte II, punto 7 aL 10 y CNVHNT, 
parte IV, capítulo 1º, puntos 7 al 11).
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chilena sobre las tierras indígenas. Pero, sobre todo, se en-
frentaron con el viejo orden colonial y las relaciones de poder 
instituidas en la Frontera por el Estado a raíz de la ocupación 
del territorio mapuche. 

Para Segundo Jineo, otro de los hijos, el motivo de esta 
usurpación se debió al hecho de que «no había hombres en la 
familia para trabajar la tierra» a la muerte de su padre ya que 
su madre quedó con cinco hijos pequeños; esa fue la circuns-
tancia que obligó a Bartola Calfuman a «entrar en tratos con 
los wigka» para sacar leña a medias» y que facilitó que se apro-
vecharon de ella: le robaron el ganado y ocuparon parte de su 
propiedad utilizando triquiñuelas legales. Como en otros mu-
chos casos, la técnica consistió en manipular la firma de un 
recibo por el pago de la «mediería» e inscribir las tierras en el 
Juzgado de Indios a nombre de los usurpadores argumentan-
do que las tierras les habían sido vendidas de forma voluntaria 
por la antigua propietaria. Sin embargo, teniendo en cuenta 
que la abuela Bartola no sabía ni leer ni escribir, esta razón 
resultaba poco creíble. Los mapuche denunciaron el fraude 
en el Juzgado de Indios pero sus reclamos no tuvieron efecto 
ya que sus tierras se encontraban ya inscritas a nombre de dos 
familias «adineradas» de Temuco100. 

Robustiano Jineo, nació «aproximadamente» en 1915 y con 
algunos lapsus cronológicos recordaba aquellos años en los 
que los «chilenos» se metieron en sus propiedades. Tenía ya 
la salud muy mermada cuando se produjo la entrevista para 
contar su historia. El encuentro fue propiciado por dos de sus 
nietos, Tollo y Nelson Jineo, los cuales habían tomado el rele-
vo a la cabeza del litigio cuando ya estaba próximo a su desen-
lace en el año 2004. Estos jóvenes pensaron que «sería bueno 
para la salud del viejo» que contara su historia para sacar la 

100 Según los dirigentes de la comunidad el nombre de los chilenos implicados 
en el caso es el de Ulbricht y Rendel. Al parecer el pleito originario de Robus-
tiano Jineo era con un particular de nombre Sepúlveda, al cual finalmente ganó 
el juicio. Sin embargo, este señor ya había vendido las tierras a Ulbricht por lo 
que, en los años 80, Robustiano hubo de emprender acciones contra el nuevo 
dueño. Actualmente, aún continúan las reclamaciones con sus herederos.
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rabia y que el mundo «conozca la injusticias que los chilenos 
han cometido contra los mapuche», por tanto, se puede decir 
que el encuentro se concibió con fines terapéuticos. 

Las marcas que deja la dominación en los cuerpos de las 
víctimas y las transacciones que se producen entre el lenguaje 
y el cuerpo (Cavell, 2008: 375-379) producen narrativas que 
explican la naturaleza de las relaciones interétnicas y denotan 
las dificultades que encuentra el discurso de los derechos hu-
manos para abrirse paso entre los comuneros mapuche, pues 
estos derechos no se entienden segregados de sus tierras.

Ciertamente, cuando el abuelo Robustiano trataba de 
encadenar el relato le invadía el coraje y la frustración. Su 
memoria estaba marcada por el engaño, el desprecio de las 
autoridades y el abuso policial. El sufrimiento experimentado 
a lo largo de los años había dejado ya una huella indeleble en 
su ánimo y un carácter hosco y desconfiado. Su cuerpo, mal-
trecho por la vejez y el dolor, constituía la evidencia de prueba 
del peso de la derrota y de la dureza de la resistencia en un 
contexto semicolonial, en el que el látigo del derecho positivo 
y su aparato jurídico había sustituido al hierro y al fuego de 
antaño. A sus 86 años la rabia le daba la energía que le negaba 
la salud; para el viejo Jineo su tragedia personal era también la 
desgracia colectiva del pueblo mapuche: 

Yo soy nacido y criado aquí. Aquí, en esta tierra. Los 
wigka me querían quitar la tierra a la fuerza así que he 
pasado…, pero una rabia grande que he pasado, pena y 
rabia. Y ese es el abuso que tiene la autoridad. Nosotros 
aquí en el pueblo no tenemos autoridad, a nosotros 
nos dicen: que vengan mañana, y vamos para allá, que 
vuelvan a venir, y vamos, y vuelta. Fíjese [antes] noso-
tros teníamos más autoridad aquí, teníamos a Venancio 
Coñoepan101, ya muerto, y a Romero, también muerto 

101 No debemos confundir a este Venancio Coñoepan con otros ascendien-
tes que portaron el mismo nombre, por ejemplo, el destacado logko abajino 
mencionado en la historiografía fronteriza. Nos referimos aquí a Venancio Co-
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y ahora, este… Cayupi (…), Coñoepan mandaba el Sec-
tor, era diputado, ministro mapuche que representaba la 
raza (Robustiano Jineo Calfumán, 6 de julio de 2001).

El 12 de noviembre de 1954 un grupo de propietarios par-
ticulares acompañados por carabineros irrumpieron por sor-
presa en las tierras ocupadas por la familia Jineo portando una 
orden de desalojo emitida por el Juzgado de Indios; tres de sus 
casas «fueron derribadas y quemadas» y los que se encontra-
ban en ellas fueron «amarrados con cordel» (DICR-2, 1954). 
La resistencia al desalojo le valió a Robustiano una condena 
de 541 días de prisión, al ser acusado de «usurpador de tie-
rras». Afortunadamente, y gracias a la presión que ejercieron 
diferentes organizaciones y comunidades indígenas para su 
liberación, sólo estuvo encerrado cuarenta días, pues según 
él, el propio Ministro de la Tierra, Julio Felipe, le conmutó la 
pena: «Sí, me metieron preso. Entonces yo salí bajo fianza». El 
viejo mapuche reniega de los funcionarios y de la burocracia, 
quizás porque al ser la cabeza visible del sistema colonial para 
los campesinos mapuche encarnaban la humillación, el mal-
trato y el racismo de la época. Para Robustiano el problema 
se fue enredando por los wigka, a los que califica de zorros 
(gürü), animal que en muchos casos denota comportamientos 
negativos (astuto, huraño, traicionero), especialmente cuan-
do se alude a personas o familias que no son de fiar:

[…] los gobiernos no han movido nada aquí, Ningún 
problema solucionan, no solucionan nada aquí en Te-
muco, no solucionan nada, nada, aquí son puros zo-
rros, los empleados, los secretarios […] (ídem).

ñoepan Huenchual que fue el primer indígena que alcanzó la titularidad de 
un ministerio en Chile en al siglo XX. De dilatada carrera política, en 1938 fue 
fundador de la Corporación Araucana, diputado por Temuco en 1945 y miem-
bro del Partido Conservador, fue Ministro de Tierras y Colonización durante el 
gobierno de Carlos Ibáñez del Campo en 1952 y director de Asuntos Indígenas 
(DASIN) en 1953. Falleció en 1968 mientras seguía ostentando la condición de 
diputado.
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Según cuenta uno de los nietos de Bartola Calfuman, ac-
tualmente logko de Rofwe, su abuela también fue detenida 
y acusada de «desacato» a la autoridad, motivo por el cual 
estuvo en la cárcel de mujeres de Temuco, de la que salió sin 
cargos tiempo después. A esta orden de detención contribuyó 
en gran medida la confusión jurídica que existía respecto a 
la situación legal de la comunidad pues también coadyudó a 
enredar el pleito y consumar el engaño:

(…) Mi abuela. Ella estuvo como..., tres meses, o... un 
año..., ahí no me acuerdo, pero ella estuvo presa. Por 
eso es que cuando se produjo la división, aquí en el 
1954, recién aparece una Declaración Pública el 2 de 
noviembre de 1955 ¿54- 55? Enlaza casi un año presa 
aquí en la cárcel de Temuco y después sale, así… ¿cómo 
te dijera? Sin carga alguna. (…) después en la cárcel a 
ella le dijeron que no tenía ninguna culpa y le dieron la 
libertad: sobreseído, como se dice hoy día [nunca tuvo 
juicio]. Sin nada, sin ninguna cosa. Le aplicaron la ley 
de esos años. (Domingo Jineo, 23 de junio de 2001).

Según consta en el documento del Juzgado de Indios de 
Temuco (DICR-1, 1949), existía un expediente de división 
de la comunidad de Rofwe pendiente de trámite (nº 597), 
aunque este papel indica también que las parcelas todavía no 
habían sido entregadas a sus respectivos adjudicatarios, por lo 
que, de hecho, se mantenía el statu quo anterior, es decir, su 
condición de comunidad indivisa102. 

A partir de la información compilada todo apunta a que el 
expediente de división de tierras fue incoado unilateralmen-
te por las autoridades sin que los de Rofwe tuvieran conoci-
miento del mismo, al menos así consta en el documento di-
rigido a Bartola Calfuman por la Presidencia de la República 
(DICR-3, 1955). De hecho, los mapuche, ajenos a la burocra-
cia, siguieron viviendo cada uno en sus respectivas parcelas. 
102 Ver capítulo 2 punto 4.1. 
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El actual logko sostiene que todos estos embrollos eran fruto 
de la ambigua situación jurídica por la que atravesaban las 
comunidades en esos años y niega que la comunidad hubiera 
dado el visto bueno a la división:

(…) La Ley 4.111103 que funcionaba desde al año 31 al 
41 por lo menos (...) dividió gran cantidad de comu-
nidades aquí, en Chile, porque esa ley mencionaba 
que basta con que un tercio de la comunidad quisiera, 
esta se dividía. (…) Incluso, por esa Ley, esta comu-
nidad aparece dividida en el año 42 sin que ninguno 
de los comuneros de aquí hubiera pedido la división. 
(…). Porque la historia hoy día..., o sea, no se ajusta, 
no concuerda con la división de hijuelas de las comu-
nidades mapuche (Domingo Jineo, logko de Rofwe, 23 
de junio de 2001). 

Todos estos atropellos llevaron a Robustiano y a su madre 
a viajar a Santiago104 para intentar ver al Presidente de la Re-
pública, Jorge Alessandri105 y a su Ministro de Tierras, Julio 
Felipe, pues los mapuche se consideraban desamparados por 
las autoridades regionales y desconfiaban de las «leyes de la 
Frontera». El imaginario mapuche históricamente ha visto en 
la figura de los presidentes de la República mayor fiabilidad y 
sensibilidad hacia los mapuche que cualquier otro estamento:

(…) de ahí me arranqué a Santiago. Nunca más he ido 
a Santiago. Allí hablé con el Presidente de la República 

103 Probablemente se refiera al Decreto 4.101. Para profundizar en el conteni-
do de la legislación chilena sobre las tierras mapuche véase: Aylwin (2002 a), 
COTAM (2003: 303-457), CNVHNT (2003: 320-394); Valenzuela (2002).
104 Al parecer hubo varios viajes a Santiago: el primero, en el año 1954, siendo 
Presidente de la República Carlos Ibáñez Campos, y el segundo tuvo que ha-
cerse más allá del año 58, cuando ya gobernaba Jorge Alessandri (1958-1962).
105 Al contrastar varios relatos de este acontecimiento no queda del todo claro 
si llegaron a hablar con el Presidente o sólo fueron recibidos por algún funcio-
nario de la Presidencia, lo que sí que parece comprobado es que su caso llegó a 
oídos del Presidente de la República y tomó alguna medida.
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(…) justamente cuando venía mi madre. Salimos en 
el diario, salimos en la radio, revistas, así fue. El abuso 
que había aquí (…). Allá conseguimos que mi madre 
hablara con una secretaria, Elena… no sé cuantos, se 
llamaba. “Yo trabajo ahí”, le dijo. Mi mamá andaba ta-
pada con rebozo y se lo enseñaba harto y ahí consegui-
mos. Admirada la gente de Santiago, la suerte grande 
de hablar con el Presidente de la República. Le hablaba 
al Ministro de la Tierra por teléfono y dijo: ya vayan 
inmediatamente y según la respuesta que le den, pase 
allí, puerta abierta al mismo Presidente (…) Allá nos 
recibió bien Julio Felipe (Robustiano Jineo Calfumán, 
6 de julio de 2001).

El término «reducción» ha ido perdiendo su sentido ori-
ginal a medida que se ha ido imponiendo el de «comunidad 
indígena», pero en la memoria colectiva aún sigue evocan-
do la derrota mapuche, el confinamiento y la inmoviliza-
ción de un pueblo libre que se relacionaban de una forma 
distinta con el territorio y con sus semejantes. A partir de 
entonces, los linajes mapuche se vieron constreñidos a vi-
vir en un pedazo de tierra de mala calidad junto a otras 
familias, a veces, asentadas allí aleatoriamente, y, en mu-
chos casos, teniendo que aceptar un liderazgo «antinatu-
ral» determinado por el titular de la merced otorgada por 
las autoridades, lo que supuso una fuente permanente de 
conflictos en las comunidades. En ese preciso momento, 
empezó la cuenta atrás de la pauperización sostenida de la 
sociedad mapuche y de ahí derivan gran parte de los pro-
blemas contemporáneos. Todavía hoy se pueden rastrear las 
secuelas de estas medidas y hallar el germen de muchas de 
las rivalidades y conflictos existentes entre familias anunche, 
«los que siempre estuvieron aquí» (los primeros que ocupa-
ron esa tierra) y akunche, «los que llegaron más tarde» (pero 
que se consolidaron con el tiempo y afianzaron su posición 
en la comunidad). 
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Es, precisamente, el efecto cismático y desestructurante 
que provocó la reducción y la injerencia del Estado, a través 
de las evangelizaciones, las instituciones educativas y la bene-
ficencia, el que hace más sorprendente la vitalidad de los pro-
cesos de rearticulación cultural que han experimentado en los 
últimos años las comunidades mapuche. Se podría decir que 
el sistema de «reducción indígena» ha terminado por crear 
su contrario, pues al blindar la preservación de la identidad 
y favorecer la recreación de la sociedad mapuche en las co-
munidades, como espacios de postergamiento y marginación, 
quedaron sembradas las semillas de su recuperación. En este 
proceso, la capacidad de resiliencia del pueblo mapuche debe 
mucho al hecho de haber conservado una parte de las tierras 
y al régimen comunitario derivado del régimen de confina-
miento derivado de la derrota. 

En este nuevo contexto la reyñma (familia) y la ñuke mapu 
(tierra familiar), junto con los ritos esenciales como el gijatun 
y el eluwün (Faron, 1997), constituyen las células básicas a 
partir de las cuales es posible recrear nuevamente el lof y todo 
lo que eso implica, imbricando así el pasado con el presente. 
De esta manera la sociedad mapuche ha conseguido sobre-
vivir al exterminio y manejar culturalmente la tendencia a 
la nuclearización, la privatización de la economía y la deriva 
disolvente generada por la pobreza. 

Volviendo a Rofwe, durante la presidencia de Jorge Ales-
sandri se implementaron medidas orientadas a amortiguar el 
problema de la tierra en las comunidades mapuche, lo que dio 
lugar a una tímida reforma agraria en la que más tarde pro-
fundizaron otros gobiernos. A juicio de la comunidad, en este 
período, el problema de las usurpaciones tuvo un tratamiento 
más sensible, especialmente cuando se nombró una comisión 
investigadora para determinar sobre el terreno la situación 
de las apropiaciones y se paralizaron los desalojos pendientes 
hasta que no se hubieran emitido las conclusiones que, se-
gún los dirigentes mapuche, prometían dejar al descubierto 
múltiples casos de usurpación. Esta comisión tenía previsto 
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recorrer el territorio mapuche desde la provincia de Arauco 
hasta Valdivia pero desgraciadamente sobrevino el terremoto 
de 1960 y su actividad quedó sin efecto antes de llegar a Ro-
fwe por lo que el informe nunca vio la luz:

(…) pasa el terremoto de 1960, una mala suerte: se 
termina la ciudad de Valdivia, se termina la ciudad de 
Puerto Saavedra (...). Quedó la pura plaza, se termina-
ron muchos pueblos aquí al Sur y mucha destrucción 
de casas, se terminaron las casas aquí. La pobreza vuel-
ve a imponerse nuevamente otra vez y la información 
queda lejos y se estancan temporalmente los juicios y 
aquí el proceso se fue dando curso en el tiempo, o sea 
que ya después para viajar a Santiago ya no había pla-
ta. Y de ahí se mantuvo ya hasta el año 70 o por ahí, 
estamos hablando del 60. En el 70 llega el periodo de 
la Unidad Popular, de los partidos de izquierda, que 
llegaron al poder con Allende a la cabeza y también ya 
hubo más solidaridad, también se aplicó la Ley 17.729 
que fue mejor en cuanto a otra ley en ese momento 
porque..., esa ley asumía más defensa, digamos más 
defensa jurídica. Se conformó el IDI106, ahí por lo me-
nos ya pusieron abogados gratis, defensores gratis, agri-
mensores gratis para poder hacer defensa de la tierra en 
esos años. Por ahí estuvo detenido otra vez varios años 
el juicio, para restituir las tierras que estamos recupe-
rando actualmente y por ahí llega el Golpe de Estado 
(…) (Weche Jineo Antinao, 23 de junio de 2001).

Los relatos sobre las tierras de los Jineo se intercalan con 
la historia de la Araucanía y con la propia historia de Chi-
le y muestran el alto grado de interacción existente entre las 
comunidades mapuche y los diferentes actores políticos de 
la época. Las alianzas de los mapuche con los partidos nacio-
nales siempre fueron manejadas con recelo, incluso algunos 
106 Instituto de Desarrollo Indígena
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autores afirman que el objetivo siempre fue defender la ñuke 
mapu y recrear el lof (Bengoa, 2002: 153), pero para que estos 
conceptos se hicieran comprensibles para la sociedad nacional 
los mapuche adoptaron el discurso campesinista ya que, en 
esa época, la tierra constituía la base de sus demandas étnicas. 
Además, para la legislación nacional la condición de mapuche 
estaba ligada inherentemente a la categoría de campesino en las 
tierras de la reducción, es decir, era la existencia de tierras indí-
genas la que conferían identidad y estatus jurídico al mapuche.

De todas estas luchas y alianzas por la defensa de las tie-
rras, lo que ha quedado grabado en las comunidades mapuche 
es la fuerza del derecho tanto para consumar políticas expolia-
doras y etnocidas cuanto para servir de instrumento político 
para defender el territorio y la identidad. No es de extrañar 
que desde hace muchos años la pugna por el significado del 
derecho positivo haya sido uno de los principales campos de 
disputa intercultural, en tanto que los mapuche son plena-
mente conscientes de que en todas las épocas uno de los me-
canismos utilizados por el Estado para perpetrar el expolio y 
promover la asimilación fue la implantación del derecho he-
gemónico, estrategia que ya había sido usada para legitimar la 
conquista violenta de la Araucanía y consolidar la ocupación 
del territorio mapuche.

La dictadura militar merecería un capítulo aparte, pero 
para centrarnos en el problema de la tierra como hilo conduc-
tor nos remitimos a otro trabajo (Antona, 2012), aunque hay 
que decir que con la dictadura militar el problema se agudi-
zó. Lo fundamental es que, aprovechando la impunidad que 
ofrecía el régimen de terror y la legislación que sancionaba 
definitivamente la división de las comunidades, los particula-
res reclamaron las parcelas que consideraban les habían sido 
expoliadas por la reforma agraria y restituidas a los mapuche 
por el gobierno de la Unidad Popular. En este momento, sin 
embargo, la legislación pasó a un segundo plano, ya que en 
el contexto de la represión la defensa de la tierra se vinculó 
directamente con la subversión. No resulta extraño escuchar 
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que la política que llevaron a cabo los militares contra sus 
tierras resultó, en términos colectivos, tan «sangrante» o más 
que la represión y la violencia física ejercida contra las perso-
nas y no son pocos los mapuche que perciben este proceso 
en claves étnicas y otorgan mayor transcendencia a las medi-
das implementadas por los militares para dividir y enajenar la 
propiedad mapuche que a los crímenes perpetrados en las co-
munidades, que en muchos casos atribuyen a procesos ajenos 
al mundo mapuche (Antona, 2012: 800-810). 

Sin embargo, en las tierras del Sur, la cuestión de la pro-
piedad indígena y el anhelo de las elites por acabar con la 
cuestión étnica estuvieron en el centro de la agenda política 
de los militares. De hecho, muchos de los conflictos contem-
poráneos tienen origen en las medidas adoptadas por la dicta-
dura para liquidar la propiedad comunal. Nada más materia-
lizarse el golpe, los militares requisaron las tierras expropiadas 
por la Reforma Agraria y promovida por el gobierno de la 
Unidad Popular para ser devueltas a sus antiguos dueños. La 
CNVHNT (2003: 390) señala que en la Araucanía de los 164 
predios (155.110,38 ha) procedentes de las expropiaciones del 
gobierno Allende que fueron a parar a manos mapuche se 
devolvieron 98 después del golpe (100.392 ha), otros tres se 
vendieron a particulares (1.478, 2 ha) y el resto fueron parce-
lados (53.204,88 ha). Más tarde, al abrigo del terror, se legali-
zaron las usurpaciones y se liberaron las tierras indígenas de la 
protección estatal; como colofón, los militares pretendieron 
suprimir jurídicamente a los indígenas por decreto y acabar 
así con el problema mapuche para siempre.

Hasta la promulgación del Decreto de División nº 2.568 
de 1979, que fue atenuado más tarde por el nº 2.750, Pinochet 
se abstuvo de aplicar ninguna legislación sobre las tierras ma-
puche. En teoría, durante el periodo 1973-1979 la legislación 
vigente en materia de tierras indígenas era la misma que la 
que regía con la Unidad Popular, aunque en la práctica esta 
normativa sucumbió a la fuerza de la represión, por lo que en 
este periodo se consumó el despojo:
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(…) en el año 1973 llegó el derrocamiento del gobierno 
–un gobierno democrático–; al fin y al cabo se termina 
en nada y derogan la ley 17.729 [promulgada por la 
U.P.], eso a pesar de que esta Ley dura hasta el año 1979. 
Pero a partir del mismo día 11 de septiembre del 1973 
se inhabilita para ejecutarla como ley: nadie podía usar 
esa ley; digamos…que el poder del arma era mayor que 
la realidad. O sea, que nadie podía ir a exigir una de-
fensa jurídica, nadie podía decir: que me devuelvan la 
tierra usurpada, porque comienzan los allanamientos, 
el encarcelamiento de dirigentes, el encarcelamiento de 
peñi [hermanos] mapuche, que aparentemente decían 
que eran conflictivos. Había detenidos desaparecidos, 
degollamientos de mucha gente, el exilio, la desespe-
ranza de la humanidad (...). En el año 79, se aplica la 
ley -decreto ley 2.568 y 2.750– que divide y subdivide 
las tierras indígenas y esta ley te metía en embargos, te 
metía en enajenación y te metía también... en el desco-
nocimiento de su tierra y también de sus adjudicatarios, 
o sea que uno por decreto ley se perdía como mapuche, 
como indígena, era uno más entre la sociedad. Se apli-
ca la ley común como se dice aquí, o sea, que éramos 
uno sólo, no había diferencias culturales, de pueblo, no 
había nada, o sea que, prácticamente, a través de la ley 
nos querían abolir por decreto. Esa ley dura, digamos, 
hasta el año 1990 cuando ya se empieza de nuevo a co-
mentarse y a discutir la nueva ley indígena, la 19.253, la 
que está en vigencia hoy día (...) (Domingo Jineo, logko 
de Rofwe, 23 de junio de 2001).

El objetivo de la legislación militar relativa a las comuni-
dades mapuche era acabar con esos reductos improductivos y 
escasamente integrados a la Nación, que albergaban poblacio-
nes indígenas potencialmente peligrosas y propensas a ser se-
ducidas por elementos desestabilizadores (Morales 1999: 85). 
Desde 1973 a 1979 la represión se ensañó con las comunidades 
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y los militares sometieron a estricta vigilancia a los sectores 
indígenas que consideraban más conflictivos. 

En esta época todos los hijos varones de Bartola fueron 
arrestados y maltratados al ser acusados de comunistas. En 
realidad el objetivo era amedrentarlos y paralizar sus recla-
mos, ya que al ser acusados de comunistas sus vidas pendían 
de un hilo. Al asociar los conflictos de tierras con la subver-
sión los militares trataban de deslegitimar los reclamos de tie-
rras y neutralizar la contestación creciente de las comunidades 
a las leyes anti-indígenas. En ese contexto, muchos particula-
res vieron en la dictadura militar un escenario propicio para 
arremeter de nuevo contra las tierras mapuche; valiéndose del 
régimen de terror formulaban acusaciones infundadas de sub-
versivos para justificar las usurpaciones. Por supuesto, la vía 
jurídica iba de la mano de la represión:

[Cuando el Golpe de Pinochet] en Padre las Casas. Nos 
dijeron que nosotros éramos comunistas ¿comunistas?, 
¿Qué sabemos nosotros que era [ser] comunista? ¿Qué 
sabemos nosotros de los políticos? […] Ahí hubo una 
agarrada muy grande, morían cientos y cientos de per-
sonas. ¡Uhh¡no lo miraban a uno como persona, un 
perro valía más […]. Los carabineros se insolentaron: 
venían aquí por la noche, en aquella época y “andaban 
por los pies, por la noche, daban miedo. […] porque 
los mapuche no tienen armas (Robustiano Jineo, 6 de 
Julio de 2001).

Se trataba también de reorganizar un mercado de tierras 
particulares instaurando por decreto la propiedad privada de 
las tierras indígenas y poner en valor sus recursos naturales 
para privatizarlos. Fue esta política de división de tierras la 
que movilizó a los mapuche contra Pinochet y motivó su co-
laboración con los partidos políticos opositores al régimen 
militar y que finalmente desembocó en la alianza para el refe-
réndum del NO que puso fin a la dictadura.
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Otra consecuencia del impacto de las leyes de división de 
tierras de la dictadura de Pinochet, fue que los mapuche se 
movilizaran organizadamente y articularan la  contestación 
en torno a sus propias organizaciones; en este caso primero 
fue a través de los Centros Culturales Mapuche y más tarde 
de la organización Ad Mapu. Fue esta organización la que, 
en los años 80, adoptó el caso de los Jineo como paradig-
mático para denunciar la represión en el extranjero. Aún 
los de Rofwe guardan los recortes de los diarios de la época 
que recogían la información de su caso, ya que estas cróni-
cas contribuyeron a detener un nuevo «lanzamiento». Por 
ejemplo, el artículo publicado en el Diario Últimas Noticias 
(12 de diciembre de 1981) señalaba que 20 familias mapuche 
de Rofwe se encontraban nuevamente amenazadas por una 
orden de expulsión: «Huincas siguen quitándole su Tierra al 
Pobre Mapuche». 

Además, los vínculos de la comunidad de Rofwe con las 
organizaciones mapuche movilizaron apoyos en el plano in-
ternacional ante un nuevo juicio promovido por Germán 
Ulbrich, particular que se había hecho con la titularidad de 
las tierras de los Jineo, el cual amenazaba de nuevo a Robus-
tiano  con la expulsión de su parcela. Finalmente, Melillan 
Painemal, principal dirigente de Ad Mapu y vicepresidente 
del Consejo Mundial de Pueblos Indígenas, consiguió que 
Survival International y la Misión de la Comisión de Dere-
chos Humanos de la ONU para América Latina (en visita 
a Chile en el año 1984) airearan el caso ante los medios de 
comunicación e hicieran llegar la voz  de los mapuche a 
los organismos internacionales. La visita se enmarcaba en 
un contexto de graves acusaciones contra el régimen de Pi-
nochet, el cual se enfrentaba a duras sanciones en el plano 
internacional por las reiteradas violaciones de los derechos 
humanos contra los chilenos. Margareth Thomas, miembro 
de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, se ma-
nifestaba en estos términos:
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El problema básico de los mapuche es que con el trans-
curso de los años han perdido más y más tierra. Y la 
discriminación racista es muy fuerte. No cuentan con 
los servicios básicos indispensables (Diario Austral de 
Temuco, 4 de julio de 1984).

La alusión a este pleito resultaba pertienente y muy 
ilustrativo de la problemática mapuche en el período de 
dictadura, sobre todo porque en esa época la violencia con-
tra los pueblos indígenas resultaba menos evidente que la 
represión generalizada por motivos políticos. Además, lla-
maba la atención la longevidad del problema (51 años en 
ese momento) y permitía transmitir al público general las 
veleidades de la política etnocida de Pinochet. Kenneth Ta-
ylor, director de SurvivaI Internacional, se manifestaba en 
los siguientes términos:

Vinimos a Chile a investigar las denuncias de represión 
existente en contra del pueblo mapuche, la que en los 
últimos meses no sólo afecta a los dirigentes mapuche 
sino a todo el pueblo indígena (un ejemplo de esta re-
presión es la detención de dirigentes de Ad Mapu) es 
un acto que atenta contra los intereses del pueblo ma-
puche. Sabemos que Domingo Gineo [nieto de Barto-
la Calfuman y actual logko de Rofwe] fue relegado al 
norte del país sin justificación alguna aparente (ídem).

Si bien el recurso a la exteriorización de los conflictos para 
buscar la solidaridad nacional o internacional no es nuevo en 
la praxis política indígena, lo cierto es que en la actualidad 
se ha multiplicado sustancialmente porque ha dado excelen-
tes resultados para frenar las tentaciones autoritarias de los 
gobiernos, tan preocupados por su imagen en el exterior, es-
pecialmente en los momentos en que han hecho alarde de eri-
girse en adalides de los derechos humanos, como ha ocurrido 
con el Chile de la postdictadura. 
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Siguiendo con los paralelismos existentes entre las historia 
locales y las nacionales, con la llegada de la democracia, lejos 
de abandonarse las viejos proyectos desarrollistas promovidos 
por los tecnócratas del experimento neoliberal tutelado por 
los militares, se pusieron en marcha una serie de obras de gran 
envergadura consistentes en la creación de autopistas en el sur 
de Chile. De hecho, el conflicto moderno más relevante que 
ha librado Rofwe con el Estado se produjo como consecuen-
cia de la ampliación de la carretera Ruta 5 Sur107, obra que 
afectó gravemente a su territorio y que alteró la vida de la co-
munidad, hasta el punto que activó conflictos internos que se 
encontraban soterrados y descompuso las relaciones sociales, 
además de mermar la salud colectiva. 

El punto de inflexión se produjo cuando las autoridades108 
negaron a la comunidad la facultad de incidir en las decisio-
nes respecto a la integridad de su territorio. Las instituciones 
sostuvieron que el impacto de las obras de ampliación de la 
carretera incumbía sólo a los propietarios de las parcelas afec-
tadas por el trazado, reproduciéndose, pese al discurso de la 
interculturalidad, la visión dominante y desfasada de la no-
ción de tierras indígenas que maneja el derecho internacional.

Con la clasificación del proyecto como «obra de interés ge-
neral» se sortearon los resguardos que establecía la Ley Indíge-
na y pese a la oposición y resistencia indígena, la Administra-
ción expropió una serie de parcelas aplicando rigurosamente 
la legislación sectorial. Es de suponer que el interés general al 
que se refería el Estado no era el de los mapuche, ya que años 
después la comunidad sigue sin ver ningún beneficio en esa 
intervención. Al contrario, el desdoblamiento de la carretera 
ha causado un impacto ambiental de largo alcance y sin pre-
cedentes en el entorno de Rofwe: aumento de la velocidad y 

107 Para contextualizar el ambiente político y social en el que discurre este caso 
se sitúa prácticamente paralelo al período de gobierno de Ricardo Lagos (de 
2000 a principios de 2006).
108 El principal actor institucional enfrentado a los mapuche en este conflicto 
fue el Ministerio de Obras Públicas (MOP), aunque en su resolución definitiva 
CONADI jugó un importante papel a favor la comunidad. 
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la densidad del tráfico, multiplicación de los niveles de conta-
minación acústica y emisión de humos, peligro para el bien-
estar y la seguridad de las personas y animales domésticos, etc. 
Con esta intervención la comunidad se partió en dos puesto 
que, pese a que se construyó un paso elevado para peatones, 
la movilidad de los comuneros se redujo considerablemente, 
aspecto que afectó a la comunicación entre las familias que 
habían quedada a un lado u otro de la carretera y que favore-
ció la creación de dos «mitades» que, a la larga, trajo consigo 
conflictos internos. Como los dueños de las hijuelas fueron 
obligados a aceptar las indemnizaciones que el Gobierno ha-
bía determinado unilateralmente, las empresas constructoras 
irrumpieron con maquinaría pesada en las parcelas anexas a la 
carretera. Por tanto, pese al daño colectivo que la obra causò 
al conjunto de las familias, la comunidad fue ignorada.

Ante la ausencia de instrumentos legales efectivos para 
defender su territorio, y tras contemplar cómo los subterfu-
gios jurídicos subordinaban la Ley Indígena a los intereses del 
Estado, los mapuche decidieron transitar por otros caminos 
para hacer valer sus derechos colectivos. El objetivo era recla-
mar una compensación para toda la comunidad, tanto por la 
pérdida del territorio como por la degradación ambiental y 
cultural. Para ello pusieron a trabajar su ingenio, sus contac-
tos y su cultura. 

Para frenar la política de hechos consumados hallaron un 
sólido argumento en un «vago» recuerdo de los ancianos re-
lativo a la existencia de un gijatuwe (antiguo campo de gi-
jatun) en una de las parcelas afectadas por la ampliación de 
la carretera. En concreto, se denunció que el nuevo trazado 
atravesaba por el sitio donde estaba el rewe, por tanto, el con-
flicto tomó una nueva deriva y se enfocó desde la perspectiva 
del daño al «patrimonio cultural indígena», por lo que se de-
mandó una indemnización económica y la permuta del lugar 
«invadido» por otras tierras que permitieran a la comunidad 
restituir el campo ritual. A partir de esta argumentación, los 
de Rofwe sustentaron su reclamación en concepto de «daño 
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cultural irreparable» (DICR5, julio, 2002), de esta manera 
entroncaban el conflicto de tierras en el marco del derecho 
indígena tanto a nivel nacional como internacional.

Tras muchas disputas, movilizaciones y gestiones, final-
mente el Gobierno se avino a compensar a la comunidad con 
la compra de un terreno situado en el corazón de Rofwe, que 
fue el que culturalmente las autoridades tradicionales recu-
rriendo a distintos procedimientos «sobrenaturales» consi-
deraron propicio para restablecer el gijatuwe. De esta forma, 
el 10 y 11 de diciembre de 2004, se pudo dar por finiquitado 
este pleito cuando la comunidad volvió a realizar un gijatun 
que, según la información de los ancianos de la comunidad, 
no se había realizado desde casi cien años. Con este ritual, 
Rofwe volvía al camino del Mapunche Az Mogen (modo de 
vida mapuche); un siglo después, paradójicamente, el futuro 
de la comunidad se proyectaba mirando al pasado.

Desde entonces los jóvenes de Rofwe han patrocinado un 
importante proceso de revitalización cultural y afirmación 
identitaria y han protagonizado diferentes movilizaciones 
orientadas a recuperar todas las tierras que consideran les 
fueron usurpadas u ocupadas ilícitamente tomando como 
referencia el Título de Merced. Desde ese momento la diná-
mica acción-reacción, característica del modelo de relación 
que establecen las autoridades con las comunidades más rei-
vindicativas, ha marcado la vida cotidiana de Rofwe: nue-
vos allanamientos policiales, detenciones, golpizas, torturas, 
procesamientos, persecuciones, etc. 

Por ejemplo, en mayo de 2012 un contingente del grupo 
de operaciones especiales de Carabineros (GOPE) irrum-
pió violentamente en la comunidad agrediendo a Guiller-
mina Painevilo y a sus hijos mientras se manifestaban con-
tra el proyecto de construcción del aeropuerto de Freire, al 
cual se opone la mayoría de las comunidades del Territorio 
Makewe-Pelale. Otro caso en curso y que promete tener 
largo recorrido, es el del seminario mayor San Miguel, in-
fraestructura dependiente de la Iglesia Católica radicada en 
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el Fundo Santa Lucía que es reivindicada por los jóvenes 
de Rofwe. Después de meses de infructuosas negociaciones 
con las autoridades eclesiásticas de la diócesis de Villarrica 
y el Obispado de la Araucanía, la comunidad decidió rea-
lizar una «toma productiva» de los predios reclamados en 
agosto de 2012. Cuando los comuneros procedieron a arar 
las tierras pertenecientes  al Seminario, las fuerzas de se-
guridad irrumpieron allí y desalojaron violentamente a los 
comuneros que participaban en la actividad, deteniendo al 
machi Fidel y a varios miembros de las familias Painevilo y 
Tranamil. Un comunicado de la comunidad (2 de agosto de 
2012) se encargó de denunciar este hecho ante la opinión 
pública nacional e internacional con la cual algunos jóve-
nes de Rofwe habían establecido relaciones de solidaridad109. 
Para la comunidad, la gravedad de la acción policial no solo 
radicaba en la violencia indiscriminada y desproporcionada 
utilizada contra ellos, sino en la agresión ejercida contras sus 
autoridades religiosas y ancestrales:

Declaramos tajantemente que el Estado es aquí el que 
violenta la vida y los derechos humanos mapuche, y 
la Iglesia Católica es su cómplice al momento de re-
primir y golpear brutalmente a personas mayores de 
edad y a una autoridad tan significativa como lo es 
un machi. En conjunto con el lonko que está en ries-
go vital en el hospital, la detención del machi Fidel 
Tranamil, una autoridad ancestral de nuestro pueblo 
queda clarísima la estrategia del gobierno Piñera, en 

109 En septiembre de 2011 una delegación del territorio de Rofwe-Makewe 
compuesta por Nilsa Rain, Fidel Tranamil y Francisco Painevilo realizó una 
gira por Europa y por España para denunciar la represión en las comunidades 
mapuche. Especialmente, la delegación visitó algunas instancias de derechos 
humanos para narrar el caso de Francisco Painevilo que fue torturado por la 
policía en el transcurso de una incursión de Carabinero a la comunidad. Su 
caso adquirió relevancia porque en ese momento era menor de edad y por 
los métodos utilizados ya que, según su relato, «fue secuestrado y subido a un 
helicoptero para obligarle a delatar o otros comuneros bajo la amenza de ser 
arrojado del aparato» (comunicación personal, Madrid, septiembre de 2011).  
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donde elimiar a las autoridades ancestrales y encar-
celarlas es su política de diálogo con nuestro pueblo. 
(Correo electrónico 2 de agosto de 2012110 

En resumen, la experiencia vital de cuatro generaciones 
mapuche con la represión y la usurpación permite enlazar los 
conflictos de ayer con los de hoy ya que responden a la misma 
problemática. Todo ello contribuye a reforzar la imagen del 
pasado a partir de los acontecimientos del presente. Visto des-
de esta perspectiva se entiende que la defensa del ñuke mapu 
constituya una necesidad vital y una estrategia eminentemen-
te práctica e imprescindible para la existencia de los mapuche 
como entidad colectiva, por lo que la lucha por la tierra es una 
empresa dramática que explica por qué los mapuche siguen 
arriesgando su vida y su libertad para resistirse a la ocupación 
de su territorio desde tiempos inmemoriales, sea cual sea el 
invasor. El lenguaje, obviamente, es otro y en él reconocemos 
muchos elementos discursivos externos pero el fondo es el 
mismo, veamos un comunicado111 emitido por la comunidad 
en vísperas de la toma mencionada anteriormente:

(…) ante las política represivas y las migajas que el 
Estado hoy ha entregado son medidas asistencialis-
tas que solo demuestran la incapcidad del Estado 
por reconocer nuestro derecho sobre el territorio por 
resguardar intereses económicos de grupos minorita-
rios, como forestales, latifundistas y transnacionales 
(…). El proceso que hemos iniciado por la defensa y 
liberación de nuestro territorio y sus recursos natu-
rales no dará pie atrás, y continuaremos sin dejarnos 
amedrentar, la lucha continua y decimos de una vez a 

110 Asunto: Violento Desalojo a Comunidad de Rofwe, de J.A.V., para Lista 
Coordinación Apoyo al Pueblo Mapuche, fecha: 2 de agosto de 2012.
111 Correo electrónico: Asunto Rv: Comunicado Lof Rofwe Wekeche Ñi Au-
kinko. Favor difundir! De FEDACHES a Lista de coordinación apoyo al pue-
blo mapuche (25 de julio de 2012) 
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este Estado y a personajes racistas que hoy lideran el 
circo llamado Gobierno, que aún estamos aquí, que 
no dejaremos de defender el territorio y no descansa-
remos hasta liberarlo de la destrucción capitalista, y 
que no escatimaremos en esfuerzos por defender los 
que ancestralmente se nos ha encomendado prote-
ger nuestra ñuke Mapu y se retoman las movilizacio-
nes hasta que el gobierno responda en forma clara a 
nuestras demandas y que dará ocupación de los cinco 
predios que Rofwe Wekeche Ñi Aukinko ha reclama-
do ante el Gobierno Amulepe taiñ weichan!!! Mari-
chiwew (julio de 2012).

Tanto el nombre bajo el que se encuadran buena parte 
de los jóvenes de Rofwe112, Rofwe Wekeche Ñi Aukinko («eco 
de los jóvenes de Rofwe»), como la proclama final de este 
comunicado: Amulepe taiñ weichan!!! Marichiwew («que siga 
nuestra lucha !!! Diez Veces venceremos») no dejan lugar a 
dudas sobre la solidaridad intergeneracional que genera la 
lucha por la tierra entre los mapuche en la medida en que 
la defensa de la tierra familiar forma parte del complejo de 
reciprocidad interfamiliar y vincula a los jóvenes con las lu-
chas de los ancianos a través de la transmisión de la me-
moria de la comunidad tomando como eje articulador la 
relación del che con la ñuke mapu. El relevo en la defensa de 
la tierra dispara un proceso en los jóvenes que contribuye a 
modernizar y reformular el significado de ser mapunche (ser, 

112 Desde 2011 una serie de jóvenes de Rofwe han emprendido el camino 
de erigirse en una «nueva comunidad» para levantar un proyecto de vida co-
munitaria que supere el modelo consentido por las autoridades, reclamando 
para ello la devolución de las tierras usurpadas. Este proyecto tienen mucho 
de choque generacional y no está demasiado bien visto por el resto de los 
comuneros ya que en la práctica supone un división de la comunidad ori-
ginal. También se les acusa de responder a aventuras familiares y privadas 
en detrimento de la colectividad. Los jóvenes, sin embargo, interpelan a los 
mayores radicalizando el discurso y las prácticas, por ejemplo: ocupando tie-
rras, replegandose en una versión fudamentalista de la religión y de la cultura 
mapuche y promoviendo una cierta «desconexión» del mundo wigka. 
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sentirse y vivir como mapuche), que en la relación con los 
ancianos se concreta en una revalorización del aprendizaje 
del mapuzungun a partir del cual se aproximan a la senda 
del Az Mapu y se comprometen con el proceso de recons-
trucción del lof con el objetivo de proyectar el futuro a partir 
de un modelo de vida que, sin renunciar a muchos de los 
elementos y oportunidades que ofrece la sociedad nacional, 
les permita un futuro de autonomía a partir de sus recursos 
culturales y naturales.
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6. EL EXPOLIO DEL MELI 
WIXAN mAPu

E L «C O N F L I C T O m A P u C h E» E N 
C H I L E: A N T E C E D E N T E S 

El 11 de septiembre de 1973, el General Augusto Pinochet 
Ugarte se puso al frente del ejército chileno para derrocar al 
gobierno legítimo de la Unidad Popular presidido por Salva-
dor Allende instaurando una dictadura militar que se prolon-
gó hasta 1990. La primera fase de la sublevación se caracterizó 
por la liquidación de las personas afines al proyecto de la Uni-
dad Popular consolidando un régimen de terror destinado a 
inmovilizar a la población (Pérez Sales et al., 1998: 12-13). 
Mientras que los primeros años que sucedieron al Golpe los 
militares pusieron el énfasis en la liquidación del enemigo, 
más tarde la violencia del Estado se centró en el control de la 
población y en la implantación de un proyecto político y eco-
nómico que consistía en el desmantelamiento de las conquis-
tas sociales y políticas (Saavedra, 2002) para asentar después 
las bases del capitalismo neoliberal. 

La cuestión indígena en las tierras del Sur no permaneció 
ajena a este proceso; el «problema mapuche» estuvo siempre 
en el centro de la agenda política de los militares113, tanto en lo 

113 El pueblo mapuche fue puesto en el punto de mira de los militares y so-
metido a vigilancia y acoso durante todo el período, como se desprende del 
número de víctimas mapuche declarado en las regiones del Sur. La trama ci-
vil que acompañó al Golpe en el sur de Chile apunta en la dirección de que 
determinados terratenientes fueron desde el primer momento instigadores, 
colaboradores y cómplices del Régimen, participando en numerosos casos de 
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que respecta a la propiedad indígena como en los anhelos de 
acabar con la cuestión étnica. Ciertamente las motivaciones 
de la oligarquía y de los militares en el territorio mapuche 
fueron de un carácter más localista y prosaico que las que di-
fundía el discurso épico de los «salvadores de la patria» a nivel 
nacional. De hecho, las medidas adoptadas para liquidar la 
propiedad comunal marcaron un nuevo punto de inflexión 
en la relación de los mapuche con el Estado respecto a las 
tierras, constituyendo la génesis de muchos de los conflictos 
contemporáneos. 

Nada más materializarse el golpe de Estado los militares 
requisaron las tierras expropiadas por la Reforma Agraria pro-
movida por el gobierno de la Unidad Popular, las cuales fueron 
mayoritariamente devueltas a sus antiguos dueños114; más tar-
de, al abrigo del terror, se legalizaron las usurpaciones realiza-
das a las comunidades y las tierras indígenas se liberaron de la 
protección estatal, pretendieron suprimir jurídicamente a los 
indígenas por decreto y acabar así con el problema mapuche 
para siempre: el Decreto de División nº 2.568 de 1979, más tar-
de atenuado por el nº 2.750, asentaba que a partir de ese mo-
mento las tierras y sus propietarios dejaban de ser indígenas.

El objetivo de la legislación militar sobre las comunidades 
mapuche era acabar con esos reductos improductivos y esca-
samente integrados en la Nación que albergaban poblaciones 
indígenas potencialmente peligrosas y propensas a ser sedu-
cidas por elementos desestabilizadores (Morales 1999: 85). Se 
trataba también de reorganizar un mercado de tierras particu-
lares instaurando por decreto la propiedad privada para poner 
en valor los recursos naturales y liberalizarlos. En la región 
encontramos numerosos casos que evidencian la relación exis-
tente entre el clima de impunidad que ofrecía el estado de 

violencia política, secuestro, asesinato y desapariciones (Antona, 2012).
114 La CNVHNT (2003: 390) señala que en la IXª Región de los 164 predios 
(155.110,38 ha) procedentes de las expropiaciones del gobierno Allende que fue-
ron a parar a manos mapuche se devolvieron 98 después del golpe de Estado 
(100.392 ha), otros tres se vendieron a particulares (1.478, 2 ha) y el resto fueron 
parcelados (53.204,88 ha). 
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terror, la tenencia de la tierra y la usurpación del territorio 
mapuche; todo ello al abrigo que ofrecía la coartada de la 
lucha contra el comunismo115.

Las convulsiones que provocaron estos decretos entre los 
mapuche llevaron a los militares a incrementar el control de 
las comunidades para materializar su política etnocida. Con 
este fin se ejecutaron una serie de operaciones de castigo que 
actuaron como recordatorio del terror. Fue esta política de 
división de tierras la que movilizó a los mapuche contra Pi-
nochet y la razón por la cual colaboraron con la oposición al 
régimen militar y que más tarde les llevaron a incorporarse a 
la campaña por el No en el referéndum.

Los cambios en el panorama internacional y la situación 
política interna obligaron a los militares a convocar un plebis-
cito para democratizar el país. El 5 de octubre de 1988 las fuer-
zas opositoras, incluidas las organizaciones mapuche, derro-
taron a los partidarios de los militares con el 55% de los votos 
(Ortiz, 2001: 17). Esta victoria fue aprovechada para reclamar 
reformas y obligar a los militares a renegociar el contenido de 
la Constitución que ellos mismos habían aprobado unilateral-
mente en 1980116. 

La valoración de las organizaciones de derechos humanos 
y, en general, de las entidades cívicas, es que la democracia 
chilena estuvo constreñida y limitada por el poder militar, 
el cual se superpuso al poder civil utilizando los mecanismos 

115 Un análisis sobre la violencia política durante la dictadura militar y el pue-
blo mapuche véase Antona (2012: 731-816).
116 En 1989 se incorporaron 59 enmiendas orientadas a desmantelar el en-
tramado autoritario del Estado y adecuar la Constitución a un sistema de 
representación parlamentaria y de sufragio universal, además de consagrar el 
pluralismo político, limitar los supuestos para la aplicación del estado de ex-
cepción e incorporar a la Constitución chilena los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos. No obstante, los opositores consideraron que 
estas enmiendas eran insuficientes bajo el argumento de que no sentaban las 
bases de una auténtica democracia. En la misma dirección se pronunciaron 
los principales organismos de derechos humanos que, además de condenar la 
impunidad respecto a los crímenes acontecidos durante la Dictadura, denun-
ciaron que el ejército mantenía resguardos claves desde donde podían ejercer la 
supremacía del poder armado sobre el poder civil (Ortiz, 2001: 17-19).
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consensuados con una parte de la oposición política a cambio 
de permitir la transición democrática (Ortiz, 2001: 20). Para 
las organizaciones mapuche las sucesivas reformas117 resulta-
ron insatisfactorias puesto que sus reivindicaciones históricas 
quedaron soslayadas. Además, la existencia de mecanismos 
jurídicos predemocráticos, como la legislación relativa a la 
seguridad interior, ha permitido a los sucesivos gobiernos 
democráticos que, bajo una apariencia legal, hayan podido 
implementar medidas de excepción para frenar las moviliza-
ciones de los mapuche en los diversos conflictos (HRW/ODI, 
2004: 3). 

Para comprender la frustración mapuche con la democra-
cia chilena hay que remontarse a la transición, cuando el pri-
mer candidato de la Concertación, Patricio Aylwin, suscribió 
el Acuerdo de Nueva Imperial el 1 de diciembre de 1989 con 
algunas de las organizaciones mapuche más representativas 
del momento118 (Bengoa, 2009: 123). Mediante este pacto, la 
nueva clase política resultante pretendía poner fin al conten-
cioso histórico entre los indígenas y el Estado chileno y esta-
blecer nuevas pautas de relación. Los principales esfuerzos se 
dirigieron al compromiso de las partes a abordar el problema 
desde una óptica estatal y en  perspectiva histórica, especial-
mente en materia de tierras y derechos culturales, acordando 
acometer los conflictos pacíficamente y en el nuevo marco de 
las instituciones democráticas.

117 Más tarde, y tras largas negociaciones, el gobierno de Ricardo Lagos con-
siguió ratificar 58 enmiendas a la constitución de 1980 (Pleno del Congreso 
del 16 de agosto de 2005) entre las que se eliminaron los senadores vitalicios y 
designados, se facultó al Presidente para destituir a los jefes del Ejército y de 
Carabineros, se restó peso a los militares en el Consejo de Seguridad Nacional 
y se limitaron las facultades del Tribunal Constitucional. Por último, el período 
de mandato presidencial se redujo de seis a cuatro años sin posibilidad de ree-
lección. Con estas reformas, gran parte de la clase política y de la prensa inter-
nacional consideraron que el déficit democrático chileno quedaba subsanado, 
dando así por concluida la transición (El País, 17 de agosto de 2005).
118 El Consejo de Todas la Tierras y algunas ONG mapuche rechazaron poner 
su firma en estos acuerdos (J.A. Marimán, 1994). 
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La llegada a la Presidencia de Patricio Aylwin debía ma-
terializar los compromisos adquiridos con las organizaciones 
indígenas y darles cobertura institucional. En 1993, se pro-
mulgó la Ley Indígena119 con el objetivo de sentar las bases 
de esa «nueva relación» y articular medidas para mejorar las 
condiciones de vida de los pueblos originarios de Chile, pro-
teger sus culturas y restablecer las bases materiales que permi-
tieran su supervivencia económica. Esta ley trajo consigo la 
creación de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena 
(CONADI), organismo indigenista de carácter gubernamen-
tal, concebido para favorecer la participación de los pueblos 
originarios y gestionar las políticas públicas dirigidas a las co-
munidades indígenas. 

Sin embargo, el proyecto de ley pactado con las organiza-
ciones indígenas topó con las limitaciones marcadas por una 
transición democrática vigilada por los poderes fácticos co-
nectados con la Dictadura, por lo que las aspiraciones mapu-
che se vieron rebajadas ostensiblemente (Lavanchi 1999; IEI, 
2003; J.A. Mariman, 1994, Bengoa, 2009: 123-128), por ejem-
plo, la Ley Indígena fue recortada a su paso por el Senado, 
el cual también se pronunció en contra del reconocimiento 
constitucional de los pueblos originarios y de la ratificación 
del Convenio 169 de la OIT120.

Se podría decir que a partir del año 1997 se produjo un 
giro radical en la situación de acercamiento y diálogo obser-
vada durante la transición. Dos hechos fueron percibidos es-
pecialmente lesivos por los mapuche: la reactivación del pro-
yecto de construcción de una central hidroeléctrica en Ralco 
durante el gobierno de Frei Tagle y la virulencia que adquirió 
el conflicto entre las comunidades mapuche de Lumaco121 y 

119 Ley 19.253, D.O. 5-X-1993.
120 Este convenio fue ratificado el 15 de septiembre de 2008 y entró en vigor 
un año después.
121 El 13 de octubre de 1997, las comunidades de Pichiloncoyan y Pilinmapu 
entraron en el fundo Pidenco con el objetivo de paralizar las acciones de la 
Forestal Arauco y recuperar sus tierras, a lo que el Estado respondió con: des-
alojos, heridos, presos, procesos judiciales, etc. (FIDH, 2003: 12).
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las empresas forestales. Ambos acontecimientos marcaron el 
punto de inflexión tanto en la política gubernamental, que se 
decantó por la acción policial para sofocar las protestas indí-
genas, como en la actitud de la mayoría de las organizaciones 
mapuche, las cuales volvieron las espalda a la política institu-
cional y se decantaron por la acción directa (Lavanchi, 1999). 
Por otra parte, quedaron en evidencia, tanto las carencias de 
la nueva legislación indígena, cuanto la fragilidad de los orga-
nismos encargados de velar por los derechos indígenas en el 
contexto de un proyecto económico profundamente marcado 
por la liberalización de todos los sectores y recursos del país, 
especialmente de los recursos naturales de los territorios indí-
genas122 (Naguil, 2000).

R E C O N O C I M I E N T O F O R M A L Y D E S P R O T E C C I Ó N 
D E H E C H O E N A R G E N T I N A

La reforma constitucional de 1994 acabó con el anacronis-
mo de reminiscencias coloniales que figuraba en la Constitu-
ción de 1853 (artículo 67, inciso 15), por el cual se atribuía al 
Congreso la potestad de: «Proveer a la seguridad de las fron-
teras; conservar el trato pacífico con los indios y promover la 
conversión al catolicismo» (en Becerra, s/f ). La nueva Cons-
titución (artículo 75, inciso 17), por el contrario, supone un 
cambio radical en la consideración de los indígenas y pone 
a Argentina en el entorno de los países más avanzados en la 
materia:

122 Para profundizar en las ramificaciones técnicas, jurídicas, políticas y ecoló-
gicas que acompañan a los distintos casos nos remitimos a una serie de trabajos 
realizados por expertos apegados al terreno y a otros documentos relevantes. 
Entre otros recomendamos: (Anaya, 2012), Aylwin (1998, 2001), Aylwin et al. 
(2001), CIDH de la OEA (2003), CONADI (1996), Correa y Mella (2010), 
Downing (1996), FIDH (2003, 2006), HRW/ODI (2004), Huentenao, et al., 
2002), Lillo (2002), Mc Fall (2001); Mella (2007), Morales (1998 comp; 1998), 
Namuncura (1999), Observatorio Ciudadano (2009), Quidel (2001), Universi-
dad ARCIS (2000), Seguel (2002, 2005), Stavenhagen (2003), ODHPI (2009, 
2013), Aranda (2010), IGWIA (2011,2012, 2013), CMN (2011). 



Corresponde al Congreso: 
[…] Inciso 17: Reconocer la preexistencia étnica y 

cultural de los pueblos indígenas argentinos. Garanti-
zar el respeto a su identidad y el derecho a una educa-
ción bilingüe e intercultural; reconocer la personería 
jurídica de sus comunidades y la posesión y propiedad 
comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocu-
pan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para 
el desarrollo humano: ninguna de ellas será enajenable, 
transmisible, ni susceptible de gravámenes o embargo. 
Asegurar su participación en la gestión referidas a sus 
recursos naturales y a los demás intereses que los afec-
tan. Las provincias pueden ejercer concurrentemente 
estas atribuciones.

Sin embargo, este hito tan anhelado y reclamado por tan-
tos pueblos originarios en América, y especialmente por los 
mapuche del lado chileno, paradójicamente no implica que 
la situación del pueblo mapuche en Argentina sea mucho 
mejor que la de sus hermanos en Chile. Al contrario, Argen-
tina ofrece un buen ejemplo de cómo las políticas de reco-
nocimiento de los pueblos originarios se convierten en pa-
pel mojado en el ámbito nacional si no existe el consiguiente 
empoderamiento político y económico de sus componentes. 
Como señala la ODHPI (2009: 54), resulta difícil aceptar que 
exista una verdadera voluntad de implementar la legislación 
en esta materia cuando siguen vigentes leyes que contradicen 
los derechos indígenas y que son previas a su reconocimiento 
e incorporación a la legislación interna:

La Ley Nacional nº 17.319 de Hidrocarburos sanciona-
da en 1969 (…) no ha sido revisada y adecuada luego 
de que, a partir de 1994 se iniciara el proceso de reco-
nocimiento de los derechos humanos de los pueblos 
indígenas (ODHPI, ibídem).
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El Relator Especial de la ONU para los Pueblos Indíge-
nas, James Anaya, visitó Argentina en 2011 con motivo del 
inicio del mandato presidencial de Cristina Fernández de 
Kirchner. Durante la estancia expresó su preocupación por 
la situación de los derechos indígenas en el país y observó 
con inquietud que la agenda política de la nueva Presidenta 
no contemplaba acciones específicas al respecto. El Relator, 
con la característica diplomacia de la ONU, alabó el hecho 
de que Argentina reconozca la preexistencia de los pueblos 
indígenas y sus derechos, pero señaló la inseguridad jurídica 
que existe en relación con sus tierras debido a que el mar-
co jurídico se «complejiza por la diversidad de estatutos y 
políticas provinciales, lo que produce inseguridad sobre las 
tierras tradicionales de los pueblos indígenas» (http://www.
politicaspublicas.net). Reprochó también la falta de regula-
ción del proceso de consulta consignado en el Convenio 169 
de la OIT, que fue firmado por Argentina en 2000, algo que 
resulta especialmente grave ante la promoción de proyectos 
de industrias extractivas por parte del Estado, que son alta-
mente dañinas e impactantes para el medio ambiente de los 
territorios indígenas y para la vida de sus habitantes.

En realidad, la retórica oficial se contesta con los hechos 
pues, como ha señalado el Observatorio de Derechos Hu-
manos de los Pueblos Indígenas (ODHPI) de Argentina en 
su informe de 2013, «el Estado transgrede las leyes que él 
mismo se ha dictado». El motivo de esta situación, de acuer-
do con la ODHPI, se debe a la servidumbre que impone el 
modelo de desarrollo económico impulsado, centrado en la 
explotación de los recursos naturales, el cual, con demasiada 
frecuencia, choca con la Constitución y las leyes nacionales, 
provinciales e internacionales. A nadie debe extrañar enton-
ces que para el imaginario mapuche las prácticas del Estado 
argentino se perciban aún más próximas al espíritu del texto 
de 1853 que al de 1994:
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Se siguen perpetrando acciones estatales y privadas 
más propias de un contexto de colonización que 
de democracia (…). Los antiguos atropellos se han 
convertido hoy en violaciones de derechos humanos 
[estos se hacen] con el impulso del Gobierno, la in-
hibición de la legislatura y el respaldo de la justicia. 
(ODHPI, 2013) 

Para el Gobierno, las concesiones otorgadas a las empre-
sas hidrocarburíferas y mineras para la explotación de re-
cursos naturales no renovables «son prioritarias y compiten 
peligrosamente con los derechos territoriales de los pueblos 
indígenas» (IGWIA, 2012:189). A esto hay que sumar la ne-
gligencia y el desinterés de los gobiernos provinciales para 
aplicar la legislación específica, así como la connivencia que 
existe entre los poderes públicos y determinados actores eco-
nómicos regionales o empresas transnacionales, los cuales 
ven en las reclamaciones indígenas un obstáculo para sus 
intereses económicos y una regresión del orden sociopolíti-
co, civilizatorio y económico emanado de la Conquista del 
Desierto:

Los gobiernos de hoy mantienen la misma ideología 
que los que intentaron nuestro exterminio. Respon-
den a los mismos intereses que se beneficiaron con la 
apropiación de nuestro territorio. Generan condicio-
nes políticas y adecuan las leyes para que grandes gru-
pos económicos se apropien de recursos estratégicos 
que están dentro de nuestro espacio. Agua, petróleo y 
oro son sólo un ejemplo (Chaco Liempe, mapuche de 
Río Negro, en Aranda, 2010: 31).

La Confederación Mapuche de Neuquén (CMN), en un 
informe elaborado con motivo de la citada visita del Relator 
Especial, señala que los gobiernos provinciales «no han de-
sarrollado los reglamentos de la legislación indígena vigente 
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en el país o utilizan subterfugios para evadirla»; un ejemplo 
recurrente es declarar tierras fiscales a los lugares en los que 
se ubican las explotaciones petrolíferas y mineras. De esta 
manera también se intenta evadir la obligación de activar el 
derecho a consulta previsto en el Convenio 169 de la OIT, 
motivo por el que los mapuche neuquinos consideran que 
«la consulta es letra muerta en la provincia de Neuquén y 
más o menos en toda Argentina» (CMN, 2011).

En el Pwel Mapu, en los últimos años se han aprobado 
una serie de leyes que son muy importantes para los ma-
puche de Argentina sin que ellos hayan sido consultados 
previamente (IGWIA, 2012). Este es el caso de la Ley de 
Tierras que, supuestamente, se hizo para limitar la concen-
tración de suelo en manos de extranjeros y, sin embargo, 
omite cualquier referencia a las tierras indígena. Un caso 
similar es el de la Ley Antiterrorista, proceso cuya opacidad 
sorprendió a todos ante la ausencia de actividad terroris-
ta en Argentina. Su necesidad responde en realidad a la 
creciente criminalización de los reclamos indígenas ante la 
presión que ejercen las transnacionales para que el Estado 
controle las movilizaciones que se oponen a sus intereses. 
Para IGWIA «la Ley Antiterrorista supone de hecho la mo-
dificación del Código Penal que permite criminalizar la 
protesta social» (2012).

El caso más flagrante, al menos en el que más se eviden-
cia la impotencia de la ley para revertir la tendencia a la 
destrucción de los territorios, la expropiación de las tierras 
indígenas y la hipoteca que supone satisfacer la demanda 
exterior de materias primas, es el de la implementación de 
la Ley de Emergencia de la Propiedad Comunitaria Indíge-
na (Ley 26.160) como ya vimos en el epígrafe anterior, años 
después de su aprobación no ha conseguido atajar la pro-
blemática de las muchas comunidades que se encuentran 
amenazadas de expulsión o instaladas en un limbo legal.
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L O S P R O Y E C T O S H I D R O EL éC T R I C O S: 
E L C A S O R A L C O y L O S P E W E N C h E 

En 1993 se proyectó la Central Hidroeléctrica de Ralco sobre 
una superficie de 3.500 hectáreas en el corazón del territorio 
mapuche en Chile. El objetivo de este proyecto, con una in-
versión prevista de 545 millones de dólares, era aportar el 9% 
de la energía del país (Arco, 2004: 63). La obra afectaba a 638 
hectáreas de tierras indígenas y a 600 personas pertenecientes 
a 98 familias de etnia mapuche-pewenche, la mayoría resi-
dentes en las comunidades de Quepuca Ralco y Ralco Lepoy, 
las cuales se vieron obligadas a abandonar sus parcelas. 

La concesión de Ralco recayó en la empresa ENDESA-
España123, que obtuvo la autorización para iniciar los trabajos 
de construcción en 1997. El proceso estuvo lleno de irregula-
ridades desde su inicio (Huentenao et al., 2002), como reco-
noció años después la justicia chilena cuando la obra estaba 
ya prácticamente terminada. Las organizaciones mapuche, 
los ecologistas y la mayoría de los afectados se opusieron al 
proyecto y ejercieron diversas acciones legales y movilizacio-
nes que dificultaron y retrasaron la puesta en marcha de la 
central hasta que las autoridades tomaron la firme postura de 
favorecer los intereses de la empresa constructora saltándose, 
incluso, sus propios marcos legales y aplicando medidas de 
excepción contra los opositores. Tras diez años de enfrenta-
mientos y pleitos judiciales la central de Ralco fue inaugurada 
por el presidente Ricardo Lagos en septiembre de 2004. 

El antecedente directo del macro-proyecto hidroeléctrico 
diseñado para el Alto Bío Bío124 se encuentra en la central 
123 La empresa nacional chilena de electricidad fue privatizada por los militares y 
vendida a Endesa-España que acumuló el 64 % de las acciones. Es la propietaria 
de tres centrales que producen el 28% de la energía eléctrica del país. El proyecto 
hidroeléctrico global consistía en la construcción de una serie de represas en el 
Alto Bío Bío a partir de 1994, cuya primera opción sería Ralco y más tarde se 
unirían nuevas centrales en Huequecura, Aguas Blancas, Ranquil y Quintramán, 
en la misma cuenca del Bío Bío. Las previsiones gubernamentales eran que la 
VIIIª Región produjera la mitad de la energía del país (Aylwin, 1998: 12).
124 La primera central proyectada por Endesa fue la presa de Pangue que obtu-
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de Pangue. Su construcción supuso la inundación de 500 hec-
táreas y obligó al traslado de 50 familias. El gobierno chileno 
negó que las obras afectaran a las tierras indígenas pese a que las 
comunidades afectadas llevaban reivindicándolas como suyas 
desde hacía más de un siglo (Aylwin, 1998: 11). Pangue vino 
a dejar al descubierto la agenda oculta y el entramado de in-
tereses que se estaban movilizando en Chile para convertir el 
territorio pewenche en el mayor complejo hidroeléctrico del 
país. Además, el proyecto Pangue fue usado como laboratorio 
de pruebas para ensayar la estrategia que más tarde se aplicaría 
en Ralco para atajar la contestación social a las represas.

La diferencia sustancial entre ambos casos estribaba en que 
Pangue se construyó cuando Chile aún no contaba con una le-
gislación que protegiera a los pueblos indígenas o que exigiera 
una evaluación del impacto ambiental de las obras. Sin embargo, 
en el caso de Ralco esta situación cambió y los promotores en-
contraron mayores dificultades legales para ejecutar el proyecto, 
máxime cuando ya no cabía ninguna duda de que las parcelas 
afectadas gozaban de la protección legal que existía sobre las «tie-
rras indígenas»a partir de la Ley Indígena125. Nuevamente la prác-
tica vino contradecir el discurso hegemónico y a poner a prueba 
la eficacia de esa nueva legislación, la cual se reveló débil e insufi-

vo autorización gubernamental en el año 1987 y entró en funcionamiento diez 
años después. Este proyecto fue financiado por el Banco Mundial a través de su 
corporación financiera (IFC). Posteriormente, las sucesivas desavenencias con 
IFC llevaron a Endesa a condonar su deuda y refinanciar el proyecto con la 
banca alemana (Banco de Dresdner). Las relaciones conflictivas sobrevinieron 
a causa de las divergencias entre IFC y ENDESA sobre el verdadero impacto 
sociocultural y ambiental del proyecto Pangue, ya que, a juicio de la financiera, 
se habían desbordado las previsiones iniciales y albergaba fundadas sospechas 
de que la eléctrica había aprovechado los recursos del proyecto Pangue –sobre 
todo la infraestructura de la Fundación Pehuén– para allanar el camino a Ral-
co, a sabiendas de que este proyecto no formaba parte de los acuerdos concer-
tados con el Banco Mundial (Johnston y Turner, 1998: 7). Asimismo, Endesa 
negó en reiterados informes que Pangue afectara a los indígenas; apreciación 
que resultó ser falsa, según reveló el Informe Downing (citado por Johnston y 
Turner 1998). 
125 En el ciclo del proyecto de Ralco se habían promulgado en Chile la Ley 
del Medio Ambiente (Ley 19.300, Diario Oficial de 9 de marzo de 1994) y Ley 
Indígena (Ley 19.253, D.O., de 5 de octubre de 1993).
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ciente para enfrentar poderosos intereses económicos y políticos, 
especialmente cuando los indígenas se encuentran desposeídos 
de las condiciones objetivas para poder ejercer sus derechos. 

La posición del gobierno y su aparente neutralidad, rol 
que pretendió enarbolar ante la opinión pública, quedó en 
entredicho. Cuando se enfrentó a decisiones cruciales que po-
dían hacer peligrar el proyecto no dudó en intervenir descara-
damente a favor de la empresa hidroeléctrica, hasta el punto 
de desacreditar la competencia de los organismos públicos en-
cargados de la protección del medio ambiente o los pueblos 
indígenas (Namuncura, 1999; FIDH, 2003). Además, bajo el 
discurso de la salvaguarda del Estado de derecho, el gobier-
no optó por reeditar el modelo autoritario de «desarrollo», ya 
ensayado antes por los militares, activando medidas de excep-
ción para acallar las protestas. Para este fin utilizó mecanismos 
jurídicos ad hoc que le llevaron a reactivar las leyes antite-
rroristas del régimen militar y sometió el territorio mapuche 
a una suerte  de «apagón» informativo convirtiendo el Alto 
Bío Bío en un territorio militarizado. Todas estas medidas, 
que resultan impropias en un régimen democrático, sentaron 
las bases para la vulneración de los derechos humanos de los 
mapuche en Chile. 

Por otra parte, dentro de la estrategia diseñada para debili-
tar la resistencia y conseguir las permutas de la mayoría de las 
familias pewenche, el gobierno buscó la individualización de 
los problemas para poder manipular la voluntad de los afecta-
dos con mayor facilidad. Esta estrategia llevó a la división de 
las comunidades y muchos pewenche terminaron por sucum-
bir a las presiones externas y acceder a las permutas preten-
didas por la empresa eléctrica, condición indispensable para 
obtener la autorización del organismo indigenista competente 
(CONADI126). Finalmente, ocho familias se negaron a firmar 

126 El Consejo Nacional de CONADI es el único organismo al que corres-
ponde pronunciarse por la aceptación o rechazo de las permutas y autorizar la 
constitución de gravámenes, sin que estos puedan en caso alguno comprender 
la casa habitación de la familia indígena y el terreno necesario para su subsis-
tencia (Ley Indígena 19.253, artículo 13).
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y a partir de ellas se armó la resistencia a la construcción de la 
central, la cual se encarnó en un puñado de mujeres pewenche. 

Los mapuche consiguieron sortear el cerco informativo 
impuesto por el gobierno gracias a las nuevas tecnologías, y 
pusieron en serias dificultades a los gobiernos de la Concer-
tación y a la empresa constructora que, a la postre y bajo el 
escrutinio de los organismo internacionales, se vio obligada a 
pactar con los últimos afectados la salida más digna posible, 
incluyendo indemnizaciones y garantías jurídicas sustancial-
mente mejores que las que obtuvieron aquellos que se vieron 
obligados a aceptar las permutas en un primer momento.

Un conflicto de corte claramente político acabó siendo re-
conducido hacia un enmarañado pleito administrativo-judi-
cial que obligó a los mapuche a recurrir a la ayuda de ONG e 
instituciones externas alcanzando una importante proyección 
mediática en Europa, Estados Unidos y Canadá. Esta circuns-
tancia favoreció la introducción del discurso de los derechos 
humanos en la práctica política del movimiento mapuche 
de la mano de la solidaridad internacional que se generó en 
torno a este conflicto. Lo cierto es que un conflicto de carác-
ter local se transformó en otro de ramificaciones globales. La 
imagen evocada por un puñado de mujeres indígenas de las 
comunidades de Quepuca Ralco y Ralco Lepoy, agrupadas en 
la organización Mapu Domoche Newen («mujeres con fuerza 
de la tierra») enfrentadas al capitalismo internacional, ofre-
cían una potente metáfora a altermundismo frente al modelo 
de globalización neoliberal.

Las hermanas Berta y Nicolasa Quintremán127 fueron las 
mujeres que mayor relieve mundial alcanzaron en esta lucha, 
incluso llegaron a ser galardonadas con prestigiosos premios 
internacionales por su defensa del medio ambiente, como el 
«Petra Kelly» (Ecología Política, 2000: 165). De esta manera las 
mujeres mapuche se convirtieron en los iconos mundiales del 

127 La organización Mapu Domuche Newen aglutinaba a las mujeres que 
se opusieron a las permutas: Berta y Nincolasa Quintremán, Mercedes y Julia 
Huentenao, Hilda Riquelme, Lucia Reinao y María Curriao, Aurelia Marihuan.



193

los concePtos maPuche de tierra, territorio y medio amBiente 

ecologismo, el indigenismo y el altermundismo, contribuyen-
do a reactualizar con su lucha el mito de David contra Goliat. 

El saldo final fue que la central se construyó, el valle de 
Ralco quedó anegado por las aguas y la mayoría de las familias 
que allí vivían tuvieron que ser «relocalizadas»; sin embargo, 
la resistencia indígena no sería en vano y la operación de cons-
truir Ralco tendría consecuencias a largo plazo. La primera 
es que la imagen del gobierno de Chile quedó enfangada al 
aparecer subordinada a los intereses de las grandes empresas, 
tirando por la borda parte del prestigio internacional que ha-
bía obtenido la democracia chilena en materia de derechos 
humanos. En segundo lugar, la capacidad de movilización in-
ternacional que ofrecieron los indígenas debido a la potencia 
del discurso de los derechos humanos para hacer frente a la 
globalización neoliberal desincentivó a las empresas energé-
ticas a continuar con sus proyectos hidroeléctricos en el Alto 
Bío Bío dado al elevado coste económico, político y humano 
que conllevaba. Además, la resistencia indígena, la solidaridad 
de sectores nacionales e internacionales de la sociedad civil 
y la intervención de los organismos del sistema multilateral 
de derechos humanos marcaron un punto de inflexión a la 
hora de cuantificar las indemnizaciones y multiplicar las difi-
cultades legales para imponer por la fuerza este tipo infraes-
tructuras en los territorios indígenas. Por último, este proceso 
aportó experiencia al movimiento indígena y contribuyó a la 
maduración política de una generación de líderes.

Como triste epílogo de este caso en invierno de 2013 mu-
río una de las dos hermanas que más oposición presentaron 
a la construcción de la presa de Ralco128. De hecho, cuando 
entrevistamos en 2004 a Berta Quintremán en su casa ante la 
inminente inundación del Valle de Ralco, esta declaraba con 
vehemencia que sólo saldría de su casa muerta y que antes que 

128 El 24 de diciembre de 2013 fue encontrado el cadáver después de que se 
iniciara su búsqueda en la tarde noche anterior. Los primeros indicios apun-
taron a un accidente debido a sus problemas de visión (http:///biobiochile.
cl2013/12/24/dirigente-pehuenche-nicolasa-quintreman-aparece muerta-en-
aguas-del-lago-ralco.shtml [f.c. 27 de diciembre de 2013]. 
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abandonar la tierra de sus ancestros estaba dispuesta a dejarse 
cubrir el agua. Paradojas del destino, esta conversación suena 
ahora a profecía, sólo que esta muerte anunciada erró de pro-
tagonista pues la quien pereció fue su hermana:

Nicolasa Quintremán, una líder mapuche que batalló 
por más de 10 años contra la generadora Endesa, de 
capitales europeos, para evitar que sus tierras fueran 
inundadas por una represa hidroeléctrica, fue encon-
trada el martes flotando en las aguas del lago artificial 
de Ralco, en el sur (25 de diciembre de 2013, Eva Verga-
ra, Associate Press, Santiago de Chile).

L A S P L A N TA C I O N E S F O R E S TA L ES E N C H I L E

La política forestal chilena ha tenido su máximo desarrollo 
en los territorios ancestrales mapuche, donde las plantaciones 
ocupan ya una extensión de 1.538.041 hectáreas (ver Cuadro 
7). Este el motivo por el cual, desde hace más de dos décadas, 
se han venido produciendo enfrentamientos entre las comu-
nidades y las empresas madereras. 

Los antecedentes directos a estos conflictos se encuentran 
en la llamada «Contrarreforma Agraria» que siguió al Golpe 
Militar de 1973 (FIDH, 2003: 10). No obstante, la expansión 
forestal en Chile hunde sus raíces poco después de la Ocupa-
ción de la Araucanía debido a la sobre-explotación de las tie-
rras mapuche que habían sido entregadas a los colonos que se 
comprometieron con la expansión triguera en el sur de Chile, 
la cual se hizo deforestando importantes áreas naturales129. Por 
tanto, para regenerar las áreas esquilmadas, una serie de orga-

129 A partir de la segunda mitad del siglo XIX se habían deforestado ya unas 
300.000 hectáreas en la región de la Araucanía en el periodo 1910-1930 la tasa 
de deforestación anual en las provincias de Cautín y Malleco alcanzó la cifra de 
25.000 hectáreas al año y a comienzos del siglo XX 580.000 hectáreas de bos-
que nativo habían desaparecido. Se calcula que en 1998 en la IXª y Xª Región 
la deforestación afectaba ya a unas 4.300.000 hectáreas (McFall, 2001b: 46-47). 
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nismos públicos, que más tarde serán actores importantes en 
la política forestal chilena130, impulsaron reforestaciones con 
especies exóticas (Pinus radiata y Eucaliptus glóbulus). 

El gobierno de la Unidad Popular también promovió algu-
nas repoblaciones para revalorizar las tierras menos aptas para la 
agricultura que habían sido reintegradas a los mapuche durante 
la Reforma Agraria. La diferencia entre ambas actuaciones ra-
dica en que, en este caso, las reforestaciones se pusieron bajo 
el control de las comunidades. El problema sobrevino cuando 
se produjo el golpe de Estado de 1973 y muchas de las parcelas 
que habían sido devueltas a los mapuche no habían llegado a 
registrarse a nombre de las comunidades131 por lo que fueron 
privatizadas132 o devueltas a sus antiguos propietarios (FIDH, 
2003: 10). Por tanto, la legislación anti-indígena promulgada 
por los militares (Decretos Ley 2.568 y 2.750 de 1979) fue deter-
minante para los planes forestales, puesto que dentro del pro-
yecto de finiquitar las comunidades mapuche estaba también el 
de favorecer un mercado privado de las tierras indígenas para 
satisfacer los intereses empresariales (como el rubro maderero) 
o de grandes propietarios. A esto debemos sumar la crisis por la 
que en ese momento atravesó el sector agrícola, la cual se agu-
dizó con los acuerdos Mercosur al provocar una brusca caída 
de los precios del trigo y del ganado vacuno (McFall, 2001: 48). 

Con estos argumentos, el gobierno militar se decantó por fo-
mentar el cultivo de árboles exóticos de crecimiento rápido ya 

130 Entre 1950 y 1960 la Corporación del Fomento (CORFO) promovió la crea-
ción de empresas de pulpa de papel y se fundaron las primeras empresas forestales 
(Lebu y Arauco) para cubrir la demanda de materias primas (McFall, 2001a: 47). 
131 Los títulos de las tierras entregadas por la Reforma Agraria estaban todavía 
bajo la titularidad del organismo estatal correspondiente y en el momento de 
la sublevación militar fue suprimido. 
132 «De los 10 millones de hectáreas expropiados durante la Reforma Agraria 
de los gobierno Frei y Allende (3,5 millones y 6,5 respectivamente) 2.826.000 de 
hectáreas fueron devueltas a sus dueños, 3.150.000 fueron rematadas por la Cor-
poración de la Reforma Agraria (CORA), 620.000 traspasadas a otras institucio-
nes como la Corporación Nacional Forestal (CONAF) y sólo el 33%, 3.296.000 
fueron asignadas a campesinos. Cabe destacar que una parte importante de las 
tierras rematadas pertenecía a los mapuches desde que les fueron asignadas por la 
Reforma Agraria bajo administración de Allende» (FIDH, 2003: 10).
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que eran económicamente más rentables para sus intereses que 
las especies nativas. Además, la incorporación de diferentes ha-
ciendas particulares compradas por las empresas forestales a los 
propietarios colindantes aumentaron las tierras dedicadas a las 
plantaciones, a las que hay que sumar las explotaciones de ca-
rácter estatal que fueron rematadas a bajo precio. El círculo se 
cerró con la privatización de una serie de empresas pertenecientes 
al sector papelero y maderero (Celulosa Arauco, Constitución, 
etc.), por lo que las empresas forestales se convirtieron en los nue-
vos terratenientes del país. En la actualidad, más de un millón 
de hectáreas de la masa forestal se encuentran en manos de las 
empresas privadas, en un 90% dedicada a la explotación forestal133 
(FIDH, 2003). Sólo el grupo de empresas CMPC, del que forma 
parte la forestal Mininco, posee más de 500.000 hectáreas, dato 
que revela que una sola empresa concentraba hasta hace poco 
más tierras que todas las comunidades mapuche de Chile. 

Todo este proceso fue acompañado de una política fiscal con-
venientemente orientada a promover las plantaciones foresta-
les134. Los Decretos 600 y 701 de 1974135 incentivaron la inversión 
internacional en este rubro, ya que favorecieron la exención de 

133 La actividad forestal en Chile es la segunda después de la minería y supo-
ne un 13% de las exportaciones del país (tercer sector de exportación con un 
volumen de mas de dos millones de $ USA). En el año 2001, los principales 
mercados fueron: USA 23,2%; Japón 12,5 %; China 10,9 %; Italia 5,1%; Holanda 
4,1 % y España 2,7% (Seguel, 2002: 12).
134 Entre 1987 y 1997, las exportaciones forestales (sin incluir la exportación de 
celulosa) aumentaron de 7.586.783 US$ a 11.214.278 US$ y en 1998 la industria 
forestal representaba ya el 11,7% de las exportaciones chilenas (McFall, 2001a: 49).
135 El Decreto Ley 701 entró en vigor en los primeros años de la Dictadura 
Militar. Esta normativa perseguía incentivar las plantaciones mediante sub-
venciones estatales que podían llegar hasta el 75% de los costes de plantación, 
manejo y administración. Estas ayudas, en un principio, estaban destinadas a 
los pequeños agricultores, aunque en la práctica fueron a parar a las grandes 
compañías forestales. Uno de los subterfugios que encierra esta ley se encuentra 
en que si un predio obtiene subvenciones para dedicarse a la reforestación no 
puede ser sembrado en muchos años, quedando exclusivamente destinado a la 
producción de madera, por lo que esta opción suele ser irreversible desde un 
punto de vista agrícola. Entre los años 1976-1992 la CONAF aportó a las fores-
tales 110 millones de $ USA, de los cuales 29.586.000 $ USA fueron dirigidos a 
la IXª Región en concepto de bonificaciones a la forestación (Seguel, 2002: 17). 
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impuestos fiscales y territoriales a las empresas del sector. En de-
finitiva, la «Contrarreforma Agraria» sentó las bases de la actual 
política forestal chilena sirviéndose de una legislación antidemo-
crática y de un régimen de terror que impedía cualquier tipo de 
contestación social al proyecto económico de los militares.

E l  i m p a c t o  e c o n ó m i c o  d e  l a s  f o r e s t a l e s 
La extensión del sector forestal en las tierras mapuche ha lle-
gado a alcanzar dimensiones alarmantes en algunas comu-
nas (C.T.T., 1997: 75-76; Blanchet, 1999 en FIDH, 2003: 
22, nota 64; McFall 2001: 46-47; Seguel, 2002: 13; Araya, 
2003; Montalba-Navarro, Carrasco y Araya, 2005; Montal-
ba-Navarro y Carrasco, 2005). Muchos observadores esta-
blecen una relación causa-efecto entre la penetración forestal 
y la pauperización de las comunidades, la disminución de la 
población y la emigración a las ciudades (Seguel, 2002: 15):

Para ilustrar el impacto del sector agroforestal en la co-
tidianidad de las comunidades y su responsabilidad en el 
empobrecimiento progresivo tomemos como ejemplo al-
gunas Comunas con alta densidad de población mapuche 
(Cuadros 9 y 10).

Como se puede observar en el Cuadro 9, la población 
mapuche decreció en las zonas rurales en relación con el 
conjunto chileno, mientras que en el período comprendido 
1992-2002 aumentó un 12 %, a una media anual del 1,2 %. 
Esta comparación interpela directamente al discurso del de-
sarrollo rural basado en el sector forestal. Refuerza muchos 
de los argumentos de las organizaciones mapuche respecto 
a que el crecimiento económico del país descansa sobre los 
recursos naturales de los territorios de los pueblos originarios 
sin reportarles ningún beneficio; y sostienen que la planifica-
ción económica de los diferentes gobiernos participa de un 
diseño discriminario y racista que atenta contra la legislación 
internacional en materia de derechos indígenas:
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(...) una política de expansión de Estado y proyectos neo-
liberales irrumpen sobre el territorio mapuche en su obje-
tivo de extraer energía y recursos naturales como el bosque 
nativo, el cual no sólo se tala y se quema sino que también 
se explota de forma indiscriminada. Megaproyectos, como 
son la construcción de carreteras, vías alternativas como el 
By Pass en la ciudad de Temuco, la ampliación de la carre-
tera Ruta 5 Sur, todas ellas se establecen bajo parámetros 
racistas respecto al procedimiento de expropiación y el va-
lor asignado a las tierras indígenas. En la mayor parte de 
las expropiaciones establecidas por el Ministerio de Obras 
Públicas (MOP) son inferiores a la de los wigka y paralelo a 
ello no existen estudios oportunos y serios sobre su impacto 
ambiental (…) Por lo anterior, podemos afirmar que existe 
en Chile una política ambiental racista por cuando no se 
aplican eficientemente leyes de protección al medio am-
biente, se omiten responsabilidades y se ignoran los dere-
chos territoriales del pueblo mapuche (Millamán, 2001).136

Cuadro 8: Plantaciones exóticas en el te-
rritorio mapuche (INFOR136, 2008).

Región Hectáreas %
Especies 

predominantes 

Bío Bío (VIIIª) 861.249 37, 4%
Pino Radiata, 

Eucaliptus
Globulus1

Araucanía (IXª) 434.185 18,9%
Pino Radiata, 

Eucaliptus Glóbulos 

An
tig

ua
 X

ª 
Re

gi
ón

Los Ríos 
(XIVª)

Los 
Lagos Xª

182.076
242.607

7,9%
Pino Radiata, 

Eucaliptos Glóbulos60.531 2,6%

Total territorio 
mapuche 

                 
1.538.041

22,26%

Total Chile 2.300.154 7, 14%

136 Datos del Centro de Información Forestal, Instituto Forestal (INFOR), 
Gobierno de Chile, diciembre de 2008, http://infor.cl/es/series-y-estadisticas.
html (f.c. septiembre de 2010)
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cuadro 9: relación forestales, pobla-
ción y emigración (seguel, 2002).

Región Provincia Comuna Población 
1992

Población 
2002 %

VIIIª Arauco Con-
tulmo 6.736 5.842 -13

VIIIª Bío Bío Laja 24.350 22.190 -8,9

IXª Cautín Galvarino 14.076 12.771 -9,3

IXª Malleco Collipulli 22.767 22.287 -2

IXª Malleco Los Sauces 8.995 7.519 -16

IXª Malleco Lumaco 12.258 11.249 -8,2

cuadro 10: Índice de pobreza de las principa-
les provincias mapuche (seguel, 2002).

Provincia Región Comuna Índice de pobreza

Arauco Bío Bío Lebu 41,7%

Malleco Araucanía Collipulli 37,2 %

Cautín Araucanía Galvarino 46,3%

Por otra parte, si tenemos en cuenta que las tierras donde 
fueron radicados los indígenas eran las menos productivas, y 
que después la sobreexplotación y el crecimiento demográfico 
han acelerado el agotamiento y la pérdida del suelo cultivable, 
parace evidente que la calidad de vida de las comunidades ha 
ido empeorando con los años. No obstante, la introducción 
de especies exóticas, como el pino y el eucalipto, lejos de su-
poner una alternativa vinieron a agravar la situación al agotar 
los pocos suelos fértiles disponibles137. En el fondo, la apuesta 
137 Estas especies de crecimiento rápido además del excesivo consumo de nu-
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por la silvicultura de especies exóticas supuso la marginación de 
las economías campesinas «no productivas» con el consecuente 
aumento de la dependencia y en detrimento de la seguridad 
alimentaria de las comunidades mapuche (CTT, 1997: 81).

Diversos autores sostienen que en las zonas forestales la 
emigración a las ciudades ha sido consecuencia directa de este 
proceso138, pues la mayoría de los mapuche que viven en el 
medio rural basan su economía de subsistencia en las par-
celas familiares, sin que el monocultivo de árboles exóticos 
haya supuesto una alternativa económica real a su economía, 
pues, además de contribuir al aumento del desempleo139, es un 
sector muy inestable para los trabajadores (McFall, 2001: 54, 
Unda y Stuardo, 1996). Tanto es así que el desempleo obliga 
a muchos mapuche a la emigración estacional hacia sectores 
como la recogida de fruta en las regiones centrales de Chile, 

trientes del suelo, aportan menos materia orgánica e impiden el crecimiento 
de otras especies arbustivas que enriquecen y protegen los suelos, lo que unido 
a la abundancia de precipitaciones da como resultado una pérdida de suelo 
cultivable debido a las escorrentías y la sedimentación de los cursos de aguas, 
etc.; de ahí que el empobrecimiento de la tierra fértil resulte alarmante en las 
regiones mapuche (CTT, 1997: 81).
138 La expulsión de indígenas de sus tierras con motivo de la expansión fores-
tal sería de 83.000 personas en la VIIª y VIIIª Región, donde se encuentran el 
65 % de las plantaciones. Un 45 % de los inmigrantes campesinos se relocali-
zaron en fundos como asalariados agrícolas y un 53% en pueblos y ciudades 
(CTT 1997: 77).
139 Entre 1997–2002 la fuerza laboral disminuyó un 12% en las distintas ocu-
paciones (extractivas y silvícolas, tanto primarias como secundarias). En ese pe-
riodo los puestos de trabajo disminuyeron, pasando de 133.167 en 1997 a 117.542 
en 2000. Sólo entre el 25 y el 30% de los trabajadores tienen un empleo estable. 
En el sector forestal, las condiciones de vida de los asalariados se caracterizan por 
la temporalidad; según Seguel (2002: 15) el 70 u 80 % de los puestos de trabajo 
son temporales y están presididos por la ausencia de derechos, las prácticas anti-
sindicales, los destajos, los bajos salarios (Unda y Stuardo, 1996), la desprotección 
y las jornadas penosas así como por la alta siniestralidad (15 % de accidentes según 
el Boletín de la Federación Chilena de Trabajadores Forestales, nº 36 de Julio 
2000, citado por Seguel [2002: 15)]). La OIT estima que la industria forestal 
representa unicamente la mitad de los días de trabajo respecto a la agricultura 
y que sólo el 15 % de los trabajadores de las forestales proceden de las propias 
comunas –con la problemática que genera a medio plazo la introducción forzosa 
de trabajadores no indígenas en el territorio mapuche– (McFall, 2001a: 54). Por 
tanto, el argumento del fomento del empleo, otro de los discursos esgrimidos por 
el Gobierno y las empresas forestales, parece poco consistente.
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donde los trabajadores soportan unas condiciones laborables, 
en muchos casos, abusivas. La opinión general de los comu-
neros es que la vida de los temporeros y de los mapuche ur-
banos proletarizados en sectores mal pagados ofrece mayores 
dificultades y carencias que las que brinda la comunidad, pues 
muchos apenas logran garantizar la seguridad alimentaria de 
sus familias, como demuestran las altas tasa de desnutrición 
infantil presentes entre la población indígena que ha perdido 
la relación económica con la comunidad (Bengoa, 2002: 93). 

El inevitable pragmatismo que impone la supervivencia 
suele imponerse en las decisiones individuales, lo que ha lle-
vado a muchos mapuche a emigrar o ponerse a trabajar para 
las empresas forestales o los latifundistas wigka, por lo que al 
impacto económico hay que sumarle el psicosocial y cultural 
que se deriva de la experiencia de la explotación laboral para 
aquellos mapuche que se ven obligados a desempeñarse como 
jornaleros o empleados de las compañías madereras:

La gente se ha marchado a las ciudades, y las ciudades se 
están metiendo en el campo. Porque estamos abando-
nando la tierra y nuestras raíces, le estamos entregando la 
tierra a los wigka para que la contaminen (Asociación In-
dígena Kunv Mapu de Chol Chol, 2 de agosto de 2002). 

Además, algunos mapuche presentan problemas psicoló-
gicos y sentimientos de culpa por los conflictos internos que 
genera la adopción de estas estrategias económicas, ya que el 
sujeto percibe que estas actividades constituyen una suerte de 
traición a sus creencias y a su modo de vida pues el abandono 
de la tierra y la pérdida de relación con la parcela familiar 
(ñuke mapu) incide negativamente en el bienestar colectivo, 
además el desapego a la actividad agropecuaria se considera 
una especie de transgresión cultural: 

La agricultura es algo más que un trabajo. Si uno no 
cultiva, se deprime (...) La desaparición del bosque 
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nativo crea una depresión de mucha gente mapuche 
(Francisco Chureo, 30 de abril de 2001). 

La mayoría de los que se decantaron por la proletariza-
ción lo hicieron bajo una fuerte presión pese a no contar con 
ninguna seguridad de permanencia en el puesto de trabajo 
y verse obligados a aceptar unas condiciones salariales muy 
bajas, puesto que la abundancia de mano de obra barata es 
otro de los incentivos que ofrece la industria agroforestal a la 
inversión extranjera (CTT, 1997: 77).

Los detractores de este modelo forestal opinan que existen 
alternativas al monocultivo de especies exóticas a partir de un 
manejo adecuado del bosque nativo, que podría aportar tan-
tos beneficios como los que ofrece la actual industria forestal y 
favorecer el desarrollo económico de las comunidades, siem-
pre y cuando sean ellas mismas las que controlen y dirijan 
el proceso. Sin embargo, las subvenciones que priman a las 
plantaciones exóticas frente a otras actividades constituyen un 
importante hándicap para el autodesarrollo, ya que la política 
forestal vigente determina y limita un manejo alternativo del 
bosque (CTT, 1997: 82). Incluso, algunas organizaciones ma-
puche han visto la «mano negra» de las empresas forestales en 
algunos de los incendios140 que han afectado al bosque nativo, 

140 Durante los meses del verano austral de 2002, la región de la Araucanía fue 
declarada «Zona Catastrófica» por la proliferación de incendios que llegaron a 
afectar a unas 8 mil hectáreas de árboles autóctonos sitiando los espacios natu-
rales protegidos por su alto valor ecológico, en los que la continuidad del bos-
que nativo es precisamente lo que constituye la base de la biodiversidad. La Di-
rectora Regional de la Comisión Regional del Medio Ambiente (COREMA) 
declaró a la prensa que: «El daño ecológico y medio ambiental es incalculable 
y pasará mucho tiempo para que volvamos a tener nuevamente una reserva 
forestal como Tolhuaca, Huerquehue, Conguillio o la Reserva del Malleco» 
(Elmostrador.cl, 9 de febrero de 2002). Además, alertó de que el impacto de las 
cenizas sobre los pastos y las cosechas de las tierras aledañas impedirían sembrar 
o alimentar a los animales al menos en un año. El fuego afectó también a la Xª 
Región y a la Región del Bío Bío, sin que por ello el gobierno tuviera previsto 
destinar recursos adicionales para combatir la tragedia (Elmostrador.cl, 7 de 
febrero de 2002). Precisamente, esta es una vieja reivindicación de los mapuche 
que acusan al gobierno de destinar los recursos para la lucha contraincendios 
a las zonas donde proliferan las plantaciones de las empresas forestales, sustra-
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sobre todo en los lugares donde los ecosistemas autóctonos 
cuentan con mayores niveles de protección. Para algunos, el 
objetivo de esos atentados sería sortear las restricciones legales 
que rigen sobre estas áreas y poder ampliar las concesiones de 
plantaciones de especies exóticas (Seguel, 2002: 20).

En resumen, la actividad forestal en el territorio mapuche 
no ha hecho más que agudizar la situación de dependencia y 
pobreza de las comunidades mapuche (Pichún, 2000). Esta po-
lítica, junto a otras intervenciones, embarga las posibilidades 
del etnodesarrollo y constituye una rémora para el ejercicio de 
la autonomía del pueblo mapuche, al enajenar y liquidar los 
recursos naturales y la biodiversidad de su territorio. Por otra 
parte, la política económica basada en la explotación de los re-
cursos naturales de los pueblos indígenas no sólo constituye un 
mal ejemplo de desarrollo sostenible y de respeto al medio am-
biente global, sino que es una agresión flagrante a los derechos 
fundamentales de los pueblos originarios ya que destruye sus 
bases materiales de subsistencia y les impide mantener una exis-
tencia acorde a sus propios principios, por lo que este tipo de 
modelo agroforestal condena a las comunidades invadidas por 
las plantaciones al desarraigo, a la miseria y a la dependencia.

L A S AU T O P I S TA S

Una de las amenazas más preocupantes para la integridad del 
territorio mapuche en Chile en las últimas décadas ha sido 
el desarrollo de grandes infraestructuras viarias: los llamados 
«megaproyectos». Los más polémicos, desde el punto de vista 

yendo medios para los espacios protegidos y, en general, para las zonas del bos-
que nativo (Seguel, 2002: 19). En el marco del llamado Conflicto Mapuche, la 
Corporación de la Madera (CORMA), principal lobby maderero del país, llegó 
a acusar a los propios mapuche de acciones terroristas y de ser los causantes de 
los incendios, mientras que estos argumentaban justo lo contrario: que son los 
dueños de las forestales, propietarios ya de 2,5 millones de hectáreas, los que 
provocan los incendios para evitar la limitación de la expansión forestal debido 
a la protección de los bosques nativos, ya que su proyecto está en ampliar el 
espacio forestal a 6 millones de hectáreas (22 de febrero de 2002). 
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del impacto que provocaron sobre las tierras indígenas, fue-
ron los de la Carretera Costera y la doble actuación en la Ruta 
5 Sur consistente en el desdoblamiento y ampliación y en la 
ejecución de un baipás a la altura de la ciudad de Temuco. 

La carretera de la costa en territorio lafkenche y wijiche se 
diseñó para dotar a Chile de una vía rápida, como alternativa 
a la Ruta 5 Sur, entre la costa norte y sur del Pacífico (Arica-
Puerto Montt). La génesis del proyecto hay que buscarla en 
la época de la Dictadura, aunque su inicio no se materiali-
zó hasta mediados de los años noventa, bajo el mandato del 
Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Esta carretera se conci-
bió en dos trazados; uno de ellos, el «Camino Costero Sur», 
atravesó todo el territorio mapuche afectando a las regiones 
del Bío Bío, La Araucanía y Los Lagos a lo largo de unos 
710 km (CDCML, 2001). Además de las motivaciones explí-
citas y propagandísticas (integración territorial y desarrollo 
del sur de Chile), hubo también otras implícitas: favorecer 
la explotación industrial intensiva de los recursos marítimos 
destinados a la exportación, promover el turismo de masas y 
facilitar el acceso al transporte de madera de las explotaciones 
forestales. De hecho, algunas organizaciones indígenas seña-
laron que detrás de este trazado se encontraban, entre otros, 
los intereses de las empresas forestales, pues su realización im-
plicaba la tala de importantes áreas de bosque autóctono que 
más tarde serían aprovechadas para justificar la penetración 
forestal en la región de Los Lagos y disponer de más pastizales 
para la ganadería (CCCC, 2002).

El tramo más conflictivo de esta carretera era el que discu-
rría por las comunas de Puerto Saavedra y Teodoro Schmidt, 
incluido el puente que une la Isla de Wapi con el continente, 
ya que este tramo encierra uno de los ecosistemas más frágiles 
y valiosos de América, el Lago Budi141. Por tanto, esta actua-

141 Este tramo encierra unas particularidades ambientales y culturales que le 
hacen ser especialmente sensible al impacto de las obras públicas ya que aquí se 
localiza el Lago Budi, único lago salado del Continente, que está considerado 
un ecosistema excepcional en América Latina y que, junto con el estuario del 
río Imperial, constituye un espacio natural especialmente protegido por la ley 
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ción infringió un daño sin precedentes al territorio mapuche 
lafkenche. El trazado que transcurre por la Región de Los 
Lagos afectó también al territorio mapuche-wijiche dañan-
do los ecosistemas costeros, algunos tan sensibles y valiosos 
como el que representa el bosque templado de tipo valdiviano 
(CCCC, 2002 en El Bosque Chileno)142. 

Por su parte, el baipás de Temuco formaba parte de una 
intervención más amplia orientada a convertir la antigua 
carretera Panamericana en una autovía de alta capacidad y 
transferir su gestión al sector privado mediante un régimen 
de concesión por tramos de peaje hasta cubrir un trayecto de 
1.500 km entre La Serena y Puerto Montt (Lillo, 2002: 18). 
Ya en 1983, el gobierno militar había concebido un proyecto 
de circunvalación del área urbana de Temuco para evitar que 
la carretera Panamericana pasara por la ciudad. El baipás, de 
una longitud de 20 km y una anchura que oscilaba entre los 
40 y 60 metros, invadió unos 6,1 km aproximadamente de 
tierras mapuche y afectó a unas 300 personas y 28 comunida-
des, la mayoría de ellas pertenecientes al sector de Xuf Xuf, 60 
propietarios eran mapuche y 30 campesinos chilenos (Lillo, 
2002; Durán y Quidel, 1998). 

Los opositores al proyecto del baipás plantearon diferentes 
alternativas al trazado propuesto por el MOP con el objetivo 
de solventar el impacto cultural y ambiental del proyecto, sin 
embargo las autoridades se decantaron por el trazado rural, 
pese a que era el que más afectaba a las tierras indígenas, pa-
radójicamente protegidas por la Ley Indígena. El criterio que 
primó para tomar esta decisión fue el de no limitar las posibi-
lidades de crecimiento urbano de la ciudad de Temuco (Lillo, 
2002: 19), como así ha sido.

Aprovechando la estela que generó el NO al plebiscito 
que acabó con el régimen militar, las protestas indígenas 
y ciudadanas consiguieron que el proyecto fuera retirado 

ya que da refugio a más de 180 especies de flora y 156 de fauna (Coordinadora 
Lafkenche, 8 de junio de 2001). 
142 http://www.elbosquechileno.cl, (f.c., junio de 2002).
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pero esta suspensión, que duró más de un lustro, solo fue 
una tregua. El advenimiento de Eduardo Frei Ruiz-Tagle 
a la presidencia del gobierno, en el segundo gobierno de 
la Concertación, trajo consigo la reactivación de los viejos 
proyectos de infraestructuras diseñados por los militares. En 
este período, el Estado ya se había decantado sin tapujos por 
dar continuidad al modelo neoliberal y exportador ensayado 
por la Dictadura. A estas alturas, las expectativas de las or-
ganizaciones indígenas en una nueva relación con el Estado 
ya habían sido defraudadas a tenor de la deriva que habían 
tomado los Acuerdos de Nueva Imperial respecto a los com-
promisos adquiridos con los pueblos originarios de Chile en 
el nuevo escenario democrático.

L A S I N D U S T R I A S E X T R A C T I vA S 
E N E L P W E L m A P u

Una de las principales conclusiones del Informe del Obser-
vatorio de Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas de 
Argentina es que la principal causa de violación de derechos 
humanos de los pueblos indígenas se halla en el modelo eco-
nómico basado en la explotación de los recursos naturales im-
pulsado por el Estado y los gobiernos provinciales, pese a que 
traten de aparecer trás la máscara de la neutralidad. El perio-
dista especializado en temas ambientales y derechos indígenas 
de Argentina, Darío Aranda, va un poco más lejos al afirmar 
que los pueblos indígenas constituyen el único obstáculo para 
semejante modelo de desarrollo (2010: 29). 

En este epígrafe, nos detendremos especialmente en la mi-
nería y el petróleo, siendo este último sector el que aborda-
remos en profundidad, aunque en muchas ocasiones ambas 
actividades ocupan el mismo tiempo y espacio, como se des-
prende del Cuadro 11.
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cuadro 11 comunidades afectadas por las ac-
tividades extractivas (odhpi, 2009)

Nº COMU-
NIDAD PETROLERA MINERA

1 Gelay Ko APAChE (explotación) Cholino mch 
(explotación)

2 Logko 
Puran APACHE-YPF-REPSOL

Cholino mch 
(explotación)
Jalil s.A (ex-
plotación)

3 Antipan APAChE (explotación)
Lozano, piedra 

grande (ex-
ploración)

4 W.t. Leufu PETROLERA PIEDRA DEL 
ÁGuILA- TGS (explotación)

5 Wiñoy Folil 
FOX PETROL- 

CHEvRON –TEXACO
TOTAL (exploración)

Orión del sur 
(exploración)

6 Gramajo PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Río tinto (ex-
plotación)

7 Kajfvkura PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Orión del sur- río 
tinto (concesión)

8 Felipín PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Orión del 
sur-imau s.A. 
(Concesión)

9 Paineo PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Orión del sur 
(concesión)

10 Cheuquel PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Ambar- loma 
negra-indimec 
(explotación)

11 Cayupan PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Orión del sur 
(concesión)

12 millaqueo PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Ambar (ex-
plotación)

13 Kimchao PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Loma negra  
(explotación)

Ambar (ex-
plotación)

14 maliqueo FOX PETROL (exploración)

15 Rams PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Imau s.A. (Ex-
plotación)

16 Zuñiga PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Imau s.A. (Ex-
plotación)

17 marifil
PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

ChEvRON (exploración)

18 Zapata PLUSPETROL-ENARSA 
(concesión otorgada)

Orión del sur 
(concesión)
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La minería a cielo abierto ha experimentado un fuerte in-
cremento en los últimos años a ambos lados de los Andes 
afectando tanto a las tierras del Pwel Mapu como a las del 
Gülu Mapu (Toledo, 2006). No obstante, nos centraremos en 
algunos de los casos de las provincias argentinas de Chubut 
y Neuquén pues estos nos permitirán hacernos una idea de 
la rapacidad que planea sobre el territorio mapuche del Pwel 
Mapu. 

Según el informe anual de IGWIA (2012), una de las ma-
yores amenazas que se cierne sobre los derechos del pueblo 
mapuche en Argentina es la de la minería. En los últimos 
años su avance se ha llevado a cabo, sobre todo, en el sector 
mapuche/tehuelche de la Meseta, en la provincia del Chu-
but, donde existen más de 1.000 permisos de exploración, 
pese a que la ley provincial 5.001 prohíbe las explotaciones 
a cielo abierto y con uso de cianuro. Una de las explotacio-
nes más emblemáticas es la que corresponde al proyecto Na-
vidad, orientado a la extracción de plata y plomo. Desde el 
principio, esta mina ha contado con la oposición frontal de 
las comunidades mapuche-tehuelche de la zona debido a los 
perjuicios que la actividad extractiva produce en la ganadería, 
principal actividad económica de la zona, al uso desmesurado 
del agua disponible en el territorio y a la destrucción del pa-
trimonio cultural indígena, como ocurrió con la profanación 
de un cementerio ubicado en pleno corazón del yacimiento. 
La explotación cuenta ya con más de 15 años de antigüedad 
y fue promovida por el gobierno provincial y la empresa Pan 
American Silver, filial de la canadiense Aquilene Resources.

Otro caso emblemático es el de Campana Mahuida, loca-
lizado en la zona norte de Neuquén y promovido por la Cor-
poración Minera de Neuquén (CorMiNe), aunque en 2007 
esta compañía realizó un contrato para subrogar los derechos 
de exploración a la empresa de capital chino y norteameri-
cano Emprendimientos Mineros S.A, la cual ese mismo año 
ejerció el derecho de compra (ODHPI, 2009: 64). Esta mina 
de cobre se localiza al sur de Loncopué a orillas del río Agrio 
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y del Cerro Tres Puntas y ocupa terrenos de la comunidad 
mapuche Mellao Morales.

El método de explotación es el habitual de la minería a cie-
lo abierto: voladura de montañas con dinamita y lixiviación 
de la roca con ácido sulfúrico. Según los expertos se dinamita-
rán 28 mil toneladas del Cerro Tres Puntas (ídem). A los pro-
blemas ya mencionados hay que sumar un agravante propio 
de la geografía local: el levantamiento y dispersión de polvo 
contaminante en la atmósfera, que incide negativamente en la 
salud de las poblaciones circundantes, así como en la flora y la 
fauna de un amplio territorio que supera con creces el área de 
influencia de la explotación debido a los fuertes y constantes 
vientos de estas latitudes143.

La minería a cielo abierto emplea grandes cantidades de 
agua, por lo que es necesaria la utilización de líquido proce-
dente del deshielo de los glaciares con el consiguiente riesgo 
de contaminación de los flujos fluviales y de las aguas sub-
terráneas; es decir, de las reservas sólidas de las cabeceras del 
agua potable144. Todo ello pese a la existencia de leyes que, en 
teoría, deberían dificultar este tipo de proyectos, al menos, 
tendrían que estar sujetos a rigurosos exámenes de impacto 
ambiental y cultural y contar con el consentimiento informa-
do de las poblaciones. Hay leyes suficientes al respecto que 
velan por estos resguardos, lo que no hay es una voluntad de-
cidida para aplicarlas. Por ejemplo, existe una ley que protege 
los glaciares (Ley 26.639, BO 28/10/2010) que no se aplica; 
el derecho a consulta a las comunidades indígenas se concul-
ca sistemáticamente, como quedó patente cuando se apro-

143 Por otra parte este tipo de minería requiere una ingente movilización de 
maquinaria pesada, como son los camiones de gran altura que destrozan los 
caminos y contribuyen a espaercir el polvo contaminado.  
144 En el caso mencionado anteriormente, según la ODHPI (2009), la em-
presa sostiene que el ácido sulfúrico que es posible adquirir en Neuquén es 
insuficiente para poder desarrollar su actividad en la zona por lo que tiene 
planificado construir una planta de producción de ácido sulfúrico en el terri-
torio de la comunidad mapuche Mellao Morales, cuyos efectos contaminates 
en forma de lluvia ácida son bien conocidos en otros lugares pero que, como 
decíamos se agravan con el clima patagónico. 
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bó el proyecto minero en las cercanía de Gan Gan y Gastres 
(IGWIA, 2012). 

Pero no sólo se ven conculcadas las leyes federales, sino 
también la Constitución Nacional y las leyes y constituciones 
provinciales, por lo que se convierten en papel mojado ante 
intereses espurios (ODHPI, 2009: 64). No obstante, tampo-
co resulta extraño, pues para el gobierno de Cristina Fernán-
dez de Kirchner la explotación minera es un sector prioritario 
para la economía nacional y, por tanto, un asunto de Estado 
(IGWIA, 2012).

« L a  f i e b r e  d e l  o r o  n e g r o »
Poco duró la ilusión de aquellos colectivos a los que la 

re-estatalización de YPF les hizo albergar esperanzas de que 
la actividad petrolera en Argentina sería reconducida por un 
camino más limpio, equitativo y sostenible que el recorrido 
hasta ahora. Un año después de que el gobierno de Cristi-
na Fernández de Kirchner expropiara el 51% de las acciones 
de Repsol dictó el Decreto 929/13 (15 de julio de 2013), más 
conocido como decreto Chevron, que devolvía la actividad 
petrolera a manos privadas y extranjeras, al parecer, el obje-
tivo era incentivar la inversión de las empresas petroleras en 
Argentina (ETE, septiembre de 2013).

Chevron, la nueva concesionaria, actual propietaria de 
Texaco, empresa tristemente famosa por sus tropelías en la 
selva ecuatoriana145, invertirá 1.240 millones de dólares para 
perforar más de 100 pozos de petróleo en una zona de 20 km2 

145 La Red Nacional Ecologista Argentina (Renace) habla de «neocolonialis-
mo puro» e indicó su repulsa a que se haya elegido a la compañía norteame-
ricana calificándola como «el socio más sucio» (El País, 17 de julio de 2013) 
ya que Texaco, hoy integrada en Chevron, fue condenada por los tribunales 
de Ecuador en 2011 (en el conocido como juicio del siglo) por contaminar 
500.000 hectáreas en la Amazonía (103 millones de litros de crudo derramado 
y 63 millones de litros de agua tóxica arrojada a ríos y 2 millones de hectáreas 
contaminadas que afectaron a 30.000 integrantes de las comunidades aboríge-
nes de la región (http://www.codpi.org f.c. 17/07/2013).
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en la reserva de gas no convencional146 conocida como Vaca 
Muerta147, provincia de Neuquén, considerada la tercera más 
grande del mundo148. YPF señaló que en una fase posterior se 
perforarán otros 1.500 pozos adicionales con el objetivo de al-
canzar en 2017 una producción de 50.000 barriles de petróleo 
y tres millones de metros cúbicos de gas natural al día (El País, 
17 de julio de 2013). 

Según las autoridades149, la obligación de utilizar los yacimien-
tos no convencionales mediante el polémico sistema de fractura 
hidráulica o hidrofractura, más conocido como fracking150, viene 
determinado por el déficit energético y la sobreexplotación de 
los yacimientos convencionales. Mediante esta técnica es posible 
aumentar la extracción de gas y petróleo del subsuelo inyectan-
do presión con agua y otros materiales para ampliar las fracturas 
del sustrato rocoso que encierra estos recursos (ETE, 2013). Sin 
embargo, este sistema cuenta con numerosos detractores entre 

146 Según el Instituto Mexicano del Petróleo un yacimiento no convencional 
«es aquel donde el hidrocarburo, gas y aceite permanece en la roca generadora, 
es decir, no migra a una roca almacenadora a diferencia de los convencionales, 
por lo que la roca generadora y la almacenadora son la misma» (http://www.
sener.gob.mx ).
147 Este yacimiento ocupa un total de 36.000 hectáreas, siendo el mayor de 
Argentina y uno de los mayores de América. Se extiende en los alrededores 
de la localidad neuquina de Añelo hasta el interior de los embalses artificiales 
de Los Barriles y Mari Menuco, pertenecientes al complejo hidroeléctrico de 
Cerros Colorados. En los territorios de las comunidades mapuches (10.000 
hectáreas), existen aproximadamente 80 pozos de petróleo convencional (Cod-
pi.org, fichas del mapa de conflictos ambientales).
148 La zona Centro (departamentos de Zapala, Catan Lil, Picun Leufu y par-
te del Picunche, Confluencia y Aluminé) es la más afectada por la industria 
petrolera donde pueden llevarse a cabo diferentes actividades: exploraciones, 
transporte de energía, oleoductos o gaseoductos y pozos extractivos (ODHPI, 
2009: 54).
149 Diversas fuentes señalan que Argentina alcanzó el pico de producción de 
petróleo y gas convencional en 1988 y 2004 respectivamente (ETE, 2013) de 
ahí que el Gobierno Federal considere que YPF necesitará 37.000 millones de 
$ USA para conseguir que entre 2013 y 2017 se pueda lograr la independencia 
energética que «atenaza la economía» (El País, 17 de julio de 2013). 
150 En Argentina desde hace unos pocos años ya se ha implementado esta 
práctica en Neuquén (Gelay Ko), Río Negro, Chubut, Santa Cruz y otros pun-
tos del país (ETE, 2013).



212

Derechos Indígenas, Conflictos Ambientales y Territoriales: El Caso Mapuche

las organizaciones mapuche y ciudadanas de la zona. Para estos 
colectivos los riesgos más evidentes del uso de estas téncnicas 
son: aumento de la actividad sísmica, emisiones de gases tóxicos, 
contaminación de los acuíferos subterráneos y de los recursos 
hídricos, riesgos de vertidos, etc151. Pero lo más alarmante para 
los neuquinos es el problema del agua, ya que este sistema re-
quiere emplear ingentes cantidades de agua, de ahí la ubicación 
del yacimiento de Vaca Muerta en las cuencas de los ríos Limay 
y Neuquén, por lo que temen que el uso del fracking afecte a la 
principal reserva de agua potable de la ciudad del Neuquén, el 
lago artificial Mari Menuko, ya de por sí receptor de contami-
nantes procedentes de los pozos convencionales ya existentes. 

Las comunidades mapuche de Neuquén critican además 
que la opción por el fracking es sospechosa y no responde al 
interés del país para paliar el déficit energético pues el em-
pleo de esta técnica resulta más costoso que la explotación 
tradicional. Para el portavoz de la CMN especializado en este 
tema, la razón reside en que el negocio para las multinacio-
nales petroleras se encuentra en el descontrol que existe en el 
pago de las regalías al Estado, ya que el monto depende de la 
estimación unilateral que hacen las empresas respecto a las 
cantidades extraídas:

[la técnica de la hidrofractura] es más cara. Por dar un 
ejemplo, se dice que un pozo convencional cuesta entre 
1 y 1,5 millones de dólares y un pozo no convencional 
más de 7 millones por todo lo que implica el acarreo del 
agua y de la maquinaria, que es mucho más grande, lo 
que conlleva viajes de camiones y movimientos de gente. 
Todo esto [significa] que la misma técnica de extracción 
ya es 7 veces más cara y el gasto de energía para abrir un 
pozo es hasta 50 veces superior al de un pozo convencio-
nal (Lefxaru Nawel, 28 de noviembre de 2013). 

151 Uno de los efectos contaminantes más peligrosos es el que se produce por 
el denominado flowback que consiste en que el 40% de agua inyectada vuelve 
de nuevo a la tierra cargada por metales pesados. 
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La otra parte del negocio está en la laxitud que muestran 
las autoridades ante el impacto ambiental que generan las ac-
tividades de las empresas extractivas, pues estas se desentien-
den de la seguridad y el tratamiento de los residuos, así como 
de la restauración de las zonas afectadas. De esta manera se 
pueden permitir el empleo de tecnologías más baratas pese a 
que estas sean más «sucias» y menos respetuosas con el medio 
ambiente y la salud de las personas:

Los residuos son muchísimos más, lo que implica […] 
tratar los residuos como se debe, según la misma norma 
que el gobierno ha impuesto. Más allá de que sea una 
norma pobrísima y llena de falencias, si se cumpliera esa 
norma ya no sería rentable el proceso productivo. ¿Cuál 
es la forma de que sea rentable? La técnica que han uti-
lizado acá las petroleras, la misma que usó Chevron en 
Ecuador y la que usó acá Repsol en Neuquén, es no rea-
lizar los debidos tratamientos de residuos, no realizar los 
estudios de impacto ambiental, no realizar una política 
productiva que realmente busque minimizar el impacto 
y regenerar el territorio y no hacer la inversión necesaria 
para que el impacto sea mínimo. Esto no se ha hecho 
nunca con el petróleo convencional y menos se va a ha-
cer con el petróleo no convencional (ídem).

La nueva amenaza que se cierne sobre el Pwel Mapu con el 
uso del fracking se asienta sobre el daño anterior ocasionado 
por Repsol/YPF por la explotación de pozos convencionales. 
Un informe de la ONU publicado en la década de los noven-
ta recomendaba al gobierno de Neuquén demandar a las em-
presas petroleras por un pasivo ambiental de 1.000 millones 
de dólares, señalando que la mayoría de los problemas habían 
sido generados en los últimos cinco años, período en el que 
YPF fue privatizada y supeditada a Repsol (ETE, 2013). El 
discurso del bien común, empleado en un primer momento 
para nacionalizar la actividad de Repsol-YPF, resulta ya poco 
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creíble para los mapuche de Argentina pues conciben el papel 
de los gobernantes como agentes de las empresas que, lejos de 
velar por el bien común, hacen caso omiso de los derechos de 
los pueblos originarios y miran para otro lado ante los riesgos 
para la salud de la población general y de los pueblos indíge-
nas en particular: 

[…] el rol del Estado, no solo como garante de derecho 
en lo previo- acá hablando del libre consentimiento 
fundamentado previo y de todos los derechos que asis-
ten a los pueblos originarios-, sino en su rol de garante 
de la salud, del ambiente, de la economía, en cuanto a 
la destrucción de la tierra, el agua y el aire, [también] 
de la destrucción de un futuro de desarrollo económico 
en cualquier otra alternativa posible, [este] rol el Esta-
do nunca lo ha aplicado, nunca jamás, por eso pasa a 
decir que no hay contaminación con Repsol y un año 
después que hay 500 focos de contaminación; por algo 
hay tantas muertes aquí, o sea, un ejemplo de esto es 
que el gobierno no ha hecho ningún tipo de control, 
ningún tipo de relevamiento de lo que son las cuen-
cas hidrográficas, como la cuenca de Neuquén, como 
está obligado por ley. Ellos no han hecho ningún tipo 
de relevamiento de los glaciares, cuando también es-
tán obligados por ley, ni siquiera sobre lo que se extrae 
porque, al día de hoy, las petroleras siguen extrayendo 
con declaración jurada lo que da el pozo, es decir que el 
control que tiene el gobierno es que las petroleras dicen 
que extraen; ninguna de las petroleras, Apache, Total, 
Exxon, Chevron, Shell, [de] las petroleras que hay acá, 
le dicen [al gobierno] qué sacan de cada pozo; enton-
ces, lo que Chevron declara que saca en el Trapeal, es 
en base a eso que se calculan las regalías que dejan en 
la provincia (Lefxaru Nawel, 28 de noviembre de 2013).



215

los concePtos maPuche de tierra, territorio y medio amBiente 

El argumento del déficit energético, el más recurrente para 
justitificar los nuevos proyectos de hidrofractura, la repri-
vatización de YPF y la concesión a Chevron, también se ve 
contestado en la práctica aludiendo a la falta de planificación 
del gobierno y al descontrol que los poderes públicos ejercen 
sobre la actividad de las empresas extractoras que han vaciado 
la cuenca petrolífera: 

(…) del año 1992 al 2011 no hay ningún tipo de con-
trol y en 2009-2010 se empieza a caer en déficit hasta 
el 2013, [eso] hace que ahora tengamos un gran défi-
cit energético. Por ejemplo, estudios que ha hecho el 
mismo gobierno nacional, [muestran] el vaciamento de 
las cuencas, de todo lo que estaba relevado por inver-
sión de YPF en los 90. Entonces, lo que ha permitido 
el gobierno- tanto el gobierno memenista, como todo 
gobierno (…) como el que está ahora en el poder- es el 
vaciamiento de todo eso. Entonces, ahora, cuando se 
quedan sin recursos, surge esta alternativa del no con-
vencional, pero a esta situación [es a la] que ellos mis-
mos nos han llevado por su propia desidia. Por darle 
un ejemplo, el yacimiento petrolero más importante 
en Neuquén se llama el Trapeal [...] que es el segundo 
más importante del país y lo tiene Chevron desde hace 
varios años. Entonces, el gobierno argumenta la expro-
piación de Repsol por falta de inversión en exploración 
por, justamente, dejar caer las reservas ( dejar caer las 
reservas implica que uno extrae y no invierte absoluta-
mente nada para seguir manteniendo el nivel de pro-
ductividad y el nivel de reservas); […] muy bien argu-
mentado, porque nosotros estamos de acuerdo en que 
se le haya sacado la concesión a Repsol por todo lo que 
ha causado, por la mala administración de las conce-
siones; [aunque] otras empresas como la francesa Total 
y la estadounidense Chevron han tenido un desarrollo 
peor que el de Repsol, que estaba acá en tercer lugar. 
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Un caso testigo es el del Trapeal el mayor yacimiento 
petrolero de Neuquén que fue vaciado por Chevron, 
y esto lo que implica es que al caer el déficit energéti-
co salen a buscar cualquier alternativa y ésta […] es el 
no convencional. Jamás el gobierno se plantea una real 
planificación de lo que va a ser la matriz energética y la 
matriz productiva de Argentina a mediano y largo pla-
zo, porque justamente el no convencional es la destruc-
ción de cualquier alternativa a mediano y largo plazo 
(Lefxaru Nawel, 28 de noviembre de 2013).

La corrupción, parece ser el móvil que alimenta la sospe-
cha de las organizaciones mapuche, para las cuales, esta al-
canza un grado superlativo en lo que respecta al saneamiento 
ambiental, que es uno de los negocios más lucrativos de la ac-
tividad petrolera. La «remediación», es decir la recuperación 
y saneamiento ambiental, es un negocio en auge en esta zona 
y en el que están involucrados destacados políticos, según las 
organizaciones mapuche (ídem). Mediante este ejercicio de 
bombero-pirómano se cierra el círculo perverso, pues los que 
se lucran del negocio de limpiar son los mismos que contami-
nan. El matiz está en que cargan la factura al erario público:

[…] Esto solamente se entiende si quien está en el go-
bierno va a recibir una ganancia por permitir esta ex-
plotación, porque si uno se plantea el gobierno pensan-
do realmente en el pueblo, en la población, en el país, 
en su soberanía energética, en su ganancia, en su futuro 
en todas las cosas que hoy se invocan, promover la hi-
drofractura no tienen ninguna lógica. Pero acá, en el 
gobierno de la provincia, tanto el gobernador como los 
ministros están involucrados en la industria petrolera: 
tienen su patrimonio. [El negocio está] en el tratamien-
to de residuos, todo lo que implica la gran cantidad de 
residuos que va a dejar este tipo de industrias y bien sa-
bemos, por todos los casos que ha habido en el mundo, 
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que cuando las empresas no asumen el costo de reparar 
lo que han hecho lo hace el Estado, pero alguien lo 
tiene que financiar, alguien lo tiene que llevar adelante, 
entonces eso es lo que se están tratando de asegurarse 
y hay una disputa muy fuerte para manejar la remedia-
ción de esta industria, porque después cuando las pe-
troleras se vayan, desgraciadamente, lo que se ve venir 
es que quien va a asumir ese costo va a ser el Estado, es 
decir, todos nosotros. O sea, no solamente dejamos que 
nos maten, sino que después vamos a pagarles a ellos 
porque no digan que nos van a devolver la salud. Es 
algo realmente muy perverso lo que se está planteando 
acá como salida a un déficit energético que ellos mis-
mos han generado. Por darle otro ejemplo, en la zona 
del Trapeal, que está la de Chevron, ellos mismos fir-
man un pacto con la empresa que toma la concesión de 
que no está obligada a remediar toda la contaminación 
con la que agarra la concesión. La empresa no está obli-
gada a reparar todo lo que está contaminado cuando 
ellos llegan, pero tampoco el Estado persigue a la em-
presa que contaminó; entonces ¿quién nos garantiza a 
nosotros que no está contaminado? Nadie. ¿Quién nos 
garantiza que lo que está contaminado se va a reme-
diar? Nadie tampoco. Y esto lo firma el gobierno de la 
provincia a través de la Secretaría de Energía y a través 
de la Secretaría de Medio Ambiente, que es quien tiene 
que controlar esto (ídem).

Los últimos años de actividad de Repsol-YPF fue especial-
mente lesiva para el medio ambiente patagónico: los daños 
ascendieron a 700 millones de dólares frente a los 300 esti-
mados por la actividad anterior de YPF (cuando era pública) 
a lo largo de 60 años. Parece sorprendente que ciertos me-
dios de comunicación se escandalicen cuando los mapuche 
demandan a las petroleras cantidades millonarias en concepto 
de reparación del daño. Hay una cierta hipocresía social al 
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tratar de manipular las demandas de los indígenas al presen-
tarlas como materialistas e interesadas, tratando así de dejar 
en el aire un halo de sospecha y falsedad que delegitime mo-
ralmente el discurso indígena, si embargo, como señalan los 
dirigentes mapuche en qué términos se puede hablar con una 
empresa, sino es a través del único lenguaje que entienden, el 
del dinero:

Cuando escuchamos a gente que se rasga las vestiduras 
preguntando por qué hablamos de cuestiones econó-
micas, nosotros respondemos: ¿De qué otra cosa po-
demos hablar con una empresa? ¿De qué otra forma 
podemos hablar con quienes han generado daños mi-
llonarios? (…) Está demostrado a través de estudios y 
análisis que los ancianos y los niños están atravesados 
por profundos daños en su salud. Hay metales pesados 
en sangre, en el suelo y en el agua del territorio (Jorge 
Nawel, werken de la CMN entrevista en ETE, 2013).

Gabriel Rolando Cherki152 werken de la comunidad Kaxi-
payiñ y de la CMN, en una entrevista realizada en 2013 du-
rante una visita a España, aseguró a la Coordinadora de Orga-
nizaciones de Derechos de los Pueblos Indígenas (Codpi) que 
muchos de sus familiares han muerto por la contaminación 
causada por la actividad de Repsol. La última víctima fue su 
madre, fallecida en 2012, la cual presentaba en su cuerpo gran 
concentración de metales pesados en sangre. Esta comunidad 
en 2011 formuló una demanda contra YPF y el Secretario de 
Energía y Desarrollo Sustentable de Neuquén por la contami-
nación de Loma Lata:

Repsol hizo mucho daño en mi vida, a nivel perso-
nal: vengo de perder seres muy queridos. Pero me han 
hecho daño, sobre todo, por haber ido matando a mi 

152 Informante de la causa contra Repsol en 2002 por «daño ambiental y cul-
tural en perjuicio de la comunidad Kaxipayiñ y Paynemil en Loma Lata».
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Madre Tierra (…). Por mucho dinero que nos ofrezcan 
no va a cambiar nuestra opinión, porque la nuestra es 
una lucha por la vida. La grave contaminación ha caído 
en nuestro cuerpo, nuestra tierra y nuestros ríos (…) 
(http://www.codpi.org/observatorio/132, f.c. agosto de 
2013).

La percepción de que la mayoría de las enfermedades se 
deben a la contaminación, sobre todo, a la del agua, está fuer-
temente instalada en el imaginario colectivo: «En esa comu-
nidad [Kaxilpajiñ] ¡cuántos han muerto de cáncer! Y en po-
quito tiempo, gente jovencita. Ahora, hace poquito, la chica 
esa María se salvó de la muerte […]» (Salmira Cármen del 
Campo, 29 de noviembre de 2013). Finalmente, los relatos de 
los comuneros relacionan la desposesión y el acceso al agua 
potable con las condiciones de pobreza y la dependencia en 
la medida que un bien común, imprescindible para la salud y 
para vida, acaba convirtiéndose en una mercancía y la salubri-
dad en un artículo de lujo. 

(…) donde ha muerto la logko Cristina Lincopan153, en 
la comunidad Gelay Ko- que significa en mapuzungun 
un lugar «donde no hay agua», que es un lugar, de por 
sí, seco- está intervenido por más de 200 pozos hechos 
por YPF en su momento. Después lo agarró la petrolera 
canadiense Alberta Company y luego Apache, la com-
pañía yanqui que ahora la quiere comprar YPF, en ese 
lugar, totalmente intervenido por el petróleo conven-
cional, es donde se hace el primer pozo de hidrofrac-
tura en Latinoamérica, en 2008. En ese lugar se llevan 

153 En marzo de 2013 con tan solo 30 años de edad y cuatro hijos falleció la 
logko de la comunidad mapuche Gelay Ko, Cristina Lincopan, víctima de un 
cáncer aunque los mapuche atribuyen su muerte a la represión y a la contami-
nación. Fue una de las líderes más activas contra la actividad de las petroleras 
en el territorio de la provincia de Neuquén, especialmente en la lucha que 
sostiene la comunidad Galy Ko contra las actividades de la petrolera Apache en 
su territorio.
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30 millones de litros de agua potable, como le estaba 
diciendo, pero la gente no tiene agua, la gente no tie-
ne agua potable; las aguadas donde tomaban agua los 
animales antes ya no existen más; porque justamente la 
destrucción del subsuelo implica eso, la contaminación 
de las napas, y cuando no la desaparición de las aguas 
superficiales, como en estos tipos de embalses natura-
les que hay ahí. Justamente, la destrucción de todo lo 
que lo sustentaban: la imposibilidad de tomar agua del 
pozo, la imposibilidad de autoabastecerse de agua; o 
sea, no solamente les han contaminado el paisaje, les 
han destruido la familia; no solamente les han llevado 
a casa la muerte, sino que les han impedido el auto-
abastecimiento. Y en su cumplimiento, al cual están 
obligados a abastecer a la gente, lo utilizan como forma 
de soborno para que ellos acepten que la petrolera en-
tre. El gobierno tienen que llevar agua obligadamente, 
la petrolera tendría que llevar agua obligadamente por 
haber destruido todo esto, pero no lo están haciendo y 
no solo que no lo están haciendo, sino que la empre-
sa les promete que les va a llevar 1.200 litros de agua 
al mes, que no alcanza absolutamente para nada, y un 
poco de plata si ellos aceptan que les hagan unos po-
zos más cerca de su casa. Esa sería la realidad que hoy 
se vive y que evidencia en su máxima expresión hasta 
donde llega la perversión de este modelo extractivista 
(Lefxaru Nawel, 28 de noviembre de 2013).

La señora Salmira, operada de cáncer de mama, relata que 
cuando estaba convaleciente residía en Añelo y el médico le 
sugirió que no se bañara con agua corriente, sino con agua 
embotellada, que tenía que comprar de su propio bolsillo. En 
esa fecha (en 2012), aún no había ninguna planta potabiliza-
dora y ella le dijo al doctor que eso era imposible porque el 
precio del bidón de agua de 20 litros, que antes valía 9 pesos, 
ahora estaba a 30 pesos. Obviamente, esto supone un gasto 
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muy elevado para una familia media, pero más en su caso que 
es pensionista, por lo que bañarse a ese precio constituía un 
«lujo»154 inaccesible:

(…) A mí me dijo el médico que bañarme [con el agua 
corriente] ni loca. Yo le dije: pero doctor, ¿de dónde 
voy a sacar la plata? Yo me baño lo mismo pero compré 
una ducha con filtro, pero cada dos meses se taponan 
los filtros; no duran los filtros, porque sale como una 
grasa negra que cada tiempo tapa y la gente para cam-
biar el filtro de la “canilla” te cobra 700 pesos ¿de dón-
de voy a sacar yo esos 700 pesos? Claro que el que tiene 
mucho dinero lo puede hacer (SCC, ídem).

El yacimiento de Loma Lata ha sido la explotación más em-
blemática de Repsol-YPF en Argentina. En sus contornos se 
encuentran las comunidades mapuche Paynemil, Kaxipayiñ155, 
Campos Maripe, etc., famosas por su oposición a las petroleras, 
algunas de las cuales se encuentran también en el perímetro de 
Vaca Muerta. Todas ellas distan poco más de un centenar de 
kilómetros de Neuquén y solo uno pocos de Añelo, emergente 
villorrio con aspiraciones a ciudad que está expermientando un 
rápido crecimiento gracias a la actividad petrolera156:

Hay mucha gente [en Añelo]. Añelo era un puñadito 
de gente, ahora no se puede andar; apenas hay casas 
para vivir y la gente está tomando terreno y dicen que 

154 Dice que solo para el consumo habitual gasta 1.000 pesos en agua.
155 Sobre estas comunidades se puede consultar amplia información en la web 
de la CODPI anteriormente citada.
156 Añelo ha pasado de tener una población de 2.634 habitantes en 2010 ha 
cerca de cinco mil, según cálculos del intendente (NG, 2013: 43). No obstante 
carece de las infraestructuras y servicios para cubrir tanto las necesidades bási-
cas de la población como la creciente demanda de los trabajadores del petróleo 
y diversos actores vinculados con este negocio o a rebufo de él. Ese es el motivo 
por el que una gran parte de la población es flotante, pues se produce una 
migración a corta distancia desde las principales ciudades de la provincia de 
Neuquén.
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la mayoría de gente se va a ir, porque viene a trabajar a 
Añelo pero van a ir a dormir a Neuquén y otros a Cu-
tral Có; si es que es chiquito, hay tres hoteles no más 
(Salmira del Carmen Campos, comunidad Los Cam-
pos Maripe, 29 de noviembre de 2013). 

La mayoría de las comunidades ubicadas en la zona de 
influencia de los pozos viven de la actividad agropecuaria, 
la cual se hace prácticamente incompatible con la actividad 
petrolera (Rodovich y Belazote, 2000), por lo que muchos 
comuneros se ven obligados a emplearse en las ciudades de 
la provincia y en la propia industria petrolera, lo que supone 
un doble quebranto. A todo ello hay que unir el impacto que 
provoca la actividad extractiva en las economías comunitarias 
y la influencia que ésta ejerce en la sociedad mapuche como 
factor de desestructuración social, incertidumbre y sufrimien-
to. Para la señora Salmira, hermana del logko de la comunidad 
Los Campos Maripe, la actividad petrolera se percibe con do-
lor y desesperanza:

Dolor, sí, mucho dolor. Antes, nosotros vivíamos allí 
en la comunidad pero nunca pasamos hambre [por-
que] teníamos muchos animales y se trabajaba la tierra 
para la verdura, todo eso. [Antes] no éramos petroleros 
y vivíamos bien, pero hoy la gente no quiere trabajar 
[en el campo], no les gusta el trabajo […]. Ahora la 
vida no es como antes, antes se vivía con poco, usted 
iba a comprar con 100 pesos y daba para algo. Pero si 
uno trabaja la tierra y cria animales ya llega un tiempo 
en que no se van a poder criar animales: una vez que se 
contaminen las tierras los animales se van a morir, ya se 
están muriendo. Sí, ahora la parición [los partos] que 
hubo un día [murieron] 90 chivitos chiquititos en la 
parición de ahora de agosto y septiembre. Les sacaron 
fotos y mostraron todo eso en internet (ídem).
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A la pregunta de si considera que estas muertes son conse-
cuencia directa de la actividad pretrolera la respuesta es taxativa:

Sí, porque los animales malparen, se ve que el agua …, 
no sé qué pasa, [quizás] el pasto sucio […] porque ellos 
están prendiendo un pozo de gas y eso arde y arde y 
quema los montes y todo, y es un gas venenosos y los 
animales, pobres, allí mueren (ídem).

Pero trascendiendo las diferentes subjetividades, que pare-
cen menoscabar la validez de los testimonio de las víctimas, 
un simple paseo por la comunidad Kaxipayiñ es suficiente 
para objetivar las percepciones y validar el relato de los afec-
tados y, de paso, comprobar por uno mismo el tremendo im-
pacto que causan las petroleras en las comunidades mapuche 
y los graves riesgos a los que se encuentran expuestos sus mo-
radores. Por ejemplo, es habitual encontrarse con vertidos de 
crudo, piletas a cielo abierto, animales muertos, animales do-
mésticos bebiendo en los cursos de agua contaminados, malos 
olores, tráfico permanente de vehículos pesados, materiales 
industriales abandonados sin ningún control. A esto hay que 
sumar los daños ya señalados por los especialistas, como la 
contaminación acústica por las turbinas de gas y aire, etc. Por 
otra parte, la presencia de controles parapoliciales cubiertos 
por empresas privadas de seguridad que vigilan los accesos a 
los caminos de la comunidad, impidiendo la libertad de mo-
vimientos, interrogando a los visitantes y registrando los datos 
de sus vehículos y la identidad de sus ocupantes, cumpliendo 
funciones como poco alegales, delatan la presión psicológica 
a la que están sometidos los habitantes de las zonas en las 
que se asientan los pozos petrolíferos y la fuerte injerencia 
(en todo los órdenes) de las petroleras en la vida comunitaria, 
por lo que, como hemos visto en Chile en los casos de Ralco 
y las forestales, en las zonas petroleras muchas comunidades 
mapuche de Argentina desarrollan su vida en medio de una 
especie de estado de excepción.
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Igualmente, observamos que el desarrollo y el acceso a 
bienes de primera necesidad se utilizan de manera intere-
sada y partidaria para someter a las comunidades a la vo-
luntad de las empresas. Por ejemplo, una fugaz visita a esta 
comunidad nos pone de súbito frente al problema del agua; 
sólo con ver el depósito cisterna que la empresa YPF tiene 
estacionado en las inmediaciones de la casa del logko se lle-
ga a la conclusión de que el agua constituye el «analizador» 
fundamental para tomar el pulso a las relaciones inter e 
intraétnicas en la comunidad. Además, el preciado fluido 
ofrece la evidencia de prueba de que los recursos hidrícos 
de que dispone la comunidad no son muy recomendables 
para el consumo humano y, por tanto, la gestión del agua 
potable constituye un resorte de poder indiscutible para 
quien lo controla: 

El gobierno tienen que llevar agua obligadamente, la 
petrolera tendría que llevar agua obligadamente por 
haber destruido todo esto, pero no lo está haciendo y 
no solo que no lo está haciendo, sino que la empresa 
les promete que les va a llevar 1.200 litros de agua al 
mes, que no alcanza absolutamente para nada, y un 
poco de plata si ellos aceptan que les hagan unos po-
zos más cerca de su casa. Esa sería la realidad que hoy 
se vive y que evidencia en su máxima expresión hasta 
donde llega la perversión de este modelo extractivista 
(Lefxaru Nawel, ídem).

El agua se utiliza para alterar volundades, crear rivalidades, 
otorgar ascendiente, inmovilizar, etc., convirtiéndose en un 
elemento de división de primer orden para debilitar la resis-
tencia a la actividad petrolera. La respuesta de este dirigente a 
la pregunta sobre sí la gestión del agua crea fracturas entre los 
propios mapuche confirma las apreciaciones del observador 
externo:
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Obviamente, porque es tratar de someter a la vida más 
indigna posible. Sin siquiera agua: si fuera por eso deja-
rían morirse de sed porque ahí no es que vos “caminás” 
un kilómetro y tenés agua o un río; no es que “podás” 
perforar un pozo, como antes y ya, surge agua: no, por-
que está todo destruido (ídem).

Como en otros casos, el impacto psicosocial, ambiental y 
cultural trata de ser enmascarado entregando a las comunida-
des elementos o infraestructuras que pretenden erigirse en in-
dicadores tangibles de la «mejora» de la calidad de vida gracias 
a la actividad petrolera. Estas prebendas pueden manifestarse 
en forma de nuevas sedes comunitarias, que se erigen en sím-
bolos de la modernidad y progreso al ocupar un lugar preemi-
nente en el espacio comunitario y destacar sobre el resto de las 
construcciones, también extraña la proliferación de flamantes 
camionetas «todoterreno», otro símbolo inéquivoco de esta 
sutil política de ocultación, que hace sospechar que las empre-
sas tratan de lavar su imagen y su conciencia inyectando di-
nero y bienes dentro de las comunidades mapuche a cambio 
de impunidad. Lo que parece obvio es que las posibilidades 
de los afectados para torcer la voluntad de las corporaciones 
petroleras y de las autoridades provinciales han sido escasas; 
se impone pues «salvar lo salvable» para poder vivir lo más 
dignamente posible en medio de este entorno envenenado. 

Sin embargo, la vieja pragmática del triage no acaba de anu-
lar la resistencia mapuche ni siquiera en las comunidades más 
intervenidas. Como en los casos anteriores, el campo jurídico 
se erige en la principal arena de disputa política y es en ese cam-
po donde una de las partes deposita las aspiraciones de justicia 
y la otra trata de tergiversar el sentido de las leyes para frenar los 
reclamos. En estas tensiones, la superación del ámbito estatal, 
fuertemente intervenido por los poderes políticos y económi-
cos, resulta capital para la parte más débil, los indígenas. El 
informe 2013 de IGWIA pone el dedo en la llaga en relación al 
papel que juega el poder judicial en todos estos conflictos:
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Existe una tarea minuciosa y metódica para poner toda 
su estructura institucional, política y represiva para, en 
definitiva, transgredir las leyes que el mismo Estado ha 
denunciado.

Desde 2002 todas las acciones judiciales presentadas por 
los mapuche se encuentran paralizadas en los diferentes ni-
veles (http://www.codpi.org f.c. 17/07/2013), lo que viene a 
poner de relieve que el poder judicial, bien por acción o por 
omisión, ha favorecido a las empresas y a las autoridades, 
máxime cuando las primeras evidencias del daño producido 
por la actividad petrolera en la salud de las personas se conoce 
desde 1995. De hecho, en 1996 el tribunal provincial obligó al 
gobierno de Neuquén a suministrar 250 litros diarios de agua 
potable por habitante pero la Administración ha incumplido 
esta sentencia, pese haber sido avalada por los tribunales su-
periores de justicia. 

Ante la indefensión que los mapuche hallaron en los tri-
bunales nacionales, en el año 2000 elevaron su denuncia al 
CIDH de la OEA, obteniendo una solución amistosa me-
diante la cual el Estado argentino se comprometió a entre-
gar a las comunidades toda la información existente sobre la 
explotación petrolífera. Pero de nuevo los acuerdos fueron 
incumplidos y ante la ineficacia de la solución amistosa el 
reclamo fue devuelto a las instancias nacionales. En 2002 los 
mapuche demandaron a Repsol-YPF por 445 millones de dó-
lares en concepto de daños, cuantía que respondía, por una 
parte, a 138 millones por «impacto en la salud psicofísica, la 
vegetación, la fauna y la afección sociocultural» y, por otra, a 
la consideración de gastos por la regeneración del territorio 
afectado, que la consultora Umweltschutz estimó en 307 mi-
llones de dólares. En 2009, un peritaje promovido por el po-
der judicial acordó investigar de nuevo la contaminación del 
yacimiento al comprobar que rebasaba los indicadores permi-
tidos, ordenando el saneamiento de la zona157. Sin embargo, 
157 El único sistema propuesto por el gobierno es el llamado biodegradación, 
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desde entonces no se han llevado a cabo acciones satisfactorias 
para las comunidades (CODPI, ídem). 

Al margen de todos los hilos macroeconómicos jurídi-
cos y políticos que se ciernen sobre la actividad petrolera los 
más grave que se percibe desde una perspectiva integral es el 
impacto psicosocial que produce en las comunidades desde 
el propio sistema cultural y el quebranto de la cotidianidad 
(Ortega, 2008), aspectos sobre los cuales seria conveniente ir 
sistematizando datos, unificando metodologías y poniendo 
en relación estudios de caso. Como ya apuntábamos ante-
riormente, la salud es una de las mayores preocupaciones de 
los indígenas y, quizás el principal indicador del bienestar o 
el malestar de las comunidades. Hay que decir que no po-
demos reducir el concepto de salud únicamente al bienestar 
físico, sino que hay que entenderle de manera integral y desde 
una óptica colectiva, es decir, de todo aquello que afecta al 
bienestar físico, písquico y espiritual de las personas a título 
individual y colectivo, que según la narrativa local deviene, 
principalmente, de la alteración del modo de vida propio, de 
la «contaminación» de  sus hábitats de referencia y de la rup-
tura del orden ético que debe regir en el mundo mapuche, de 
todo esto nos ocuparemos en la tercera parte, baste decir por 
ahora que, como en el resto de los casos presentados a ambos 
lados de Los Andes, los conflictos ambientales y territoriales 
producen narrativas particulares a partir de las representacio-
nes culturales del imaginario mapuche, las cuales se encargan 
de dar cuenta de la realidad, de reforzar la resistencia y de pro-
ducir discursos políticos y argumentos jurídicos movilizando 
la cosmovisión y la percepción particular de la historia con 
otros discursos externos- como el jurídico, etc.-. La cultura 
se actualiza y se reproduce en la práctica de los actores y se 
moviliza para dar cuenta de las condiciones socioeconómicas 
y políticas objetivas que marcan la existencia cotidiana de las 
comunidades, las cuales en todos los conflictos y formulacio-

el más barato del mercado y que consiste en sanear la tierra a expensas de con-
taminar la atmósfera, por lo que los mapuche se oponen.
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nes discursivas aparecen entrelazadas, por lo que los efectos 
que estas intervenciones tiene sobre la vida y los derechos de 
los pueblos indígenas no pueden ser entendidas de manera 
compartimentada. Asimismo, como han señalado Radovich 
y Belazote (2000), quizá el mayor logro de los mapuche haya 
sido la habilidad con la que este pueblo ha manejado el cam-
po cultural para estructurar sus reivindicaciones socioeconó-
micas (y políticas):

La producción de un sistema de representaciones, la 
organización de la identidad y la alteridad, así como la 
conformación de un corpus discursivo forma parte de 
un trabajo simbólico que resulta funcional para expre-
sar sus demandas y reivindicaciones de tipo socioeco-
nómico.
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7.CONFLICTOS ETNOAMBIENTALES 
Y LOS DERECHOS HUMANOS DE 

LOS PUEBLOS ORIGINARIOS 

La coartada de la seguridad y del progreso económico de la 
nación históricamente ha nutrido el argumentario guberna-
mental para justificar la intervención del Estado en el mundo 
mapuche y justificar la represión en determinadas coyunturas. 
Pero estos discursos también han cimentado en el pueblo ma-
puche la idea de que la historia se repite y que las relaciones 
interétnicas están marcadas por el engaño del wigka y un con-
tinuum de violencia. 

De ahí el escepticismo con que se acogió en las comunida-
des mapuche el escenarío que se abrío con la aprobación de 
la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los 
pueblos indígenas y la adhesión al Convenio 169 de la OIT. 
Además, ambos instrumentos, tan reclamados y deseados por 
el movimiento indígena y el entorno indigenista, amenazan 
con verse reducidos a no ser más otra de las solemnes declara-
ciones internacionales para enmarcar pero que se ven perma-
nentemente vulneradas por los Estados. Por tanto, la inciden-
cia práctica en los territorios indígenas dependerá de la firme 
voluntad de reconducir el proyecto económico global y na-
cional concebido para estas zonas hacia un desarrollo de corte 
humano, sostenible y respetuoso con la diversidad cultural y 
biológica, es decir, poniendo freno al modelo extractivista y 
exportador. Los epígrafes que se abordan a continuación tra-
taran de profundizar en todas estas cuestiones a partir de los 
casos descritos.
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C O N S U LTA Y PA R T I C I PA C I Ó N I N D Í G E N A: 
L A N E G A C I Ó N D E L A S D I M EN S I O N ES 
C O L E C T I vA S D E L O S C O N F L I C T O S

El derecho a consultar a los indígenas en todas aquellas cues-
tiones que afectan a sus territorios y culturas está especialmen-
te sancionado por las leyes internas de los Estados que han 
suscrito el Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), pero la realidad es que su aplicación real 
resulta todavía quimérica. Este derecho se encuentra recogido 
en los artículos 6 y 7 del citado convenio (Anaya, 2009 a: 2), 
el cual fue ratificado por Argentina el 3 de julio de 2000 y por 
Chile el 15 de septiembre de 2008. En el artículo 6.1(a), se es-
pecifica que los Estados tienen la obligación de consultar a los 
pueblos indígenas «mediante procedimientos apropiados y en 
particular a través de sus instituciones representativas suscep-
tibles de afectarles directamente». James Anaya, Relator Espe-
cial de la ONU sobre los derechos de los pueblos indígenas, 
señala que dichas consultas deberán ser llevadas a cabo «de 
buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con 
la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimien-
to acerca de las medidas propuestas» (art. 6.2). Igualmente, 
la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los 
pueblos indígenas, que contó con el voto favorable de Chile y 
Argentina en la Asamblea General de Naciones Unidas el 13 
de septiembre de 2007, establece que los Estados «celebrarán 
consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas 
interesados por medio de sus instituciones representativas an-
tes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas 
que los afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, pre-
vio e informado»(art. 19), (ibídem: 3).

Al margen de que los casos anteriormente descritos ocupen 
un amplio margen de tiempo y que en ese momento algunos 
no estuvieran sujetos a los dictámenes del Convenio 169, sin 
embargo, en todos los casos, existía ya una legislación nacio-
nal (basada precisamente en el espíritu de las disposiciones in-
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ternacionales) que contemplaba el derecho a la participación 
y a la información de los indígenas afectados. Sin embargo, se 
observa claramente que las autoridades trataron en lo posible 
de ocultar, manipular o restringir la información a sabiendas 
de que todos los proyectos afectaban a propiedades y elemen-
tos sustanciales de la forma de vida de los indígenas. Por ejem-
plo, en el caso Ralco, se denunció que a las familias afectadas 
por la presa no se les facilitó una información precisa sobre 
cuáles eran sus derechos, entre ellos, el de su capacidad legal 
para negarse a firmar las permutas Namuncura (1999: 177). 
Además, las instituciones ofrecieron una idea tergiversada del 
rol que ocupaba cada uno de los actores personados en el li-
tigio de tal manera que los promotores gubernamentales se 
encargaron de presentar los intereses de la empresa eléctrica 
como si fueran los de Chile. 

En el caso del baipas de Temuco, la dinámica fue similar. 
Una encuesta realizada en el sector de Xuf Xuf a partir de una 
muestra de 61 comuneros afectados (Duran y Quidel, 1998) 
reveló que sólo un 84 % conocía la existencia del proyecto, 
de los que un 32 % declaró que se había enterado por otros 
vecinos o por la prensa. Respecto a la pregunta orientada a 
conocer el grado de aceptación de la carretera, el 71,5 % de 
los encuestados mostraron su rechazo a la obra y sólo un 16,6 
% observó aspectos positivos en el proyecto, sobre todo en el 
plano personal, mientras que un 12% expresó su escepticismo.

A la falta de información o a la manipulación hay que 
sumar la amenaza y la coacción, ya que expresa o tácitamente 
todos los procesos estuvieron acompañados de episodios vio-
lentos y hechos intimidatorios (Chihuailaf, 1999; IEI, 2001; 
CDCML, 2001; Cayuqueo, 2002; FIDH, 2003; ODHPI, 
2009). Por ejemplo, en la zona del Lago Budi las organiza-
ciones opositoras señalaron que el proyecto fue precedido de 
una estrategia coactiva para disuadir la resistencia a la cons-
trucción de la carretera y condicionar la opinión de las comu-
nidades (OLCA, 2002). De hecho, antes de la llegada de las 
empresas constructoras el gobierno envío a la zona efectivos 
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del Cuerpo Militar de Trabajo con la excusa de realizar pros-
pecciones. Como era de esperar, los comuneros contempla-
ron este movimiento con gran inquietud debido a las conno-
taciones represivas que despertaba la presencia de unidades 
militares en el sector lafkenche, fuertemente golpeado por la 
represión durante la Dictadura.

La combinación de la coacción y el engaño fue la tónica 
en la zona pewenche. La vileza con la que actuó Endesa en el 
caso Ralco quedó patente en la manera de obtener la firma de 
las permutas de muchos de los indígenas afectados, los cuales 
no sabían leer. La empresa pretendió enmascarar este hecho 
haciéndose acompañar de un notario para que leyera a los 
interesados las condiciones del contrato, aunque previamen-
te empleados de Endesa se ofrecieron a trasladar a enfermos 
(familiares de los afectados) al hospital de Los Ángeles, previo 
paso por la notaría para firmar los documentos. Este ardid fue 
calificado de «acto criminal» por prestigiosas organizaciones 
de derechos humanos (FIDH, 2003: 41). Una prueba de que 
los pewenche no sabían muy bien lo que estaban firmando 
está en el hecho de que muchos de los que habían concedido 
su autorización al poco tiempo manifestaron su desacuerdo, 
argumentando que sólo deseaban permutar la parte de las tie-
rras que iba a ser anegada. Por su parte, la empresa eléctrica, 
esgrimiendo el contrato firmado por los indígenas, hizo efec-
tiva la ocupación de toda la propiedad, obligando a las fami-
lias a trasladarse a otros terrenos lejos de su comunidad sin 
que se garantizara su forma de vida (Namuncura, 1999: 177). 
El resultado de una investigación realizada por CONADI fue 
concluyente: las motivaciones de los pewenche para permutar 
sus tierras no fueron el fruto de una decisión voluntaria, sino 
que «nos encontramos ante un consentimiento forzado, sin 
más alternativa que salir del lugar de residencia actual» (ibí-
dem: 228). Por tanto, lo que estaba realmente en juego en el 
Alto Bío Bío no era sólo un puñado de tierras indígenas; lo 
que se estaba enterrando en Ralco era todo un modo de vida 
y una forma de concebir el mundo.
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La legislación nacional volvió a defraudar las expectativas 
de los pueblos indígenas de Chile por lo que los pewenche 
buscaron nuevamente la protección de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos de la OEA (CIDH) y de-
nunciaron al Estado por «violaciones de derechos humanos 

cometidos con ocasión del desarrollo del Proyecto de la Cen-
tral Hidroeléctrica de Ralco que lleva adelante la Empresa 
Nacional de Electricidad S.A.» (Huentenao et al., 2002), 
solicitando «medidas cautelares de carácter urgente, a fin de 
evitar daños irreparables a nuestras personas y derechos» (ibí-
dem: 52). El argumento de fondo para recurrir a la CIDH se 
fundamentó en el convencimiento de los indígenas de que 
el poder ejecutivo y el aparato judicial habían sido utilizados 
interesadamente contra sus derechos fundamentales:

(...)En suma, tanto el Poder Ejecutivo como el Poder 
Judicial han violado su deber de dar cumplimiento a 
la propia legislación del Estado chileno, así como a su 
deber de dar protección a los indígenas afectados por el 
Proyecto Ralco (Huentenao et al., 2002: 20).

Actualmente la situación sigue siendo la misma, pues en 
la mayoría de los litigios que enfrentan al Estado con los in-
dígenas estos tienen que recurrir permanentemente al sistema 
internacional de derechos humanos, bien para denunciar in-
cumplimientos, bien para manifestar su desacuerdo con las 
lecturas interesadas que hacen de los derechos indígenas los 
respectivos gobiernos. 

No obstante, la acción de los gobiernos es cada día más 
hipócrita y sutil como se pone de manifiesto en el desarrollo 
al derecho de consulta. La práctica más extendida hoy en día 
por los Estados es desvirtuar el sentido original del derecho 
internacional y amoldarlo a sus intereses, por ejemplo, en 
unos casos se niega el carácter vinculante de las consultas y en 
otros se utilizan procesos de participación enrevesados, adul-
terados o poco representativos. Por tanto, las disputas ahora 
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se centran en el contenido y el proceso seguido para articu-
lar internamente el derecho de consulta sin perder su sentido 
original.

El informe de la visita realizada por el Relator Anaya a 
Argentina en 2011 reprochaba al gobierno la falta de regula-
ción del proceso de consulta consignado en el Convenio 169 
de la OIT, aspecto que resulta especialmente grave ante la 
promoción por parte del Estado de industrias extractivas que 
son altamente dañinas para el medio ambiente de los territo-
rios indígenas y para la vida de sus habitantes (Anaya, 2012). 
Por tanto,, para las autoridades las concesiones otorgadas a las 
empresas hidrocarburíferas y mineras son de interés nacional 
y, como en otros casos, hacen prevalecer unos cuerpos norma-
tivos sobre otros. A esto hay que sumar la negligencia de los 
gobiernos provinciales para aplicar la legislación específica y 
las fundadas sospechas de connivencia entre los poderes pú-
blicos y diferentes actores regionales y empresas transnaciona-
les, los cuales ven en las reclamaciones indígenas un obstáculo 
para sus intereses económicos, como señala la Confederación 
Mapuche de Neuquén (CMN) en el informe elaborado con 
motivo de la visita del Relator Especial: los gobiernos provin-
ciales «no han desarrollado los reglamentos de la legislación 
indígena vigente en el país o utilizan subterfugios para evadir-
la». Un ejemplo recurrente es declarar tierras fiscales los luga-
res en los que se ubican las explotaciones petrolíferas y mine-
ras, de esta manera se intenta evadir la obligación de activar 
el derecho a consulta, por eso esta organización considera que 
«la consulta es letra muerta en la provincia de Neuquén y más 
o menos en toda Argentina» (CMN, 2011).

En Chile, país que se incorporó más tarde a la firma del 
Convenio 169 y de la DNUDPI, aún se encuentra en el pro-
ceso de regulación interna. Mientras tanto estamos ante un 
tema especialmente disputado y no exento de muchas con-
tradicciones, sobre todo a raíz de que algunas sentencias se 
han decantado del lado mapuche al entender que el derecho 
a consulta y la legislación internacional suscrita por el Estado 



no está sujeta a una regulación específica, sino que se incorpo-
ra directamente a la legislación nacional, aunque esta postura 
no constituye la tónica general.

El informe del Instituto Nacional de Derechos Humanos 
(INDH) en el capítulo referente a los derechos indígenas 
(2010: 91-112) se hace eco de estas contradicciones que acon-
tencen en las diferentes instancias de la judicatura:

La jurisprudencia de los tribunales superiores de justi-
cia ha sido contradictoria en el reconocimiento especial 
de consulta establecido en el Convenio 169 de la OIT 
(2010: 102).

El documento pone como ejemplo la revisión de la sen-
tencia del proyecto de conducción y descarga de residuos al 
mar de la planta de Celulosa Arauco de Valdivia, en la que se 
afirma que la consulta ya estaba contenida en los mecanismos 
de estudio de impacto ambiental [artículo 26 de la Ley Nº 
19.300], es decir, que depende de otra ley nacional que regu-
la este derecho. Por el contrario, la Corte de Apelaciones de 
Puerto Montt, ante el recurso interpuesto por la comunidad 
Pepiukelen de Pargua contra la empresa pesquera Los Fiordos 
Ltda por «afectación de tierras y lugar ceremonial», sostiene 
que la Ley de Evaluación del Impacto Ambientales es diferen-
te a los mecanismos contemplados en el Convenio 169:

(…) el derecho a participación que consagra el artículo 
6 nº 1 y 2 del convenio 169 (…) es autoejecutable, esto 
es, no requiere de otra ley para que pueda invocarse 
ante los Tribunales (…) (ídem). 

Los diferentes intentos realizados por los gobiernos chile-
nos para regular este derecho han sido muy cuestionados por 
organizaciones mapuche158 y de derechos humanos (INDH, 

158 El gobierno chileno aprobó el Decreto 124 del «Reglamento de Consulta 
y Participación de los pueblos indígenas de Chile» (septiembre de 2008) que 
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2010, 2013), incluso llegó a generar una agria polémica entre 
las autoridades chilenas y el Relator Especial de la ONU, Ja-
mes Anaya, debido a las maniobras gubernamentales dirigidas 
a desvirtuar aspectos sustanciales de la normativa internacional 
ante determinadas decisiones del Estado que afectan a los te-
rritorios indígenas. El Relator se vio obligado a puntualizar el 
sentido que otorgan las Naciones Unidas y los representantes 
de pueblos indígenas a estos principios (2009 a y 2009 b: 9-24). 

La ambigüedad sobre la situación jurídica por la que atra-
viesan las comunidades en Argentina afecta de forma deter-
minante al derecho a la consulta, pues el argumento que sirve 
a los gobiernos provinciales para negar la legitimidad de quie-
nes reclaman este derecho es cuestionar la existencia de comu-
nidades indígenas en los territorios afectados por actividades 
que deberían someterse a este proceso:

[…] negando justamente la autoridad que tiene esa co-
munidad [sobre el territorio], tratando de evadir de mil 
formas las obligaciones que tienen sobre ese lugar, ne-
gando la existencia de cada una de esas comunidades: 
eso es lo que a ellos, en teoría, les da el argumento legal 
para decir que está todo bien lo que están haciendo, 
es como cuando se empezó el conflicto acá en Loma 
Campana, en Vaca Muerta, también negaron la exis-
tencia de las comunidades. Hasta que la comunidad 
toma dos y después cuatro pozos de hidrofractura el 
gobierno jamás se sienta a dialogar, el gobierno jamás 
propone diálogo, el gobierno jamás propone respeto y 
la petrolera menos: está en su naturaleza capitalista, por 
algo son una petrolera y no una fundación de caridad 
(Lefxaru Nawel, 28 de noviembre de 2013).

según los especialistas transgrede los estándares internacionales que inspira el 
Convenio 169 de la OIT en lo referente a la obligación de consultar a los pue-
blos indígenas (http://www.politicaspublicas.net/panel/imp/392-decreto-124.
htm, f.c., noviembre de 2008). Finalmente, ante el rechazo general, el 15 de 
noviembre de 2013, se aprobó el Decreto Supremo nª 66 que «Regula el Proce-
dimiento de Consulta» del C 169 de la OIT y deroga otras normativas.
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En Chile, parece claro que la estrategia para imponer los 
megaproyectos se benefició de los decretos de división de la 
propiedad comunal indígena promulgados por el gobierno 
militar de Pinochet, en la medida en que estas leyes impusie-
ron una suerte de liberalización del territorio mapuche y fa-
vorecieron que entre ellos se instalara la lógica de la propiedad 
privada mercantil, la cual se considera una verdadera tragedia 
para la sociedad mapuche, como resaltaron algunos dirigentes 
mapuche en el transcurso de una de las reuniones celebradas 
por la Comisión de Verdad y Nuevo Trato en Temuco: «La 
aculturación y la propiedad privada son una tragedia para 
nuestros lof mapu» (Nahuelpan, dirigente del wiji mapu, 30 
de julio de 2002).

Los intentos de los gobiernos por negar o liquidar la pro-
piedad comunitaria es otro de los mecanismos empleados por 
los gobiernos para eludir las disposiciones internacionales, 
puesto que el tratamiento individualizado del daño es una 
forma implícita de no reconocimiento de los derechos colec-
tivos. Con esta estrategia se persigue romper la unidad del 
grupo y evitar que los problemas puedan ser enmarcados en 
el contexto de las reivindicaciones generales de los indígenas 
con el Estado.

La creciente instalación de la familia nuclear y la tendencia 
a la privatización de la propiedad han favorecido la estrategia 
de individualización de los litigios existentes entre los mapu-
che, los Estados, los particulares y las empresas. Cuando los 
megaproyectos o la creación de infraestructuras irrumpen en 
los territorios indígenas la lógica hegemónica trata de circuns-
cribir las reclamaciones a las tierras directamente afectadas 
aceptando como interlocutores sólo a las familias o comu-
nidades afectadas despojando los reclamos de connotaciones 
étnicas para bajar su perfil político y transformarlos en vulga-
res pleitos entre partes privadas. De esta manera, los innume-
rables casos que salpican la geografía mapuche se refieren a la 
familia tal contra la empresa o el propietario cual, en el mejor 
de los casos se vincula a un organismo determinado pero de 
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ninguna manera se acepta la existencia de un litigio general 
entre el pueblo mapuche y el Estado o la sociedad dominante 
en general. 

En los casos presentados trataron de soslayarse las dimen-
siones colectivas del daño desde una perspectiva étnico-cultu-
ral. Así cuando las obras involucraban a varias comunidades, 
se buscaba romper la solidaridad étnica utilizando como se-
ñuelo el discurso del desarrollo, las prebendas económicas y 
azuzando las rivalidades históricas entre familias o comunida-
des. El engaño, la coacción, el reparto politizado de recursos, 
las promesas incumplidas, etc., son algunos de los elementos 
que se suelen movilizar para desunir y desviar la atención de 
los problemas colectivos, de clara raíz política y cultural, para 
desplazarlos al ámbito privado en el que, en el mejor de los 
casos, se reconocen únicamente los derechos de las familias 
directamente afectadas. 

Por ejemplo, en el caso Ralco, el 16 de septiembre de 2003 
se produjo el acuerdo definitivo entre ENDESA y las familias 
pewenche que se opusieron a la presa, curiosamente, teniendo 
al gobierno como «garante»159. La reunión estuvo rodeada de 
159 Con fecha 16 de septiembre de 2003 se firmaron dos memorándum re-
lacionados con el caso Ralco, el primero vinculaba al Gobierno y las familias 
pewenche y el segundo incluía también a ENDESA (CID-OEA, 26 de febrero 
de 2003, a b y c). El contenido de los acuerdos fue el siguiente: «1. Memoran-
dum de Entendimiento entre el Gobierno y las Familias Pehuenche: Por el 
cual el gobierno de Chile, dejando constancia de la individualización de las de-
mandantes (punto 4º), se comprometía a adquirir 1.200 hectáreas en el Fundo 
El Porvenir para ser transferidas a título gratuito a las familias suscriptoras del 
acuerdo. Además, a través de diferentes organismo públicos, se comprometía a 
proporcionar asistencia técnica a los proyectos de desarrollo realizados en esos 
terrenos. En otro orden de cosas, se comprometía a otorgar 8 pensiones de 
gracia y 22 becas de estudio a familiares de las propietarias, así como otorgar 
subsidios habitacionales para la relocalización de las familias afectadas por las 
permutas de tierra. En este documento, se deja constancia de que las familias 
aceptan resolver definitivamente el punto 50 del documento base para el acuer-
do establecido con el CIDH (26 de febrero de 2003) referido a: «Medidas para 
satisfacer las demandas particulares de las familias pehenche afectadas». Por 
ello, las familias deberán presentar ante la CIDH el instrumento que de cuen-
ta de la referida solución amistosa. 2. Memorandum de Entendimiento entre 
Propietarias Pehuenche- ENDESA- Gobierno. ENDESA entregará a cada una 
de las propietarias pewenche 77 hectáreas de características similares a las que 
serán permutadas y restituirá a CONADI los saldos de tierras de las propieta-
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un gran hermetismo ya que las autoridades quisieron ponerla 
a resguardo de cualquier injerencia externa, por ello llevaron 
a las mujeres pewenche a Santiago, que asistieron confiadas a 
la reunión por la presencia del entonces Ministro Secretario 
de la Presidencia, de etnia mapuche, Francisco Huenchumi-
lla. El acuerdo que se fraguó en esa reunión fue anunciado 
a «bombo y platillo» por las autoridades, lo que supuso un 
jarro de agua fría para el movimiento ecologista y, sobre todo, 
para la resistencia mapuche, que reaccionó airadamente ante 
el acuerdo calificándolo de engaño, traición de los abogados 
y manipulación de la imagen de las mujeres pewenche, pues 
nadie creyó que el acuerdo hubiera sido alcanzado voluntaria-
mente. Por este motivo, una comisión de dirigentes de diver-
sos territorios se desplazó hasta el Alto Bío Bío para reunirse 
con las «ñañas» y verificar lo ocurrido en Santiago. Para dar 
solemnidad a la audiencia, los dirigentes mapuche pusieron 
como testigo «la sangre de los antepasados y al creador Gene-
chen». Bajo estos principios sagrados, las mujeres aseguraron 
que habían sido engañadas y que no sabían exactamente lo 
que habían firmado160. Estas declaraciones ratificaron las sos-
pechas de las organizaciones mapuche de que la mencionada 
reunión había sido una estrategia urdida por el gobierno para 
aislar a las mujeres pewenche de las organizaciones mapuche 
y forzarlas a un acuerdo secreto. Los dirigentes denunciaron 
el ardid y proclamaron que, pese a todo, el conflicto de Ralco 

rias que no sean afectadas por el embalse. Además, compensará en efectivo a 
cada una de las propietarias de forma individualizada con la cantidad de 200 
millones de pesos chilenos (unos 307 mil dólares USA). También se entregará 
–a una institución definida de común acuerdo entre la empresa y los propieta-
rios– la suma de 300 millones de pesos, para impulsar programas de desarrollo 
que beneficiarán a los afectados indirectos, que serán individualizados por la 
institución, así como una renta vitalicia D. Fermín Beroiza Huentenao. Las 
familias pewenche deberán desistir de todas las acciones judiciales y adminis-
trativas interpuestas en los organismos y tribunales nacionales, renunciando a 
tomar otras acciones respecto a este conflicto.
160 Según la organización mapuche Xeg Xeg (correo electrónico, 30 de sep-
tiembre de 2003), el 24 de septiembre una delegación de diferentes dirigentes 
del territorio mapuche viajó al Alto Bío Bío para conocer de primera mano la 
versión de las lamgen (hermanas).



240

Derechos Indígenas, Conflictos Ambientales y Territoriales: El Caso Mapuche

no podía darse por cerrado en tanto que era un asunto que 
no solo involucraba a las firmantes como afectadas, sino al 
pueblo mapuche en su conjunto:

(...) dejar de manifiesto que el tema de Ralko no es sólo 
un asunto de los Pewenche, sino del pueblo mapuche 
en general, así lo hemos manifestado desde los inicios 
del conflicto.

Por tanto, nos reservamos el derecho de utilizar to-
dos los caminos para defender nuestros derechos como 
Pueblo Nación Mapuche (Comunicado COITM161, 30 
de septiembre de 2003).

Los mecanismos de compensación fueron en la misma di-
rección. En un primer momento, sólo se tuvieron en cuenta 
los parámetros occidentales tomando el valor mercantil del 
suelo como la única medida cuantificable para evaluar el daño. 
No obstante, este criterio no dejaba de ser truculento puesto 
que las tierras afectadas no fueron tasadas incorporando el 
valor añadido de la rentabilidad potencial del suelo que de-
rivada de las nuevas actividades y usos162 (Namuncura, 1999: 
171). Por otra parte, al limitar el valor del suelo a su vertiente 
productiva o inmobiliaria, fueron expresamente excluidas las 
dimensiones asociadas a todos aquellos aspectos que guardan 
relación con los derechos colectivos de los mapuche, como 
por ejemplo, la cultura, la religión, etc. 

Lo cierto es que los mapuche que consintieron en aceptar 
soluciones individuales actuando ante el Estado como «pro-
pietarios» salieron económicamente perjudicados en relación 
con aquellos que optaron por resistir y movilizarse en torno a 

161 Coordinadora de Organizaciones e Identidades Territoriales (Nagche, 
Wenteche, Williche, Lafkenche, Pewenche, Pikunche, Warriache).
162 Según un documento inédito (Denuncia: El Escándalo Ralco, s/f: 29) la 
empresa Price Waterhouse Servicios Financieros Ltda. realizó un estudio del 
potencial hídrico y tasó las tierras vinculadas al proyecto (1.335 hectáreas) en 
23.700.000 US$, es decir en 17.752 US$/hectáreas; mientras que ENDESA 
pagó a los pewenche 1/20 o 1/25 parte de su valor comercial.
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las dimensiones culturales y colectivas de los problemas plan-
teados. Es un hecho que cuanto más resistencia ofrecen los 
mapuche y los conflictos se articulan en claves étnicas con-
siguen encarecer las indemnizaciones al obligar a las autori-
dades a introducir un «plus cultural» orientado a reparar el 
impacto sociocultural, como ocurrió  también en el caso de 
la ruta Sur en Rofwe y se comprobó en el caso Ralco en las 
condiciones que obtuvieron los últimos opositores frente a 
aquellos pewenche que firmaron en primera instancia.

En síntesis, podemos observar una serie de patrones co-
munes a todos los casos que se superponen a las respectivas 
adscripciones nacionales, puesto que no constituyen estrate-
gias nacionales, sino que se enmarcan dentro del empeño del 
capitalismo neoliberal por soslayar la legislación internacio-
nal, velar por los intereses corporativos y menoscabar las de-
mandas indígenas en pos del máximo beneficio. 

En primer lugar, bajo la excusa del interés nacional o del 
bien común las respectivas instancias gubernamentales tratan 
de neutralizar la legislación internacional en materia de dere-
chos indígenas, así como sus propias leyes nacionales median-
te dos estrategias: la primera, declarando la fiscalidad de las 
tierras y territorios indígenas, o negando su existencia; y la se-
gunda calificando de «interés común» el proyecto o la activi-
dad a desarrollar. En este sentido, se observan tensiones entre 
instancias judiciales y discursos dirigidos al exterior exaltando 
la soberanía nacional para evadir la legislación internacional y 
se otorga primacía a unos cuerpos normativos sobre otros: los 
que ofrecen mayores garantías a los proyectos económicos de 
los respectivos gobiernos.

En segundo lugar, los estados intentan reglamentar inter-
namente la manera de ejecutar y concebir el derecho a con-
sulta de los pueblos indígenas tratando de enrevesar el espíritu 
del Convenio 169 de la OIT haciendo interpretaciones restric-
tivas e interesadas del mismo. En general, tras estas maniobras 
truculentas se esconde el interés de los gobiernos por negar 
el carácter vinculante de las decisiones de las comunidades 
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tratando de hacerlas meramente consultivas para cumplir con 
el trámite que exigen los cánones internacionales.

En tercer lugar, se observan coartadas autojustificatorias 
y problemas reales para articular la participación indígena en 
los procesos de toma de decisión. Esta situación deriva de las 
siguientes circunstancias: a) de los intentos gubernamentales 
por cooptar a los líderes o contar con una dirigencia funcional 
a sus intereses; b) del cuestionamiento de la representatividad 
de las organizaciones indígenas y de los niveles de represen-
tación que deben ser considerados en las consultas y c) del 
fraccionamiento o acefalía del movimiento indígena, aspecto 
que resulta especialmente relevante en el caso mapuche.

Y en cuarto lugar, los procedimientos, tiempos y protoco-
los responden a las pautas e intereses de las instituciones y a 
las necesidades del aparato burocrático que no tienen en cuenta 
las propias formas de las comunidades y los pueblos involucra-
dos, por lo que la participación está mediada por la situación de 
subordinación y dependencia respecto a las posibilidades técni-
cas, logísticas y procedimentales de que disponen los pueblos 
indígenas; en muchas ocasiones, y en el mejor de los casos, la 
supuesta participación y la transferencia de información com-
pleja y abundante, a la que las comunidades están obligadas a 
dar respuesta en unos plazos imposibles, opera como estrategia 
de distracción y de contrainformación. En este sentido, coinci-
dimos con Lenton y Lorenzetti, (2008: 245) cuando afirman que 
la participación cobra sentido como dispositivo que encubre las 
prácticas neoliberales para conseguir comprometer activamen-
te a los gobernados «responsabilizando» a su vez a «los sujetos 
interpelados«. Además, el manejo instrumental de la carencia 
constituye una estrategia del Estado para dividir a los indígenas 
y le permite situarse en el papel de árbitro de los conflictos entre 
comunidades y empresas, cuando en realidad es «juez y parte».

En resumen, lo que parece ocurrir es que, paralelamente a 
que los derechos humanos de los pueblos originarios se abren 
paso en el plano internacional, los diferentes Estados se en-
cuentran inmersos en la tarea de fagocitar los nuevos derechos 
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indígenas a través de estrategias sutiles y manejando la retó-
rica y la maraña jurídica para proteger su hegemonía sobre el 
territorio y, sobre todo, retener el poder de decisión sobre las 
actividades y los recursos naturales que contienen las tierras 
indígenas, tratando así de garantizar las inversiones naciona-
les y extranjeras y ofrecer seguridad jurídica a las empresas 
dentro de las reglas del juego marcadas por la globalización 
neoliberal. Sin embargo, como han señalado acertadamente 
Lenton y Lorenzetti, los gobiernos conciben un tipo de parti-
cipación funcional que sirve a su estrategia de fundamentar su 
legitimidad, mientras que los indígenas tratan de manejar los 
espacios institucionales de participación para dotarlos de un 
nuevo sentido y aprovecharlos en su propio beneficio: 

Asistimos [en la cuestión indígena] a una suerte de 
“confluencia perversa” entre el proyecto neoliberal y el 
participativo democratizante: Esta confluencia se daría 
entre el requisito de participación fijado desde las agen-
cias estatales y las demandas de dominio autónomos de 
decisión propulsados por el activismo indígena. El mal-
entendido semántico que habilita la subordinación de 
las segundas a la primera se constituye así en el centro 
de la puja hegemónica (Lenton y Lorenzetti, 2008: 245).

Mientras tanto, los indígenas tratan de manejar el discurso 
del derecho para fortalecer sus estrategias de resistencia apro-
vechando los espacios que ofrece el sistema dominate y el dis-
curso del nuevo trato, la tolerancia y la interculturalidad. En 
este sentido, el derecho a consulta y, en general, las disposicio-
nes internacionales, condicionan cada vez más la acción de los 
gobiernos en relación a los proyectos de desarrollo nacional y 
a la explotación de los recursos naturales de las tierras indíge-
nas, sobre todo por la estrecha vigilancia que existe por parte 
de los organismos multilaterales debido a la externalización 
de los conflictos por parte del movimiento indígenas y las 
organizaciones no gubernamentales.
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E L S E Ñ u EL O D E L D E S A R R O L L O 

En el imaginario indígena, la forma en la que han maneja-
do los diferentes gobiernos la idea de desarrollo dentro de sus 
territorios remite a la memoria de la ocupación y se entiende, 
en general, como una cortina de humo para esconder otros 
proyectos no enunciados que se relacionan con una nueva co-
lonización, pero ahora en su versión desarrollista neoliberal. 
En otros casos, el desarrollo constituye una de las dos caras 
de la política del «palo y la zanahoria» mediante la cual los 
gobiernos han tratado de aplacar la resistencia de los pueblos 
indígenas a las actividades no deseadas en sus territorios. 

Lo cierto es que el desarrollo es la «zanahoria» y la idea 
fuerza que mueve la política indigenista de los gobiernos lati-
noamericanos. En el caso mapuche, esto resulta evidente sólo 
con ver que las instituciones que se ocupan de este ámbito163 
o bien contienen en su nombre la palabra desarrollo o depen-
den del organismo que porta esa denominación. Por ejemplo, 
en Chile está la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena 
(CONADI), agencia estatal dependiente orgánicamente del 
Ministerio de Desarrollo y Planificación (MIDEPLAN) y en 
Argentina el Instituto Nacional Indigenista que se encuadra 
en el Ministerio de Desarrollo Social, cuya carta de presen-
tación en la web oficial no deja lugar a dudas de cuál es su 
cometido:

El objetivo del INAI es la atención y apoyo de los abo-
rígenes y a las comunidades indígenas existentes en el 
país, asegurar su defensa y desarrollo, su plena parti-
cipación en el proceso socioeconómico de la nación 
respetando sus propios valores y modalidades (http://
www.desarrollosocial.gob.ar/inai/104, fc. 18 de marzo 
de 2014).

163 Sobre el tema de las instituciones mediadoras, la legislación indigenista y 
el movimiento indígena puede verse Vergara, Foerster y Gundermann (2005).



245

conflictos etnoamBientales y los derechos humanos de los PueBlos originarios

Esta coincidencia, que no es fortuita, pone de relieve que 
para muchos Estados latinoamericanos los indígenas, antes 
que sujetos de pleno derecho, son objeto de desarrollo, en la 
acepción más rancia y etnocéntrica del término, a saber:

(...) la ideología del desarrollo constituye (y a la vez re-
fleja) toda una visión del mundo, en la medida en que 
presupone una determinada concepción de la historia 
de la humanidad y de las relaciones entre el hombre y 
la naturaleza, y también asume un modelo implícito de 
sociedad considerado universalmente válido y deseable 
(Viola, 2000: 12).

La cuestión del desarrollo, lejos de ser una rémora de las 
viejas políticas indigenistas, sigue siendo la punta de lanza de 
los modelos interculturales promovidos desde el poder. Esto 
es debido, según Lenton y Lorenzetti (2008: 245), a que el 
Estado-nación se enfrenta a un doble desafío: por una parte, 
el de la integración en los mercados mundiales y, por otra, el 
de la integración social de la «comunidad nacional». Para es-
tos fines trata de manejar las tensiones entre los dos vectores, 
a veces, opuestos, utilizando la potencialidad del activismo 
indígena en programas «neoasistencialistas» intentando así 
involucrar a los «asistidos en programas sociales autorrespon-
sabilizantes» (ibídem: 244) con el fin de gestionar socialmente 
los conflictos:

[El Estado] ha intentado encapsular la cuestión indíge-
na en programas de asitencia a la pobreza, suturando 
los puntos de conflictividad entre el Estado argentino y 
los Pueblos indígenas (Lenton y Lorenzetti, 2008: 246).

De hecho, el mito del desarrollo ha ocupado un lugar pre-
ponderante en el discurso público desplegado en el «Conflicto 
Mapuche» de Chile y, quizás, en ciertos momentos, ha sido el 
más eficaz para desarmar la resistencia. De entrada, los gran-
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des proyectos que afectaron al territorio del Gulu Mapu trata-
ron de legitimarse aludiendo al «bien común» y al «desarrollo 
de la nación», sin embargo, las organizaciones mapuche de la 
zona coincidieron en señalar que este tipo de «macroproyec-
tos» están asociados a los negocios privados de importantes 
corporaciones. De hecho, los intereses movilizados dejaron al 
descubierto el discurso del bien común y del interés general 
(COITM, septiembre de 2003). Veamos, no obstante, una 
declaración del Presidente de Endesa Internacional: 

Ralco es un ejemplo de cómo, a veces, invertir en este 
país no es fácil y hay que negociar hábilmente para 
hacer coincidir las necesidades de las mayorías con los 
derechos de las minorías indígenas y los intereses em-
presariales [en esta zona habitan 4.000 pewenche en 
siete comunidades de las cuales dos han quedado afec-
tadas]. Parte de los habitantes se opusieron al proyecto, 
apoyados por grupos ecologistas y grupos indigenistas, 
planteando un fuerte conflicto entre los intereses de las 
familias que vivían aquí y las de un país que necesitaba 
energía. Otro problema, la construcción de la central 
significaba modificar de manera radical las condiciones 
[ambientales]. (...) Los países inteligentes como Chi-
le, como el nuestro, lo que tienen que hacer es equi-
librar las decisiones entre desarrollo económico y el 
medio ambiente (declaraciones a TVE 2, 13 de mayo 
de 2005164).

Salvando las distancias, las actuales políticas de desarrollo 
en las comunidades mapuche en las zonas de conflicto, han 
estado presididas por la misma lógica que la estrategia asi-
milacionista desplegada por la dictadura de Pinochet, si bien 
con otras formas más sútiles y «democráticas». Si ponemos 

164 Televisión Española 2 (TV2): «Chile el progreso prudente» En Portada, 
13 de mayo de 2005, José Antonio Sacaluga (Director). Guión y Realización: 
Andrés Luque Pérez.
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en relación el programa económico de los militares, los me-
gaproyectos y la reinstauración de las leyes represivas del ré-
gimen anterior por parte de los gobernantes democráticos se 
puede observar nítidamente que lo que mueve a los Estados 
a declarar zona de desarrollo a determinadas áreas indígenas 
son, por una parte, la necesidad de amortiguar el impacto de 
los proyectos y apaciguar la conflictividad, por otra, crear las 
condiciones socioeconómicas para la implantación de los mo-
delos económicos propiciados por las elites nacionales.

Que existen fuertes conexiones entre estas élites y las em-
presas transnacionales es un hecho, y estas son las que deciden 
qué modelo de desarrollo conviene aplicar a las zonas suscep-
tibles de acoger sus actividades económicas. En muchos casos, 
estos vínculos arrancan de las dictaduras ya que, además de la 
lucha contra el comunismo, los militares se encomendaron 
a la misión de poner en marcha el experimento neoliberal, 
como bien pudo constatar Mönckeberg (2001: 14) respecto a 
las conexiones existentes en Chile entre las empresas públicas 
privatizadas durante la Dictadura Militar y los consejos de ad-
ministración de las empresas nacionales que más tarde fueron 
privatizadas y absorbidas por las transnacionales, como ocu-
rrió con Endesa. Asimismo, el balance de la «contrarreforma 
agraria» posterior al golpe de Estado demostró que las moti-
vaciones de los militares se encontraban lejos del concepto de 
bien común y de los intereses generales de la nación a la hora 
de devolver las tierras colectivizadas durante la reforma agraria 
de Allende, pues fueron a parar a las empresas forestales. Un 
discurso de Pinochet deja en evidencia que los argumentos de 
antaño no difieren tanto de los actuales, en los cuales el desa-
rrollo cumple con los dos objetivos anteriormente expuestos, 
fomentar la inversión exterior e integrar los territorios indíge-
nas al proyecto nacional y preservar la «seguridad nacional»: 

[El desarrollo de estas zonas se hace] no sólo para in-
centivar la inversión en estos territorios sino que ade-
más mejora las condiciones de vida para quienes allí vi-
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ven: asimismo permitirá ir superando vulnerabilidades 
a la seguridad que la existencia de estas insularidades 
conlleva (Pinochet, 1994: 1 en Aylwin, 2001: 11, nota 1).

Lo mismo ocurre con la política forestal en Chile. El desa-
rrollo y el interés común se acomodan más a intereses particu-
lares y de las transnacionales que a los intereses locales. Según 
los datos de algunas organizaciones mapuche, el grueso de las 
plantaciones forestales se encuentra en manos de los grupos 
de empresas Arauco, Terranova y CMPC (McFall y McKin-
non, 2001: 48), corporaciones empresariales con inversiones 
en múltiples sectores de la economía y en diversos países de 
América Latina (Seguel, 2002: 6). Además, en todos ellos par-
ticipan importantes empresas transnacionales de Norteaméri-
ca, Japón y Europa (CTT, 1997: 82-83): 

Estos grupos económicos mantienen estrecha relación 
con diversos actores del acontecer político chileno. Una 
enorme lista de ex ministros y subsecretarios del régi-
men de Pinochet (que también incluye a ex altos cargos 
de la Concertación), periodo en que se consolidó y se 
aseguró la proyección y riqueza de estas empresas, se 
sumaron luego a sus intereses, formando parte de sus 
directorios y consejos de administración o relaciones 
comerciales contractuales (Seguel, 2002: 7).

El Estado, en un hábil ejercicio de manipulación comu-
nicativa, propaga la creencia de que la línea divisoria entre 
lo público y lo privado no existe y presenta las actuaciones 
empresariales como parte de la acción del Estado, puesto que 
el discurso oficial difunde que los intereses del Estado y de las 
grandes empresas son los mismos, en tanto que las corpora-
ciones empresariales son exhibidas como actores imprescindi-
bles en el proyecto de desarrollo nacional. Esta confusión se 
pudo observar nítidamente en el caso Ralco cuando el Estado 
endosó en la cuenta de todos los chilenos los costes económi-
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cos, sociales y ambientales de las actuaciones irregulares de 
Endesa (Sara Larraín, 19 de septiembre de 2004).

En esta lógica hegemónica, el desarrollo nacional y el de 
los pueblos indígenas van en el mismo sentido, por lo que no 
debería haber contradicción entre lo que es bueno para los 
indios y las políticas económicas imperantes, que según el co-
nocimiento experto dominante son la únicas posibles y que, 
curiosamente, son las apetecidas por el modelo neoliberal, es 
decir: la liberalización y explotación de los recursos naturales 
de los territorios indígenas y la incorporación indígena a los 
modelos productivos, eso sí, con «pertinencia cultural», que 
en muchos casos no es otra cosa que una suerte de folclo-
rización y banalización de las culturas originarias. Veamos a 
continuación la declaración del INAI argentino: 

(…) implementando programas que permitan su acce-
so a la propiedad de la tierra y el fomento de su pro-
ducción agropecuaria, forestal, minera o artesanal en 
cualquiera de sus especializaciones, la preservación de 
sus pautas culturales en los planes de enseñanza y la 
protección de la salud de sus integrantes (ibídem).

Lo cierto es que después de años de explotación de los 
recursos naturales por parte de las grandes coporaciones, el 
desarrollo de los pueblos indígenas jamás se materializó. No 
hay más que ver que los diferentes gobiernos siguen creando 
organismos para acercar derechos y servicios que deberían es-
tar ya garantizados como la educación o la sanidad. Sin em-
bargo, como señala Briones (2008:12), dentro del modelo de 
«gobernabilidad neoliberal» se observa que a medida que se 
enuncian en el papel derechos particulares de los pueblos in-
dígenas, como parte de los derechos humanos, en la práctica, 
se observa un incumplimiento y un retroceso de los derechos 
económicos y sociales por parte de los gobiernos.

Las políticas públicas implementadas en algunas comuni-
dades en conflicto se encargan de poner en evidencia la fa-
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lacia del discurso del desarrollo, pues en muchos casos son 
una mera coartada para sofocar o manejar los conflictos. Por 
ejemplo, los mapuche de Mawidache y Xapilwe (sector de 
Makewe), críticos con el proyecto gubernamental de cons-
truir un aeropuerto internacional en Quepe (Comuna de 
Freire), denunciaban que el supuesto desarrollo que acompa-
ña a ese proyecto, en realidad, era una estrategia para abrir su 
territorio a la especulación y a la rapiña. Su mejor argumento 
se encontraba en la denuncia de la pasividad y la negligencia 
de las autoridades para cumplir con el compromiso de restau-
rar el puente de Mawidache, vital para garantizar la movilidad 
cotidiana y la salud de los habitantes del sector (Javier Meli-
man, 15 de enero de 2009165).

El desarrollo no sólo funciona como señuelo, sino como 
chantaje y mecanismo para debilitar la resistencia, fracturar 
al movimiento mapuche y aislar a los más beligerantes. En 
este juego de intereses, las empresas constructoras y el propio 
gobierno, a través de los organismos indigenistas, de determi-
nadas ONG y fundaciones, despliegan diferentes iniciativas 
para amortiguar la conflictividad y cooptar a los dirigentes 
de las comunidades mapuche a través de la politización de las 
ayudas y de los fondos de desarrollo, tanto nacionales como 
extranjeros, estrategia que parece ser común a otras zonas de 
América Latina donde se dan conflictos de naturaleza similar 
(ver Cuadro 12). 

El proyecto más emblemático y que mejor ha servido a los 
fines gubernamentales en Chile ha sido el Programa Orígenes 
auspiciado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), 
pese a que fue maquillado con el eufemismo de «desarrollo 
con identidad». En realidad, este programa no se concibió 
con la participación de las comunidades ni de las principales 
organizaciones mapuche que, además, en un primer momen-

165 Comunicado Alianza Territorial Wenteche–Pewenche, 15 de enero de 
2009, para lista de correo electrónico (pulofxawun@gmail.com). Asunto: 
«Mapuches del territorio wenteche de Mawizache y Xapilwe que se oponen al 
nuevo aeropuerto de Kepe se movilizan y denuncian al gobierno».
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to, se opusieron mayoritariamente a su implementación, pese 
a que más tarde a muchos dirigentes de los sectores mapuche 
agobiados económicamente les resultara imposible resistirse a 
la tentación de acceder a sus beneficios. 

Algunas organizaciones han llegado a tildar estas prácticas 
de «terrorismo de Estado» (Ayün Mapu, 2009) y ponen como 
ejemplo la estrategia seguida en las comunidades de Quepe en 
los sectores de Millelche y Zanja, que eran proclives a la cons-
trucción del aeropuerto. A ellos les fueron entregados galpo-
nes por valor de más de un millón de pesos chilenos. Por el 
contrario, a las catorce comunidades que se oponen al citado 
aeropuerto no les entregaron nada. Esta organización denun-
ció también que se incumplía la instrucción presidencial de 
junio de 2008 sobre consultas y participación del Convenio 
169 de la OIT, ya que, con esta maniobra, se pretendía influir 
en la decisión de las comunidades respecto a su posición so-
bre el proyecto de aeropuerto (AIAM, 2009). Esta práctica 
de condicionar la decisión de los indígenas en los procesos de 
consulta se observa también en Argentina, especialmente en 
las zonas petroleras:

Muchas veces, el gobierno provincial condiciona la de-
cisión de las Comunidades amenazándolas con negar-
les la ayuda oficial (ODHPI, 2009: 55).

Todas estas maniobras no han hecho más que aumentar 
la desconfianza de la ofertas gubernamentales y la verdadera 
voluntad de diálogo y participación, lo cual ha reforzado las 
posiciones más extremas del movimiento mapuche, las cuales 
propugnan que el único desarrollo posible es el que constru-
yan ellos mismos recuperando el territorio de facto y activan-
do sus propios proyectos vitales y sus formas de organización 
al margen de la acción institucional. Veamos un antiguo co-
municado de la Coordinadora Arauco-Malleco afirmándose 
en estos postulados y que al paso de los años se ha ido consoli-
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dando a partir de la torpeza con la que los sucesivos gobiernos 
de Chile han manejado el llamado conflicto mapuche: 

(...) Nuestra posición política ante la actual coyuntura 
es la de denunciar y combatir dicha estrategia [política 
indigenista de CONADI] mediante la organización y 
la movilización de las comunidades en conflicto. Se-
ñalamos que el único logro político real y válido es el 
reconocimiento de la existencia de la Nación Mapuche 
y la devolución de espacios territoriales que permitan 
el desarrollo autónomo de nuestro pueblo, cuestiones 
que no están garantizadas en el actual marco de conver-
saciones impulsado por el gobierno de la Concertación 
(...). Dicho proceso de diálogo sólo viene a perpetuar 
la miseria, la opresión y la negación de nuestra Nación, 
por cuanto las salidas que ofrece a los conflictos son 
meramente económicas y asistencialistas, restringidas 
incluso a sólo un determinado sector de Movimiento 
Mapuche, con el claro objetivo de dar continuidad al 
proceso histórico de integración forzada de nuestro 
pueblo a la sociedad chilena (CAM, 1999: 58).

En el lado opuesto de la cordillera, concretamente en la 
provincia de Neuquén, la percepción de los mapuche respec-
to al desarrollo que conllevan las actividades basadas en la 
explotación de los recursos naturales de sus tierras no ha va-
riado sustancialmente; objetivamente, la calidad de vida de las 
comunidades mapuche en la que están instalados los campos 
de extracción de petróleo es pésima. Los comuneros se que-
jan también de que, tras decenios de actividad, los servicios 
públicos se reducen a la mínima expresión y son realmente 
impropios de un territorio rico en recursos naturales que ade-
más está soportando el suministro energético de buena parte 
del país y aporta pingües beneficios a las empresas, nutriendo 
también las arcas del Estado y de las provincias de los ingresos 
procedentes de las regalías (Jorge Nawel, noviembre de 2013). 
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De hecho, para la Confederación Mapuche de Neuquén la 
situación lejos de mejorar empeorará con la entrega a Che-
vron de la concesión petrolífera en el sur de Argentina. Por 
ese motivo, los mapuche de Neuquén dicen que su territorio 
en lugar de convertirse en una «zona de desarrollo», como de-
clara el Gobierno, ha sido elegido como «zona de sacrificio»:

[lo] que nos está proponiendo el gobierno, absoluta-
mente, no es bueno para nadie, no solamente para el 
mapuche, para cualquier persona que viva acá: lo que 
han hecho con esto ha sido declarar zona de sacrificio 
el lugar donde vivimos; es decir, este lugar va a ser des-
truido en pos de obtener energía para seguir sostenien-
do este modelo, es lo que nos propone constantemente 
la cultura occidental: irse a vivir a una ciudad, irse a vi-
vir indignamente a un lugar como este, donde nosotros 
vivimos ahora, donde realmente seamos lo que para 
ellos merecemos ser: mano de obra barata para hacer 
los trabajos que los otros no quieren y en ese sentido 
se expresa totalmente el racismo que hoy día continúa 
vigente (…) (Leftarü Nawel, 28 de noviembre de 2013).

No obstante, la propaganda oficial insiste en que esta si-
tuación finalmente revertirá en el desarrollo económico de 
la zona. Se pone como ejemplo de Añelo, donde se está pro-
yectando una nueva ciudad que pretende ser un referente de 
desarrollo económico de la provincia (NG, 2013: 43). Además, 
en un intento de involucrar a las organizaciones mapuche, 
esta iniciativa se presenta como un modelo piloto de ciudad 
intercultural sostenible (Jorge Nawel, 28 de noviembre de 
2013). Pero, en tanto este proyecto cristaliza, a día de hoy, 
unas cinco mil personas, incluyendo a los mapuche que vi-
ven en las comunidades aledañas, dependen de una pequeña 
posta de salud ya que los hospitales más cercanos están en 
Neuquén y Cutral Có. No sorprende entonces que para las 
comunidades se encuentre bien instalada la idea de que el nú-
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mero de infartos es muy alto en el sector y que la mortalidad 
por este motivo supera la media nacional. La explicación es 
que muchas personas fallecen en el camino: «Si tuviéramos 
esto acá, acaso se salva. Usted no sabe la cantidad de gente 
que ha muerto de infarto: muchísimos» (Salmira Cármen del 
Campo, 29 de noviembre de 2013). Lo cierto es que pese a 
las ingentes ganancias que reporta la actividad petrolera los 
ciudadanos de este territorio, que son los que sufren las con-
secuencias directas de la cara más perniciosa de las actividades 
extractivas, se encuentran abandonados a su suerte y no par-
ticipan de los beneficios:

[…] ellos vienen a sacar y no a dejar. Pero [no se ocu-
pan de la salud], porque el gobierno se embolsilla… [ 
el dinero]. A ellos no les importa, el gobernador habla 
de no sé cuantos millones, millones y… no hacen ni un 
hospital, y no hay una calle asfaltada [en Añelo solo hay 
dos]. No dejan nada aquí. Ellos dicen, dicen y da rabia. 
Porque si dijéramos, bueno, bueno, con tanto dinero 
que sacan dan dinero para la salud, para los mismos de 
la propias empresas, porque si hay un accidente ¿qué? 
Si llegáis vivo, porque acá cuando te quiebras o algo 
tenés que ir a Neuquén y tenés que mantenerte para 
llegar vivo (ídem).

Darío Aranda en una entrevista166 realizada en 2013 al abo-
gado Pablo Fajardo, que sostuvo el pleito contra Texaco en 
Ecuador (hoy integrada en Chevron y actual socio de YPF 
para el desarrollo del yacimiento de Vaca Muerta), señala que 
en los cuatro cantones ecuatorianos donde operó esta petro-
lera (de los 22 existentes) están las 10 ciudades más pobres de 
Ecuador y sostiene que el efecto contaminante es un lastre 
para el desarrollo futuro a la vez que agudiza la pobreza:

166 Darío Aranda, «YPF ha escogido al socio más sucio» para Comambiental 
(15/07/2013), en http://www.comambiental.com.ar/2013/07/ypf-ha-escogido-
al-socio-mas-sucio.html (f.c. febrero 2014).
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En nuestra región, la contaminación de Crevron-Texa-
co afectó a los recursos de miles de campesinos (…). 
Los pueblos indígenas vivían de lo que la selva les daba 
(…). En los ríos cubiertos de petróleo, no hubo más 
peces y se acabó así el principal alimento de los indíge-
nas. Los animales murieron por tomar agua contami-
nada. Se afectó a la economía de subsistencia. El indí-
gena para sobrevivir tuvo que migrar a trabajar para la 
petrolera (15 de julio de 2013).

Las sospechas, más que fundadas, de que el desarrollo pe-
trolero va de la mano de los intereses de determinadas élites, 
que a su vez monopolizan desde hace muchos años el poder 
económico, político y judicial está en la mente de todos:

Acá lo que hay es un problema de Gobernador. Quien 
gobierna es como el diablo, parece. Esos que gobiernan 
Neuquén ¿Cuántos años hará? 40 años que han corrido 
a todos los mapuche desde Neuquén hasta Bariloche 
y las tierras son todas de ellos, de los Sapag; tiene au-
tos…, si todo Neuquén es de ellos. […] Son los mis-
mo, los mismos sinvergüenzas de siempre, los Sapag167: 
están los sobrinos, los nietos, los cuñados y se sigue, se 
sigue… (ídem).

Es más, la negligencia es de tal magnitud que en muchas 
ocasiones revela que los poderes públicos son complices de 
estos desmanes. A esta conclusión se llega solamente con ob-
servar la escasa vigilancia y la poca exigencia para que las con-
cesionarias reviertan parte de los beneficios en la mejora de la 
calidad de vida de la gente e inviertan en tecnologías limpias 
para garantizar el derecho a la salud y a un ambiente sano. 

167 Realmente el apellido Sapag y su relación con el poder y la tenencia de la 
tierra en la provincia de Neuquén se remonta a más de cuarenta años, habría 
que ir a las postrimerías de la Guerra del Desierto, incluso a la financiación las 
campañas militares contra los mapuche.
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La connivencia del Estado con las empresas transnaciona-
les ha sido notoria también en Chile, tanto en la construcción 
de infraestructuras como en las áreas de explotación forestal, 
hasta el punto de que para facilitar los intereses de las empre-
sas concesionarias, el Estado asumió los costes del estableci-
miento de una especie de «estado de sitio» en las zonas más 
díscolas, quedando en evidencia también que la viabilidad 
del modelo de desarrollo económico propuesto en estas zonas 
exige estar acompañado de una política autoritaria, por otra 
parte algo carácteristico del modelo neoliberal, que pasa in-
defectiblemente por la represión de los indígenas disidentes, 
la criminalización de la protesta social, la judicialización de 
los conflictos políticos y la conculcación de derechos básicos, 
reduciendo la democracia a su mínima expresión:

(...) Los manifestantes contrarios a la represa habían de-
nunciado que: “ENDESA está pagando el alojamiento 
a Carabineros y militares para custodiar el traslado de 
los transformadores, siendo esto inadmisible en un Es-
tado de derecho. Esto implica que el gobierno se alía 
con esta empresa privada en contra de los derechos del 
pueblo mapuche reconocidos en la ley y por el propio 
Estado” (El Mostrador, 28 de febrero de 2002).

La propaganda gubernamental se encarga también de 
intoxicar a la población y de enfrentar a unos contra otros, 
sectores populares contra indígenas, etc., pues este discurso 
funciona bien entre los más desposeídos cuando existe com-
petencia por los recursos o hay que afrontar estrategias de 
superviviencia desesperadas. Por ejemplo, se recurre a acusa-
ciones de que los mapuche mienten y que se inventan dere-
chos para beneciarse de ayudas o de indemnizaciones. No se 
otorga reconocimiento legal a muchas comunidades, ni de sus 
representantes o se abordan sus reivindicaciones en forma de 
prebendas o asistencialismo. Todos estos mecanismos forman 
parte de un continuum en las relaciones interétnicas en la zona 
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norpatagónica y obviamente no difieren en esencia de las que 
se dan en otros territorios:

[…] dicen que nosotros estamos mintiendo y la gente 
piensa que nosotros hacemos esto por plata ¿para qué 
queremos la plata si nos matan?. Nosotros les vamos a 
pedir una planta [potabilizadora]. Pero ahora al gobier-
no, al Intendente, se le despertó la mente y dijo que él 
va a pedir una planta para el pueblo ¿en cuántos años? 
¿Cuántos gobiernos han pasado (Salamira Cármen del 
Campo, 28 de noviembre de 2013).

Ademas, las amenazas y coacciones están a la orden del 
día en las zonas ocupadas por las empresas que cuentan con 
servicios propios de seguridad que, en ocasiones operan como 
cuerpos paramilitares que ejercen su labor con total impu-
nidad, como ocurre en las zonas petroleras. La sucesión de 
hechos extraños y actividades oscurantistas siembran el miedo 
entre los comuneros y aumentan la percepción de peligro per-
manente, como se desprende de las narrativas locales cuando 
se trata de los efectos de la contaminación que provoca la 
industria hidrocarburífera:

[el gobierno les dice a los mapuche] del agua no habléis 
[…] porque de ahí te mandan a cortarte la cabeza. Ma-
taron a dos viejitos, dos viejitos mataron acá, por abrir 
la boca. [luego] Una dentista mandó a decir que no to-
máramos más el agua: antes de que se descubriera larga-
ban todas las cosas al agua y estábamos tomando agua, el 
agua con materia fecal. Trajeron botellitas con el análisis, 
acá vino la chica y (…) ¿Sabe lo que le dijeron? Que se 
fuera ya, que si no (…). Se desapareció la chica. Lue-
go fue un médico, hace poco, y dijo que esa agua no la 
tomáramos: él sabía que estábamos tomando agua fecal 
y ¿sabe qué? Lo encontraron tirado acá en el canal; lo 
encontraron golpeado con la lente rota y se fue (ídem).
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En resumen, muchos serían los ejemplos en los que se 
reproducen estas estrategias que atentan contra los derechos 
humanos de las comunidades mapuche y que ponen en un 
brete las políticas oficiales de desarrollo y el discurso de la 
interculturalidad que se difunde desde el poder. Mientras se 
destina dinero para «reforzar y recuperar» las culturas indíge-
nas se destruyen sus recursos, se desmantela su mundo y se 
persigue a quienes se oponen a ello. Este es el motivo por el 
que las diversas iniciativas gubernamentales que tratan de pre-
sentar un nuevo talante propagando su voluntad de establecer 
una nueva relación basada en un diálogo intercultural respe-
tuoso y más equitativo con los pueblos indígenas resulta cada 
vez menos creíble, al menos así lo manifiestan los mapuche 
de Neuquén cuando se refieren al proyecto de construcción 
de un Campus Intercultural en Añelo financiado por YPF y 
Chevron al abrigo de las nuevas concesiones extractivas en el 
Pwel Mapu (Jorge Nawel, diciembre de 2013).

L A C R I MI N A L I z A C I Ó N D E L A P R O T E S TA S O C I A L

En este epígrafe pondremos el acento en el proceso represivo 
desplegado por el Estado chileno contra los mapuche pero sin 
perder de vista que al otro lado de la cordillera de los Andes 
los conflictos entre los mapuche y el Estado, los terratenien-
tes o las empresas son igualmente objeto de la violencia ins-
titucional, parapolicial o judicial (IGWIA, 2012, ODHPI, 
2013). Baste decir que desde el 2005, año en que fue san-
cionada la Ley de Emergencia de la Propiedad Comunitaria 
(Ley 26.160), en Argentina no han cesado los desalojos de 
las comunidades, cuatro mapuche han muerto en diferentes 
hechos violentos vinculados con los conflictos territoriales y 
347 persona pertenecientes a esta etnia han enfrentado pro-
cesos judiciales entre 2005 y 2012 (ODHPI, 2013)168. Ra-

168 http://odhpi.org/2013/04/neuque-violencia-contra-el-pueblo-mapuche/ 
(abril 2013, f.c. 20/06/2013).
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mos y Delrío (2008: 94) ponen como ejemplo la provincia de 
Chubut para denunciar que el aparato judicial es el encarga-
do de legitimar la represión en muchos de los conflictos que 
enfrentan los mapuche con los terratenientes. De hecho, es 
habitual que las empresas arremetan judicialmente contra las 
comunidades mapuche y sus autoridades tradicionales para 
hacerles aparecer como «fuera de la ley». 

En Chile, las luchas por la recuperación de las tierras que 
se consideran usurpadas han sido escenificadas mediante el 
sistema de «tomas» o «corridas de cerco», que en un principio 
tenían un carácter simbólico con el objetivo de llamar la aten-
ción de la opinión pública y buscar la negociación con las au-
toridades y propietarios particulares (Bengoa 2002:114), pero 
que han ido derivando hacia ocupaciones reales que suelen ir 
acompañadas de proclamaciones de proyectos productivos y 
de autogestión, especialmente en los predios ocupados a las 
empresas forestales o en los grandes latifundios (J.A. Mari-
mán, 1995). Esta estrategia responde a un programa político 
que persigue reconstruir el territorio y la autonomía a través 
de la acción directa y del control efectivo de sus espacios an-
cestrales usurpados.

Como es obvio este tipo de acciones sembraron la alarma 
entre empresas y particulares que vieron en estas movilizacio-
nes una amenaza a tres de los pilares básicos del orden liberal-
republicano: la «propiedad privada», la seguridad jurídica y 
la libre circulación de personas e instalación de empresas en 
el territorio nacional. Estas acciones de fuerza fueron con-
testadas por las fuerzas de seguridad y los terratenientes con 
extrema dureza, algo que era de esperar, teniendo en cuenta 
que la dinámica acción-reacción ha sido una constante de las 
relaciones interétnicas desde el inicio de la República.

A finales de los años noventa del pasado siglo y en medio 
de una fuerte campaña mediática, las autoridades chilenas su-
cumbieron a las presiones de los partidarios de la línea dura 
que propugnaba responder a las movilizaciones indígenas de 
forma contundente (CAM, 1999; Stavenhagen, 2002; FIDH 
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2003; IEI, 2003; HRW/ODI, 2004). El problema es que al 
optar por la solución policial/militar los derechos humanos 
se pusieron entre paréntesis y crearon las condiciones para 
la comisión de acciones ejecutadas por parte de elementos 
incontrolados y de algunos uniformados que pusieron en el 
haber del Estado muertes inexplicables para una democracia 
donde impera el Estado de derecho. 

En concreto, dos jóvenes mapuche fueron abatidos por 
agentes del cuerpo de Carabineros en respuesta a las tomas 
de tierras. Así ocurrió con el menor de 17 años, Alex Lemún 
Saavedra, miembro de la comunidad Mantui Mapu del sector 
de Aguas Buenas de Ercilla; falleció en noviembre de 2002 
como consecuencia de un disparo en la cabeza atribuido a 
un teniente de Carabineros en el transcurso de una movili-
zación de tierras. Este hecho fue denunciado a la Comisión 
de Derechos Humanos de la ONU ante la impunidad y el 
silencio que los tribunales militares impusieron sobre el caso. 
Otra caso es el de Matías Catrileo Quezada, estudiante de 
agronomía de la UFRO, que murió víctima de los disparos de 
las fuerzas de seguridad el 23 de enero de 2008 mientras par-
ticipaba en la ocupación del predio Santa Margarita propie-
dad de Jorge Luchsinger en el sector de Yepuko en la comuna 
de Vilcún; recibió los impactos de una ráfaga de subfusil de 
parte de un cabo 2ª de Carabineros. Las fuerzas de seguridad 
atribuyeron esta muerte al intercambio de disparos, pero la 
única munición que se encontró en el lugar del suceso fue 
la reglamentaria de los uniformados.en el transcurso de otra 
movilización que reclamaba la devolución de tierras. 

Por otra parte, un comunicado de 13 de agosto de 2009 de 
la organización Comunicaciones Mapuche Xeg Xeg reivindica 
una serie de víctimas directas o indirectas como consecuencia 
del actual conflicto mapuche y los problemas territoriales y 
ambientales, a saber: Jorge Antonio Suárez Marihuan (2002), 
hermano del logko de Malla Malla del Alto Bío Bío que resul-
tó muerto en extrañas circunstancias ya que su cuerpo apa-
reció en la ribera del río Queco el 11 de diciembre de 2002. 
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El informe forense reveló que su muerte se debío a lesiones 
múltiples, su fatal destino se atribuye a su activismo contra la 
actividad de las empresas energéticas de la zona. Julio Alberto 
Huentecura Llancaleo (2004), detenido en Osorno y trasla-
dado a Santiago como preso común pese a que pesaban sobre 
él varias causas judiciales relacionadas con las movilizaciones 
por los derechos mapuche, fue asesinado en el módulo de 
presos comunes el 26 de septiembre de 2004. Juan Lorenzo 
Collihuin Cahit (2006), muerto por disparos en su casa en el 
sector de Boyilco Chico al sur de Nueva Imperial; los Cara-
bineros efectuaron disparos a quemarropa durante una pes-
quisa, en teoría, orientada a investigar un abigeato, la víctima 
de 71 años presentaba varios impactos de bala en su cuerpo. 
Jaime Facundo Mendoza Collio (2009) de la comunidad Re-
quem Pillan fue muerto por impacto de bala en el pecho. Por 
último, el 6 de agosto de 2013 fue asesinado por desconocidos 
el joven Rodrigo Melinao, aunque se sospecha de la policía, 
ya que recibió los disparos en un predio reclamado por su 
comunidad, el mismo en el que murió Alex Lemun, y estaba 
prófugo por haber sido condenado a 5 años por «incendio 
terrorista» (Declaración del Observatorio Ciudadano, Chile, 
8 de agosto de 2013169).

Por otra parte, en las zonas ocupadas por las madereras son 
frecuentes los altercados con agentes de seguridad privados 
o transportistas debido a que las actividades de las empre-
sas madereras se realizan sin ninguna consideración hacia la 
población local, incluso, con gran desprecio hacia su integri-
dad física. Por ejemplo, los camiones y la maquinaria pesada 
suelen transitar a una velocidad inadecuada para este tipo de 
caminos rurales poniendo en peligro la seguridad de las perso-
nas y de los animales, como ocurrió en el año 2005 cuando un 
camión se encontró con una protesta en el Puente de Malleco 
y, «sintiéndose amenazado», el conductor arremetió contra la 

169 «Declaración Pública del Observatorio Ciudadano ante la muerte del jo-
ven mapuche Rodrigo Melinao», 8 de agosto de 2013, en http://www.mapuex-
press.net.
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barricada cobrándose la vida del joven mapuche Senen Al-
fonso Díaz Necul (2005), joven de 17 años de la comunidad 
logko Mahuida de Collipulli. Este joven fue atropellado en el 
viaducto del Malleco el 10 de mayo de 2005 cuando el con-
ductor se saltó la barricada que obstruía el paso en el trans-
curso de una movilización contra las forestales. Por otra parte, 
según recoge la FIDH en su informe de 2003, otro joven, 
Alarcón Peña, fue arroyado por un camión de la empresa fo-
restal Mininco en el marco del conflicto forestal.

Algunos hechos vienen a mostrar también que los méto-
dos de amedrentamiento utilizados por los militares durante 
el régimen de Pinochet no han quedado del todo desterrados 
del modus operandi de las fuerzas de seguridad del Estado en 
las comunidades mapuche, como se pudo ver en una de las úl-
timas acciones desesperadas que realizaron los pewenche para 
detener la puesta en marcha de la central de Ralco tratando de 
obstruir el paso de los camiones que transportaban las turbi-
nas (Punto Final, marzo 2002). Según la prensa local, entre los 
días 5 y 6 de marzo de 2002, a pocos kilómetros del destino fi-
nal de las unidades eléctricas los carabineros se vieron obliga-
dos a despejar el camino con bombas lacrimógenas y balines 
de goma ante la recia resistencia que ofrecían los indígenas al 
paso de las unidades eléctricas, los cuales, según estas fuentes, 
estaban pertrechados con palos, piedras y cócteles molotov. El 
saldo de esta protesta ascendió a 55 mapuche detenidos y 15 
carabineros heridos (El Mostrador.cl, 6 de marzo de 2002). No 
obstante, la misión de la Federación Internacional de Dere-
chos Humanos en Chile, a partir de los diversos testimonios 
recogidos en la zona el 26 de abril de 2003 (FIDH, 2003: 
35), constató graves violaciones de los derechos humanos en 
el transcurso de estos hechos, por ejemplo, que la policía fue 
implacable, se empleó con gran dureza, realizó detenciones 
masivas e infringió malos tratos generalizados.

Siguiendo los viejos esquemas el Gobierno recurrió también 
a una serie de instrumentos jurídicos concebidos ad hoc para ata-
jar la contestación indígena y sancionar el proceso de militariza-
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ción del territorio mapuche (Mella, 2007). Para ello, se reactiva-
ron una serie de leyes promulgadas durante la dictadura militar, 
como por ejemplo la ley antiterrorista 18.314170, y se recurrió a 
procedimientos judiciales de dudosa legalidad, como es el uso de 
«testigos sin rostro» (HRW/ODI, 2004). A las medidas jurídicas 
se unieron otros métodos menos ortodoxos, como el uso de con-
fidentes indígenas («orejas»), para lo cual la inteligencia policial 
se encargó de manipular la viejas rivalidades internas o de reacti-
var a antiguos colaboradores de la Dictadura, según denunciaron 
colaboradores de la Defensoría Indígena (Le Boniec, 2 de abril 
de 2004, comunicación personal). El siguiente testimonio del 
Pwel Mapu, años después, viene a mostrar que la represión y 
la metodología para abordar los conflictos con los mapuche en 
ambos lados de los Andes no ha variado sustancialmente:

El Estado protege con esta política represiva y crimini-
nalizadora la propiedad privada terrateniente, las empre-
sas extractivas y la especulación inmobiliaria y turística a 
costa del respeto de los derechos humanos, individuales 
y colectivos de los indígenas […] (ODHPI, 2013).

L a  e s t r a t e g i a  d e  o c u l t a c i ó n  y  c o n t r a i n f o r m a c i ó n 
Otro componente transversal para aislar la resistencia es la opa-
cidad con que se transmiten los hechos y la situación de las 
zonas beligerantes con los diferentes proyectos, invisibilizarlas y 
manteniéndolas alejadas de las organizaciones indígenas, de los 
ecologistas y de los extranjeros (Espinoza, 2003: 189). En una 
sociedad democrática esta operación sólo es posible imponien-

170 Después de muchos varapalos de las organizaciones y organismos interna-
cionales de derechos humanos el Gobierno chileno se vió obligado a reforma 
esta norma mediante la Ley nº 20.467 de 8 de octubre de 2010. Además, to-
mando en cuenta las recomendaciones del Comité de Derechos Humanos, se 
comprometió a restringir la aplicación de la ley antiterrorista, sobre todo, a 
la hora de definir qué es una conducta terrorista y las garantías jurídicas a los 
detenidos (INDH, 2010: 109). 
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do un «cerco informativo» sobre determinadas zonas del país, 
especialmente si cuentan con dificultades de acceso. El «cerco» 
consiste, por una parte, en mantener un estricto control de la 
información de la situación y de las actuaciones de Estado y, 
por otra, de evitar que salga cualquier tipo de información im-
parcial, taponando las posibles fugas de imágenes, testimonios 
imparciales, etc., especialmente se procura que las noticias no 
sean difundidas en el extranjero o que puedan caer en manos 
de los organismos de derechos humanos.

Este es el motivo por el cual en 2008, el gobierno chile-
no expulsó a dos documentalistas de ciudadanía italiana que 
fueron sorprendidos dentro de una comunidad en el momen-
to en que estaban grabando una movilización mapuche en 
un predio de la Forestal Mininco «(...) reivindicado hace casi 
dos décadas por la Comunidad de Chipilko» (El Mostrador.
cl, 23 de junio de 2008). Igualmente, Álvaro Briales Cansero, 
estudiante español, fue imputado por delitos de ocupación 
ilegal y daños contra la propiedad privada y expulsado por el 
procedimiento de urgencia (ibídem, 17 de octubre de 2007). 
La cineasta chilena Elena Varela fue detenida el 7 de mayo de 
2008 y acusada de robo e integración en grupo armado cuan-
do se encontraba rodando un documental de las movilizacio-
nes mapuche (ibídem, 6 agosto de 2008). Según el informe de 
la OMCT/FIDH (2010: 149), estuvo casi 100 días en prisión 
preventiva y con cargos hasta finales de 2009 hasta que fue 
absuelta el 26 de mayo de 2010. Sin embargo el material de 
filmación requisado, que incluía 200 cintas, no se ha podido 
recuperar y «se teme haya sido dañado». Estas entidades se-
ñalan también que Marcelo Garay Vergara fue detenido en el 
territorio Makewe en mayo de 2009 (ibídem: 148). Asímismo, 
Asel Luzarraga, escritor vasco, fue detenido el 31 de diciem-
bre de 2009 bajo la acusación de atentado fallido con bomba 
contra la Secretaría de Justicia de la Araucanía. El origen de 
esta detención se encuentra en informaciones de prensa rela-
tivas a que un colectivo internacionalista vasco denominado 
«brigada Aslkapena» estaría entrenando a los mapuche en el 
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uso de armas de fuego y tácticas de guerrilla (Euskal Herriaren 
Lagunak, Uruguay, 2010).

Ya nos hemos referido antes a la estrategia del «palo y la 
zanahoria». El «palo» (la represión), la otra cara de esta táctica, 
consiste en convertir a los mapuche disidentes en terroristas 
y poder así aplicar los mecanismos coercitivos hasta el lími-
te del Estado de derecho. De esta forma resulta mucho más 
creíble proclamar que las leyes especiales sólo afectan a los 
«malos mapuche», que son vulgares delincuentes y «fuera de 
la ley», reduciendo así el conflicto indígena a un mero proble-
ma policial. Esta estrategia se hace acompañar del despliegue 
de una política de contrainformación adecuada y orientada 
a difundir noticias tergiversadas patrocinadas por determina-
dos rubros económicos, los terratenientes con intereses en el 
conflicto o la policía, que tienen como objetivo presentar ante 
la opinión pública una versión deformada de las reivindica-
ciones indígenas. Para ello se elaboran mensajes capciosos y 
titulares alarmistas para afianzar la idea de que en determina-
dos sectores indígenas existe tal clima de caos y violencia que 
justifica la implantación de medidas excepcionales. 

Esta incursión de los lobbyst en los medios de comunica-
ción ha sido calificada por las organizaciones mapuche como 
«maquinación comunicacional» para incitar a los gobernantes 
a endurecer las medidas contra los mapuche que se oponen a 
sus intereses (Seguel, 2002: 10). Esto se lleva a cabo median-
te la financiación de instituciones y fundaciones creadoras de 
opinión, obviamente desfavorables a las reivindicaciones indí-
genas. Por ejemplo, los grupos Matte y Angelini intervienen en 
institutos y fundaciones para crear opinión, contra-informa-
ción, lavado de imagen y cooptación de profesionales e intelec-
tuales, este es el caso del Centro de Estudios Públicos (CEP), el 
Instituto Libertad y Desarrollo (LyD), Fundación Kazt (Legio-
narios de Cristo), Fundación Andes y grupos gremiales como 
CORMA (Corporación Maderera), SOSOFA (Sociedad de 
Fomento Fabril), entre otros (Seguel, 2002: 10-11). 
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L a  c o a r t a d a  d e  l a  s e g u r i d a d  n a c i o n a l 
y  l a  l u c h a  c o n t r a  e l  t e r r o r i s m o

La construcción del terror se erige sobre experiencias pre-
cedentes y se legitima a partir de la existencia de un supues-
to clima de miedo y violencia generalizada que es necesario 
erradicar (Lira, 1990: 195). En la Araucanía, la expansión del 
miedo entre determinados sectores sirvió para activar la caja 
de resonancia mediática encargada de justificar y legitimar la 
represión, criminalizar a los disidentes y desvirtuar la contes-
tación mapuche ante la opinión pública. Sin embargo, equi-
parar las movilizaciones indígenas contra la usurpación de sus 
tierras y la destrucción de sus recursos naturales con activi-
dades terroristas resulta un despropósito. Eduardo Galeano 
señala que la tendencia a tachar de terroristas a las víctimas 
del terror nos sitúa ante una imagen esperpéntica del mundo:

Los mapuche llevan cinco siglos siendo víctimas del te-
rror del Estado (…). A muchos nos parece un escándalo 
que se siga aplicando la Ley Antiterrorista a las víctimas 
del Terror del Estado y a las víctimas del terror del gran 
capital –el gran terrorista del mundo, el que está aca-
bando con el planeta– los atentados más feroces contra 
la gente y contra el mundo los cometen los que después 
son recompensados y en cambio se consideran terroristas 
a sus víctimas (Galeano, 25 marzo de 2009171).

Según diversos observadores, la activación de legislaciones 
especiales por parte de los gobiernos se debe a la creciente 
criminalización de los reclamos indígenas y a la presión que 
ejercen las transnacionales para que el Estado controle las 
movilizaciones que se oponen a sus intereses. Así ocurrió en 
Argentina con la reciente aprobación de la Ley Antiterrorista, 

171 Eduardo Galeano, declaraciones a Telesur, http://telesurtv.net/noticias/
entrev-reportajes/index.php?ckl=217. (Recogido por Gubam Logko Pikunwiji-
mapu, correo electróno de 25 de marzo.de 2009).
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que además de no haber sido sometida al proceso de consulta 
con los pueblos originarios, ha sido muy criticada por las or-
ganizaciones de derechos humanos porque dicen que respon-
de a oscuras intenciones ya que en Argentina no hay un solo 
indicio de actividad terrorista que justifique su existencia: 
«sorprendió por la inexistencia de actividad terrorista en el 
país» (IGWIA, 2012). IGWA señala que el Grupo de Acción 
Financiera Internacional (GAFI) presionó al Gobierno para 
que tramitara esta ley como condición previa a considerar Ar-
gentina como un país seguro de «Inversiones Externas Direc-
tas», es decir, por si en el futuro fuera necesario recurrir a ella 
para neutralizar la resistencia a sus proyectos empresariales. 
En este sentido, el Informe de Derechos Humanos en la Patago-
nía 2013 de la ODHPI afirma que existe una estrategia preme-
ditada desde el Estado para favorecer los intereses económicos 
de unos pocos en detrimento de los derechos humanos:

El Estado ha utilizado el sistema penal contra los ma-
puche en beneficio de empresas y terratenientes. Exis-
te una tarea minuciosa y metódica para poner toda su 
estrcutura institucional, política y represiva para, en 
definitiva, transgredir las leyes que el mismo Estado ha 
sancionado (ODHPI, 2013).

Para los mapuche la verdadera inseguridad es la que perci-
ben cotidianamente las personas expuestas, no solo a las acti-
vidades contaminantes y a la pauperización de sus vidas, sino 
al acoso de las empresas y a los riesgos que supone oponerse a 
los desgnios de sus maquinarias de poder:

No sólo han matado a esta madre [Cristina Lincopan] de 
30 años que es la que llevaba todo eso, sino que a sus pro-
pios hijos, a su mamá y a su papá les han sometidos a pro-
ceso judiciales, les han sometido a represión física porque 
está todo intervenido por la policía y por los grupos de se-
guridad que tienen las empresas. (Leftxarv Nawel, ídem).
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Las organizaciones de derechos humanos y diversos rela-
tores de la ONU para los derechos de los pueblos indígenas 
han venido denunciando reiteradamente que el conflicto ma-
puche no es un problema de orden público, y mucho menos 
de terrorismo o seguridad nacional. Al contrario, se trata de 
un conflicto de carácter histórico y político, por lo que, pese a 
la propaganda gubernamental, la militarización del territorio 
mapuche y la judicialización del problema indígena de ningu-
na manera se encuentran justificados por lo que estas medidas 
se consideran un déficit en materia de derechos humanos172 
(Stavenhagen, 2002b; U. Diego Portales, 2005; FIDH, 2003, 
2006; HRW/OID, 2004; AI, 2004, INDH, 2010, Anaya, 
2011, CMN, 2011, ODHPI, 2009, 2013). 

El último informe del Relator Especial de la ONU para 
los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha 
contra el terrorismo, Ben Emmerson, en su visita oficial a 
Chile el 17 de julio de 2013, denunció contundentemente la 
aplicación que hace el Estado de la ley antiterrorista negando 
que Chile necesite enfrentar ninguna amenaza terrorista y ex-
hortó al Gobierno a utilizar las leyes comunes en las más de 
85 causas abiertas contra los indígenas:

La ley se ha aplicado de modo discriminatorio y con-
fuso (…). Lo que ha resultado en verdera injusticia, 
ha menoscabado el derecho a un juicio justo y se ha 

172 El Relator Especial James Anaya en su Informe sobre la situación de los 
pueblos indígenas de Chile de fecha 14 de septiembre de 2009, señala: «El Re-
lator Especial recibe con preocupación las alegaciones sobre abusos y violencia 
ejercida por parte de la policía contra miembros del pueblo Mapuche, en el 
contexto de allanamientos y otras operaciones policiales. El Relator Especial 
expresa su pesar por la muerte del joven Mapuche José Facundo Mendoza 
Collio ocurrida el 12 de agosto de 2009, como consecuencia de disparos de 
policías. El Relator Especial hace un llamado a que las autoridades competen-
tes investiguen las quejas de abusos y violencia contra las personas indígenas 
cometidas por miembros de la policía, a que sean enjuiciadas y sancionadas 
las personas responsables de dichos actos, y que se repare a las víctimas o a los 
familiares de las víctimas. Además, el Relator Especial exhorta a las autoridades 
competentes a que tomen medidas necesarias para prevenir dichos actos» (Ana-
ya, 2009 b: 28-29). 
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percibido como estigmatizante (Emmerson en El País: 
6, 1 de agosto de 2013).

Por otra parte, la «emergencia indígena» en América Latina, 
utilizando un término de Bengoa (2002), ha puesto a los pue-
blos originarios en el punto de mira de los «nuevos ejércitos de-
mocráticos» del subcontinente ya que, para los uniformados, los 
indígenas presentan el mismo potencial subversivo que el que 
antaño ofrecían los comunistas y los movimientos de liberación: 

El tema mapuche es de seguridad pública (...) el Mo-
vimiento Indigenista unido a los Movimientos Ecolo-
gistas (que) han influenciado el desarrollo de los acon-
tecimientos relacionados con la etnia mapuche (...). El 
conflicto podría llegar a constituir un tema relevante de 
seguridad pública, tanto o más que la acción terrorista 
(en Guzmán, mayo 2002).

Este texto corresponde a un «informe secreto» confeccio-
nado por la Conferencia de Ejércitos Americanos (CEA) titu-
lado «Apreciación Combinada de la Situación Subversiva en 
el Continente» (2002), y en él se alerta del riesgo de que infil-
trados antisistema se escondan bajo el disfraz indígena, por lo 
que insta a los gobiernos a permanecer vigilantes ante el peli-
gro del «enemigo externo». El documento, sin embargo, pasa 
de puntillas por las condiciones socioeconómicas y culturales 
que enmarcan esta conflictividad, pues su análisis se limita 
a llamar la atención contra el «caldo de cultivo» que ofrecen 
casos como el «Conflicto Mapuche» para ser manipulado por 
extranjeros y redirigirle hacia sus propios fines:

[Se manifiesta de forma inquietante] la internaciona-
lización de los conflictos étnicos que constituye una 
amenaza latente, dado que personas o grupos perte-
necientes a movimientos políticos y a diversas ONG, 
apoyan a los grupos aborígenes basándose en discursos 
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asociados a ideologías puntuales y en defensa de los te-
mas ambientales. 

(...)Los principales grupos subversivos, el MIR173 y 
FPMR174, se encuentran actualmente desarrollando un 
trabajo proselitista y de infiltración en conflictos socia-
les, dentro de ellos, en el conflicto de la etnia mapuche. 
Sin embargo, se descarta conforme a los antecedentes 
actuales, la probabilidad de guerrilla de tipo rural en la 
zona (CEA, 2002).

Concluyen los oficiales de los ejércitos americanos que es-
tas movilizaciones están relacionadas con la resistencia a la 
globalización y al neoliberalismo: 

La aplicación del modelo neoliberal, por las profun-
das transformaciones que implica, seguirá generando la 
oposición de organizaciones de ideologías extremistas 
(...) estamos sin lugar a dudas frente a un panorama 
estratégico todavía incierto, complejo y volátil y al pa-
recer precariamente estable que no termina de decan-
tarse (ídem).

Como ya hemos visto el tema de los agitadores extranjeros 
resulta recurrente para mantener la alerta policial y justifi-
car, en su caso, medidas de excepción. Sin embargo, nunca se 
ha demostrado la participación de estas personas en ninguna 
actividad delictiva. Lo que sí se ha demostrado en más de 
una ocasión es la existencia de provocadores y miembros de 
compañías privadas de seguridad dedicados a fabricar pruebas 
falsas para inculpar a los mapuches y justificar la represión. 
Las propias compañías de seguridad de las empresas foresta-
les han sido acusadas de organizar auto-atentados e incendios 
para inculpar a los mapuche, como en el caso de la empresa 
de seguridad OSEPAR, cuyas actividades fueron denunciadas 
173 Movimiento de Izquierda Revolucionaria.
174 Frente Patriótico Manuel Rodríguez.
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por los propios guardas que las cometieron. Hay que destacar 
que los fundadores de este tipo de empresas presentan fuertes 
vínculos con ex-miembros de las fuerzas armadas que apa-
recen vinculados con la represión del régimen de Pinochet 
(Cayuqueo, 2005175).

La acusación de «guerra sucia» contra los mapuche ha ca-
lado entre los simpatizantes de la causa indígena y su eco ha 
perseguido a los gobernantes chilenos incluso fuera de sus 
fronteras. Sin ir más lejos, el Sr. Insulza, otrora Ministro del 
Interior de Chile hasta el año 2003 y después Secretario Ge-
neral de la OEA, tuvo que salir al paso de las acusaciones res-
pecto a la existencia de un comando denominado «Trizano176» 
que estaría operando en el Alto Bío Bío para socavar la resis-
tencia pewenche (El Sur de Temuco, 16 de marzo de 2003). 
Para el Observatorio de Derechos Indígenas se trata de una 
versión modernizada del grupo Patria y Libertad, tristemente 
famoso por sus actividades de agitación e intoxicación en la 
época de Allende (Valencia, A., 31 de julio de 2005). 

En Argentina el propio Relator Especial para los Derechos 
de los Pueblos Indígenas tuvo ocasión de comprobar cómo 
operan las patrullas sustentadas por los terratenientes en el 
intento de agresión que sufrío durante su visita al lof Pachil 
Antriao en el sector de Villa Angostura en su visita de 2011. 
También en el lof Felipín (centro sur de Neuquén) las comu-
nidades han denunciado continuos hostigamientos y amena-
zas por el conflicto que mantienen con un empresario de la 
zona:

175 «Gulumapu-Historias de guerra sucia. El Regreso de los Trizano, Azkin-
tuwe 2005, reproducido en http://www.libertad.dm.cl/mapuche_Trizano.htm 
(f.c. 27 de agosto de 2010).
176 Grupo paramilitar anti-mapuche cuyas noticias sobre su operatividad en 
el sur de Chile remiten al año 2000. El nombre de este grupo deviene de un 
militar, Pedro Hernán Trizano Avezzana, al cual, a principios del siglo XX, el 
gobierno encargó la organización del llamado «Cuerpo de Gendarmes de las 
Colonias». Se trataba de una especie de «policía rural» irregular formada por 
ex militares, colonos, agricultores y mercenarios para vigilar la seguridad en las 
provincias sureñas y custodiar las reservas forestales de los agricultores. (Diario 
Austral, 30 de julio de 2009). 
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[En 2013] diez personas encapuchadas al estilo de la 
dictadura cívico-militar portando elementos contun-
dentes y armas blancas amenazaron de muerte a hom-
bres, mujeres y niños que se encontraban en la ruka 
comunitaria (ODHPI, 2013).

En resumen, retomando las observaciones del Relator Em-
merson y participando de sus conclusiones, la aplicación de 
legislaciones de excepción para frenar las protestas indígenas 
lejos de ofrecer ninguna solución amenaza con enquistar los 
problemas, polarizar las posiciones y alentar a las opciones 
más intransigentes del movimiento indígena. Particularmente 
en Chile, después de años de aplicación de la legislación an-
titerrorista, se ha producido un repunte de la violencia entre 
los años 2009 y 2012, siendo el caso más impactante la muer-
te por calcinación del matrimonio Luchsinger-Mackay177, el 
cual ha hecho saltar todas las alarmas respecto a la deriva que 
pueden estar tomando los acontecimientos en algunos secto-
res mapuche. En palabras de Emmerson:

(…) seguir por el mismo camino podría causar una 
violencia generalizada en el sur de Chile (…). La le-
gislación se ha convertido en parte del problema y no 
en parte de la solución. Se ha aplicado de forma des-
proporcionada contra los defendidos mapuches y se ha 

177 Uno de los hechos luctosos más graves que se han producido en la Arau-
canía fue el que se produjo el 4 de enero de 2013 cuando un grupo de encapu-
chados, que todavía no ha sido identificado, entró en la madrugada del viernes 
4 de enero en la casa de la hacienda Lumahue en el sector de Vilcún pertene-
ciente a Werner Luchsinger, conocido terrateniente de la zona y cuyas tierras 
están sujetas a disputa por las comunidades mapuche de la zona. Luchsinger y 
su esposa Vivian Mackay se encontraban durmiendo. La prensa local atribuyó 
este suceso al llamado « conflicto mapuche» ya que coincidió con el quinto ani-
versario de la muerte del activista mapuche Matías Catrileo el cual murió preci-
samente como consecuencia de los disparos ejectuados por un carabinero en el 
transcurso de la ocupación de la finca Santa Margarita de la familia Luchsinger 
(El País, 9 de enero de 2013). A raíz de estos sucesos uno de los inculpados fue 
el machi Celestino Córdova de Xuf Xuf, tema que abordaremos más adelante 
por las ramificaciones jurídico-culturales que incorpora. 
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implementado sin una política cohrente y objetiva (en 
El País íbídem). 

D e l i c u e n t e s  y  t e r r o r i s t a s
La instrumentalización del aparato judicial y el manejo del 
derecho estatal» para sofocar el llamado «Conflicto Mapu-
che» en Chile (Mella, 2007) vino a complementar la política 
represiva del gobierno y dejó en evidencia varias cuestiones. 
La primera, la flexibilidad y la relatividad con que el poder 
maneja el concepto de delito y la manipulación de la etiqueta 
de delincuente para estigmatizar a los mapuche implicados en 
las movilizaciones derivadas de los conflictos territoriales. La 
segunda, el monopolio de la ley que impone la cultura domi-
nante, cuyo derecho positivo pone el énfasis en las infraccio-
nes contra la propiedad y la seguridad nacional frente a los 
derechos colectivos de los pueblos originarios cuya demanda 
es, precisamente, la raíz de las acciones que dan origen a las 
sanciones. El Instituto Nacional de Derechos Humanos de 
Chile en su informe 2010 al referirse a la reforma de la Ley 
Antiterrorista señala que:

(…) Uno de los aspectos de mayor controversia con 
motivo del proyecto de reforma de la Ley Antiterro-
rista fue el amparo al derecho de propiedad, particu-
larmente en relación a los delitos de incendio en lugar 
deshabitado, descrito y sancionado en el Código Penal 
(INDH, 2010: 110).

En tercer lugar, es necesario resaltar las carencias del Es-
tado-nación liberal de corte monocultural para integrar la 
diferencia y velar por las «minorías». Una concepción de la 
justicia que responde exclusivamente a los intereses econó-
micos de unas élites, en la que el hecho (contextualizado e 
interculturalmente interpretado) y la ley, tal como se entiende 
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desde el poder establecido, caminan en direcciones opuestas, 
no puede dar respuesta a las demandas de los pueblos origina-
rios en relación con los problemas que afectan a su territorio 
sin incurrir en el absurdo jurídico de catalogar de delincuen-
tes o terroristas a los indígenas que defienden sus tierras de las 
apetencias del capitalismo nacional y transnacional, pues mu-
chos de los altercados que, al parecer, provocan la inseguridad 
en las tierras mapuche son más propios del feudalismo que 
de una sociedad liberal. Por ejemplo, algunos de los delitos 
tipificados como terroristas por la justicia chilena consisten 
en extraer leña, derecho que han ejercido ancestralmente los 
mapuche en estas tierras, ejercer el derecho de paso de ganado 
por los predios forestales o franquear las vallas para solventar 
el bloqueo de caminos y moverse libremente por sus territo-
rios.Todo ello suele ser calificado por la justicia chilena como 
atentado contra la propiedad privada, allanamientos, robos, 
etc. Sin embargo, la sacrosanta noción de propiedad privada, 
que prevalece en el derecho positivo sobre cualquier otra con-
sideración jurídica, está empezando a desvanecerse como ar-
gumento para imputar a los mapuche. Esto se debe a que los 
nuevos enfoques desarrollados por el derecho internacional 
consideran que la propiedad comunal indígena (legitimada 
por la ocupación ancestral del territorio) es también una for-
ma de propiedad privada y como tal debe gozar de protección, 
aunque este giro jurídico no acabe aún del todo digerido por 
los diferentes Estados. No obstante, algunas sentencias par-
ciales han absuelto a los mapuche acusados de delitos contra 
la propiedad privada178 tomando como base las formulaciones 

178 Así ocurrió cuando la petrolera Pioneer denunció al logko y al werken de 
la comunidad de Kaxipayiñ por las acciones protagonizadas contra sus acti-
vidades en la zona y fueron absueltos en un primer juicio celebrado en 2005. 
Igualmente, la corporación Apache también levantó otra causa en 2001 contra 
dirigentes comunitarios y miembros de la Confederación Mapuche de Neu-
quén por un delito de «turbación de tenencia» y después de un largo periplo 
por diversas instancias judiciales la denuncia fue resuelta en 2007 por la Cáma-
ra Penal de Zapala absolviéndoles al tomar como referencia la Constitución de 
Neuquén que  reconoce la preexistencia del pueblo mapuche sobre el territorio 
como consecuencia de la reforma introducida en en 2006.
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internacionales sobre derechos de los pueblos indígenas, que 
al haber sido ratificados ya forman parte del derecho estatal.

Sin embargo, en julio de 2003 las organizaciones mapu-
che entregaron un informe al Relator Especial de la ONU 
para los Pueblos Indígenas, Rodolfo Stavenhagen, haciendo 
constar la existencia de 25 presos políticos, 76 procesados, 
400 requeridos por la justicia, varios heridos de bala y un 
joven muerto por disparos de la policía durante una toma de 
tierras (CITOM179, julio 2003: 8), todos los casos imputados 
al «Conflicto Mapuche». La FIDH (2003: 47-49), tomando 
como fuente la Defensoría Penal Pública Mapuche a partir de 
un informe elaborado por María Rosario Salamanca (agosto 
de 2002), recogía 91 casos de mapuche encarcelados o con 
causas pendientes con la justicia180. Las diferentes acusaciones 
fueron tipificadas como conductas terroristas, robos, usurpa-
ción, allanamientos, atentados contra la propiedad privada, 
etc., (FIDH, 2003: 46-49; HRW/ODI, 2004). El último in-
forme de la OMCT/FIDH (2010: 147) alude al hecho de que, 
a pesar de que 2009 fue el año de la entrada en vigor del 
Convenio 169 de la OIT, «se intensificaron los actos de vio-
lencia policial en contra de personas mapuche que reclaman 
sus tierras ancestrales y que se oponen a los proyectos de in-
versión (…)». Señala también que «estas reivindicaciones han 
traído consigo víctimas mortales, lesiones, torturas y otras 
violaciones de derechos, [ en contraste] policías y propietarios 
de tierras muy raramente han sufrido consecuencias, siempre 
menores, normalmente patrimoniales». Además, estas orga-

179 Documento inédito elaborado por las organizaciones mapuche ante la 
visita del Relator Especial en 2003, (facilitado por Francisco Kakilpán de la 
Corporación de Comunicaciones Mapuche Xeg Xeg).
180 Según los casos registrados en agosto de 2002, 91 mapuche habían sido 
imputado por acciones contra las forestales de los cuales: 14 lo estaban por 
atentado y desacato a la autoridad; 35 por asociación ilícita; 11 por secuestro 
calificado; 10 por robo; 2 por tumultos y desordenes; 5 usurpaciones; 1 por da-
ños calificados; 1 por exacción legal. De ellos, el 18% se encontraban en prisión; 
el 80 % en libertad con medidas cautelares y el 2% con arresto domiciliario, 
(FIDH, 2003:16). Para mayor profundidad ver (CAM, 1999; IEI, 2003; FIDH, 
2003; 2006; HRW, 2004). 
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nizaciones afirman que en 2009 se encontraban encarceladas 
47 personas mapuche o simpatizantes de su causa y que la 
situación de la mayoría de ellas era de prisión preventiva por 
delitos contemplados en la Ley Antiterrorista (2010: 148). La 
Comisión Ética Contra la Tortura (CECT) en un informe de 
derechos humanos de agosto de 2010 difundido a la «solidari-
dad internacional» con motivo de la huelga de hambre prota-
gonizada por 35 mapuche presos en las cárceles chilenas entre 
julio y septiembre de 2010 y que duró 84 días, contabilizó 96 
presos mapuche vinculados con el conflicto territorial181, aler-
tando contra la manipulación que las autoridades hacen de 
esta situación en el intento de diluir el problema de los presos 
políticos entre una pléyade de delitos comunes sin aparente 
conexión, evitando así reconocer, al menos, las dimensiones 
sociopolíticas de las acciones supuestamente delictivas. 

Pese a las evidencias, los sucesivos gobiernos vienen ne-
gando la existencia de presos políticos mapuche y de procedi-
mientos jurídicos contrarios a los derechos humanos. Véanse, 
por ejemplo, las declaraciones realizadas  por el Ministro de 
Justicia de la época en las que rechaza la existencia de presos 
políticos: 

181 La mayoría de los  presos «políticos» mapuche se encuentran encarcelados 
en las prisiones de Temuco, Concepción, Angol, Valdivia y Lebu. El comu-
nicado de la CECT (2010) denuncia que la mayoría de ellos fueron acusados 
mediante «montajes policiales y judiciales y comunicacionales; sometidos a 
torturas, castigos físicos y psicológicos, tratos crueles, inhumanos y degradan-
tes; procesados por la justicia militar con aplicación de la ley antiterrorista. La 
mayoría de ellos son aislados y han sufrido prolongadas incomunicaciones, 
traslados arbitrarios fuera de sus provincias para imperdirles ver a sus familias 
y reducirles psicológicamente (19 de agosto de 2010). El Informe de Derechos 
Humanos de 2011 de la CECT aporta un nuevo listado relativo a «prisión po-
lítica mapuche» (2011:16) en el que señala que hay: «2 mujeres con beneficios 
carcelarios; 18 casos de prisión efectiva actual; 62 presos políticos y/o proce-
sados; 44 casos de procesados con medidas cautelares; 4 condenados en 2011 
bajo procedimientos Ley Antiterrorista; 5 casos de detenciones de menores de 
edad; 6 casos de sentenciados en libertad vigilada y 27 absoluciones judiciales. 
Por su parte, la organización mapuche Meli Wixan Mapu, en su página web 
de 7 de noviembre de 2011, ofrece un listado «actualizado» que incluye 9 pre-
sos mapuche en las cárceles chilenas: 8 preventivos en la prisión de Angol y 
otro cumpliendo sentencia en la de Temuco [ http://meli.mapuches.org/spip.
phd?article2408 (f.c. 7 de marzo de 2012)].
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En Chile no hay presos políticos, las personas que es-
tán privadas de libertad (…) todas están ahí exclusiva-
mente por la resolución de los tribunales, han tenido 
todas las garantías de un proceso debido (Declaración 
de Carlos Maldonado a Radio Cooperativa, recogidas 
en El Mostrador, 27 de Agosto de 2008).

Diversos observadores internacionales han puesto de ma-
nifiesto que la legislación aplicada para sofocar la protesta 
indígena es extemporánea y constituye un atropello a los de-
rechos humanos al incumplir las garantías procesales de los 
inculpados y conculcar el derecho a una defensa justa (HRW/
ODI, 2004). Esta situación ha mejorado en los últimos tiem-
pos ya que muchos jueces tienden a considerar que el Ejecu-
tivo ha venido haciendo un uso político, laxo e interesado de 
la legislación antiterrorista. No obstante, un informe fechado 
en 2011 realizado por diversas organizaciones mapuche y de 
la sociedad civil sobre el estado de los derechos humanos en 
Chile corroboraba que aún se mantenía «la política de crimi-
nalización de la protesta social mapuche mediante la cual se 
habían incoado 7 causas penales en las que se encontraban 
imputados 54 personas acusadas de terrorismo (OSCI182, 2011: 
16). De las tres causas falladas, los mapuche fueron absueltos 
en dos de ellas al quedar al descubierto que la Fiscalía ca-
recía de evidencias para sustentar las acusaciones. En la ter-
cera, dictada por el Tribunal de Cañete, fueron absueltos 15 
comuneros pero otros dirigentes fueron condenados, como el 
conocido líder de la Coordinadora Arauco Malleco, Héctor 
Llaitul Carrillanca183, al que imputaron 25 años de prisión por 
delito de homicidio frustado y 20 años para el resto. Si bien 
esta sentencia fue posteriormente revisada, dejándola en 14 
años para Llaitul y 8 años para los demás, a ninguno de ellos 

182 Organizaciones de Sociedad Civil e Indígenas (Chile).
183 El resto de los condenados fueron: Ramón Llanquileo, José Hunuche y Jo-
nathan Huillican. Todos ellos han protagonizados diferentes huelgas de ham-
bre en los últimos tiempos.
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les fue aplicada la Ley Antiterrorista, sin embargo el proceso 
se amparó en las prerrogativas que otorga esta ley, sobre todo 
en lo que se refiere a la instrucción de la acusación y al uso 
de testigos sin rostro «vulnerando el debido proceso» (OSCI, 
2011: 16-17).

Además, la estrategia represiva fue acompañada de una 
serie de acciones que apuntaron directamente al corazón de 
la estructura sociopolítica y religiosa de los mapuche para 
neutralizar el ascendiente de los logko y las machi en la arti-
culación de la resistencia. Esta táctica se erigió en un eficaz 
mecanismo de presión psicológica y de inmovilización cul-
tural como abordaremos más adelante. El caso de los logko 
Pascual Pichún y Aniceto Norín, que en el transcurso de esta 
investigación se encontraban cumpliendo condena firme por 
delitos de terrorismo en el penal de Traiguen, es emblemático 
y ha dado la vuelta al mundo para vergüenza del gobierno de-
mocrático de Chile, puesto que fueron condenados mediante 
procesos irregulares (HRW/ODI 2004; IEI, 2003; U. Diego 
Portales, 2005; A.I., 2004; FIDH, 2006). Sus casos fueron 
objeto de mención y censura en el informe de la visita a Chile 
que realizó el Relator Especial Rodolfo Stavenhagen (2002), 
pero de poco sirvieron sus recomendaciones. En el año 2012 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó 
el caso nº 12.566, Norín Catrimán y otros (logko, dirigentes 
y activistas del pueblo indígena mapuche de Chile) ante la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos por el cual llevó 
a juicio al Estado chileno por «política penal discriminatoria 
contra los mapuche». La causa agrupaba tres casos ocurridos 
durante el gobierno de Ricardo Lagos: el de los logko Pichún y 
Norín, el caso Víctor Ancalaf y el caso Poluco-Pidenco184. To-
dos los mapuche involucrados en estos procesos fueron con-
denandos por delitos de terrorismo, sin embargo, el veredicto 
de los organismos internacionales fue que hubo discrimina-
ción étnica a la hora de aplicar la ley:

184 En este caso estaban imputados Florencio J. y Juan P. Marileo Saravia, José 
Huenchunao, Juan C. Millacheo y Patricia Troncoso.
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en aplicación de una normativa penal al principio de 
legalidad con una serie de irregularidades procesales y 
tomando en consideración su origen étnico de manera 
injustificada y discriminatoria [pues] se basaron en una 
representación de un contexto denominado Conflicto 
Mapuche, sin efectuar distinciones entre el contexto 
general de reivindicaciones legítimas (…) (CIDH en 
http://www.politicaspublicas.net/panel/siddhh/casos-
cidh/1515-cidh-chile-mapuche.html ,f.c. 7/02/2012).

L A G u E T I Z A C I ó N D E L WA J m A P u y 
E L R E C u ER D O D E L h A m P ü B K A N

La creciente fragmentación y discontinuidad del territorio 
indígena es una de las principales preocupaciones de las orga-
nizaciones mapuche, en tanto que lo que está en juego es la 
posibilidad de construir un futuro autónomo en un territorio 
con posibilidad de continuidad. En el centro de la cuestión 
desde el punto de vista del derecho internacional185 está la li-
bertad de circulación y movimientos en sus espacios ances-
trales. Desde esta óptica emergen dos categorías vernáculas 
que resultan claves en la concepción mapuche de los dere-
chos humanos, a saber: hampübkan, que puede ser utilizado 
en el sentido de libertad de movimientos («viajar o despla-
zarse libremente por el territorio») y kisugünewün («gober-
narse sólo»),, noción a la que es posible atribuir un sentido 
de libertad colectiva y de autonomía política. En este punto 
nos ocuparemos únicamente del primero ya que hampübkan 

185 Sobre el derecho de los pueblos indígenas dividos por fronteras interna-
cionales a mantener y desarrollar contactos, relaciones y cooperacióna a todos 
los niveles véase el artículo 36 de Declaración de Naciones Unidaas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas y Parte VII, artículo 32 del Convenio 169 de 
la OIT que insta a los gobiernos a tomar medidas y acuerdos internacionales 
para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas y tribales a 
través de las fronteras.
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o nampülkan186 está especialmente vinculado a la libertad de 
movimientos por el territorio187. El hampübkan era un viaje 
que realizaban los jóvenes durante un período de la vida en el 
que el individuo «se gobernaba sólo» y se movía en función 
de su propio criterio y motivación, pues el objetivo de este 
viaje (generalmente tramontano) era confraternizar, conocer 
el territorio y sus recursos y relacionarse con sus habitantes; 
a diferencia de otros viajes que tenían un carácter obligatorio 
pues se emprendían para asistir a rituales, funerales, intercam-
biar productos, etc. 

Lo importante de este concepto en la actual coyuntura es 
que está en relación con las formulaciones del movimiento 
mapuche vinculadas con la libertad colectiva y personal vin-
culada a la libertad de movimientos. Este aspecto es funda-
mental, si tomamos en cuenta que las explotaciones fores-
tales, la construcción de autopistas y las explotaciones de las 
empresas extractivas privatizan el territorio mapuche e inte-
rrumpen el tránsito de los caminos tradicionales, lo que mo-
tiva multitud de altercados y es la causa de muchas demandas 
de las comunidades contra propietarios no mapuche. A esto 
hay que sumar la existencia de las fronteras. 

En resumen, esta recreación y renovación del concepto 
guarda relación inequívoca con el anhelo de preservar la con-
tinuidad territorial y la libertad de circulación por las tierras 

186 Manquilef (1911: 46) define también Nampülkan como «libertad» o «andar 
en libertad» y lo utiliza en el marco de una celebración comunitaria que se 
realizaba al regreso del viaje de un miembro del lof. Augusta en su Gramática 
Araucana define este término como: «viajar al extranjero» (1903: 88), y Lenz, 
en sus Estudios Araucanos, dice que significa: «viajar, estar de excursión» (1895-
1897:138). Según José Quidel, este viaje, que denomina Wixa hamkontwün, se 
realizaba con amigos y podía durar varios años. En el camino se cazaba y se 
realizaban estancias en diferentes lugares por un tiempo no delimitado, pero 
siempre se volvía a la tierra. El viaje se vinculaba con las relaciones familiares, 
militares y comerciales que en ese tiempo existían entre los mapuche del Gulu 
y del Pwel Mapu. (Curso de Salud y Pesamiento Mapuche [CSPM], 15 al 18 de 
julio de 2002, Hospital de Makewe, sesión 18 de Julio de 2002).
187 Sobre el contenido, la frecuencia y la intensidad de viajes que los mapuche 
del Gülu realizaban al Pwe Mapu puede consultarse el trabajo se Álvaro Bello 
(2011).



281

conflictos etnoamBientales y los derechos humanos de los PueBlos originarios

en las que los mapuche reconocen su cultura, su lengua y su 
identidad en un espacio en el que, pese a los artificios de las 
gopolítica, el che pueda sentirse dueño de su forma de vida en 
relación directa con sus espacios naturales y con sus semejantes.

Sin embargo, pudiera parecer una contradicción que la lu-
cha contra «las insularidades» que señalaba Pinochet (Aylwin, 
2001: 11), haya revertido finalmente en un proceso de gueti-
zación de las comunidades mapuche, aunque era una conse-
cuencia lógica y quizás premeditada, a tenor de las políticas 
etnocidas implementadas en el Waj Mapu. La realidad es que 
muchas comunidades se han visto rodeas por las plantaciones 
forestales y han quedado encerradas entre sus cercos, otras se 
encuentran bloqueadas y divididas por autopistas, valles en-
teros han quedado incomunicados por presas y centrales eléc-
tricas que han interrumpido para siempre rutas trashumantes 
ancestrales, etc. Por último, algunas comunidades han tenido 
la dudosa «suerte» de ser incluidas dentro de los límites de un 
Parque Nacional, donde la relación hombre naturaleza lejos 
de responder al orden ancestral del Az Mapu es dictaminado 
por técnicos, burócratas, políticos y gestores ajenos al mundo 
mapuche, donde priman más las especies botánicas o anima-
les que las propias personas. 

El sentir general de los mapuche y de sus organizaciones 
es que actuaciones como la construcción de carreteras de alta 
densidad buscan asimilar geográficamente las tierras indíge-
nas y provocar la discontinuidad espacial del territorio mapu-
che para dificultar la libre determinación. Se estaría buscando 
reforzar la presencia del Estado en su territorio para tranqui-
lidad de propietarios e inversores ante los reclamos de recu-
peración de tierras y las demandas de autonomía. Desde esta 
perspectiva, nos encontraríamos ante una obra de ingeniería 
política sustentada en un urbanismo criminal al servicio de la 
represión, la marginación y el aislamiento; expresiones como 
«palestinos de América del Sur» (Cayuqueo, 2001) para refe-
rirse a estos escenarios refuerzan la idea de guetización que se 
está implementando en la tierras de los mapuche del sur. Por 
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poner solo algunos ejemplos, en Rofwe con la apertura de los 
dos carriles de la Ruta 5 sur a su paso por la Cantera Metrenco 
la comunidad quedó partida en dos, los accesos a la presa de 
Pangue o de Ralco han dejado aisladas las comunidades y han 
liquidado la economía transhumante.

Las zonas ocupadas por las explotaciones forestales son el 
paradigma de este proceso de guetización, pues las comuni-
dades del entorno se han convertido en lugares cercados, mi-
litarizados, inaccesibles e inviables para el mantenimiento de 
las actividades tradicionales, e incluso para las inevitablemente 
cotidianas. En estas zonas se ha propiciado la irrupción violenta 
de agentes externos: fuerzas policiales, compañías privadas de 
seguridad, trabajadores wigka, etc. De hecho, se han estable-
cido fronteras interiores que impiden de hecho la libertad de 
movimientos de las personas (FIDH, 2003) concuncaldo los 
derechos humanos de los pueblos indígenas. Se podría decir 
que las zonas forestales se han erigido en los nuevos «Fuertes 
de la Araucanía», en cuyos accesos se han instalado torres de 
vigilancia y puestos de control de acceso a los caminos que van 
a las comunidades mapuche, cuyo franqueo se encuentra al ar-
bitrio de los agentes de seguridad, igual da que sean públicos o 
privados (Chihuailaf, 1999: 153). Todo esto supone una ofensa 
para las comunidades mapuche que perciben una reedición del 
confinamiento y la rememoración de la Guerra de Pacificación 
y Ocupación de la Araucanía. Lo mismo ocurre en las comu-
nidades próximas a Añelo donde las petroleras han establecido 
controles en las comunidades y toman la matricula a todos los 
vehículos ajenos, a la vez que interrogan sobre el sentido de las 
visitas, como pudimos comprobar personalmente en diciembre 
de 2013 en la comunidad de Kaxipayiñ.

La declaración de espacios naturales protegidos, en ocasio-
nes, priva a las comunidades aledañas al acceso a recursos eco-
nómicos ancestrales al someterlas a restricciones sin ofrecer a 
los pobladores nativos una alternativa clara o deseada. Ade-
más, pese a las recomendaciones y disposiciones legales, las 
comunidades se quejan de que no son tenidas en cuenta a la 
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hora de decidir sobre las reservas y santuarios naturales que se 
encuentran dentro de sus territorios, alegando que el diseño 
y la gestión de estos lugares se ejerce ide forma autoritaria y a 
espaldas de los mapuche. Como denuncia Elicura Chihuailaf:

La multiplicación de Parques Nacionales y la absoluta 
exclusión de la administración de ellos a sus naturales 
cuidadores: Los Pueblos indígenas (1999:114).

En otras ocasiones, este tipo de políticas «conservacio-
nistas» se acompañan de fórmulas que permiten la externa-
lización de la gestión de las áreas protegidas para dar cabida 
a proyectos lucrativos que se camuflan con etiquetas del 
tipo etnodesarrollo, etnoturismo, ecoturismo, etc., pero 
cuyos fines, en realidad, están orientados a explotar los re-
cursos naturales y penetrar en el territorio mapuche, lo que 
supone una suerte de liberalización o privatización camu-
flada de las tierras indígenas bajo la coartada conservacio-
nista. No son pocos los ejemplos que confirman que bajo 
diversas actuaciones y proyectos medioambientales, enti-
dades privadas o empresas han aprovechado para hacerse 
con los derechos de uso y gestión de los recursos naturales 
de los mapuche inscribiéndolos a su nombre. Estas inicia-
tivas que mediante la retórica ambientalista han permitido 
la privatización de los recursos naturales del territorio ma-
puche les han llevado a convertirse necesariamente en «de-
lincuentes ambientales», pues las comunidades localizadas 
dentro de los perímetros protegidos deben enfrentarse a 
duras sanciones por extraer de la tierra aquello que siempre 
estuvo a su libre disposición y que era manejado cultural-
mente con criterios que ahora recibirían el calificativo de 
«sostenibles».

Las infraestructuras viarias y otras obras públicas en 
muchos casos tienen un sentido mercantil ajeno al interés 
de los pueblos indígenas pue su diseño no está concebido 
para favorecer la movilidad de las personas, sino para ex-
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traer materias primas de sus territorios o facilitar el acceso 
del turismo. Las barreras arquitectónicas fragmentan los 
sectores indígenas y potencian «esas insularidades» que se 
pretendían evitar, además atomizan el territorio mapuche 
y facilitan la implantación del Estado en su peor versión, 
es decir, en la de promotor de las actividades extractivas y 
exportador de materias primas. Obviamente, las cuotas de 
los peajes que se establecen sobre la circulación de vehícu-
los, pues la mayoría de las autopistas se gestionan mediante 
sistema de concesión, nunca redundan en el desarrollo de 
las comunidades y constituyen medidas disuasorias para la 
movilidad de los mapuche y un control efectivo de de los 
territorios afectados.

Estas actuaciones tienen otra intencionalidad secunda-
ria pues favorecen la implantación de la políticas asimi-
ladoras siguiendo el guión tradicional: integración del te-
rritorio nacional, incorporación efectiva de los «reductos 
territoriales» indígenas y favorecer la accesibilidad de sus 
componentes al proyecto político-económico de la socie-
dad nacional. Se podría decir que, a la postre, se impuso la 
lógica paranoica del régimen militar, para el cual las zonas  
indígenas, «deficientemente» integradas, constituían un 
problema de seguridad nacional (Aylwin, 2001: 11). Vea-
mos un fragmento del informe presentado por Pinochet 
a la Academia de Guerra en 1984 en el que identificaba 
29 zonas cuyo desarrollo se consideraba prioritario para el 
país, aunque señalaba que el principal problema era que la 
mayoría de ellas eran indígenas:

(...) La identificación de estos espacios de marcado 
subdesarrollo permite orientar la acción subsidiaria del 
estado, incentivar la participación de sector privado e 
ir posibilitando el desarrollo y reduciendo conflictos 
potenciales, como los que hemos visto surgir en otros 
países... (Pinochet, 1994 en Aylwin, 2001:11).
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«Q u I E N h I Z O L A L E y… h I Z O L A T R A m PA»

Los mismos gobiernos que alardean de haber suscrito e 
incorporado en sus legislaciones nacionales las disposiciones 
relativas a los derechos humanos de los pueblos indígenas, en 
la práctica, tratan de desvirtuar sus contenidos, los interpre-
tan de manera interesada y, en muchos casos, hacen una apli-
cación negligente de ellos. En los casos expuestos, se observa 
claramente cómo la legislación indigenista fue reinterpretada 
e instrumentalizada capciosamente por las autoridades para 
imponer la visión del Estado sobre las disputas y favorecer los 
intereses de las empresas y terratenientes. 

Lo cierto es que, a diferencia de otras épocas, actualmente 
sí existe un marco legal para resolver las disputas y la cuestión 
de los derechos indígenas se encuentra omnipresente en la 
arena política de los países que cuentan con población ori-
ginaria, lo que ocurre es que las políticas de reconocimiento 
no se hacen efectivas y el goce de derechos reales resulta una 
quimera cuando los derechos indígenas quedan neutralizados 
por complejos procedimiento judiciales, supuestas normas de 
rango superior o en los diferentes niveles de competencia, de 
ahí que muchos conflictos entre los pueblos originarios y los 
Estados se vean abocados al arbitrio del sistema internacional 
de derechos humanos, bien sea regional o universal. 

La paradoja está en que las organizaciones indígenas se 
ven obligadas a recurrir sistemáticamente al sistema judicial, 
bien para exigir, bien para imputar, bien para pedir amparo, 
a sabiendas de que, por el camino, el carácter político de sus 
reivindicaciones se diluya y sus reclamos queden subsumi-
dos en vulgares pleitos entre propietarios. Por otra parte, la 
dependencia del poder judicial para hacer valer sus derechos 
culturales conlleva muchas servidumbres y consume muchos 
recursos técnicos y económicos, de los cuales las comunidades 
son deficitarias, por lo que la ausencia de medidas políticas y 
de estructuras de poder que permitan hacer efectiva la parti-
cipación y el empoderamiento de los pueblos indígenas, les 
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sume de nuevo en un círculo de relaciones de dependencia. 
Como bien han señalado Ramos y Delrío (2008: 79), los pue-
blos originarios participan hoy de una especie de esquizofre-
nia jurídica ya que, por una parte, ven en la acción judicial 
una «vía truncada» que constriñe sus aspiraciones y, por otra, 
necesitan de este recurso- especialmente de las instancias su-
periores y de la justicia internacional- para dar visibilidad a su 
problemática.

Por otra parte, allá donde los pleitos se dirimen en el cuer-
po a cuerpo con terratenientes y empresas concesionarias, la 
teórica separación de poderes que difunde el Estado de de-
recho no resulta tan radical y las conexiones entre poderes y 
grupos de presión resultan letales para la efectividad de los 
derechos humanos de los indígenas. Procesos que se dilatan, 
sentencias contradictorias y anacrónicas, recursos intermi-
nables, etc., ponen a prueba el compromiso real de muchos 
jueces con estos derechos y evidencian que el aparato judicial 
opera en muchos casos como continuador y garante del viejo 
orden colonial y como correa de transmisión de las políticas 
asimiladoras en los territorios indígenas. A partir de los casos 
expuestos se puede ver como los gobiernos influyen en los 
tribunales para impugnar derechos, judicializar los reclamos 
territoriales y criminalizar la protesta social. Veamos algunos 
ejemplos. 

En Ralco, los pewenche además de encontrarse en desven-
taja jurídica, al carecer en esos momentos de reconocimiento 
político y personalidad jurídica para ejercer adecuadamente la 
defensa de sus derechos sobre el territorio, vieron como el de-
recho positivo y las instituciones de justicia fueron utilizadas 
parcialmente para reforzar la posición del Estado y avalar las 
actividades de las transnacionales, legitimando un supuesto 
discurso del bien común sobre el desarrollo de la nación, la 
protección del medio ambiente, la soberanía nacional, etc. 
Por ejemplo, aunque en Chile en el tiempo de vigencia del 
caso Ralco aún no había sido suscrito el Convenio 169 de la 
OIT, sin embargo, la Ley Indígena sí que se había inspira-
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do en él y ya sancionaba que la consideración de territorios 
indígenas implica el derecho de sus organizaciones a parti-
cipar en las decisiones sobre las actuaciones en su territorio. 
No obstante, el Estado negó la potestad de las organizaciones 
indígenas a participar en las negociaciones con Endesa, aún 
sabiendo que, como señala Lillo, sí eran competentes para 
opinar y formar parte del proceso: 

El territorio no es ya sólo un elemento del Estado, 
según se describe en la doctrina constitucionalista. A 
partir del Convenio 169 de la OIT, el territorio es un 
derecho colectivo de los Pueblos Indígenas, que se dis-
tingue del derecho a la tierra (...). El concepto de terri-
torio, constituye una especie de jurisdicción, es decir, 
un espacio donde los indígenas ejercen su influencia o 
directamente su autodeterminación (2002: 29). 

Lo cierto es que los mecanismos y procedimientos jurídicos 
disponibles en el ordenamiento nacional hasta ese momento 
se mostraron insuficientes para garantizar los derechos de los 
indígenas y mucho menos para proteger en toda su amplitud 
la complejidad que encierra la noción del territorio mapuche 
desde el punto de vista cultural. El discurso del pluralismo 
jurídico se reveló también como una mera quimera, pues el 
derecho positivo chileno no contempló el conflicto desde una 
perspectiva que permitiera incluir los principios que rigen la 
filosofía mapuche en los procesos y procedimientos de con-
sulta y toma de decisión. Sin otra alternativa, forzar a los in-
dígenas afectados por el caso Ralco a participar en el perverso 
juego urdido por las empresas, las autoridades y la maquinaria 
judicial chilena constituía en sí mismo un acto de etnocidio. 
Por otra parte, se obligaba a los indígenas a encomendar su 
derechos universalmente reconocidos a una legislación sec-
torial, como es la evaluación de impacto ambiental o la ley 
eléctrica, y confiar en unos técnicos ajenos, en muchos casos 
pagados por las partes interesadas, por lo que a los mapu-
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che no les quedaba más alternativa que claudicar o echarse en 
brazos de agentes externos (abogados, universidades y ONG) 
para poder defender sus derechos. Por tanto, la cuestión no 
radicaba en la falta de jurisprudencia en la materia en litigio, 
sino en el reconocimiento real de derechos y en la voluntad 
del Estado de interpretar la ley en el sentido que, en teoría, 
había inspirado su promulgación: proteger los derechos de los 
pueblos indígenas, incluso de las arbitrariedades del propio 
Estado protector. 

Además, el Sistema de Estudio de Impacto Ambiental 
(SEIA) vigente en la época, instrumento utilizado para eva-
luar casos como el de Ralco, ofrecía unas posibilidades muy 
limitadas para incluir la perspectiva de los pueblos indígenas 
ya que nunca estuvo concebido desde un enfoque pluricul-
tural capaz de acoger la sensibilidad de las diferentes tradi-
ciones culturales existentes en el país. En rigor, los EIA se 
conciben como un mero trámite en el que la participación y 
el manejo de la información están pensados para especialistas 
que, bajo la pátina del objetivismo y cientificidad, juegan con 
poderosos intereses económicos, corporativos y relaciones de 
poder. Algunos juristas188 han llamado la atención respecto 
a que el SEIA es simplemente un mecanismo que sirve para 
legitimar las decisiones que previamente han sido tomadas 
en los despachos, y está diseñado como un instrumento para 
amortiguar el efecto de unos daños «inevitables» ya que, en 
definitiva el SEIA» (...) está concebido como una espiral que 
tiende a la aprobación del proyecto» (Lillo, 2002: 31). 

En definitiva, las posibilidades de que los mapuche afecta-
dos pudieran ejercer sus derechos eran francamente limitadas 
a tenor del desconocimiento que tenían de la maquinaria ju-
dicial, de la burocracia del Estado y de la carencia de medios 
económicos y humanos para enfrentar este conflicto. La ley 
nacional se erigió una vez más en un instrumento de legiti-

188 Lillo (2002:31) cita un estudio de Castillo (1998: 44) por el cual demuestra 
que el 90 % de los proyectos ambientales evaluados en Chile con el procedi-
miento del SEIA fueron aprobados. 
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mación del expolio territorial y el discurso de la separación 
de poderes, al menos cuando se trata de las reivindicaciones 
indígenas, es falaz pues los proyectos finalmente se realizaron 
saltándose la Ley Indígena, los informes negativos o los dictá-
menes judiciales reprobando la actuación de las empresas. Las 
palabras de una de las últimas mujeres pewenche que resistió a 
la presa de Ralco, que coinciden con las que hoy en día se oyen 
en las comunidades afectadas por este tipo de proyectos, resu-
men el sentimiento de frustración ante la inoperancia legal:

Pasando Ralco, la Ley Indígena no vale nada (...) La ley 
se maneja; a una ley de protección se crea otra cuando 
es necesario enfrentar algún proyecto gubernamental 
(Berta Quintremán, Foro de Ralco, Temuco 12 de julio 
de 2001).

Por otra parte, la Ley Indígena no contemplaba la propie-
dad de los pueblos originarios de Chile sobre los recursos del 
subsuelo o del agua, pues el gobierno se cuidó mucho de no 
dejar ningún resquicio que pudiera cuestionar su soberanía 
sobre el territorio, especialmente cuando gran parte del pro-
yecto nacional se basa en en la liberalización de los recursos 
naturales y la extracción de materias primas: 

A pesar de contar con una Ley Indígena esta no ga-
rantiza los derechos sobre los recursos naturales, es 
más, nuevas legislaciones sobre el control del agua y 
la propiedad de minerales en el territorio mapuche ha-
cen inaplicable esta legislación, puesto que otras leyes 
nacionales tienen mayor alcance que la ley indígena. 
Así una considerable proporción de los ríos, esteros y 
vertientes hoy día se encuentran bajo el control de fun-
cionarios, organismos gubernamentales y empresarios 
agrícolas (...) (Millamán, 2001).
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Otra de las enseñanzas que nos dejan estos casos, y que 
son muy comunes a la mayoría de los conflictos ambientales 
que tienen lugar en los distitntos países, es que la retórica pa-
triótica no impide a los gobiernos abrazar la lógica neoliberal 
que, en la práctica, aboga por la privatización y el registro a 
nombre de particulares, empresas o instituciones buena parte 
de los recursos naturales de un país, lo que suponen de hecho 
una pérdida de soberanía por parte de los Estados que tanto 
miedo tienen a ceder competencias a los pueblos indígenas 
sobre la gestión de sus territorios.

Por último, otra queja recurrente es la ineficacia de los orga-
nismos indigenistas y ambientalistas oficiales que suelen verse 
superados por los conflictos de intereses y por la potencia las 
ramificaciones políticas y económicas que involucran los dife-
rentes proyectos. Como en el caso Ralco y de los proyectos de 
carreteras descritos, puede decirse que se suele practicar delibe-
radamente la estrategia de los hechos consumados pues todos 
sabían que el tiempo judicial jugaría a favor de las empresas:

(...) De nada sirvió la legislación local en materia indí-
gena. Tampoco las del Derecho Internacional. De nada 
sirvió que misiones internacionales como la FIDH y 
AI se pronunciaran sobre los derechos fundamentales. 
De nada sirvió la visita y los pronunciamientos del Re-
lator Internacional de la ONU (...) (A. Konapewman 
y Coordinadora de Comunidades en Conflicto., sep-
tiembre 2003). 

En resumen, el discurso del derecho, incluso en su cara 
más amable, el de los derechos indígenas y los derechos 
humanos, no deja de ser un instrumento concebido por el 
sistema dominante para manejar las reivindicaciones de los 
pueblos originarios a partir de la lógica hegemónica. Hasta el 
momento, las comunidades y organizaciones indígenas se en-
cuentran con serias limitaciones para manejar autónomamen-
te estos mecanismos por lo que están a expensas de los media-
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dores externos. De ahí la importancia que juega la solidaridad 
internacional, las ONG, las universidades y, sobre todo, los 
abogados comprometidos con la causa indígena, los cuales no 
siempre interpretan claramente el sentido de la lucha de sus 
indígenas ni pueden conjugar sus métodos profesionales con 
las perspectivas políticas y culturales en juego. De hecho, en 
algunos de los conflictos expuestos la dependencia de terce-
ros resultó un flanco demasiado vulnerable para las demandas 
indígenas sobre todo para poder defender las reivindicaciones 
políticas del movimiento mapuche en torno a las dimensiones 
colectivas del territorio; este es el motivo por el que cuando 
se consumaron determinados acuerdos entre los propietario 
pewenche y el Gobierno algunos de los defensores de las fa-
milias pewenche salieron mal parados y fueron tachados de 
traidores por parte de algunas organizaciones mapuche.

Más allá de los juicios de valor que se puedan hacer sobre 
la estrategia de defensa seguida o sobre la deontología profe-
sional de algunos letrados en estos conflictos, lo cierto es que 
los abogados sólo pueden operar con la lógica que impone 
el derecho positivo y el Estado, por lo cual, una vez que los 
mapuche «aceptaron» entrar en esa «arena» para dirimir sus 
disputas, y no pudieron reforzar el campo político, la suerte 
estaba echada de antemano. El modus operandi de los juristas 
no podía guiarse por los criterios políticos y culturales que 
regía la acción de las organizaciones mapuche, sino por los 
postulados marcados por la pragmática del «mejor arreglo po-
sible». Pocos abogados occidentales hubieran emprendido un 
pleito sin una salida jurídica que pudiera desembocar en al-
gún tipo de acuerdo posible o de sentencia favorable, aunque 
fuera parcial. De ahí deviene la gran trampa que tiene este 
juego para el movimiento indígena, el cual quizás ha puesto 
unas esperanzas excesivas en el derecho (bien sea el nacional 
o internacional) para modificar el marco político-económico 
existente dentro de sus Estados que es el que, en última ins-
tancia, amenaza sus territorios y culturas a través de sus pro-
yectos políticos y económicos. 
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Si hacemos una recapitulación de los casos en diferen-
tes momentos y en los dos países, nos damos cuenta de que 
mientras en Chile los mapuche atribuían la ineficacia de la 
ley para defender sus derechos a la falta de reconocimiento 
constitucional del pueblo mapuche y a la negativa del gobier-
no para asumir los principales instrumentos internacionales, 
en Argentina, la situación de las comunidades afectadas por 
megaproyectos, repoblaciones forestales, desarrollos turísticos 
o industrias extractivas no era muy distinta años después de 
que el Estado hubiera reconocido a los pueblos originarios 
y ratificado el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de 
Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas. 
Por tanto, lo que queda en evidencia es que el modelo actual 
de Estado-nación monocultural latinoamericano no ofrece ni 
los mecanismos, ni los espacios, ni las instituciones adecuadas 
para garantizar que la voluntad de los pueblos indígenas, y 
en concreto del pueblo mapuche, pueda ser expresada polí-
ticamente y sus derechos puedan quedar protegidos adecua-
damente dentro del marco de las instituciones nacionales. La 
prueba más fehaciente es la constante denuncia a organismos 
internacionales y que los diferentes Relatores encargados de 
velar por los derechos de los pueblos indígenas hayan venido 
realizado continuas llamadas de atención a estos Estados por 
la vulneración sistemática de los derechos y libertades funda-
mentales de los indígenas, sin que, hasta hoy, hayan cesado 
realmente los problemas, como bien se puede comprobar a 
partir de los informes de dos Relatores en los sucesivos man-
datos (véanse Stavenhagen , 2002; Anaya, 2009 b).

Estos casos demuestran también que las leyes de protec-
ción de los indígenas y de sus derechos, aún siendo impor-
tantes, no son la panacea para establecer un nuevo modelo de 
relación entre los gobiernos y los pueblos originarios. Espe-
cialmente, cuando median importantes intereses económicos 
y políticos los derechos de los pueblos indígenas se subordi-
nan a ellos y se desnaturaliza el espíritu de las leyes a través de 
la presión sobre la maquinaria judicial y la fragosidad de los 
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procedimientos legales189. Incluso, la manipulación del dis-
curso del Estado de derecho, monopolizado por las élites po-
líticas y económicas, es utilizado para legitimar la vulneración 
de los derechos humanos y de la libertades fundamentales de 
las personas pertenecientes a los pueblos originarios despresti-
giando sus legítimos reclamos históricos, por lo que la ley del 
blanco, lejos de percibirse como un instrumento de protec-
ción, se observa de nuevo como un mecanismo de domina-
ción. Por tanto, para revertir el rumbo de los acontecimientos 
y garantizar que los nuevos instrumentos de protección no 
se reduzcan a condenar las acciones irreversibles que atentan 
contra los hábitats y formas de vida de los pueblos indíge-
nas, deben mediar otras formas de protección y aceptación 
de la diversidad cultural a partir de unas condiciones políticas 
viables y efectivas que no se limiten a penalizar con dureza 
aquello que ya resulta irreversible.

189 Antes de suscribir el Convenio 169 de la OIT y la DNUDPI, el gobierno 
chileno ha tenido diferentes llamadas de atención de los organismos interna-
cionales. El hecho de que Chile no hubiera suscrito determinados tratados en 
materia de derechos indígenas no fue óbice para evitar estas reprobaciones, 
ya que como hemos señalado el sistema generalista ha estado sujeto a rein-
terpretaciones que han permitido abordar ciertos reclamos indígenas a partir 
del sistema «universal». Por ejemplo, al tener firmado el PIDCP el gobierno 
de Chile fue invitado a cumplir la recomendación del Comité de Derechos 
Humanos del 15 de marzo de 2007 por la que deben respetarse los derechos de 
los indígenas sobre sus tierras ancestrales y dar cuenta a este organismo de la 
implementación de estas recomendaciones en el plazo de un año (Toledo, 2007 
a: 1).
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cuadro 12. modelo de Guerra de Baja Intensidad
Adaptación del modelo aplicado en Chiapas por 

Pérez Sales, Santiago y Álvarez, 2002 (I)

1. Actuaciones 
Militares

2. Brazo Económico 
y Social

3. Control de la 
información

1. militarización de las 
zonas en conflicto

 - Operativos especiales:  
  · Acciones 

ejemplarizantes y 
espectaculares.
  · Despliegue de 

medios.
  · víctimas 

“accidentales”
 - Retenes permanen-
tes: control de la po-
blación.
 - Custodia de plantacio-
nes forestales e insta-
laciones privadas por 
parte de las fuerzas de 
seguridad.

2. Paramilitarización
 - Grupo de autodefensa 
compuestos por pro-
pietarios agrarios.
 - Comando Trizano:

  · Difusión del miedo: 
desmovilización.
  · Neutralización de 

líderes
 - Compañías de Seguri-
dad vinculadas con ex 
-militares relacionados 
con la represión:

  · Guerra sucia e 
impunidad 
  · Auto-atentados.

 - Programas de desa-
rrollo selectivo
 - Discriminación de  co-
munidades conflicti-
vas
 - Ayuda como forma de 
control social
 - Control de la ayuda a 
través de mediadores 
 - Acción social de las 
Fuerzas Armadas en 
zonas desfavorecidas 
o catástrofes.
 - Uso de recursos 
públicos al servicio de 
las empresas.

medios de comunica-
ción movilizados por 
los principales grupos 
empresariales y por el 
gobierno

 - Bloqueo y manipula-
ción informativa:

  · Aislamiento social
  · Desmovilización de 

apoyos.
  · Estigmatización del 

enemigo (imágenes 
de encapuchados 
armados.
  · Asociación de la 

represión con la 
cruzada contra el 
terrorismo global 
y la defensa del 
Estado de derecho. 

 - Propaganda de las 
actuaciones guberna-
mentales en las comu-
nidades.
 - Manejo de términos 
emocionalmente sig-
nificativos: unidad de 
la patria, soberanía, in-
tervención extranjera.
 - Difusión de rumores y 
noticias falsas
 - Hostigamientos y 
agresiones a periodis-
tas y medios no afines.

 - Programas educativos 
y sociales cofinancia-
dos por las empresas: 
usos propagandísticos.
 - Intervención de enti-
dades económicas in-
ternacionales regiona-
les (BID) para atenuar 
la pobreza y la conflic-
tividad: 
 - Endeudamiento
 - Religión: Utilización 
de iglesias y sectas 
para división/ penetra-
ción.
 - Salud: Uso político

 - Apariencia de neutra-
lidad. 
 - Divisiones y enfren-
tamientos internos 
entre indígenas que 
justifican la interpo-
sición de la fuerza 
pública.

Política migratoria:

 - Nacionalismo como 
recurso. 
 - Expulsión de extranje-
ros: Controles migra-
torios y restricción de 
movimientos.
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Adaptación del modelo aplicado en Chiapas por 
Pérez Sales, Santiago y Álvarez, 2002 (II)

4. Labor de inteligencia 5. Brazo político, le-
gislativo y militar

 - Infiltración en las organizaciones 
más radicales.
 - Cooptación de líderes y disidentes.
 - Detección y activación de rivalida-
des familiares y conflictos internos 
antiguos.
 - Represión selectiva.
 - Búsqueda de vínculos con el terro-
rismo internacional (FARC, ETA, 
Al Qaeda).
 - Prevención de la subversión 
interna: Propaganda y contra-infor-
mación (alusiones al mIR, FPmR). 
Movilización de sentimientos y 
percepciones negativas del pasado 
(dictadura). 

Control electoral:
 - Perfeccionamientode censos a 
través de programas oficiales de 
ayudas y encuestas de población: 

  · Control social.
 - Sistema binominal que impide la 
emergencia de alternativas políticas 
propias.
 - Clientelismo y proselitismo religio-
so: control del poder local

  · Circunscripciones electorales 
locales: no representativas de la 
realidad del territorio indígena:
  · Dificultan el voto y la 

representación indígena.

Diálogo y negociaciones
 - Diálogos comunales

  · -Participación local
 - Comisión de verdad Histórica y 
Nuevo Trato.

Iniciativas Legislativas y políticas 
públicas: LEy INDíGENA.

 - Fondo de Tierras
 - Programa Orígenes
 - Desarrollo con identidad
 - Reforma Constitucional: Promesas 
de reconocimiento de la multicultu-
ralidad y plurinacionalidad del país.
 - Programas Oficiales de Educación 
Bilingüe y de Salud Intercultural.
 - Promesas de adopción de estánda-
res internacionales en materia de 
derechos indígenas.

Administración y procuración de justicia 
 - Reforma Procesal Penal
 - Activación de la legislación antiterrorista y de 
seguridad nacional de la dictadura militar.
 - Uso de testigos sin rostro.
 - Procesamiento de periodistas.
 - Presos Políticos

  · Denuncias de torturas.

 - División, cooptación y debilitación del movimiento indígena.
 - vacío de contenido de las demandas indígenas.
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8. CULTURA MAPUCHE Y 
CONFLICTOS ETNOAMBIENTALES

La traducción que hacen distintos actores de las reinvindi-
caciones indígenas no siempre coincide con el formato que 
presentan los discursos occidentales relativos a los derechos 
humanos, al desarrollo económico, a la conservación de la 
naturaleza o la sostenibilidad medio ambiental. Por eso, para 
intentar comprender en profundidad la dimensión de la tra-
gedia que se cierne sobre los pueblos indígenas desde una 
perspectiva holística, en esta parte del libro se abordan las na-
rrativas vernáculas que tienen los mapuche de los conflictos 
que hemos venido analizando. Para este objetivo tomaremos 
como referencia dos enfoques: el primero, el filtro que impo-
ne la cultura y el segundo, el contexto en el que se inscriben 
estas elaboraciones culturales donde la etnicidad constituye el 
elemento de fractura. Como ejemplo, tomemos un fragmen-
to del relato realizado por un joven dirigente mapuche respec-
to al daño causado por la industria petrolera en el Pwel Mapu. 
En él, se observa que ámbitos como el racismo, las relaciones 
interétnicas, la economía, el medio ambiente, la cultura, etc., 
se encuentran en relación con el sistema de valores y la cos-
movisión mapuche: 

Bien, es una realidad realmente durísima, porque, en 
primer lugar, está nuestra condición de mapuches, 
realmente reprimidos por el Estado y negados cons-
tantemente, y más allá del valor cultural que nosotros 
tenemos hacia el Waj Mapu- que decimos nosotros-; 



300

Derechos Indígenas, Conflictos Ambientales y Territoriales: El Caso Mapuche

hacia todo lo que nos da sustento y origen, y por otro 
lado al Ixofij Mogen: todas las vidas que puedan habitar 
en nuestro lugar. […] Realmente la situación es durísima 
por la intervención de las petroleras, porque no solo im-
plica la destrucción económica de las comunidades de la 
zona, [de] la pequeña ganadería, caprina, sobre todo de 
chivos, y el autosustento, que de esa manera se ha visto 
diezmado realmente con la industria petrolera, sino des-
de el punto de vista cultural, de todo lo que es el río, las 
bardas que pueblan el lugar, las plantas: todo, realmen-
te, se ha destruido. Ha sido realmente terrible. Además, 
la destrucción de todo lo que para nosotros representa 
nuestra espiritualidad. Sin toda esa fuerza, sin todos esos 
elementos que estamos reivindicando, realmente se des-
truye nuestra cultura como mapuche: nos quieren redu-
cir a nada prácticamente, porque a pesar de la pobreza 
material, del gran empobrecimiento al que nos han so-
metido, si la gente ha resistido con tanta tenacidad y con 
conciencia al soborno permanente que nos imponen las 
petroleras ha sido por la fortaleza cultural y espiritual, y 
eso es lo que ellos han estado atacando, pero de un ma-
nera …, de la manera más cruel que se le ocurra (Lefxaru 
Nawel, 28 de noviembre de 2013).

En este relato, se puede ver también que la existencia de una 
conciencia racional respecto a lo que implica la actividad petro-
lífera para la vida de las comunidades no excluye una interpeta-
ción cultural del daño en el que nociones básicas para el campo 
de los derechos humanos como son el bienestar, la dignidad, 
la salud, la desgracia o la enfermedad son matizados desde la 
etnicidad a partir del propio sistema de valores y creencias. 

Por todo esto, en el presente capítulo se aborda la forma en 
que los mapuche imbrican sus propias configuraciones con los 
discursos sobre los derechos humanos y el medio ambiente, a 
partir de la exploración de los principios éticos y de los argu-
mentos culturales que dan consistencia a las narrativas propias 
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que establecen las relaciones de sentido sobre los conflictos. Para 
este fin, tomaremos tres conceptos que se erigen fundamentales 
en este contexto de pugna por el territorio y la defensa de la 
vida propia, a saber: Az Mapu, Ixofij Mogen y Küme Mogen.

E L A z M A P U: 190 E L PA R A D I G M A 
D E U N A v I D A E N A R M O N Í A 

Como avanzábamos, el Az Mapu condensa la moral y la filo-
sofía política y jurídica que guía las prácticas cotidianas de la 
sociedad mapuche, y en el caso que nos ocupa resulta capital 
para comprender el impacto que tienen las agresiones am-
bientales para el pueblo mapuche y explicar el sentido de sus 
alegaciones y prácticas en el marco de los derechos humanos 
y en el contexto de un modelo de globalización marcado por 
el pensamiento hegemónico occidental y el neoliberalismo 
económico. Además, detenernos en el Az Mapu resulta espe-
cialmente relevante, en tanto que este paradigma hunde sus 
raíces en la propia tierra, entendída en el sentido más amplio 
de naturaleza y geografía cultural. 

Tomando una definición de Juan Ñanculef, el Az Mapu se 
podría equiparar a la «Carta Magna Ancestral» de los mapu-
che: «(...) la gran declaración de principios que se dio el Pueblo 
Mapuche para relacionarse entre sí y con la naturaleza» (1990: 
14). Pero estos principios no tratan solo de las relaciones entre 
hombres, sino también de las complejas articulaciones que se 
establecen entre todas las formas de vida donde el ser humano 
es un newen más por lo que el Az Mapu habla «de la forma de 
ser y actuar de todos los newen» (Quidel C., 2002). Elicura 
Chihuailaf (1999: 50) se refiere a este código como la «cos-

190 Az o Ad según el diccionario de Augusta cuando se usa como sustantivo 
significa «el exterior (forma, color, aspecto, faz), la costumbre, el arreglo. Si se 
utiliza como adjetivo puede significar bueno, bien arreglado, armónico» (1996 
[1916]: 1). Por ejemplo, Ad Mogen según Augusta vendría a significar algo así 
como «costumbre de vivir»: «Ad Modelen chumngechi ñi-le che full mapu 
mew [que se traduce por] acostumbra a vivir la gente» (1996 [1916]: 2). 
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tumbre de la tierra», «el rostro de nuestra cultura» poniendo 
el énfasis es su carácter integral y normativo. Para el kimche 
(sabio mapuche) Manuel Manquepi, consiste en:

(...) mantener las costumbres, ser respetuoso con el en-
torno. Es como un compendio de normas insertas en 
la tradición y en la ideología de los mapuche respecto a 
cómo debe vivir el pueblo y cómo debe actuar (...) Es 
como la Ley (19 de agosto de 2002). 

No obstante, hay que advertir que se trata de un concepto 
opaco y polisémico. De hecho, como ya señaló Faron (1997 
[1964]: 15), la estructura de la moral mapuche sólo aparece 
en el ámbito público durante el análisis de sus grandes ins-
tituciones: el gijatun y el eluwün, aunque habría que añadir 
también que emerge ante determinadas expresiones sociales 
de la enfermedad. Otro aspecto a tener en cuenta es que el 
Az Mapu se transmite oralmente y que el pueblo mapuche 
procura mantenerlo a resguardo: 

El Az Mapu no es algo que se aprende, sino que se vive 
a diario (que se practica), es una especie de código inte-
rior que se puede recibir de los mayores y a través de los 
sueños, mediante los cuales también se puede corregir 
al individuo (José Quidel, 2002). 

Cultural y etimológicamente, la expresión Az Mapu po-
dría traducirse también como az («identidad, forma de ser») 
y, en este caso, al referirse a la propia tierra alude a las normas 
que rigen en el territorio:

(…) entendido este como las particularidades de las di-
mensiones espaciales del mapu (waj mapu), es donde la 
persona recoge tanto los principios fundacionales, pro-
cedimientos, medios de comportarse y llevar adelante 
sus acciones, y por ende, ante cualquier transgresión y /o 



situación irregular, el cómo enmendar sus errores y po-
der accionar, que se produce a través del principio wiñol-
tuwün zugu (reciprocidad). De ahí, que el hacer justicia 
en el mundo mapuche equivale entonces, al restableci-
miento del equilibrio en el waj mapu (y wajontu mapu 
como parte de éste), para tratar de alcanzar el küme felen 
(estar y permanecer bien) (COTAM, 2003: 622).

En general, las leyes o prescripciones del Az Mapu consis-
ten en conocer las partes del cuerpo y el ritual, saber dónde 
están los geh y respetar las formas de vida de los diferentes 
hábitats (José Ñanco, 23 de septiembre de 2002). Manquepi 
incorpora además el concepto de yam («respeto») que incluye 
el respeto hacia el entorno natural, social, cultural y espiritual 
(19 de agosto de 2002). A partir de estos principios se obtiene 
el paradigma ideal e integral de persona mapuche o az che.

El Az Mapu no alude a dogmas inmutables, sino que sus 
narrativas traen al caso proposiciones ancestrales genéricas que 
pueden prestarse a diversas interpretaciones y consensos según 
los usos, la época y las condiciones históricas; eso sí, cualquier 
lectura de la tradición necesita estar avalada por los que tienen 
el kimün (conocimiento), como los logko y las machi. 

El Az Mapu emana de los antepasados y se sustenta en tres 
elementos: el feyentün (creencia), el kimün (sabiduría ances-
tral) y el rakizwan (la manera de pensar y actuar distintiva de 
los mapuche). 

F e y e n t ü n ,  k i m ü n  y  r a k i z w a m
Algunos autores para referirse a la religión (Curivil, 1995: 38) 
utilizan el término feyentün aunque en otros casos esta palabra 
remite a la autorregulación, que es la acepción que utilizaremos 
en este contexto, pues el principio de autocontrol o autorregu-
lación resulta crucial para la moral mapuche y es imprescindible 
para mantener el equilibrio en todos los planos del Universo.



El mapuche kimün191 podría interpretarse como la sabiduría 
ancestral mapuche o, de forma más precisa, el conocimiento 
profundo que guía la acción de las prácticas políticas, los ritos, 
las normas, los procedimientos judiciales, las actividades econó-
micas y la ética individual y colectiva. Desde esta perspectiva, el 
kimün se sustenta en la creencia en fuerzas superiores, que son las 
creadoras del orden del Universo, y entroncan en el tiempo con 
la pareja ancestral de ancianos, Füta y Kushe Chao, que son los 
depositarios de la sabiduría y por tanto de la cultura mapuche:

Luego descubrimos el origen mapuche en la propia tie-
rra a través de un relato que contó uno de los ngempin192. 
Lo increíble fue para los ancianos ir recordando las cosas 
que les habían enseñado cuando niños, por ejemplo: la 
relación entre mapuche, la tierra y la naturaleza y cómo 
en esta relación se fueron creando sistemas de comuni-
cación y sistemas de creencias, los cuales a su vez dieron 
origen a las leyes y reglamentos o pautas de comporta-
miento del mapuche (Admapu) (Marileo, 1995: 24).

Para algunos informantes, el mapuche kimün consta, al 
menos, de las siguientes dimensiones: el Küme Mogen (Buen 
Vivir), el Küme Felen (Estar Bien), el Lawen Kimün o conoci-
miento de la medicina tradicional, el Feyentün (entendido en 
este caso como religión mapuche). Forma parte también del 
mapuche kimün el comportamiento, la presentación pública 
de la persona (caminar, sentarse, hablar, aseo, vestirse, etc.), 
«cómo crear a los hijos», «saber respetar la naturaleza», etc. 

191 Este concepto se usa a veces de manera intercambiable con el de rakizwam 
o pensamiento mapuche, el cual, junto con el término inazwam, o «cuidado en 
el decir», conformarían lo que algunos autores califican como «saber científico» 
mapuche (Chihuailaf, 1999: 51-52). Precisamente, Quidel L. y Jineo (1999: 153) 
consideran que la educación mapuche se sustenta en el mapuche kimün, el 
cual encierra otros conceptos complejos que tienen que ver con los fines de la 
educación, la metodología educativa, los agentes transmisores, etc.
192 El ngempin, gempiñ o wempife. Es el orador y el historiador mapuche, 
depositario de la memoria histórica de lof y, en algunos sectores, tiene atribu-
ciones religiosas y rituales.



(José Ñanco, 23 de septiembre de 2002). Otros mapuche in-
corporan además el iyael (conocer la alimentación mapuche), 
tukutuwün (usos de la vestimenta mapuche), el mogen o estilo 
de vida mapuche y el zugun, conocimiento del sentido de ha-
bla mapuche (Ibacache, Mc Fall y Quidel L., 2002: 15).

El mapuche kimün sólo se puede expresar en la lengua de 
la tierra, en mapuzungun: «Para el mapuche kimün, nacer del 
mapu (...) es el marco de la lógica y el contenido del idioma» 
(Quidel C., 2002: 5). El mapuzungun (habla de la tierra) fue 
legado a los hombres por los dioses y contiene todo el co-
nocimiento necesario para la reproducción de la vida y de 
la cultura, para resolver los conflictos, para combatir el mal, 
para curar, para organizar las relaciones humanas, para enten-
der la naturaleza, etc.; sólo a través de la lengua de los anti-
guos se puede acceder al kimün: «a través del mapudungun 
se inyectan las ideas; los que hablan la lengua piensan como 
mapuche» (H. Montiel, en Maureira y Quidel C., 2003: 626).

A veces, los conceptos mapuche kimün y mapuche raki-
zwan se utilizan de manera intercambiable para referirse al 
grado de conocimiento cultural o a la sabiduría tradicional 
que se tiene, aunque denotan cuestiones distintas. A nuestro 
juicio, el mapuche rakizwam es un principio independiente 
que guarda relación con una forma de pensamiento «verda-
deramente» mapuche y con su filosofía, la cual además de 
las operaciones racionales incorpora la expresión de los senti-
mientos y la emotividad propia del «ser mapuche». El objetivo 
del mapuche rakizwam es que el individuo tome conciencia 
de sí mismo (günekon), operación que se deriva de observar 
los pasos de las personas y en la que interviene el günezwam, 
que es la acción que viene a definir el autocontrol o la au-
torregulación dentro de los principios filosóficos y culturales 
mapuche. El mapuche rakizwam posee varias formas: küme 
rakizwam (buen pensamiento), nor rakizwam (pensamiento 
recto), kim rakizwam (pensamiento sabio) (Quidel L., Huen-
tecura, Raín y Hernández, 2002: 24-25) las cuales informan 
del tipo de persona que se es.
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S u b c ó d i g o s  d e l  A z  m a p u
Desde un punto de vista externo y para comprensión del lec-
tor, podemos descomponer el Az Mapu en una serie de sub-
códigos que tienen que ver con distintas facetas de la vida que 
se refieren a la religiosidad / ritualidad, a la persona social y a 
sus obligaciones (incluyendo la ética corporal), a la idea ma-
puche de naturaleza y a sus deberes con todas las «especies», a 
la justicia y a la convivencia. 

No obstante, no debemos perder de vista el carácter in-
tegral e integrador de la ideología mapuche por lo que hoy 
en día sus narrativas morales y jurídicas se impregnan de las 
reverberaciones de la situación política y económica en la que 
se desarrolla la existencia contemporánea. Veamos un ejemplo 
a partir de la reflexión que hace la COTAM (2003) respecto a 
la problemática por la que atraviesa el pueblo mapuche y las 
dificultades para rearticular el derecho propio y la autonomía 
en el contexto actual:

Al no existir la igualdad de condiciones, como un ele-
mento fundamental, cuando el otro se impone, ya sea 
éste un che (persona) u otro newen , se rompe entonces 
rápidamente el equilibrio y con ellos el bienestar, pues-
to que el otro (ente) no es reconocido ni considerado 
como tal y, por tanto, es anulado. Esta acción lleva a 
la violación del derecho de existencia, pues anula, e 
impone una visión y ejercicio del derecho desde una 
visión ajena a la propia (…).

Finalmente se puede señalar que el che (persona) no 
puede estar sin el mapu (suelo, territorio, dimensiones 
espaciales), puesto que ambos son complementarios. En 
este sentido el Pueblo Nación Mapuche tiene una con-
cepción del territorio que se sustenta en la forma de en-
tender el sentido humano y el de la naturaleza, así como 
la interrelación de éstos en el waj mapu. Todos los ele-
mentos que conforman la visión del mundo mapuche 
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están enraizados y orientados por lo comunitario, por lo 
colectivo, puesto que lo que le pasa a uno de los newen 
repercute también a nivel colectivo, y por tanto a nivel 
de todas las dimensiones espaciales del waj mapu […] 
(Maureira y Quidel C., 2003: 658-659, la negrita es suya).

Otro subcódigo es el que se expresa a partir del concepto 
de Yam (respeto) (Ñanculef, 2002)193, pues el Az Mapu se defi-
ne como un compendio de «derechos» y obligaciones basados 
en el «respeto» a las diferentes especies del «mundo viviente» y 
como eje articulador de la reciprocidad en todos los ámbitos.

El Az Che es otro de los dominios del Az Mapu, y se refie-
re a las normas y pautas que debe seguir un sujeto para ser una 
buena persona desde el punto de vista mapuche küme che. 
Sus principios están contenidos en la integración de concep-
tos como: nor rakizwan (pensamiento recto), nor zugu (pa-
labras correctas), nor che (persona recta) y nor mogen (vida 
correcta o vida recta) (Quidel L. et al, 2002: 25). En este pun-
to hay que llamar la atención respecto al vínculo que tiene el 
individuo con el territorio, el cual forma un «cuerpo cultural» 
indiscernible en la concepción de la persona mapuche o che: 

El Az Mapu es parte de la filosofía mapuche y responde 
a la totalidad y a la integridad cósmica. En él, se plantea 
que los mapuche nacen de la tierra, son choyün (brote), 
jegkeygün (indica el lugar de nacimiento), vive en la tie-
rra por un tiempo, transita, cuida, se alimenta y protege 
la tierra de la que nació y finalmente al morir vuelve a la 
tierra. Hay aquí una idea de ciclo, en lo que la existencia 
humana se integra en el Waj Mapu (sistema cósmico), a 
través de un proceso mediante el cual las personas rotan 
permanentemente en periodos cíclicos, en la tierra; sien-
do el Az Mapu el que regula todos los ciclos de la vida de 
la persona mapuche (Quidel C., 2002: 5).

193 Juan Ñanculef, Curso de Salud y Pensamiento Mapuche (Makewe, julio 
de 2002). 
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Por último, tendríamos el Nor Zugu, que se identifica con 
la noción de justicia (José Ñanco, 4 de septiembre de 2002) 
y que se concreta en los siguientes preceptos: ser derecho o 
recto, no cometer injusticias, no robar, no violar, no atacar y 
no cometer asaltos (José Ñanco, 23 de septiembre de 2002). 
Para Chihuailaf el nor consiste en: «(…) entregar las pautas 
de relación que debe tener la gente con la naturaleza. Es, al 
mismo tiempo, la aplicación del orden de la naturaleza misma 
y de sus componentes» (1999: 51). 

Algunas organizaciones y autores mapuche interpretan el 
concepto de nor como derecho consuetudinario, que deno-
minan nor felel o nor feleal (Coordinadora de Organizaciones 
Mapuche de Neuquén, 2001). Aunque, como sugiere el carác-
ter holístico del pensamiento mapuche, la justicia se encuen-
tra ligada integralmente a la cultura y al territorio, por eso 
muchas organizaciones lamentan que la pérdida de vigencia 
de algunos de sus principios jurídicos se debe a la crisis por 
la que atraviesan ambos aspectos; por tanto, para devolver el 
sentido al derecho mapuche debe ser restablecido el equilibrio 
en el Waj Mapu:

(…) La justicia dentro del pueblo mapuche se encuen-
tra muy ligada a las relaciones armónicas que debe 
tener el che –basado en los principios fundacionales 
entregados por el mapu y otros establecidos por el az 
mapu– con todos los elementos de la naturaleza; por 
tanto el hacer justicia implica saldar estos errores por 
conducta inapropiada del che –con los demás che o 
con los newen– que trae como consecuencia el desequi-
librio no sólo de él (como causante) sino de su familia, 
de su lof […] (Maureira y Quidel, 2003: 630).

La esencia del Az Mapu, y por ende de la justicia mapu-
che, se basa en un orden superior, extrahumano, ya que este es 
al tiempo el que sustenta al hombre y a la naturaleza a partir 
de una filosofía de vida que pone el énfasis en la armonía se-
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gún la noción de Az Mogen (principios para una buena vida). 
Por otra parte, su eficacia se ampara más en el consenso y en la 
interiorización de las normas que en la coacción, pues según 
el principio de autorregulación es la esencia del sistema jurídi-
co que abarca «todos los aspectos del quehacer de la vida ma-
puche». Por ese motivo, la praxis jurídica se orienta hacia el 
restablecimiento del equilibrio en todos los ámbitos: «Hacer 
justicia en el mundo mapuche equivale entonces a restablecer 
el equilibrio cósmico» (Javier Quidel Cabral, 2002: 30). No 
obstante, ante situaciones muy graves, la compensación194 no 
resulta satisfactoria y es entonces cuando se aplican eficaces 
mecanismos de coacción psicológica y física tales como el va-
cío social, el exilio o, en casos extremos, las vendettas.

Una aspecto fundamental para entender el modus vivendi 
de los mapuche es que las normas que rigen el comportamiento 
de los hombres están sujetas a la evaluación de entidades su-
periores (dioses, fuerzas y ancestros), las cuales intervienen en 
las decisiones y en las acciones de las personas sancionando las 
transgresiones con el «envío» de enfermedades, conflictos socia-
les o provocando desastres naturales. Para que esto no ocurra, 
deben guiarse por un comportamiento moralmente adecuado, 
es decir, seguir los principios de reciprocidad y equilibrio con 
los semejantes, la naturaleza, las deidades y el conjunto de las 
entidades sobrenaturales. Veamos la argumentación:

(…) para entrar a explicar y comprender el derecho 
propio mapuche, es necesario incorporar la concepción 
de los espacios del universo mapuche, su regulación 
tanto por «El» (creador) y «Gunen» (regulador) en tan-
to mapu como factor esencial que posibilita la vida, la 
naturaleza y el hombre (che); es decir, el az mapu que 
expresa las normas de conducta tanto individuales y 

194 Desde una perspectiva jurídica el principio de compensación se aleja de 
la noción de pecado, característica de la tradición judeo-cristiana, ya que de-
terminados delitos no se sancionan por su valoración moral, sino por su peli-
grosidad socio-espiritual, por lo que muchas infracciones si son debidamente 
reparadas no implican estigma.
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colectivas establecidas por la divinidad, que debe ob-
servar el mapuche para mantener la armonía cósmica. 
Estas normas deben ser asumidas por el hombre (che), 
en su relación, primero con el mapu (waj mapu y wa-
jontu mapu) y luego con las personas entre sí, de mane-
ra de atender a la filosofía de vida (mogen) de nuestra 
cultura, ya que el derecho como producto de ésta, se 
encuentra estrechamente conectado y relacionado con 
la educación, con la religión, con la economía, con la 
estructura política, etcétera, lo que se traduce en una 
cultura espiritual, en que todas las manifestaciones de 
ésta, están entrelazadas e incorporadas en la conciencia 
individual y colectiva del mapuche, en tanto pueblo-
nación (Maureira y Quidel C., 2003: 596).

En resumen, todos los derechos y deberes están orientados 
a evitar comportamientos transgresores que puedan atraer la 
enfermedad y la desgracia al entorno cotidiano. Por este mo-
tivo el mantenimiento ecológico del territorio adquiere un ca-
rácter moral ineludible para el mapuche y de ahí la tenacidad 
y persistencia de las luchas por defender sus espacios. Además, 
la importancia que tiene el Az Mapu en la articulación de la 
resistencia y en la modulación del discurso mapuche en los 
conflictos ambientales radica en que permite a las comuni-
dades, organizaciones y líderes abordar de manera dinámica 
situaciones de crisis, conflictos e incertidumbres en diferentes 
coyunturas195 aportando cohesión y sentido a las luchas. Por 
otra parte, el Az Mapu constituye una fuente de legitimación 
frente al Estado y al discurso hegemónico en tanto que el 

195 Otra de las dificultades para interpretar desde fuera el Az Mapu se debe al 
excesivo énfasis que se ha puesto en su vertiente jurídica, entendido el campo 
jurídico únicamente desde la lógica occidental, y reduciéndole a la condición 
del «antiguo derecho mapuche» o derecho consuetudinario indígena, el cual 
se ha contemplado o bien como un elemento del pasado o como un objeto a 
rescatar y reformular en el contexto de la lucha por los derechos indígenas y el 
pluralismo jurídico. Sobre el tema del derecho mapuche reactualizado puede 
consultarse el trabajo de Maureira y Quidel Cabral (2003: 595-750) realizado 
para el Informe Final de la COTAM (2003).
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recurso a la cultura y a la tradición queda autentificado por el 
vínculo ideológico que se establece entre los vivos y los muer-
tos, lo que es lo mismo, entre la antigüedad (o preexistencia) y 
la modernidad (o postcolonialidad), permitiendo, asimismo, 
la reproducción de la cultura y la identidad de forma práctica 
y dinámica en un contexto cambiante que se caracteriza por 
las crecientes presiones y amenzas externas. 

I X O F I J M O G E N: 196 L A N O C I Ó N 
M A P U C H E D E B I O D I v ER S I D A D

El concepto vernáculo que engloba la cuestión ecológica en 
la cultura mapuche es Ixofij Mogen, el cual se erige en el prin-
cipio ideológico clave para abordar la cuestión ambiental y 
territorial desde la perspectiva mapuche, pues este enunciado 
se refiere a la lógica cultural que regula la interacción entre to-
dos los elementos y seres que conforman el Waj Mapu. Como 
es obvio, este concepto no se entiende si no es en relación con 
el Az Mapu. 

La ética relacionada con el territorio y que establece las 
prescripciones que se deben observar con la tierra, en su di-
mensión integral, están contenidas en otro subcódigo que se 
enuncia como Az Mapunche ngeal que consiste en «seguir las 
leyes de la naturaleza» (Luis Tranamil, 11 de agosto de 2002), 
es dentro de esta órbita del conocimiento ancestral donde co-
bra pleno sentido el Ixofij Mogen. Este término alude a una 
concepción integral y sacralizada del espacio que ensambla 
los diferentes componentes del medio ambiente a partir de la 
percepción religiosa, social, económica y política que sustenta 
la idea del Waj Mapu. Chihuailaf define este concepto en los 
siguientes términos: 

196 Etimológicamente este concepto consta de tres raíces: icro: totalidad sin 
exclusión; fil: integridad sin fracción; y mogen, vida, por lo que en este con-
texto significaría: «vida y mundo viviente» (Chihuailaf, 1999: 52). Se encuentra 
también bajo otras formas: icrofil mogen, itrofill mogen.
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En su totalidad, Icrofil Mogen, se refiere al conjunto del 
mundo viviente, comprendiendo e insistiendo en su 
unidad (...) La biodiversidad y la biosfera, no se limita 
sólo al orden natural. También es medio físico, social y 
cultural (1999: 52).

Los principios que intervienen en todas las relaciones con 
el entorno son el respecto (yam) y la reciprocidad, a partir 
de la consideración de que ningún ser tiene la primacía en la 
naturaleza, sino que comparte el espacio en condiciones de 
igualdad, auque cada sitio y cada ser tienen unas prerrogativas 
diferentes y mediante esta idea se erige la noción de «dueño» 
del espacio correspondiente o geh.

La reciprocidad constituye un valor fundamental y atem-
poral que regula la vida, las relaciones sociales, la moral y la 
religión. En la cultura mapuche, la reciprocidad en relación 
con la ecología remite al concepto de gijatun197 («acción de 
dar») y se refiere a la idea de «rogar o pedir, pero con la obli-
gación de dar» (José Quidel, Xuf Xuf, 24 de septiembre de 
2002). De esta manera la compensación complementa a la re-
ciprocidad constituye un poderoso mecanismo de reparación 
y restitución del equilibrio. 

Por su parte, el yam o respeto debe entenderse de mane-
ra proactiva, por ello normalmente se enuncia en su forma 
verbalizada: yamuwün (mostrar respeto o acción de respetar), 
pues el respeto debe materializarse en las prácticas pertinen-
tes, ya que la relación entre los vivos y los muertos y entre los 
hombres y los dioses y otros seres se establecen, en el propio 

197 En la práctica, el gijatun constituye una suerte de renovación del «contrato 
social» del que deriva el mantenimiento del orden del Az Mapu que implica el 
ejercicio de la reciprocidad entre los vivos y los muertos. En general, estas pres-
cripciones se refieren a ritos colectivos, aunque existen una serie de prácticas 
cotidianas que están ritualizadas y se orientan a renovar o mantener el newen, 
mostrar respeto a los dueños de los espacios o dar las gracias a los ancestros; 
por ejemplo, bañándose al alba para recibir los primeros rayos de sol mirando 
al Este, realizando jejipun en la puerta de la ruka, asperjando bebida a la tierra, 
haciendo rogativas antes de partir de viaje, etc.
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territorio, a través del complejo ritual en forma de rogativas 
(jejipun) o rituales de propiciación y agradecimiento (gijatun)

El concepto de Ixofij mogen denota también un compro-
miso con la identidad y con la cultura, por eso los mapuche 
son responsables de todo lo que acontece en su territorio, al 
margen de su origen y procedencia, pues la explicación última 
de las agresiones al territorio siempre remite a la transgresión 
(yafkan), individual o colectiva, del Az Mapu. Por tanto, es-
tamos ante un concepto que más que ecológico es, funda-
mentalmente moral y social. Veamos si no el uso que se hace 
del Ixofij Mogen a propósito de un conflicto entre comuneros 
mapuche198 del mismo sector:

(…) debe recordarse que todo wallmapu (...) es mapu-
che y que en el uso de ese espacio no puede haber pe-
leas, sino acuerdos entre nosotros, sacando de la mente 
el análisis en base a títulos de propiedad winka, y reem-
plazándolo por el ixofij mogen. Si los que atacaron a Ca-
trillanka piensan realmente como mapuche deberían 
ser capaces de reconocer su error, pues es la invasión 
winka la causa de los problemas del espacio y no el de-
recho reivindicativo (logko Carlos Currinaw en ATWP, 
20 de noviembre de 2008, la negrita es nuestra).

Por otra parte, en el contexto del conflicto territorial, y en 
particular en las intervenciones no deseadas contra el terri-
torio, Ixofij Mogen se ha instalado con fuerza en el discurso 
político de las organizaciones mapuche para dar réplica a la 
noción occidental de biodiversidad: 

(…) Para nosotros los mapuche, no es nuevo el térmi-
no de diversidad biológica o biodiversidad, ni la nece-

198 Comunicado de la Alianza Territorial Wenteche-Pewenche emitido para 
condenar el ataque al logko de Ercilla, Juan Catrillanka, persona muy com-
prometida en la lucha territorial. Al parecer, este logko fue asaltado por otros 
mapuche miembros de una comunidad muy criticada por ser considerada por 
determinados sectores como un artificio de CONADI.
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sidad vital de una utilización sostenible de los recursos 
naturales. En nuestra cultura, utilizamos el concepto 
ixofill mogen para definir el conjunto de vidas que exis-
ten en la naturaleza o Wall Mapu, formando un todo 
interrelacionado donde nada funciona de forma inde-
pendiente, donde nosotros somos sólo una vida más 
con nuestras particularidades, pero no la única ni la 
superior… (Domingo Rain, en Ibacache, 2003).

Sin embargo, esta aproximación a la biodiversidad difie-
re sustancialmente de la formulada por Occidente, puesto 
que dentro de esta categoría los mapuche incluyen todo un 
vademécum de especies naturales y sobrenaturales que hacen 
de la biodiversidad un concepto más próximo a las ciencias 
sociales que a las ciencias naturales. Cuando los mapuche se 
refieren al «Mundo Viviente» se refieren a las personas, plan-
tas, animales, piedras, agua, cerros, volcanes, lagos, mares, 
dioses, antepasados (kuifikeche) y entidades sobrenaturales 
(geh, newen, weküfe, etc.). En palabras de Elicura Chihuai-
laf, Ixofij Mogen alude a todos los elementos constitutivos 
de un modelo de organización socio-territorial de carácter 
sobrenatural y sacralizado:

El ser mapuche hoy día sigue siendo la manifestación 
de una diversidad alimentada por una misma raíz cul-
tural del Árbol sostenido por la memoria de nuestros 
antepasados. El Gran Canelo que plantaron los padres, 
me dicen. Nuestros Espíritus son las aguas que siguen 
cantando bajo sus hojas, habitados –como vivimos– 
por una manera propia de ver el mundo. Con eso va-
mos por la Tierra ( 1999: 46).

El concepto Ixofij Mogen relaciona también una forma de 
concebir la vida en el territorio propio con la idea cultural 
de persona y en él se condensa la ética social que involucra 
a todos los actores humanos y no humanos dentro del Waj 
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Mapu. El fuerte sentido ético y religioso que imprime esta 
relación con los biotopos étnicos garantiza que sus elementos 
naturales deban ser resguardados de intereses espurios o de 
malas prácticas. Por este motivo, la regulación de las activida-
des humanas relacionadas con el medio ambiente están bajo 
la supervisión de unas entidades anímicas denominadas gené-
ricamente geh («dueños») y que, según la apreciación de Gre-
be (1993/94), conforman un subsistema público de la religión 
mapuche que se encuentra abierto al mundo no mapuche199 
que tiene como fin conservar la naturaleza y hacer un uso 
adecuado de los recursos naturales de su territorio. 

La lógica cosmovisional que fundamenta esta elabora-
ción cultural se basa en que cada espacio en el Waj Mapu 
está presidido por un ser sobrenatural que es un newen que 
puede adoptar formas diversas y extrañas y que se encarga 
de hacer cumplir las normas respecto a las actividades per-
mitidas o restringidas a otros entes en ese lugar. La falta de 
observancia de estas normas conlleva fuertes sanciones que 
se manifiestan en el cuerpo del sujeto y en su entorno social 
mediante la enfermedad (küxan). Por tanto, en el ecosiste-
ma cultural que conforma el Waj Mapu, la enfermedad, que 
es también un «ente vivo», actúa como un poderoso meca-
nismo de control social para promover un comportamiento 
cultural y ecológicamente apropiado entre las personas y las 
fuerzas de la naturaleza. 

199 Grebe (1993/94) estableció una clasificación que considera que los geh 
constituyen uno de los cinco subsistemas articulados de la cultura mapuche. El 
subsistema de los geh pertenece al ámbito público y opera, fundamentalmente, 
en el plano familiar y comunitario para arbitrar los vínculos que deben guar-
darse entre las personas y los espacios naturales, regulando las actividades eco-
nómicas y velando por el cumplimiento de las prescripciones sobrenaturales. 
Aunque son los especialistas tradicionales los conocedores profundos de estas 
«leyes», las normas referidas a los geh son parte del mapuche kimün corriente y 
se aprenden en el ámbito familiar y comunitario. Por eso, los mapuche deben 
saber dónde se encuentran los geh y cuáles son las reglas aplicables a cada caso. 
Este nivel de conocimiento sobre los geh puede hacerse extensible al mundo 
no mapuche, para que los intrusos interioricen los peligros derivados de las 
acciones indeseables contra su territorio. 
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[si no se contemplan las normas de convivencia] las 
familias no viven bien, van a enfermar. (…) También 
es necesario mantener el equilibrio con la naturaleza. 
(…). El desequilibrio está sancionado socialmente en 
la cultura mapuche, por ejemplo, no se puede ser au-
toridad tradicional (José Ñanco, Cerro Loncoche, 23 
de septiembre de 2002).

L o s  g e h :  l o s  « g u a r d i a n e s »  d e l  W a j  m a p u
Desde un punto de vista antropológico, el complejo de los geh 
constituye un sistema ideológico de control social en relación 
con los usos del medio ambiente. Se podría decir que estas 
entidades anímicas se erigen en los «agentes ambientales» del 
mundo mapuche. La legitimación del sistema se sustenta en 
la idea de que los geh han sido comisionados por los ancestros 
para ejercer de intermediarios entre las personas y los dioses y 
salvaguardar el newen200, regular el uso de los recursos natura-
les y velar por el cumplimiento de las normas. 

El origen de los geh se encuentra en el espacio celeste 
(Wenu Mapu) y su misión consiste en proteger la naturaleza 
silvestre, la flora y los elementos del paisaje nativo. Todos los 
nichos ecológicos y los ecosistemas tienen sus dueños, por 
ejemplo, el geh ko es el de las aguas, el de las plantas es el geh 
anünka, el de los bosques el geh mawida, etc201. Estos due-
ños pueden hacerse visibles a los humanos a través de sueños 
(pewma), visiones (pelotün), encuentros fortuitos (xafentün) o 

200 En algunas conversaciones con ancianos mapuche hemos observado que 
utilizan el concepto de newen y geh indistintamente para referirse a los seres 
que habitan los espacios. 
201 Estas entidades se identifican con el elemento que protegen, y se caracteri-
zan metonímicamente con aquello que representan; por ejemplo, el xulke es es 
un geh ko, una manifestación espiritual con forma de cuero que vive en el agua 
(Pichinao et al., 2003: 123). No obstante, en torno a los geh hay gran diversi-
dad regional, pues en cada zona circulan una serie de narraciones de carácter 
mítico, epew (cuentos), que se transmiten oralmente y mediante las cuales se 
adaptan sus características y poderes (Foerster y Gundermann, 1996: 196).
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del külmen individual (imagen asociada a un elemento de la 
naturaleza u objeto), que puede ser un animal con caracterís-
ticas especiales, por ejemplo, toros blancos, especies híbridas 
de tipo zoomorfo o antropomorfo y, muchas veces, con cua-
lidades humanas.

La función de los geh es clave en el complejo de salud 
mapuche, pues en los biotopos nativos se encuentra el lawen 
(remedios o plantas medicinales), que son recursos sagrados 
porque han sido puestos a disposición de los humanos por 
los dioses para reparar las transgresiones y curar las enferme-
dades:

(...) se habla de que cada lugar tiene su geh, cada lugar 
tiene su dueño. Están los llamados menoko, xayenko, 
wigkul. Todos estos lugares son mapu, pero tampoco 
están solos. Cuando uno hace cosas indebidas, desobe-
dece algunos principios de nuestro pueblo mapuche, 
muchas veces se enferma. Eso es lo que se llama y cono-
cemos como mapu küxan (Canuillan, 2000: 131).

La relación cotidiana de los mapuche con la naturaleza no 
es abstracta sino que conlleva un compromiso individual y 
familiar con los hábitats de referencia que «obliga» a través del 
feyentün (creencia o autorregulación), el kimün (conociento 
ancestral) y el günen (control) a cumplir con los rituales de ca-
rácter doméstico para que todo vaya bien. La transmisión del 
conocimiento relativo a las prescripciones y protocolos que 
se deben seguir se realiza oralmente a partir de una serie de 
relatos denominados epew.

La localización de los geh forma parte del conocimiento 
cultural corriente, por lo que todos los mapuche están en con-
diciones de saber las prohibiciones que prescribe el Az Mapu 
en relación con cada uno de los espacios que presiden. Por 
otra parte, cada mapuche, inserto en su cultura y consciente 
de su identidad, tiene la obligación de salvaguardar los hábi-
tats de los geh, por lo que resulta necesario pedir permiso al 
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«dueño» y realizar jejipun (rogativa con ofrendas) cuando se 
quiere acceder a un espacio o utilizar un recurso natural de los 
que allí se hallan.

Según Grebe (1993/94), el trato con los geh requiere de una 
relación de afecto y del seguimiento de los siguientes protocolos:

1º. Pedir permiso para ingresar a dicho dominio. 2º. Jus-
tificar por qué se necesita dicho elemento y cuánto se 
piensa extraer para cubrir sus necesidades inmediatas. 3º. 
Al haber obtenido lo que se demanda se debe expresar 
su agradecimiento al ngen; y cuando se intercambia con 
el ngen fuera del ámbito de la propia reducción es nece-
sario entregar un pequeño obsequio cumpliendo con el 
principio tradicional de reciprocidad. El obsequio puede 
consistir en unas migas de pan, granos de trigo o maíz o 
alguna pequeña moneda (Grebe 1993/94: 5).

Los geh pueden aparecer en su versión opuesta, es decir, 
actuando como weküfe, cuando su función consiste en adver-
tir o castigar las transgresiones. Por ejemplo, Shumpaj puede 
adoptar la forma de una bella muchacha o de una «sirena» 
que vive en el agua y, mediante encantos, atraer a los jóvenes 
hasta hacerlos desaparecer en sus aguas o provocar su ahoga-
miento. Se cuenta también que atendiendo al principio de 
reciprocidad y a la obligación de compensación, el mar o los 
espacios involucrados resarcirán a los parientes del infractor 
por su pérdida mediante alimentos (pescados, etc.), lawen 
(remedios) o bienes materiales. La razón por la cual distintos 
espacios naturales son a la vez fuente de respeto y temor se 
debe precisamente a esta idea.

A veces los espíritus guardianes de los sitios sagrados 
irrumpen en los sueños de las personas alertando de las conse-
cuencias de sus actos. En otras ocasiones, salen a su encuentro 
y se manifiestan súbitamente a través de una acción denomi-
nada xafentün (encuentros súbitos con entidades maléficas) 
que provoca alteraciones en a la salud:
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Cuando los ngen castigan al hombre mapuche por su 
conducta depredadora, contaminante, irrespetuosa o 
de explotación desmesurada en relación a algún ele-
mento de la naturaleza silvestre, estos espíritus están 
actuando según pautas normativas de los códigos pre-
servacionistas tradicionales. Dichos códigos validan y 
legitiman la acción punitiva, sin convertir al ngen en un 
weküfe202. Sin embargo los ngen pueden convertirse en 
weküfe, en el caso de ser dominados por las potencias 
maléficas de brujos o espíritus del mal. De este modo, 
se establecen intersecciones entre el sistema de ngen y 
weküfe generando ambigüedad en sus principios y sus 
límites (Grebe, 1993/94).

yA F K A N E I X O F I J m O G E N 

Para los mapuche, catástrofes «naturales», sequías, incen-
dios, terremotos, maremotos, etc., pueden ser atribuidas a 
las transgresiones. Por ejemplo, el terremoto que tuvo lugar 
en Chile en 1960, y que afectó de manera muy especial a la 
Araucanía, fue atribuido a la concatenación de graves trans-
gresiones que los mapuche habían infringido a su entorno. El 
restablecimiento del equilibrio requirió de la activación de ri-
tuales y ofrendas especiales para aplacar la ira de los ancestros 
y divinidades203. Hay que tener en cuenta que la imputación 
202 Una de las explicaciones del por qué de la «naturaleza» dual de los geh, es 
decir, de su capacidad para actuar como agentes benefactores o transformarse 
en weküfe (entidades maléficas), es que cuando los espacios son usados u ocu-
pados indebidamente se marcha el newen y, al perder su sitio, estas entidades 
anímicas quedan errantes y pueden ser atrapadas por un kalku (brujo) y utiliza-
dos para hacer «mal». También se dice que la expulsión de los «dueños» de sus 
lugares habituales produce una concentración excesiva de fuerzas incontroladas 
que son difíciles de neutralizar, provocando un desequilibrio que puede causar 
daño a las comunidades. Esto suele ocurrir, por ejemplo, cuando se ocupa un 
terreno para fines habitacionales o productivos sin «pedir permiso» al geh.
203 El 20 de mayo de 1960 se produjo un terremoto en el sur de Chile que pro-
vocó un terrible maremoto en la zona lafkenche. El día 21de mayo de 1960 tuvo 
lugar el sacrificio de un niño por parte de una machi para aplacar las iras de 
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de las catástrofes naturales al comportamiento colectivo por 
la transgresión de las normas constituye una constante en el 
pensamiento mapuche y en el de otros pueblos amerindios 
(Petit-Breuilh, 2006: 51 y ss.). Esta idea resulta crucial pues 
los mapuche consideran que, al margen de quién perjudique 
al territorio, las consecuencias recaerán en ellos, y ellos son los 
responsables y los encargados de velar por el territorio.

Yafkan es el término que se refiere a la transgresión (Quidel 
L., 2012). Según la cosmovisión los lugares intervenidos por el 
wigka, a causa de las obras públicas, la actividad silvícolas o las 
industrias extractivas experimentan una especie de «contamina-
ción cultural y espiritual» convirtiéndose en lugares peligrosos 
e insalubres debido a que las fuerzas positivas para la salud y el 
bienestar (newen) quedan arrinconadas y a merced del weküfe. 

A partir de esta configuración, la conservación de la na-
turaleza se entiende como una lucha que se libra tanto en el 
ámbito sociopolítico cuanto en el simbólico, pues las diferen-
tes metáforas que se proyectan en las especies y espacios natu-
rales finalmente hablan de lo positivo o benigno, asociado a 
lo mapuche, y lo negativo o maléfico atribuido a todo lo que 
provenga del wigka. Por ejemplo, hablar de bosque autóctono 
equivale a lo mapuche, lo auténtico, lo deseable, mientras que 
la alusión a las especies exóticas alude a lo wigka, al malestar, a 
la violencia, a la contaminación y, en definitiva, a la transgre-
sión. Esta contienda se libra tanto en el plano terrestre como 
en el celeste y se materializa en el campo de las relaciones 
sociales a través del binomio salud/ enfermedad, así como en 
la percepción de las relaciones interétnicas en relación con los 
discursos de la asimilación y la subordinación o autonomía. 
Desgracias y enfermedades son consecuencia de la derrota del 
pueblo mapuche y de su actual situación de dominación. 

los dioses y como compensación por las trasgresiones que los mapuche habían 
ejercido al territorio. Este hecho fue perseguido por la justicia produciendo un 
importante debate jurídico respecto a los atenuantes culturales del infanticidio. 
El suceso aún se encuentra en la memoria de los habitantes de la zona aunque 
existe un gran hermetismo al respecto. Para mayor profundidad en este caso, 
véase COTAM (2003: 683).



321

cultura maPuche y conflictos etnoamBientales 

Esta es la razón por la cual la defensa territorial es también 
una la lucha contra la enfermedad y constituye una obliga-
ción atemporal moral. Este es uno de los motivos por el que 
la resistencia al expolio territorial no remita pese al elevado 
sacrificio personal y colectivo que conlleva. Hay que tener en 
cuenta que la preocupación por la salud colectiva constituye 
un imperativo para la autoridad tradicional y un poderoso 
elemento de cohesión étnica: 

En nuestros territorios están las yerbas, los newen y siem-
pre tenemos que reivindicar nuestro territorio (Mujer 
pewenche, ESCA, Temuco, 2 de agosto de 2002).

Si tomamos como referencia un estudio realizado por Cas-
tro (2003: 96) en la comunidad Hueche Ancalaf, sector de 
Makewe, respecto a la percepción de las causas y consecuen-
cias para la salud de las fumigaciones realizadas por las em-
presas forestales, observamos que la imagen vernácula de los 
agentes contaminantes entremezcla el conocimiento empírico 
de los productos químicos con una serie de representaciones 
vinculadas con la cosmovisión y las condiciones de domina-
ción. Por ejemplo, los comuneros asociaban la contaminación 
química a los vientos vinculados con las fuerzas del mal: «la 
culpa es del Weda Kürruf o aire malo» que son los encargados 
de propagar la desgracia al «echar a perder la tierra por culpa 
de los matamalezas». Además, atribuían las enfermedades de-
rivadas a los «estudios» (se refieren a las universidades, insti-
tuciones gubernamentales y ONG), debido a la intervención 
malintencionada del wigka por medio de sus agentes: «los 
científicos». Como se puede observar, esta narrativa establece 
una explicación  de sentido culturalmente coherente de los 
problemas ambientales a partir de una heterarquía de causas 
en la que todos los elementos se encuentran concatenados y 
mezclados, contribuyendo a crear el marco lógico explicativo 
de los problemas socio-ambientales del territorio. 
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Esta perspectiva, lógicamente, constituye un serio proble-
ma para los estudios de impacto ambiental que se elaboran 
bajo la lógica de la epistemología occidental, y para aquellos 
proyectos de reparación ambiental que parten de un diagnós-
tico reduccionista. Es cierto que proliferan los estudios que 
muestran los daños de la actividad forestal desde el punto de 
vista ecológico y alertan de las consecuencias por la destruc-
ción del bosque nativo en la desecación de los cauces de los 
esteros y en el descenso de los niveles freáticos, lo que implica 
un grave problema por la destrucción de las reservas de agua 
con que cuentan las comunidades (Montalba-Navarro, 2004: 
34). Sin embargo, la contaminación o retención de las aguas 
no es sólo un problema ambiental para los mapuche, sino 
una agresión cultural, política y sanitaria, pues se entiende 
como un apresamiento del newen, un envenenamiento o una 
succión del «alma» del pueblo mapuche que produce el debi-
litamiento de los lof mapu y lof che. 

La contaminación y desecación de los acuíferos se asocia 
a la destrucción de la vegetación nativa ya que desde su pers-
pectiva son estas plantas «las que propician las aguas buenas» 
y, debido a la huida del dueño del agua o geh ko y a la conta-
minación química, a consecuencia de los fertilizantes, «ahora 
se está perdiendo el agua buena para tomar». Resulta obvio 
que lo que se entiende como «agua buena» o «potable» no 
es la misma que para las autoridades, las cuales valoran su 
salubridad en función de determinados parámetros químicos 
(porcentaje de yodo, cloro, etc.). Para los mapuche, sin em-
bargo, el agua buena está vinculada al equilibrio, a la riqueza 
material, a la buena salud y a la buena educación y es un ele-
mento nuclear en la consideración del «Buen Vivir» o Küme 
Mogen», pues para las comunidades la dinámica cultural aso-
ciada al ciclo hídrico establece una asociación directa entre la 
protección de las especies nativas, las acciones de los hombres 
y el comportamiento de las entidades sobrenaturales encarga-
das de la protección del entorno y de todos los seres que en él 
habitan (Chihuailaf, 1999: 54). 



323

cultura maPuche y conflictos etnoamBientales 

Hay que tener en cuenta que el agua ocupa un lugar pre-
eminente en la consideración local de la pureza y la contami-
nación espiritual, y es un importante elemento diagnóstico 
para determinar la etiología de la enfermedad y del malestar. 
Desde la cosmovisión y la ética colectiva, el agua limpia es 
el espejo donde se refleja la pureza del espíritu del che204 el 
cual sólo se hace «visible» en aguas corrientes y cristalinas. Los 
cauces son como arterias por donde corre el püjü y las fuerzas 
positivas. Esto explica por qué muchas alianzas y reuniones se 
organizan teniendo en cuenta la confluencia de esteros, casca-
da y ríos (xayenko «reunión de las aguas») ya que estos lugares 
simbolizan y propician la unión de las fuerzas (newen) de los 
diferentes tuwün que se juntan para establecer pactos entre las 
diferentes identidades territoriales.

Las metáforas de la naturaleza informan también sobre as-
pectos claves en la configuración de las categorías que tienen 
que ver con los derechos humanos, como se desprende de los 
testimonios recogidos entre los viejos de Makewe, en los que 
la escasez de agua es considerada la causa de la mayoría de los 
males que existen en sus comunidades. El carácter integral 
y vital que se atribuye al agua se muestra en silogismos del 
tipo: «si no hay agua la tierra no da, si la tierra no da alimen-
to no hay salud y sin salud no es posible tener una buena 
educación». De hecho los ancianos también atribuyen a la 
usurpación de los wigka, a través de sus leyes, la mala salud 
que observan en el sector: «son [los wigka] los que han robado 
el agua», aludiendo a las disposiciones chilenas que han per-
mitido que empresas y otras entidades privadas hayan podido 
enajenar el agua de las comunidades y disponer de ella para 
otros usos. De esta manera, la ley impuesta se convierte en un 
agente patógeno de primer orden que condensa en el agua, 
flujo vital para los mapuche, el símbolo del colonialismo:

204 El simbolismo del agua es importantísimo en la cosmovisión mapuche 
y está representado en el color blanco que representa la pureza. Este símbolo 
suele estar presente en el gijatun a través de las banderas blancas.
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Una buena educación es la base de una buena salud, 
pero para que haya una buena educación hay que tener 
buena alimentación. Ahora hay enfermedades porque 
los mapuche somos pobres, no tenemos tierra, no hay 
agua en Makewe. El agua es imprescindible para la vida 
y los wigka nos han robado el agua con su ley. (Ñielo-
kuifike kimün205, Makewe, 2001). 

Además, resulta necesario señalar que la resistencia am-
biental es una resistencia anticolonial oculta tras la metáfo-
ra. Por ejemplo, la defensa del bosque nativo y el rechazo al 
bosque exótico es, en realidad, una representación que con-
fronta lo mapuche en oposición a lo wigka y contrapone dos 
sistemas diferentes en la manera de manejar el bosque y dos 
concepciones éticas radicalmente distintas de la economía. 
La oposición a la expansión de las plantaciones forestales y 
la denuncia de la destrucción del bosque nativo no es, por 
tanto, una mera proclama ecologista, sino la denuncia por la 
destrucción de su mundo que clama contra el exterminio es-
piritual y cultural. Las forestales, las empresas constructoras, 
etc., llegan acompañadas de extraños, instituciones, hábitos, 
enfermedades, conflictos, etc., que son la cabeza de puente y 
el símbolo de la penetración de la «otra sociedad» y del declive 
de su modelo de vida, por ese motivo la defensa del bosque 
nativo es una defensa de la cultura y de la sociedad misma.

El recelo que provoca la entrada de personas no mapuche 
en el Waj Mapu acompañando obras o proyectos, se conside-
ra un factor de distorsión de la vida mapuche y un foco de 
contaminación y conflicto206. Un estudio sobre los efectos del 
trazado del baipás de Temuco en las comunidades del sector de 

205 Reunión de los ancianos del territorio con la gerencia del Hospital de 
Makewe en la Rakizwan Ruka («Casa donde se Piensa», 9 de agosto de 2001. 
Ñielokuifikekimün, en una traducción libre, vendría a ser «los que tienen el 
conocimiento de los antiguos», es decir, una especie de Consejo de Ancianos.
206 Según la prensa, entre abril y mayo de 2003, el volumen de trabajadores 
en el Alto Bío Bío era de 3.500 de los cuales sólo el 10 % eran pewenche (El 
Mostrador.cl, 29 de septiembre de 2004).
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Xuf Xuf (Durán y Quidel, 1998) constató que los principales 
argumentos que ofrecían los mapuche para rechazar el proyecto 
guardaban relación con la seguridad personal, la calidad de las 
tierras y los recursos naturales, a saber: pérdida de tierras, riesgo 
e inseguridad por los problemas de tráfico, preocupación por el 
deterioro de las condiciones ecológicas, especialmente en rela-
ción con la alteración de los cursos de aguas. Pero, sobre todo, 
su desconfianza provenía del riesgo a la división interna, del po-
sible alejamiento de los familiares, del temor por la destrucción 
de sus lugares sagrados y cementerios y de la pérdida o «conta-
minación» del gijatwe. Los de Xuf Xuf expresaron también sus 
temores a perder la tranquilidad de la «vida propia» por la llega-
da masiva de los wigka, que consideraban un riesgo, debido a la 
asociación que establecían entre la presencia de «chilenos» con 
los abusos y usurpaciones (Durán y Quidel, 1998: 140).

De nuevo es preciso aludir a las carencias que presentan los 
métodos de evaluación de las obras públicas en los territorios 
indígenas cuando desconocen las dimensiones intangibles de 
la cultura y las consecuencias que tienen para la integridad de 
los pueblos originarios las agresiones hacia sus elementos sim-
bólicos y espirituales. La mayoría de las grandes infraestructu-
ras que afectaron al territorio mapuche se llevaron por delante 
campos rituales, cementerios (PDI, 2004) y lugares tradicio-
nales de culto (Navarro y Adán, 1998: 40; Durán y Quidel, 
1998) y alteraron bruscamente la relación de las personas con 
sus ancestros, infringiendo un severo castigo a la espirituali-
dad colectiva. Por este motivo los pewenche del Alto Bío Bío, 
alegaron ante el CIDH de la OEA que la construcción de la 
central eléctrica de Ralco sería desastrosa para las comuni-
dades, ya que causaría el enojo de los volcanes donde moran 
los pijan (espíritu de los antepasados) provocando, incluso, 
terremotos. Además, alegaban que la retención de las aguas 
corrientes por la presa de Ralco dejaría atrapados los newen 
benéficos provocando un flujo incontrolado de energías que 
se revelarían en forma de weküfe, con las consiguientes desgra-
cias para las comunidades:
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También la construcción de la Central Ralco conlleva 
la agravante de crear un enorme lago de agua retenida, 
lo que para nosotros los Pehuenches tiene una significa-
ción negativa. En nuestra visión del mundo, el espíritu 
de las aguas, el “Punalka” habita en las aguas corrientes 
y libres del río Bío Bío, las cuales tienen aspectos be-
néficos y positivos para las personas. Todo lo contrario 
sucede con las aguas estancadas, las cuales traen males y 
enfermedades. (Huentenao et al., 2002: 27). 

Domingo Namuncura, en ese tiempo director mapuche 
de CONADI, recogió en su libro sobre Ralco un suceso rela-
cionado con el paraje conocido como la piedra Machi Cura207 
del Alto Bío Bío. En él, se pone de manifiesto el proceso de et-
nocidio que acompaña a los megaproyectos. ENDESA orde-
nó dinamitar el lugar en 1997 para ampliar el camino de tierra 
y facilitar el tránsito de los camiones para la construcción de 
Ralco, pero la movilización de los pewenche evitó in extremis 
la desintegración total de la Piedra logrando salvar parte del 
lugar, consiguiendo que se desviara el trazado previsto y que 
la zona fuera restaurada. 

Como avanzábamos, según el principio Ixofij Mogen, la 
autoría o procedencia de las agresiones y las transgresiones no 
resulta determinante para el mantenimiento de la armonía, 
de ahí que las acciones que infringen actores externos al Waj 
Mapu siempre tiene consecuencias negativas para los propios 
mapuche. La razón que estos atribuyen es que fue a ellos a 
quienes se les encomendó la misión de «guardar la tierra», «el 
che debe guardar el mapu, por eso somos mapuche, gente de 
la tierra» (Kelv Tramamil, Rofwe, julio de 2001):

207 La Piedra Machi Cura es un lugar en el que los pewenche creen que están 
depositados una serie de poderes curativos debido a que allí descansa el newen 
de los antepasados favoreciendo el crecimiento de plantas medicinales («reme-
dios» o lawen) porque poseen un püjü especial, por ejemplo, para potenciar la 
reproducción de los animales o de la familia. La fuerza del lugar se atribuye a 
que se cree que en ese lugar fue enterrada una machi que transmitió su newen 
y sus poderes a los lawen que allí crecían.
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(…) Así han pasado muchos tipo de casos violentos 
y otros más que han muerto de enfermedad, parálisis, 
muchos tipos de fenómenos psíquicos también (...). 
Pero todos relacionados con este tipo de cuestiones, 
es decir el newen está, pero no está actuando contra 
los wigka, está actuando contra los mapuche ¿por qué? 
Porque el mundo mapuche es el que está encargado 
de proteger el espacio en el que vivimos; no son los 
wigka, somos los mapuche, por eso nos pusieron acá, 
para cuidar la tierra, cuidar el medio ambiente, cuidar 
de las fuerzas, cuidar de los espacios, de los menoko, de 
los wigkul, de los leufo, de los mares (lafken). Por eso 
nos han puesto en esos espacios, nosotros somos los 
responsables; si somos descuidados, bueno... nosotros 
tenemos que rendir cuentas ante las fuerzas que con-
viven con nosotros (...) (José Quidel, Xuf Xuf, 24 de 
septiembre de 2002).

Por otra parte, el desconocimiento de las normas no exime 
de responsabilidad al transgresor ya que la ignorancia del Az 
Mapu constituye en sí misma una infracción. En definitiva, 
la moral referente al territorio ejerce un férreo mecanismo de 
control social en el plano individual y colectivo entre la socie-
dad mapuche:

(...) el hombre y la mujer mapuche –en corresponden-
cia con tal filosofía– se preocuparon, se preocupan, 
siempre de tomar de la Tierra sólo lo indispensable. Se 
carece del sentido de aprovechamiento innecesario de 
lo que esta ofrece. No hay una relación de poder sobre 
la naturaleza. Por lo mismo, todo ha de ser preservado. 
No hay sectores elegidos, que deben ser salvados úni-
camente. De tal manera, por ejemplo, cuando cortan / 
cortamos árboles, plantan / plantamos otros, y se pone 
especial atención en ellos y sus renovales –y en los ar-
bustos y helechos– porque ellos cobijan a los espíritus 
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Cuidadores del Agua. El agua que debe mantenerse 
corriente y lo más limpia posible porque representa la 
situación del espíritu humano (Chihuailaf, 1999: 54).

Existe un hipotético círculo de armonía imaginario que 
idealiza la ética colectiva y que se basa en la especialización y 
jerarquización de los espacios por el que cualquier intrusión 
u obstrucción en el sistema de circulación, comunicación y 
tránsito de unas dimensiones a otras puede llegar a causar 
graves problemas. Las consecuencias de estas interferencias se 
encarnan en los infractores y se manifiestan en forma de en-
fermedad, por ejemplo, cuando el alma de un difunto queda 
retenida en la tierra, cuando las fuerzas irrumpen en espacios 
que no les son propios, cuando los hombres transitan en lu-
gares que son exclusivos de otras fuerzas o entidades y cuando 
las personas realizan actividades en horas no propicias, por 
ejemplo, durante la noche, tempo peligroso en el que deam-
bula el weküfe:

El embarazo es un estado de alta sensibilidad, es ne-
cesario tener especiales cuidados, incluso los hombres. 
Por ejemplo, no se debe presenciar muertes de animales 
o personas; no se puede matar, porque el niño puede 
impregnarse del mal (...). Toda vida tiene un ser que 
es responsable de un espacio o de una persona, cuan-
do muere esa fuerza puede liberarse e insertarse en las 
personas que están alrededor (...) (José Quidel L., 30 de 
mayo de 2001).

Igual que enferman las personas que rompen el equilibrio 
con la naturaleza, o no velan por el mantenimiento de los 
principios del Az Mapu dentro del territorio, las comunidades 
enferman cuando sus tierras y territorios sufren el impacto de 
los proyectos de obras públicas y explotaciones que dañan sus 
recursos naturales o especulan con las tierras en beneficio de 
los wigka. Por este motivo, el mantenimiento y recreación de 
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la identidad o la lucha política para defender el territorio se 
erigen en poderosos elementos profilácticos y terapéuticos ya 
que el che es responsable de mantener el orden sacralizado que 
expresa la manera correcta de ordenar los espacios naturales, 
regular el uso de los recursos y proteger las diferentes formas 
de vida existentes en el territorio: 

(...) cuando alguno de nosotros establece una casa en 
un lugar no apropiado –donde hubo algo, es una zona 
especial, vivía un geh, etc.– y, a veces, a los viejos se les 
olvida decirle a los hijos: mira, esta parte no se debe 
tocar. ¿Cuál es el coste? Esa familia sufre enfermedades, 
muertes, problemas sociales, problemas personales. (...) 
A la gente le dan donde habitar, donde construir su 
casa, donde hacer su vida sin problemas, porque ahí 
está cedido ese lugar para otros y no todos los espacios 
son para habilitar las personas. Nosotros convivimos 
con otros, somos uno más de la naturaleza, no somos 
seres exclusivos, tenemos que respetar el espacio de los 
otros y cuando no lo hacemos tenemos consecuencias 
en los conflictos con esos otros seres (José Quidel L., 24 
de septiembre de 2002).

Las transgresiones pueden tener dimensiones intergene-
racionales que pueden afectar, incluso, a los no nacidos, los 
cuales deberán soportar las cargas de las acciones incorrec-
tas de sus predecesores, quedando expuestos a desgracias y 
enfermedades sine die por los «pecados» que cometieron sus 
antepasados:

Pero también nosotros hoy en día somos víctimas de 
las transgresiones que hicieron nuestros antepasados, 
y las heredamos. Se heredan por ejemplo las taras, los 
problemas genéticos que a veces traemos. Pero la me-
dicina mapuche dice: el küpan; por el küpan tú eres 
de esa forma, porque alguno de tus ancestros cometió 
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este problema y tú eres responsable hoy en día debes 
pagar esto y sufres las consecuencias. Pudo haber sido 
tu abuelo o tu bisabuelo quien haya cometido la trans-
gresión pero eso se reproduce en nosotros (ídem).

Cuando se produce una transgresión grave o las comuni-
dades caen en la relajación moral o en la pérdida de identidad 
y se ha roto el equilibrio comunitario se necesita recurrir al 
gijatun para recuperar el newen y reparar el daño espiritual 
o moral infringido al territorio o a los ancestros. El cumpli-
miento con los ciclos rituales y las obligaciones sociales re-
sultan los mejores antídotos para alejar el mal, pues entre sus 
principales objetivos se encuentra el de tener satisfechos a los 
ancestros, seres y fuerzas proveedoras de vida para evitar que 
intervengan negativamente en el mundo de los vivos, espe-
cialmente en misiones punitivas castigando la relajación mo-
ral o la transgresión de las normas del Az Mapu: 

El objetivo del gijatun es siempre pedirle a Dios: por-
que estemos siempre bien, que nuestro ambiente esté 
limpio, que nuestras áreas de naturaleza siempre estén 
juntas; porque para todos los mapuche su convivencia 
es con todo el ambiente. Ellos, para tomar una hoja pi-
den permiso, van a los menoko y también piden permi-
so, hacen una rogativa cuando van al mar, cuando van 
a la cordillera. Para ellos siempre existe una armonía: 
entre los árboles, entre la tierra, o sea, para ellos toda 
va junto, es un todo. Lo mismo la enfermedad, por eso 
nosotros vemos la enfermedad como un todo; la machi 
ve la enfermedad como un todo. Si usted está enfermo, 
no está enfermo solamente de dolor, está enfermo, a 
lo mejor, porque su papá está mal o tienen problemas 
sus hermanos, su mama; o sea, si está todo bien no hay 
enfermedad. También hay enfermedad si el hijo está 
enfermo (Rosalino Moreno, 30 de abril de 2001).
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El gijatun es el acto culminante que escenifica y sintetiza el 
drama fundamental de la existencia mapuche. En él, se pone 
en juego la relación moral con el territorio y condensa las 
articulaciones que se producen entre el sistema de creencias, 
la noción de persona y la dramatización que perpetúa inde-
finidamente la reciprocidad con los antepasados y divinida-
des, permitiendo renovar las energías y el compromiso entre 
el Wenu Mapu y los lof che y lof mapu. Por tanto, las inter-
venciones que deterioran los espacios nativos multiplican los 
factores de transgresión ya que inutilizan los lugares sagrados 
para realizar los rituales de reparación. A toda esta problemá-
tica hay que sumar que el empobrecimiento de las comuni-
dades dificulta la acumulación de recursos para cumplir con 
las obligaciones rituales vinculadas a los ciclos económicos y 
cósmicos produciéndose el debilitamiento de la estructura so-
cial y con ella el declive de lo colectivo, situación que deja 
a los mapuche en un estado de alta vulnerabilidad frente a 
desgracias, enfermedades y conflictos sociales, abriendo así las 
puertas a la asimilación y a la resignación ante la dominación. 
En esta situación, las bases para el etnocidio y la conculcación 
de los derechos colectivos están servidas.

AT R A PA R E L N E W EN: L A S Au T O R I D A D E S 
T R A D I C I O N A L E S Y E S P I R I T UA L E S 

E N E L P U N T O D E M I R A

No resulta fácil demostrar la existencia de una forma de repre-
sión premeditada dirigida certeramente hacia el corazón de la 
cultura mapuche, pero la persecución a los logko y a las machi 
que acompañan las protestas contra las centrales eléctricas, las 
prácticas de las forestales o las actividades extractivas, ha sido 
efectiva y ejemplarizante aportando buenos réditos a la estrate-
gia gubernamental para debilitar la resistencia de las comuni-
dades. En cualquier caso, llama la atención también el parale-
lismo de esta táctica con la usada por las fuerzas de seguridad 
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del Estado contra las comunidades mapuche de Chile durante 
la dictadura militar. Por tanto, de acuerdo con Cuyul (2014), 
parece que nos encontramos con una maniobra planificada 
para neutralizar el ascendiente político y espiritual que tienen 
las autoridades tradicionales para cohesionar la resistencia con-
trarrestando así el discurso religioso que sacraliza la lucha por 
la tierra y activa las alianzas territoriales, como es el caso de los 
ayjarewe, cuya movilización se basa en fidelidades históricas, 
obligaciones religiosas y rituales o en relaciones de parentesco.

La capacidad de las autoridades tradicioneles para mo-
vilizar a los mapuche deviene de su condición de ragiñelwe 
(mediadores) con las fuerzas sobrenaturales, circunstancia 
que les autoriza para convertir un compromiso político en 
una prescripción religiosa, de ahí que los dirigentes y las or-
ganizaciones recurran a ellos para cohesionar o intensificar la 
resistencia; veamos un ejemplo:

(…) Rogamos a nuestras autoridades, Machi, Lonko, 
Gijatufe, Pelon, Gempin, etc., a rogar porque no se 
consumen los fines de exterminio que buscan los go-
biernos, las empresas multinacionales que destruyen 
nuestro territorio y los traidores a nuestro pueblo. Lla-
mamos a nuestros hermanos de raza, tanto en la ciudad 
como en las comunidades, a iniciar un ciclo de reafir-
mación como mapuche, de organización y de resisten-
cia ante el Estado chileno y los capitalistas extranjeros 
(COITM, 30 de septiembre de 2003). 

Para el dirigente mapuche José Llanquileo, la imputación 
a los logko tiene como objetivo buscar su encarcelamiento y 
constituye claramente una estrategia represiva premeditada 
por el Estado chileno. Este es el motivo por el que en su co-
munidad las autoridades tradicionales y sus familias se con-
virtieron en el centro de las sospechas y en los principales 
objetivos de la represión policial y judicial:
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el logko representa el sentimiento mapuche, es el que 
tiene la autoridad para dirigir a su gente contra las fo-
restales porque los mapuche no pueden vivir en lugares 
cercados (…) el logko ordena a su gente y al que manda 
se le acusa de terrorismo (Temuco, 5 de abril de 2004).

El compromiso del logko con el territorio es un imperativo 
religioso de ahí que muchas autoridades tradicionales, ade-
más de su libertad, empeñen su vida en la defensa territorial. 
Uno de los casos que ha dado la vuelta al mundo ha sido el 
de la logko Juana Calfunao. Según el informe de la OMCT/
FIDH (2010: 149), esta mujer, que fue detenida por delitos 
menores («amenazas contra carabineros», «atentado contra 
la autoridad» y «desordenes públicos», en su propio predio), 
estuvo encarcelada en Temuco desde noviembre de 2006 has-
ta 2010. Según el informe mencionado, durante su estancia 
en prisión sufrío hostigamientos por parte de otras reclusas 
y fue objeto de torturas, que nunca han sido investigadas. La 
prensa internacional ha destacado en reiteradas ocasiones las 
reclamaciones de las mujeres mapuche encarceladas para que 
se les reconociera su condición de presas políticas y autori-
dades tradicionales del pueblo mapuche; estos reclamos han 
revertido en varias huelgas de hambre208: 

Además de exigir un debido proceso en las causas de jus-
ticia que sigue en su contra, las demandas de Juana Calfu-
nao y su hermana incluyen el reconocimiento de la calidad 

208 Las contínuas huelgas de hambre en las que participan autoridades tradi-
cionales, líderes mapuche y simpatizantes de su causa, en ocasiones, adquiere 
tintes dramáticos. Uno de los casos más famosos fue el que protagonizó la 
activista Patricia Troncoso, «la Chepa», que estuvo al borde de la muerte en 
2007. Finalmente, gracias a la movilización de la sociedad civil y a la mediación 
de distintas personalidades y organizaciones, el Gobierno  concedió in extremi 
una serie de medidas orientadas a aminorar la carga penal y la promesa de 
que sus casos serían revisados,  consiguiendo el cese de la huelga de hambre. 
Quizás, el mayor logro de esa lucha fue que el propio gobierno de Michelle 
Bachelet (en su primer mandato) admitiera la ligereza con la que determina-
dos fiscales recurrían a la legislación antiterrorista para sofocar el denominado 
«Conflicto Mapuche».
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de prisioneros políticos a todos los mapuche encarcelados 
por defender su territorio, y que se les dé garantías de se-
guridad física y psicológicas. Las demandas de las mujeres 
incluyen el reconocimiento como autoridades ancestrales 
a los detenidos que tengan esa calidad conferida (http://
www.bostonmayday.org, 3 de octubre de 2007).

El caso, ya citado, de los logko Pichún y Norín constituyó 
un agravio para la dignidad de todos los mapuche y supuso 
un fuerte golpe moral y emocional para sus familias y comu-
nidades, a las cuales les resultaba inconcebible admitir que 
sus autoridades pudieran haber incurrido en algún delito por 
el mero hecho de cumplir con las funciones que les han sido 
encomendadas por los ancestros: defender su territorio y la 
salud de sus lof mapu. De hecho, como señala Toledo (2004), 
el Tribunal Penal de Temuco absolvió en noviembre de 2004 
a estos mapuche de delitos de terrorismo porque, como logko 
de sus respectivos lof, no cometieron ningún delito de terro-
rismo, sino que sus acciones estuvieron orientadas a recuperar 
«las tierras que consideras suyas». 

Además, los logko, acusados de asociación ilícita terrorista, 
se encontraban en la obligación moral de defender sus tierras 
y lugares sagrados, puesto que la custodia del newen del lof 
es conservar la fuente de la que emana la vida de los seres y 
personas que allí viven y su propia legitimidad. Por si existía 
alguna duda ante las acusaciones de pertenencia a asociación 
ilícita terrorista, Pascual Pichún y Aniceto Norín, desde su 
encierro en la prisión de Traiguén, negaron cualquier tipo de 
pertenecían a ninguna «orgánica»,al margen de que sus co-
munidades contaran con el apoyo de determinadas organi-
zaciones mapuche, y que el sentido de su lucha era: «por un 
compromiso sagrado y por el pueblo mapuche, y no por la 
estrategia de ninguna organización» (9 de abril de 2004).

Tanto los logko como las machi encarnan la espiritualidad 
del lof y de toda la comunidad porque son los depositarios del 
Küme Newen, fuerzas y energías que permiten el mantenimien-
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to del equilibrio interno y protegen la salud. La conservación 
y renovación del newen es condición necesaria para el Küme 
Felen (estar bien) que, en el plano social, consiste en tener una 
existencia plena y satisfactoria como comunidad y en el ámbito 
personal se concreta en tener salud física, psíquica y espiritual.

El mantenimiento del newen no sólo es imprescindible 
para la vida sino condición sine qua non para el ejercicio de 
la libertad, por eso la ocupación o destrucción de aquellos 
lugares donde se considera que está depositado el newen se 
interpreta como una estrategia de inmovilización y debilita-
miento hacia la que las autoridades tradicionales no pueden 
permanecer impasibles:

Al estar reducidos en unas pequeñas tierras estamos 
reducidos en lo espiritual. Nuestros espacios sagrados 
están invadidos y enajenados y necesitamos poder ac-
ceder a ellos. Estamos preocupados por el sufrimiento 
de la gente. Estamos pobres porque no tenemos acce-
so a nuestros espacios (...). Necesitamos tener acceso a 
nuestros espacios sagrados para que vuelvan nuestros 
newen (Nawelpan, Temuco, 30 de julio de 2002).

Este es el motivo por el que las acciones policiales contra 
las autoridades tradicionales se interpretan como un castigo 
deliberado contra todo el pueblo mapuche diseñado especial-
mente para causar un daño simbólico, moral y espiritual a 
las comunidades díscolas y a las familias de los weichafe (lu-
chadores). Hay que tener en cuenta que el cautiverio al que 
se somete a las autoridades tradicionales conlleva también la 
inmovilización de la comunidad, lo que en la práctica cons-
tituye «el apresamiento» simbólico del grupo, como afirmaba 
el logko Pascual Pichún: «encarcelando al logko se encierra el 
newen colectivo (Traiguen, abril de 2004)». La percepción de 
reclusión colectiva se verifica en la experiencia de muchas co-
munidades que viven cercadas y sumergidas enmedio de las 
plantaciones silvícolas, las presas o los campos de petróleo.
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K ü m E F EL EN y «B u E N v I v I R»

El «Buen Vivir» es una expresión de carácter transcultural y 
globalizada, aunque matizada particularmente por las dife-
rentes culturas209, mediante la cual los diferentes pueblos in-
dígenas presentan ante el Mundo el sentido diferencial que 
otorgan a su modo de vida deseable en relación con sus reivin-
dicaciones de derechos humanos. Tanto es así que la alusión al 
«Buen Vivir» es una constante en la formulación discursiva de 
las comunidades mapuche, desiderátum que se enuncia con 
la proposición Küme Mogen210, que algunos traducen simple-
mente como «una vida en armonía y equilibrio» (José Ñanco, 
Cerro Loncoche, 23 de septiembre de 2002), pero que remite 
a otra categoría clave de la cultura mapuche: Küme Felen, no-
ción vernácula utilizada para referirse a la salud y al bienestar. 

La lucha contra la enfermedad es una de las actividades 
más importantes de la sociedad mapuche y en este sentido la 
resistencia a determinados proyectos extractivos o forestales 
está en relación con este imperativo sociocultural. De hecho, 
muchas de las enfermedades «modernas», como el infarto o el 
cáncer se atribuyen a las actividades que los wigka desarrollan 
en el territorio. Veamos un fragmento referido a la zona de 
influencia del yacimiento de Loma Lata:

Usted no sabe la cantidad de gente que muerto de in-
farto: muchísimos ¿ quién sabe por qué? […]. Igual 
que de cáncer. Acá hay mucha gente enferma de cáncer 
[aunque] muchos dicen que no, y sí, ha muerto mucha 

209 Esta expresión se ha extendido también entre los organismos indigenistas 
y las organizaciones no gubernamentales y, como es lógico, con el consiguiente 
desgaste del término y la proliferación de interpretaciones que no siempre son 
compartidas por los pueblos indígenas, especialmente en lo que concerniente a 
las actividades en sus terriorios.
210 Otras veces la «Buena Vida» se enuncia mediante la expresión Mogen Fe-
len para denotar la idea de una vida presidida por la relación armónica con 
todos los elementos de la naturaleza y con los pares (MLTL-R, 15 de agosto de 
2002). Nosotros utilizaremos preferentemente el primer enunciado.
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gente (Salamina de Cármen Campos, 29 de noviembre 
de 2013).

La referencia a este concepto del Buen Vivir es obligado en 
este trabajo en la medida en que la mayoría de los conflictos 
con empresas transnacionales y con el Estado se enmarcan 
dentro del discurso del desarrollo, del crecimiento económi-
co o de la mejora de las condiciones de vida de los pueblos 
indígenas. Por ejemplo, cuando se pregunta a los dirigentes 
mapuche del Pwel Mapu cómo afrontan las comunidades de 
Neuquén la cuestión petrolera y qué piensan de los discursos 
gubernamentales y de sus vagas promesas sobre la calidad de 
vida, la respuesta remite al concepto Küme Felen que se equi-
para al Buen Vivir: 

Nosotros lo que estamos exigiendo al gobierno es, jus-
tamente, que cumpla con el libre consentimiento fun-
damentado previo. Que cumpla con todos los derechos 
que nos reconocen el derecho a decidir previamente a 
cualquiera de estas industrias que se puedan desarro-
llar en nuestro territorio o no, cuál es nuestra forma de 
vida, cuál es el futuro que nosotros queremos; noso-
tros vamos a desarrollar nuestro Küme Felen, decimos 
nuestro Buen Vivir en ese lugar (Lefxaru Nawel, 28 de 
noviembre de 2013). 

Kúme Felen o «estar bien», remite tanto a la salud perso-
nal como a la colectiva, pero esta salud colectiva y es para el 
pueblo mapuche el «Buen Vivir», como ya avanzara acertada-
mente Faron antes de que emergiera este concepto, «la buena 
vida (la salud y la moralidad) es garantizada a través de los 
buenos oficios de la machi y del sacerdote ritual (ñillatufe)» 
(1997 [1974]: 10), por tanto se entiende como un compendio 
de condiciones socioculturales y espirituales que encuentran 
mayor parangón en la noción de bienestar, entendiendolo 
como la conjucción de las condiciones que permitan a los 
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mapuche tener una existencia plena, autónoma y armoniosa 
en relación con su propia sociedad y con el territorio:

[…] Nosotros tenemos la urgente necesidad de recu-
perar nuestra forma de vida, porque esto que nos está 
proponiendo el gobierno absolutamente no es bueno 
para nadie, no solamente para el mapuche, para cual-
quier persona que viva acá: lo que han hecho con esto 
ha sido declarar zona de sacrificio el lugar donde vivi-
mos, es decir: este lugar va a ser destruido en pos de 
obtener energía para seguir sosteniendo este modelo 
(ídem).

En este punto, es necesario refererirse a otro de los subcó-
digos del Az Mapu: el Mapunche Az Mogen, que habla de la 
forma de vida propia y de las relaciones sociales entre mapu-
che. La mayoría de los derechos que rigen la vida cotidiana, 
que realmente se entienden como obligaciones, se orientan al 
objetivo de mantener o procurar lo que desde su cultura se 
considera «una buena vida». De hecho, esta es una parte capi-
tal de la moral mapuche en tanto que las transgresiones graves 
pueden conllevar a un individuo a perder la condición de che 
y para recuperar tal condición se necesita seguir el Nor Mogen 
(«vivir correctamente» o «tener una «vida recta») a través del 
kim konün («entrar en conciencia»), conciencia que, sin em-
bargo, no remite a la moral personal sino a la conciencia de la 
identidad étnica:

Para el Nor Mogen se requiere que el che entre en con-
ciencia de sí mismo y de los demás (Kim Konün). «este 
estado espiritual especial que vive una persona, es reco-
nocido por el colectivo como tal, como che, entrando 
al grado de racionalidad, equilibrio que puede llegar a 
realizar acciones que vayan en función del bienestar del 
colectivo social (COTAM, 2003: 655)
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Lo contrario a Küme Felen es Weza Mogen («mala vida»), 
que se refiere, sobre todo, a las condiciones de dominación, 
a la transgresión o a la pérdida de identidad y a las agresiones 
territoriales, por lo que ambos términos, opuestos y comple-
mentarios, informan de las prescripciones socioculturales que 
se deben seguir para alcanzar el bienestar, la seguridad y pre-
servar la «dignidad» o, por el contrario, enuncian las acciones 
y factores, internos o externos al grupo, que contribuyen a 
agravar las condiciones de existencia. Hay que recalcar que 
todas estas formulaciones supeditan las dimensiones indivi-
duales a las colectivas dentro de un proyecto compartido con 
el xokiñche («los que viven juntos»):

[para] vivir en armonía con los elementos de la natura-
leza, con los elementos acordados en lo social hay que 
ser respetuoso de su entorno, del Az Mapu y tener res-
peto por los pares. (...) [Por el contrario] el weda felen 
consiste en transgredir las normas y romper el equili-
brio (Manuel Manquepi, 19 de agosto de 2002). 

Se entiende entonces que el rechazo a determinados pro-
yectos no sólo se produce por los efectos más o menos nocivos 
de la actividad en cuestión, que sin duda son muy impor-
tantes, ya que, igual que ocurre con la actividad forestal, lo 
que preocupa hondamente a los mapuche es la alteración y 
degradación de su modo de vida, la transgresión a la ética re-
lacionada con el territorio, que es un cuestión profundamente 
religiosa, y la imposición de unas alternativas económicas que 
ya han demostrado su fracaso en el tiempo, como afirma el 
portavoz especializado en fracking de la CMN:

[…] es lo que nos propone constantemente la cultura 
occidental: irse a vivir a una ciudad, irse a vivir indig-
namente a un lugar como este, donde nosotros vivimos 
ahora, donde realmente seamos lo que para ellos mere-
cemos ser: mano de obra barata para hacer los trabajos 
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que los otros no quieren y en ese sentido se expresa 
totalmente el racismo que hoy día continúa vigente y 
nosotros somos la expresión, digo acá particularmen-
te en esta comunidad, del fortalecimiento y el resur-
gir de la identidad y la cultura mapuche porque por 
estas mismas consecuencias nuestros abuelos, nuestros 
padres han venido a vivir acá, pero por esas mismas 
fortalezas, espiritual y cultural, que ellos han manteni-
do nosotros estamos levantándonos y nosotros vamos 
a exigir también tierras para vivir como comunidad» 
(Lefxaru Nawel, 28 de noviembre de 2013).

Es precisamente este planteamiento el que hace que los 
conflictos ambientales abarquen múltiples campos de análisis 
y adquieran un carácter más complejo que el que difunde el 
discurso ecologista, pues para los indígenas lo verdaderamen-
te relevante no es la dimensión ambiental, sensu stricto, sino 
esa visión ecológica que hibrida biología, política, sociología, 
economía cultura, moral y religión. El recurso a la cultura y 
por ende al énfasis en la identidad, y ahí se enlaza con el Buen 
Vivir, se refiere a una alternativa de futuro para el pueblo ma-
puche más viable que la que intuyen les espera abandonando 
o negociando con el territorio, rompiendo con las relaciones 
de parentesco o cambiando su forma de vida. Existe una per-
cepción real de que el fin último de muchos de los proyectos 
económicos celebrados desde fuera sòlo tiene como objetivo 
acabar con los indígenas y expulsarles definitivamente de su 
territorio atacando la parte nuclear de su ecosistema: el newen:

[…] creo que es una cuestión que busca no solamente 
debilitar la cuestión física sino, como yo le decía, la 
cuestión cultural y espiritual porque es la destrucción 
de las cosas que a nosotros no da el sustento: cada uno 
de esos newen, cada una de esas vidas, cada uno de esos 
geh, que decimos nosotros (geh es la fuerza que prote-
ge cada una de las vidas naturales), están permanente-
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mente atacados y con ellos nosotros, y las comunidades 
mapuche que realizan una resistencia heroica en estos 
lugares. Porque todos los otros criollos, todos los otros 
neuquinos, todos los otros argentinos comunes, que no 
son mapuche, le pagan la servidumbre y a otra cosa. 
Ahora, ¿por qué con las comunidades mapuche no han 
podido? Precisamente, están resistiendo por todas es-
tas fortalezas y es ahí donde ellos están atacando de 
la forma más cruel que yo le estoy explicando ahora. 
(Lefxaru Nawel, 28 de noviembre de 2013)
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EPÍLOGO

Como hemos venido reiterando, el modus operandi del capita-
lismo mundializado y de buena parte de las élites latinoame-
ricanas responde a un proyecto económico global basado en 
la liberalización y exportación de los recursos naturales que, 
en muchas ocasiones, residen en los territorios indígenas. Este 
proyecto afecta de manera determinante a la situación de los 
derechos humanos de los pueblos indígenas y resta efectividad 
a los resguardos jurídicos proclamados por los organismos in-
ternacionales y adoptados por los gobiernos nacionales. 

A continuación, a modo de conclusión y recapitulación, se 
ofrecen una serie de reflexiones derivadas del caso y que, sin 
embargo, se prestan a la generalización, pues la problemática 
mapuche se replica en otros contextos del subcontinente ame-
ricano afectando a otros pueblos amerindios:

1. La problemática de los pueblos originarios de América 
desborda con creces el ámbito nacional y se ve atravesada 
por todas aquellas dinámicas y discursos globales, espe-
cialmente el capitalismo neoliberal cuya especialización 
regional ha hecho de los territorios indígenas los nuevos 
espacios de conquista al ser codiciados para la extracción y 
exportación de materias primas.

2. El modelo de Estado-nación monocultural ha demostrado 
que tiene carencias estructurales para proteger los derechos 
de los indígenas ante las presiones que ejercen los grupos 
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con intereses económicos, especialmente, cuando el modo 
de vida indígena y la preservación de sus hábitats resulta 
incompatible con el modelo económico neoliberal basado 
en los recursos naturales.

3. Por otra parte, las carencias políticas, culturales y episte-
mológicas que ofrece el sistema hegemónico para defender 
los derechos culturales y políticos de los pueblos indígenas 
suele frustrar las expectativas depositadas en la justicia na-
cional para defender los territorios indígenas.

4. Además, la instrumentalización que hace el Estado de la 
justicia se interpreta en claves étnicas a partir de la idea 
de continuum de violencia y el fraude que supone la ley 
del «blanco» para los indígenas se observa como un com-
plemento del brazo armado al servicio del despojo. Esta 
percepción contribuye a enquistar los conflictos históri-
cos, aumentar la distancia cultural y enrarecer las relacio-
nes interétnicas alimentando a su vez los discursos de las 
expresiones indígenas más radicales desencantados con la 
posibilidad real de resolver los conflictos en el marco del 
Estado de derecho.

5. Desde la perspectiva de los derechos humanos, el caso 
mapuche desvela también la persistencia de una serie de 
malas prácticas imputables a la cultura hegemónica, a la 
sociedad mayoritaria y a los países dominantes que, lejos 
de contribuir a promover una imagen positiva de la Glo-
balización, a partir de una idea del Mundo en términos de 
«comunidad fraternal» en torno a los derechos humanos, 
apuntalan los viejos prejuicios históricos con los que los 
indígenas afrontan la relación con la alteridad. Muchas 
prácticas empresariales o institucionales, que no reparan 
en las consecuencias humanas de determinados mode-
los de desarrollo económico, explican el arraigo con que 
cuenta la idea del neocolonialismo entre los pueblos ori-
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ginarios. La imagen negativa del pasado, si alguna vez se 
difuminó, vuelve de la mano de los megaproyectos, de las 
empresas forestales y extractivas para instalarse de nuevo 
en el imaginario colectivo, con más fuerza si cabe.

6. Por otra parte, se pone de manifiesto, una vez más, que 
para proteger el territorio y la identidad cultural de los 
pueblos indígenas se torna imprescindible avanzar hacia 
un marco legal en el plano nacional que permita a los pue-
blos indígenas emponderarse políticamente para poder 
conservar y defender globalmente sus territorios en tér-
minos colectivos y condiciones de simetría, por tanto los 
Estados deben tomar medidas para democratizar el apara-
to judicial, mantener una separación radical de poderes, 
combatir la corrupción y el conflicto de interés y articu-
lar las reformas políticas e institucionales que permitan la 
participación real de los indígenas en la vida nacional y el 
proyecto de país.

7. En otros escenarios posibles, además, deben quedar reco-
gidos los preceptos culturales de los pueblos originarios y 
que estos puedan poner en marcha sus propios procesos 
e instituciones, reconociendo la interlocución tanto de 
las organizaciones políticas indígenas como de sus insti-
tuciones sociopolíticas tradicionales, potenciando la arti-
culación de los territorios con carácter supracomunitario 
con capacidad para negociar con el Estado y con cualquier 
entidad privada que opere en sus territorios.

8. Algunos dirigentes y organizaciones indígenas piensan 
que, en este contexto, el único camino para garantizar la 
supervivencia colectiva de sus pueblos, además de obtener 
el debido reconocimiento legal211y constitucional como 

211 Sobre este tema veanse las recomendaciones que hace el relator James Ana-
ya al gobierno chileno (2009 b).
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pueblos212 con derechos sobre sus territorios pre-existentes 
al Estado, es obtener algún tipo de autonomía que satisfaga 
la reivindicación histórica del derecho a la libre determi-
nación, aunque como señala Lavanchi (1999) en muchos 
casos no exista aún un diseño claro respecto a qué modelo 
de autogobierno se persigue, pese a que no son poco los 
intelectuales indígenas que hace tiempo se encuentran re-
flexionando sobre ello en función de sus propias realidades 
nacionales (Marimán et al. 2006).

9. En rigor, el problema estructural se encuentra en la exis-
tencia de un racismo soterrado en los diferentes niveles 
del Estado y en un choque de paradigmas respecto al va-
lor del territorio en relación con una determinada manera 
de entender el mundo y las relaciones socioculturales. Por 
eso, como ya se señaló en la introducción, los conflictos 
etnoambientales no pueden tratarse como meros conflic-
tos de intereses, ni siquiera como pulsos políticos por el 
control de los recursos del territorio, sino que deben abor-
darse en claves interculturales a partir del reconocimiento 
de que existen concepciones diferentes de la naturaleza y 
de todos los elementos que la conforman que no siempre 
pueden ser mercantilizados. Sin embargo, es posible apelar 
a una ética del entendimiento mutuo basada en el respeto 
a la naturaleza desde una forma diferente de concebir las 
relaciones ecológicas y sociales que rigen los espacios de 
referencia histórica, vital y afectiva de los pueblos amerin-
dios. 

212 Según Bengoa (2009: 109), a lo largo de quince años se han presentado 
tres proyectos al parlamento chileno de reconocimiento constitucional para los 
pueblos indígenas y ninguno ha surtido efecto, lo que demuestra que éste no es 
un asunto baladí, pues constituye la piedra de toque de la verdadera voluntad 
de la elites políticas para realizar una apertura constitucional que atienda real-
mente a la diversidad y que dé cumplida respuesta a la legislación internacional 
en materia de derechos indígenas.
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10. Este enfoque es el que hace que esta problemática exceda 
el puro marco ambiental y el discurso de la preservación 
global del Planeta, en el que se otorga a pueblos indígenas 
un papel preeminente en el mantenimiento de los eco-
sistemas. La perspectiva ecologista debe contemplar que 
estos son conflictos poliédricos en los que biología, políti-
ca, cultural y economía caminan de la mano. Pero, sobre 
todo, lo que se debe entender es que la defensa de los es-
pacios naturales indígenas es una apuesta por el derecho a 
la vida en el sentido más ortodoxo del término y por eso 
debe ser considerado como un asunto de derechos huma-
nos fundamentales y, por tanto, dentro de los llamados de 
primera generación.
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ACRÓNIMOS

ACIN: Asamblea Constituyente de la Identidad Nagche
AFDDEP: Agrupación de Familiares de Detenidos Desapare-

cidos y Ejecutados Políticos
AI: Amnistía Internacional
AIAM: Asociación Indígena Ayün Mapu 
ATWP: Alianza Territorial Wenteche-Pewenche
BID: Banco Interamericano de Desarrollo
CACH: Colegio de Antropólogos de Chile
CAM: Coordinadora Arauco-Malleco
CCCC: Coalición de Organizaciones Ciudadanas para la 

Conservación de la Cordillera de la Costa
CDCML: Coordinadora de Defensa de las Comunidades 

Mapuche Lafkenche
CDH-ONU: Comisión de Derechos Humanos de la ONU
CEA: Conferencia de Ejércitos Americanos
CEPRO: Centro de Producción (durante el gobierno de la UP)
CERA: Centro de Reforma Agraria (creados bajo el gobierno de la UP)
CIDH: Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 

la OEA
CITOM: Coordinadora de Identidades Territoriales y Orga-

nizaciones Mapuche
CODEPU: Comisión para la Defensa del Pueblo [entidad de 

DDHH]
COITM: Coordinación de Organizaciones e Identidades Te-

rritoriales Mapuche
CONADI: Corporación Nacional de Desarrollo Indígena



CONAF: Corporación Nacional Forestal
CONAMA: Comisión Nacional del Medio Ambiente
CORA: Corporación para la Reforma Agraria
CORFO: Corporación de Fomento a la Producción
COTAM: Comisión Autónoma de Trabajo Mapuche
CNVHNT: Comisión Nacional de Verdad Histórica y 

Nuevo Trato
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DASIN: Dirección de Asuntos Indígenas
DMDH: Declaración Mapuche de Derechos Humanos
DUDH: Declaración Universal de los Derechos Humanos
DNUDPI: Declaración de Naciones Unidas sobre los dere-

chos  de los Pueblos Indígenas
EIA: Estudio de Impacto Ambiental
ERC: Esquerra Republicana de Catalunya
FIDH: Federación Internacional de Derechos Humanos
FPMR: Frente Patriótico Manuel Rodríguez
FSC: Forest Stewardship Council
HRW: Human Right Wacht 
IDI: Instituto de Desarrollo Indígena
IEI: Instituto de Estudios Indígenas de la UFRO
INDAP: Instituto de Desarrollo Agropecuario
MCR: Movimiento Campesino Revolucionario
MIDEPLAN: Ministerio de Desarrollo y Planificación Nacional
MIR: Movimiento de Izquierda Revolucionaria
MOP: Ministerio de Obras Públicas
ODI: Observatorio de Derechos Indígenas
OIT: Organización Internacional del Trabajo
PCCH: Partido Comunista de Chile
PDC: Partido de la Democracia Cristiana
PDI: Programa de Derechos Indígenas
PEFC: Pan European Forest Certification
PIDCP: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
SEIA: Sistema de Evaluación del Impacto Ambiental
UFRO: Universidad de la Frontera
UP: Unidad Popular



GLOSARIO

Am: Una de las “almas” del che.
Anka Wenu Mapu: [Ragiñ Wenu Mapu] Espacio intermedio 

entre el Wenu y el Nag Mapu.
Antupaiñamko: [antupainko] “Halcones del sol”. Antepasa-

dos
Asentamiento: Unidad de reforma agraria creada bajo la Ley 

de Reforma Agraria del gobierno demócrata cristiano. La 
base era una cooperativa de familias dirigida por los jefes 
de hogar en colaboración con representantes del Estado. 
La diferencia con los CERA es que en éstos las mujeres 
y los jóvenes eran considerados miembros independientes 
del jefe de hogar (Mallón, 2001:273)

Ayjarewe: [ayllarehue] Nueve rehues. Unidad socioterrito-
rial. Alianza sociopolítica y ritual. 

Awün: “Trilla”. Acción de rodear el gijatuwe a caballo para 
expulsar a las fuerzas negativas. 

Az Mapu: [Ad Mapu, admapu]. Código ancestral ético-jurí-
dico del pueblo mapuche.

Az Mogen: Subcódigo del Az Mapu. Normas para el Buen 
Vivir.

Ba: [la] Muerte.
CEPRO: Unidad de reforma agraria compuesta por múlti-

ples propiedades que eran administradas directamente por 
agentes del Estado. Fueron creadas bajo el gobierno de la 
Unidad Popular (UP) en aquellas regiones dónde se con-



sideraba posible mayor grado de productividad comercial 
(Mallón, 2001: 273). 

CERA: Centro de Reforma Agraria. Creado por el gobierno 
de la UP en el que la mujeres y los jóvenes tenían la con-
sideración de miembros independientes en lugar de hacer-
los dependientes de los jefe de hogar como ocurría en los 
asentamientos (Mallón, 2001: 273).

Che: Persona mapuche. Gente. Individuo.
Chemamuj: [chemamull] Estatua antropomorfa que preside 

el gijatuwe en la zona wenteche a modo de rewe.
CORFO: Corporación de Fomento a la Producción. Entidad 

estatal de desarrollo económico creada por el primer go-
bierno del Frente Popular (1938-1942).

Eluwün: Rito funerario mapuche.
Epew: [epeu, apew] Cuentos, narraciones moralizantes, fá-

bulas.
Feyentün: Creencia. Religión. Autorregulación.
Foye: Árbol sagrado. “Canelo”. 
Füren: Familia afectiva; que vive en una misma casa. 
Futalmapu [butalmapu, fvtalmapu]: “Grandes territorios”. 

Alianza sociopolítica y militar de diversos ayjarewe y wi-
chan mapu.

Geh: [ngen] “dueño” de los espacios. Entidades protectoras 
de la naturaleza.

Gempiñ o ngempin: Es la persona que guarda la memoria del 
lof. Se podría definir como el historiador del grupo y en 
algunas zonas, por ejemplo en el área lafkenche, es además 
un especialista religioso cuyas funciones consisten en diri-
gir el gijatun.

Genechen: [Chau Dios, Chao Ngenechen, Günechen, El-
chen, Elmapu, Ngen Mapun, Küme Fucha Püllü] “Dios” 
de los Mapuche” de mayor jerarquía. Fuerza Suprema, 
Controlador de los Hombres, Director de los Hombres, 
Sostenedor de la Tierra, Gran Espíritu del Bien.

Gijatun: [ngillatun, guillatún].Principal ritual de propicia-
ción, etc.



Gijatuwe (gijatuhue, ngillatue). “Lugar del gijatun”. Campo 
ritual.

Gulu Mapu: [ngulu mapu] Territorio al oeste de los Andes 
(Chile).

Hampübkan: [hampulkan, nampülkan, hampülkan]. Viaje. 
“Libertad de movimiento por el territorio”.

Ixofij Mogen: [itrofill mogen, icrofill mogen] “Biodiversi-
dad”..

Jejipun: [llellipun] Rogativa.
Kalku: [calcu, calco] Brujo, hechicero, instigador del weküfe.
Katan kawin: [Catan cahuín) Fiesta importante. Rito de 

paso. 
Katan pilun: Ritual de imposición de los aros (pilun) a las 

mujeres. 
Kawin: Celebración. Fiesta con abundante comida y bebida.
Kejuwün: [kellugün, kelluwün] Ayudarse. Reciprocidad. So-

lidaridad.
Kimün: kvmün, kümün: Conocimiento mapuche.
Kiñel mapu: [quiñel mapu]. Asentamiento originario. 
Kiñewün: Unión. Unidad.
Kisugünewün: [kidu gunewun] “Gobernarse solo”. Liber-

tad. Autodeterminación. 
Kona: [cona, mocetones] jóvenes “guerreros”.
Konchutün: conchutun: Ritual que sella la amistad entre 

dos mapuche.
Küga: [cuga, cunga] Nombre totémico. Espíritu ancestral del 

clan.
Külme: Imagen o esencia etérea que se proyecta en el indi-

viduo.
Kulxüng: kultrun. Tambor ritual.
Küme: [cume] Bueno.
Küme Felen: “Estar Bien”. Salud.
Küme Mogen: Buena Vida
Küpan: [cupan] Origen familiar
Küra: [cura] Piedra.
Küxal: Fogón de la ruka. Fuego.



Lagñen: [langmien, lamuen]. “Hermana”. Termino que uti-
liza el hombre para referirse a la mujer y la mujer para 
referirse al hombre y a la mujer. 

Lakutün: Ritual por el cual el abuelo (laku) dona el nombre 
al nieto. Por extensión ritual de imposición del nombre.

Lawen: [lahuen] “Remedios”. Plantas medicinales. Medica-
mentos.

Leufü: [lelfün, bewfü] Río.
Lof: [lob] Unidad socioterritorial mapuche que aglutina a un 

grupo emparentado.
Logko: [lonko, lonco] “Cabeza”. Autoridad política mapu-

che. “Dirige” el lof.
Machi: [Hombre o mujer] con acceso a las fuerzas espiritua-

les y a diferentes planos del universo. Especialista religioso, 
ritual y médico del pueblo mapuche 

Mafün: Matrimonio mapuche.
Malon: Institución de justicia. Venganza.Vendeta. Expedi-

ción punitiva.
Meli Wixan Mapu: “Cuatro direcciones de la tierra”. Terri-

torio mapuche.
Miñche Mapu: [Münche Mapu] Debajo del Nag Mapu. 

“Inframundo”.
Nag Mapu: [Nauq Mapu (Püjü Mapu)] Superficie terrestre.
Nagche: [nauqche ¿nalche?, abajinos] Identidad territorial 

mapuche ubicada en el Valle Intermedio en las zona de 
colinas bajas.

Newen: [neyen, nehuen] Fuerzas espirituales.
Ñuke Mapu: “Madre Tierra”. Territorio de referencia afectiva 

y familiar.
Nüxan: [nütran, ngutran] Conversación. Transmisión oral 

de la memoria.
Palin: Juego ritual.
Pelon: Personas con características especiales que pueden 

predecir el futuro.
Peñi: “Hermano”. Expresión para dirigirse a otro mapuche u 

a otro hombre.



Pewen: [pehuén] Fruto de la Araucaria Araucana.
Pewenche: [pehuenche] Identidad territorial de los grupos 

que viven en la Cordillera de los Andes.
Pijan [pillán, pillañ, pijañ]: Espíritu de los volcanes y los an-

tepasados.
Pijan Kushe: Anciana con kimün. En la zona pewenche mu-

jer con facultades espirituales y funciones rituales.
Püjü: [Pullu, pvllv] Espíritu ancestral. Una de las “almas” del 

che.
Pwel Mapu: [puel mapu] Territorio mapuche al este de los 

Andes (Argentina).
Ragiñ Wenu Mapu:[Anka Wenu Mapu]. Espacio interme-

dio del Waj Mapu.
Rakizwan: [rakizüam, rakidwan] Pensamiento mapuche. 
Reche: “Hombre verdadero”. “Hombre puro [auténtico]. 

Mapuche corriente. 
Rewe: [rehue] “Lugar puro”. Centro del territorio de un lina-

je. Unidad sociopolítica y ritual compuesta por varios lof. 
Poste totémico; Escalera celeste.

Reyñma: Familia extensa.
Ruka:[ruca] Casa tradicional mapuche.
Rukatün: [rucatun] Ritual comunitario de levantamiento de 

una ruka.
Toki: [toqui] Caudillo militar. Hacha.
Tuwün: [tugun] Origen territorial del individuo.
Ubmeh: [Ulmen]: Hombre rico. Hombre de prestigio, de 

respeto.
Waj Mapu: [Wall Mapu]: Universo Mapuche. Territorio Ma-

puche.
Wajontu Mapu: [wallontu mapu] Idea circular del Waj 

Mapu. Planeta.
Warriache: Mapuches urbanos.
We Xipantu: [Hue Tripantu] Año nuevo mapuche. Solsticio 

de Invierno. 
Weküfe:[ Wükufe, Wekufu, huecubu, guecubu]. Entidad 

maléfica. “El Mal”.



Wenu Mapu: [Huenu Mapu]. “Tierra de Arriba”. Plano su-
perior del universo.

Wenteche: [huenteche, arribanos] Identidad territorial loca-
lizada en el pie de monte de los Andes. 

Werken: [huerquen] Mensajero. Vocero. Portavoz del logko. 
Portavoz.

Weza: [weda, hueda] Malo, negativo.
Wichan Mapu: [huichan mapu] “Territorios (lof ) aliados”. 

Alianzas [militares].
Wigka: [huinca, winka]. No mapuche. Puede tener connota-

ciones peyorativas. 
Wijiche: [huilliche] Identidad territorial localizada en el sur 

del territorio mapuche y la Isla de Chiloé.
Xaf Kazi: [traf kadi] Consejero del logko. Especie de mano 

derecha del logko.
Xafentün: [trafentun] Encuentro con una entidad sobrena-

tural. 
Xafkin: [trafkin] Institución económica ritualizada. Inter-

cambio, trueque.
Xawün: [tragun, trawün] Reunión política, junta, asamblea.
Xokinche: [troquinche, trokinche] Agrupación de personas 

localizadas en un lof. Personas (originariamente con algún 
tipo de relación de parentesco) que viven juntas en una 
comunidad.

Yam: Respeto.
Yamuwün: Acción de respetar. Mostrar respeto a los demás.
Yanacona: Palabra de origen inca utilizada para definir a 

quién se considera que es un traidor a su pueblo. Mapuche 
al “servicio” del wigka.








